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Inconstitucional delegación de facultades legislativas 
en materia tributaria en la ley 27.541

Rodolfo R. Spisso

I. El principio de reserva de ley en la doc-
trina de la Corte Suprema

Nuestra ley fundamental prescribe, de ma-
nera reiterada y como regla primordial, tanto 
en el art. 4º como en los arts. 17 y 52, que solo 
el Congreso impone las contribuciones referi-
das en el primero de ellos. Asimismo, el Tribu-
nal cimero ha expresado categóricamente que 
“los principios y preceptos constitucionales 
prohíben a otro Poder que el Legislativo el es-
tablecimiento de impuestos, contribuciones y 
tasas” (CS, Fallos: 155:290; 248:482; 303:245; 
312:912, entre otros) y, en forma concordante, 
ha afirmado en reiteradas oportunidades que 
ninguna carga tributaria puede ser exigible sin 
la preexistencia de una disposición legal en-
cuadrada dentro de los preceptos y recaudos 
constitucionales, esto es, válidamente creada 
por el único poder del Estado investido de ta-
les atribuciones (arg. CS Fallos: 316:2329; 318: 
1154; 319:3400; 321:366 y 263; 323:240, entre 
muchos otros).

Esta consolidada doctrina fue sostenida, sin 
grietas, aun en casos donde se cuestionó el es-
tablecimiento de un tributo, o su modificación 
o ampliación, mediante un decreto de necesi-
dad y urgencia al afirmase que la materia tri-
butaria supone una limitación constitucional 
infranqueable para el Poder Ejecutivo, un va-
lladar que no cede ni aún mediante decretos 
de la naturaleza señalada (CS, Fallos: 318:1154; 
319:3400 y 323:3770, entre otros). Tesitura que 
el constituyente de 1994 mantuvo, sin hesita-
ciones, al redactar el actual inc. 3º del art. 99 de 
nuestra ley fundamental.

La razón de ser de dicha limitación se funda 
en que la atribución de crear los tributos es 
la más esencial a la naturaleza del régimen 
representativo y republicano de gobierno 
(CS, Fallos: 182:411). Como ha dicho la Corte 
Suprema al tratar la creación, el manejo y la 
inversión del tesoro público, el constituyente 
confió al órgano más íntimo del país —según 
las palabras de Alberdi— “[l]a potestad de 
crear los recursos y votar los gastos públicos, 
en tanto que le confirió al Poder Ejecutivo la 
de recaudar y emplear aquellos recursos en 
los gastos designados, agregando, también en 
conceptos del ilustre jurista citado que ‘ese 
modo de distribuir el poder rentístico fue to-
mado de Inglaterra y adoptado por Estados 
Unidos de América a fin de evitar que en la 
formación del tesoro sea saqueado el país, 
desconocida la propiedad privada y hollada 
la seguridad personal’ e impedir, además, 
que en la elección y cantidad de los gastos 
se dilapide la riqueza pública” (CS, Fallos: 
321:2683).

Este principio de raigambre constitucional 
abarca tanto a la creación de impuestos, tasas 
o contribuciones especiales como a las modifi-
caciones de los elementos esenciales que com-
ponen el tributo, es decir, el hecho imponible, la 
alícuota, los sujetos alcanzados y las exenciones 
(CS, Fallos: 329:1554).

Que debe enfatizarse, de manera correla-
tiva, que ese valladar inconmovible que su-
pone el principio de reserva, de ley en materia 
tributaria tampoco cede en caso de que se ac-
túe mediante el mecanismo de la delegación 
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legislativa previsto por el art. 76 de la Consti-
tución (causa “Camaronera Patagónica”)  (1).

En efecto, el Tribunal cimero también ha 
sido contundente al sostener sobre tal punto 
que “no puedan caber dudas en cuanto a que 
los aspectos sustanciales del derecho tributario 
no tienen cabida en las materias respecto de las 
cuales la Constitución Nacional (art. 76), auto-
riza, como excepción y bajo determinadas con-
diciones, la delegación legislativa en el Poder 
Ejecutiva” (CS, Fallos: 326:4251).

II. La delegación de facultades legislativas 
en materia tributaria

El art. 99, inc. 3º, CN, según el texto surgido de 
la reforma de 1994, autoriza al Poder Ejecutivo, 
cuando circunstancias excepcionales hicieran 
imposible seguir los trámites ordinarios previs-
tos por la Constitución para la sanción de las le-
yes, a dictar decretos por razones de necesidad 
y urgencia, los que serán decididos en acuerdo 
general de ministros que deberán refrendarlos, 
conjuntamente con el jefe de gabinete de mi-
nistros, quedando excluido de dicha facultad la 
materia penal, tributaria, electoral o el régimen 
de los partidos políticos.

El Congreso carece de facultades para rati-
ficar reglamentos de necesidad y urgencia de 
contenido tributario, que el Poder Ejecutivo 
no puede, bajo ninguna circunstancia, emitir. 
De ahí que la ratificación que pudiera hacer el 
Congreso de reglamentos de necesidad y ur-
gencia en las materias excluidas de la facultad 
que el art. 99, inc. 3º, concede al Poder Ejecu-
tivo, dictados por este con anterioridad o pos-
terioridad a la reforma constitucional de 1994, 
no asume el carácter de convalidación de una 
situación de precariedad jurídica que no es tal, 
sino de creación propiamente dicha de una 
norma jurídica, a la que se le podrá dar alcance 
hacia el pasado, en la medida en que no afecte 
situaciones definitivamente consolidadas con 
anterioridad.

La pretensión del Congreso de convalidar la 
transgresión constitucional del Poder Ejecutivo 
ha sido considerada por la Corte como inhábil 

 (1) CS, 15/04/2014, “Camaronera Patagónica SA c. 
Ministerio de Economía”.

para justificar la aplicación del impuesto res-
pecto de los hechos imponibles acaecidos con 
anterioridad a la sanción de la ley  (2).

Cabe considerar si la prohibición establecida 
en materias de decretos de necesidad y urgen-
cia respecto de normas que regulan la materia 
tributaria penal tributaria, de los partidos polí-
ticos y régimen electoral se proyectan también 
sobre la delegación de facultades legislativas 
que el art. 76 de la CN acepta sometiéndola a 
estrictas exigencias. En forma afirmativa se ha 
expedido Gregorio Badeni, quien sostiene que 
los decretos de necesidad y urgencia y la dele-
gación son dos caras de una misma moneda. Si 
aceptáramos la viabilidad de la delegación le-
gislativa en materia fiscal por razones de emer-
gencia pública, no habría razón para negarla en 
materia penal, electoral o de partidos políticos. 
Y de ser así el Poder Ejecutivo quedaría habili-
tado para dictar un nuevo Código Penal, o mo-
dificar el vigente variando las penas estableci-
das  (3).

El art. 76, CN, prohíbe la delegación de facul-
tades legislativas en el Poder Ejecutivo, salvo en 
materias determinadas de administración o de 
emergencia pública, con plazo fijo para su ejer-
cicio y dentro de las bases de la delegación que 
el Congreso establezca.

Las normas de derecho tributario sustantivo 
no pueden ser subsumibles en el concepto de 
“materias determinadas de administración” a 
que se refiere el art. 76, CN. En cambio, el con-
cepto omnicomprensivo de emergencia pública 
admite extender, bajo determinadas circuns-
tancias, el instituto de la delegación legislativa 
a la materia tributaria.

Para que opere la delegación legislativa se de-
ben reunir las siguientes exigencias:

a) efectiva situación de emergencia pública, 
declarada por el Congreso;

b) que la política legislativa esté suficiente-
mente definida en la ley de habilitación;

 (2) CS, “Kupchik, Luisa Spak”. Fallos 321:366.

 (3) BADENI, Gregorio, “La Patología Constitucional 
de las Retenciones”, en La Ley Suplemento Especial, 
“Retenciones a las exportaciones”, abril de 2008.

Tho
mso

n R
eu

ter
s



Rodolfo R. Spisso

5

c) que la delegación no comprenda la crea-
ción de tributos, la definición del hecho o de la 
base imponible, la determinación de los con-
tribuyentes o responsables, exenciones o fran-
quicias, sino que solo esté referida a aspectos 
cuantitativos de la obligación tributaria, o sea 
las alícuotas, tasas o montos fijos;

d) que la facultad se conceda por tiempo de-
terminado y se agote con el uso que haga de ella 
el Poder Ejecutivo;

e) que comprenda solo los tributos que por 
sus características exijan adecuaciones en el 
tiempo de la emergencia;

f) que se satisfagan las exigencias sobre re-
frendo del decreto por el jefe de gabinete y el 
control por parte de la Comisión Bicameral Per-
manente (art. 100, inc. 13, CN).

Admitir un ejercicio más amplio o extensivo 
del instituto de la delegación impropia en ma-
teria tributaria no se compadece con una inter-
pretación sistemática y unitaria de la Constitu-
ción. Si el art. 17 de la Constitución consagra en 
forma ortodoxa el principio de reserva de ley, y 
el art. 99, inc. 3º, prohíbe al Poder Ejecutivo, aun 
en situaciones de emergencia, el ejercicio de fa-
cultades legislativas en materia tributaria, no 
resulta congruente interpretar que, mediando 
delegación, se pueda desplazar la arquitectura 
de la norma constitucional, que aun reforma 
mediante, se halla estructurada en derredor del 
principio de la división de poderes, que se erige 
en un valladar inexpugnable en defensa efec-
tiva de los derechos individuales.

El art. 755, Cód. Aduanero no satisface las exi-
gencias del art., 76, CN. Ninguno de los requisi-
tos que hagan viable la delegación legislativa se 
presentan en la especie. Ni se trata de materia 
determinada de administración, ni emergencia 
pública alguna fue invocada con motivo de la 
sanción del Cód. Aduanero o de alguna de sus 
disposiciones, pues el citado ordenamiento de 
la legislación aduanera es de carácter perma-
nente. Por lo demás, tampoco la norma esta-
blece plazo determinado para el ejercicio de 
la delegación, ni atiende suficientemente el 
recaudo de que la política legislativa haya sido 
claramente establecida para que sea válido el 
reconocimiento legal de atribuciones que que-
den libradas al arbitrio razonable del órgano 

ejecutivo. En la medida en que el art. 755, Cód. 
Aduanero, admite la delegación a efectos de 
“asegurar la política monetaria, cambiaria o de 
comercio exterior o para atender las necesida-
des de las finanzas públicas”, ello importa una 
delegación en blanco.

II.1. La doctrina de la Corte Suprema

El tribunal cimero, en recordada sentencia re-
caída en la causa “Selcro SA” (Fallos 326:4251), 
ha expresado con claridad y convicción que 
ni un decreto del Poder Ejecutivo ni una deci-
sión del jefe de Gabinete de Ministros pueden 
crear válidamente una carga tributaria ni defi-
nir o modificar, sin sustento legal, los elementos 
esenciales de un tributo (conf. Fallos 319:3400), 
agregando que al tratarse de una facultad exclu-
siva y excluyente del Congreso, resulta inválida 
la delegación legislativa efectuada por el párr. 2º 
del art. 59 de la ley 25.237, en tanto autoriza a la 
Jefatura de Gabinete de Ministros a fijar valores 
o escalas para determinar el importe de las ta-
sas, sin fijar al respecto límite o pauta alguna ni 
una clara política legislativa para el ejercicio de 
tal atribución conf. doctrina de Fallos 148:430; 
270:42; 310:2193; entre otros).

En la causa “Consolidar”  (4) la Corte con-
firmó la sentencias de las instancias inferiores 
que habían declarado la inconstitucionalidad 
del art. 74 de la ley 24.938 que establecía que los 
gastos de los entes de supervisión de las Asegu-
radoras de Riesgos de Trabajo (ART) y emplea-
dores autoasegurados se financiarán con un 
tasa cuyo monto quedó librado al Poder Ejecu-
tivo, pues si bien la ley creó el tributo y deter-
minó el hecho imponible y los sujetos pasivos 
no hizo lo propio con relación a su cuantifica-
ción, transgrediéndose de esa forma el princi-
pio del reserva de ley.

En la causa “Camaronera Patagónica” la Corte 
admite que en materia de derechos aduaneros 
se delegue en el PE la facultad de elevar o dismi-
nuir las alícuotas aplicables dentro de unos ba-
remos máximos y mínimos fijados por el legis-
lador, siempre y cuando para el ejercicio de di-
cha atribución se fijen pautas y límites precisos 

 (4) CS, 29/12/2009, “Consolidar ART SA c. Superinten-
dencia de Riesgos de Trabajo - res. 39/1998 y 25.806/1998 
y otro s/ proceso de conocimiento”, Fallos 332:2872.
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mediante una clara política legislativa. Esa que, 
como bien dice el tribunal cimero, “[n]o puede 
soslayarse que los derechos aduaneros están 
íntimamente ligados a las continuas fluctuacio-
nes que presenta el comercio internacional y, 
por dicha razón, en esta materia es indispensa-
ble contar con herramientas que permitan ade-
cuar, en forma ágil, los instrumentos estatales 
de política económica a efectos de que, entre 
otros objetivos, puedan protegerse la produc-
ción local, los precios en el mercado interno o 
las condiciones de competitividad de nuestros 
bienes en el exterior. Como consecuencia de la 
mayor integración económica y del creciente 
comercio mundial, es imprescindible que el 
Estado pueda realizar, de manera oportuna, los 
ajustes que estime necesarios para conjurar los 
efectos que pueden tener en nuestro país las 
crisis financieras internacionales o bien para 
evitar que decisiones económicas adoptadas 
en otras naciones puedan repercutir negativa-
mente en el ámbito interno”.

También la Corte ha fijado pautas para la in-
terpretación de las leyes que autorizan la de-
legación de facultades legislativas en el PE. En 
trascendente sentencia, la Corte Suprema de 
Justicia de la Nación, en el caso “Colegio Público 
de Abogados de la Capital Federal”  (5)  fijó reglas 
claras y precisas en materia de delegación. Al 
respecto expresó: “Que, a partir del sentido que 
se buscó asignar al texto constitucional argen-
tino y de las características del modelo seguido, 
se desprende que: 1º) la delegación sin bases 
está prohibida y 2º) cuando las bases estén for-
muladas en un lenguaje demasiado genérico 
e indeterminado, la actividad delegada será 
convalidada por los tribunales si el interesado 
supera la carga de demostrar que la disposición 
dictada por el Presidente es una concreción de 
la específica política legislativa que tuvo en mi-
ras el Congreso al aprobar la cláusula delegato-
ria de que se trate.

“Esta conclusión resulta insoslayable apenas 
se advierte que la delegación sin bases está pro-
hibida precisamente porque bloquea la posibili-
dad de controlar la conexión entre la delegación 
del Congreso y la actividad desplegada por la 
autoridad administrativa”.

 (5) CS, 04/11/2008, Fallos 331:2406, “Colegio Público 
de Abogados de la Capital Federal c. EN”.

“Así, por ser amplia e imprecisa, la delegación 
no confiere atribuciones más extensas, sino, al 
revés, a mayor imprecisión, menor alcance ten-
drá la competencia legislativa que podrá el Eje-
cutivo ejercer válidamente”.

III. La delegación de facultades legislativas 
de contenido tributario en la ley 27.541

Las delegaciones que la ley hace en el PE 
en materia tributaria lucen manifiestamente 
inconstitucionales.

En primer lugar, la mayoría de las delegacio-
nes establecidas en la ley 27.541 no se vinculan 
con la materia aduanera, en cuyo ámbito la 
doctrina de la Corte ha admitido la delegación 
de las facultades legislativas, en cabeza del PE 
autorizándolo a elevar o disminuir las alícuo-
tas como forma de preservar la competitividad 
de la producción local, mediante el estableci-
miento de baremos máximo y mínimos dentro 
de una clara política legislativa para el ejercicio 
de la actividad que se delega.

Las delegaciones que la ley 27.541 lucen in-
necesarias dado que simultáneamente la ley 
ha introducidos una serie de significativas re-
formas a la legislación tributaria, en el ámbito 
de las contribuciones patronales, arts. 19 a 25, 
ajuste por inflación, art. 27, bienes personales 
(arts. 28 a 31), impuesto cedular a la renta finan-
ciera (art. 32), impuesto a las ganancias (arts. 
33, 34 y 46 a 48), impuesto a la compra y cam-
bio de billetes y divisas en moneda extranjera 
(arts. 35 a 40, 42 y 44), impuesto sobre débitos y 
acreditaciones en cuenta bancarias y otra ope-
raciones (art. 45), tasa de estadística (art. 49), 
impuestos internos (arts. 50, 51), exenciones 
impositivas (art. 43) lo que pone en evidencia 
que en lugar de delegar facultades legislativas, 
el Congreso bien pudo sancionar las modifica-
ciones que hubiera considerado pertinentes, en 
los aspectos que delega en el PE.

La delegación en el PE de incrementar hasta 
en un 100% las tasas del impuesto sobre los Bie-
nes Personales, en lugar de establecerla en la 
ley, bien pudo deberse a las dudas que le sus-
citó al legislador la constitucionalidad del dis-
tingo utilizado en la especie.

A favor del distingo podría traerse a cuento 
la doctrina de la Corte Suprema de la Nación 
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que, respecto del impuesto inmobiliario, en el 
caso de propietarios radicados en el extranjero 
admitió que el tributo, incluido el recargo por 
ausentismo, podía absorber hasta el 50% del 
rendimiento normal de un inmueble  (6). Mas 
esta orientación no es trasladable a la situación 
actual. El Estado argentino viene incumpliendo 
su obligación constitucional de proveer lo con-
ducente a la defensa del valor de la moneda 
(art. 75, inc. 19, CN). De ahí que quienes han 
llevado al exterior sus activos financieros, no 
han hecho otra cosa que adoptar medidas con-
ducentes a la preservación de su patrimonio, 
ante eventuales confiscación de bienes como la 
decretada por el dec. 214/2002 que dispuso la 
conversión a pesos de los depósitos constitui-
dos en moneda extranjera a una paridad sen-
siblemente inferior a la del mercado libre  (7). 
Por tanto, la aplicación de una tasa superior, en 
el impuesto sobre los Bienes personales, aplica-
ble a los bienes en el exterior obraría en calidad 
de perversa pretensión de asegurar el despojo, 
originado en el incumplimiento por parte del 
Estado de la manda constitucional de velar por 
la defensa de la moneda nacional.

Los efectos de la inflación al deteriorar el va-
lor adquisitivo de la moneda se erigen en un 
impuesto a los activos monetarios, instituido 
sin ley.

La delegación en cabeza del PE en materia tri-
butaria carece de una clara directiva emanada 
del Congreso para el ejercicio de las facultades 
que se delegan. Las puntualizaciones conteni-
das en el art. 2º de la ley 27.541, no son más que 
la enunciación de los propósitos que se preten-
den alcanzar con la sanción de la norma, no 
pudiéndose siquiera considerar genéricas y/o 

 (6) CS, 21/05/1948, “Banco Hipotecario Franco Argen-
tino c. Provincia de Córdoba”, Fallos 210:1213.

 (7) La CS luego de declarar la inconstitucionalidad del 
dec. 214/2002 en la causa “Provincia de San Luis c. Esta-
do Nacional” sentencia del 05/03/2003; en la causa “Bus-
tos, Alberto R. c. EN”, sentencia del 28/10/2004 rechazó 
el amparo, para finalmente en la causa 27/12/2006, 
“Massa, Juan Agustín c. PE” al aplicar sobre el capital 
convertido a la paridad de $1,40 por dólar estadouni-
denses, ajustado por el coeficiente de estabilización de 
referencia (CER) más una tasa de interés que el tribunal 
fijó en el 4%, anual, dejó sin efecto la sentencia recurrida 
que había declarado la invalidez del dec. 214/02 por no 
existir lesión constitucional.

vagas directivas tendientes a satisfacer las exi-
gencias del art. 76 de la CN.

Ninguna pauta o directiva enuncia la ley 
27.541 en orden a autorizar al PE a extender el 
impuesto sobre la compra o cambio de mone-
das extranjeras a otros supuestos que los previs-
tos en la ley, a reducir o suspender la aplicación 
del tributo o reducir el IVA a los servicios digi-
tales (art. 41).

No resulta siquiera racional que el art. 52 
delegue en el PE la facultad de incrementar 
los impuestos a la exportación, que bien pudo 
hacer el Congreso. Además, ni el PE ni el Con-
greso creen en la validez constitucional de di-
cha delegación, y cada vez que han recurrido a 
dicha instrumentación se han apresurado a la 
ratificación por el Congreso de los decretos del 
PE, como lo hace el art. 54 de la ley 27.541, que 
reitera la convalidación efectuada por el art. 82 
de la ley 27.467, para la casi totalidad de los de-
cretos enunciados en la primera.

IV. Pretensión del ejercicio compartido de 
la potestad tributaria

La ley 27.541 se inscribe en bastarda preten-
sión de desplazar el principio de reserva de ley 
en materia tributaria, de que solo el Congreso 
establece las contribuciones a que se refieren 
los arts. 4º y 75 de la CN, o sea que únicamente 
la ley puede establecer todos los elementos del 
derecho tributario sustantivo, en la creación o 
modificación de los tributos.

Sin pretender hacer una enumeración de to-
dos los antecedentes que sobre la base de una 
interpretación amañada del art. 76 de la CN han 
intentado desplazar el principio de reserva de 
ley, cabe mencionar la ley 25.414.

Al declarar la inconstitucionalidad de la 
ley 25.414 la Cámara Federal  (8) en cuanto au-
toriza al PE a suprimir exenciones (art. 1º apart. II, 
inc. a]), sostuvo que atento al principio consti-
tucional de reserva de ley nulla poena sine lege, 
no puede convalidarse la derogación de una 
exención a través de un decreto, siendo el po-
der legislativo el único órgano facultado para 

 (8) CCAF, sala V, 12/04/2007, “Boiteaux, Miguel Án-
gel”, DT Errepar, BD-4-G-08137, septiembre-2007.
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hacerlo. En este sentido se expidió el señor fis-
cal general cuando expuso: Según tiene decla-
rado la Corte Suprema de Justicia de la Nación, 
su propia jurisprudencia resulta categórica en 
cuanto a que los principios y preceptos consti-
tucionales prohíben a otro Poder que el Legisla-
tivo el establecimiento de impuestos, contribu-
ciones y tasas, y concordantemente con ello ha 
afirmado que ninguna carga tributaria puede 
ser exigible sin la preexistencia de una disposi-
ción legal encuadrada dentro de los preceptos y 
recaudos constitucionales, esto es, válidamente 
creada por el único poder del Estado investido 
de tales atribuciones (...). Por lo demás, agregó 
el Alto Tribunal que no pueden caber dudas en 
cuanto a que los aspectos sustanciales del dere-
cho tributario no tienen cabida en las materias 
respecto de las cuales la Constitución Nacional 
(art. 76), autoriza, como excepción y bajo deter-
minadas condiciones, la delegación legislativa 
en el Poder Ejecutivo (conf. doctrina de CS, Fa-
llos: 326:4251 y sus citas). A mi modo de ver, en 
forma análoga a lo que acontecía en el mencio-
nado precedente, la falta de límites con que fue 
dispuesta la delegación impugnada autoriza a 
estimarla inconstitucional en los términos de la 
estricta doctrina allí citada, cuando también es 
del caso recordar que, en materia de exenciones 
impositivas, es constante el criterio conforme al 
cual deben resultar de la letra de la ley o de la 
indudable intención del legislador (conf. CS, 
Fallos: 289:508; 292:129 y 302:1599, entre mu-
chos otros)  (9).

Clara manifestación de la pretensión del ejer-
cicio compartido de la creación y modificación 
de los tributos lo constituye la ley 25.413 sobre 
débito y créditos en cuentas bancarias y otras 
operaciones, que luego de mencionar los su-
puestos alcanzados por el tributo, faculta al 
PEN a definir el alcance definitivo de los hechos 

 (9) La CN, en sentencia del 20/02/2018 “Festival de 
Doma y Folklore c. Estado nacional s/ acción declara-
tiva” al declarar inadmisible la acción declarativa, por 
inexistencia de daño en ciernes, no entró a juzgar la in-
constitucionalidad del art. 1º de la ley 25.414. La disiden-
cia de los magistrados Maqueda y Lorenzetti, sostuvo 
que ni el Poder Legislativo podía delegar en el Ejecutivo 
la facultad de eliminar exenciones ni este último podía 
dictar reglamentos en uso de tal atribución disponiendo 
la inclusión en el impuesto al valor agregado de sujetos 
hasta entonces exentos, sin vulnerar el principio cons-
titucional de legalidad en materia tributaria.

gravados, como así también para crear un régi-
men especial de determinación para las entida-
des financieras aludidas.

También la ley 25.413 faculta al Poder Ejecu-
tivo determinar la alícuota del gravamen, dentro 
de los porcentajes máximos que fija. El art. 2º de 
la ley establece determinadas exenciones, fa-
cultando al Poder Ejecutivo a “establecer exen-
ciones totales o parciales en aquellos casos en 
que lo estime pertinente”.

O sea, para saber a ciencia cierta cuales son 
los hechos escogidos para hacer nacer la obliga-
ción tributaria cabe no solo estar a las previsio-
nes de la ley, sino que procede integrarlas con 
la regulación del dec. 380/2001. Este, en el art. 
3º de su Anexo, determina las operaciones, en 
que, no utilizándose cuentas bancarias, quedan 
comprendidas en el hecho imponible del grava-
men, cuáles están al margen de la tributación, 
estableciendo en materia de pagos a cuenta, 
rendiciones de gestiones de cobranza, rendi-
ciones de recaudación, giros y transferencias 
de fondos y pagos realizados por las entidades 
financieras los supuestos que no integran el he-
cho imponible. El art. 5º del Anexo del decreto 
designa a las entidades financieras agentes de 
liquidación y percepción del gravamen, o sea a 
los sujetos responsables por deuda ajena, com-
plementando la enumeración de los contribu-
yentes que hace la ley  (10).

La ley 27.541 sigue la orientación de despla-
zar el principio de reserva de ley en materia tri-
butaria, y sin necesidad alguna, pues en el caso 
no se verifican supuestos en que las fluctuacio-
nes del comercio internacional y sus continuas 
fluctuaciones hacen imposible prever con la 
debida anticipación las medidas a adoptar en 
defensa de los intereses nacionales, se recurre a 
la delegación de facultades legislativas, sin que 
el Congreso defina claras y precisas directivas 
para el ejercicio de la función que se delega.

 (10) La CS, en sentencia del 12/12/2017 en la causa 
“Piantoni Hnos.”, LA LEY, 06/02/2018, al limitarse a 
juzgar si los pagos realizados en forma habitual en 
cuentas del proveedor constituían un sistema organi-
zado de pagos y por ende alcanzados por el tributo, se 
expidió por mayoría, en forma afirmativa, declarando 
la constitucionalidad de la ley, en lo que había sido 
materia de agravios.
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Es decir, en el fondo existe una sopada inten-
ción de desplazar el principio de separación 
de poderes del Estado, y con ello el régimen 
republicano de gobierno que la Constitución 
proclama.

Es de interés recordar sobre ese desvío cons-
titucional que ostenta la ley 27.541 las palabras 
de Sebastián Soler en su recordado dictamen de 
Fallos 247:121.

Allí se expresó: “Cuando un determinado 
poder, con el pretexto de encontrar paliativos 
fáciles para un mal ocasional, recurre a las fa-
cultades de que no está investido, crea, aunque 
conjure aquel mal, un peligro que entraña ma-
yor gravedad y que una vez desatado se hace de 
difícil contención: el de identificar atribuciones 
legítimas en orden a lo reglado, con excesos de 
poder. Poco a poco la autoridad se acostumbra 
a incurrir en extralimitaciones, y lo que en sus 
comienzos se trata de justificar con referencia 
a situaciones excepcionales o con la invocación 
de necesidades generales de primera magnitud, 

se transforma, con mayor, o menor tiempo, 
en las condiciones normales del ejercicio del 
poder. Ocurre después algo peor. Los mismos 
gobernados se familiarizan con el ejercicio, 
por parte del gobierno, de atribuciones discre-
cionales para resolver problemas. Y entonces, 
consciente o subconscientemente, pero siem-
pre como si el derecho escrito vigente hubiera 
sido sustituido o derogado por un nuevo dere-
cho consuetudinario, cada sector de la comu-
nidad exige, si está en juego su propio interés y 
es preciso para contemplarlo, que la autoridad 
recurra a cualquier exceso o desvío de poder. A 
cualquiera, no importa en qué medida, basta 
que sea idóneo para que la pretensión recla-
mada sea inmediata y favorablemente aco-
gida; y así como su concesión no comprometa 
el patrimonio estatal será más fácil y cómodo 
para el gobierno acordar a lo pedido que ne-
garlo”  (11).

 (11) Recuerda el dictamen, el voto en disidencia de Pe-
tracchi y Argibay en “Camaronera Patagónica SA c. EN”.
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Miscelánea sobre la ley 27.541

Luis O. Fernández

I. Introducción

Se realizarán algunos comentarios puntuales 
sobre las modificaciones de la ley citada rela-
cionadas con el ajuste impositivo por inflación, 
las deducciones personales para empleados y 
jubilados, algunas operaciones financieras, las 
alícuotas del impuesto societario y la distribu-
ción de utilidades de estos entes.

II. Ajuste por inflación

Luego de muchos años de falta de aplica-
ción, la reforma tributaria dictada en 2018 vol-
vió a posibilitar la aplicación del ajuste impo-
sitivo por inflación. Esta reposición, que había 
sido precedida de múltiples fallos judiciales, 
incluso de la Corte Suprema de Justicia, que 
dictaminaran la inconstitucionalidad de su 
suspensión, fue incompleta ya que no se ade-
cuaron el resto de las normas de dicho ajuste 
a los cambios legislativos que había sufrido la 
Ley de Impuesto a las Ganancias desde aque-
llas lejanas épocas en que este se suspendiera 
con el simple recurso de dejar de publicar los 
índices necesarios.

Esta falencia originó múltiples comentarios 
doctrinarios y un proyecto de ley enviado al 
Congreso Nacional que, recogía parcialmente 
las críticas mencionadas y, de algún modo, me-
joraba el resultado del ajuste aproximándolo a 
la realidad económica de la inflación.

Con el dictado de la ley 27.541 se vuelve la 
situación preexistente a dicho proyecto, en el 
sentido de no realizar modificación alguna al 
mecanismo legal, pero, además, en una nueva 
aplicación del conocido principio de suficiencia 
recaudatoria, se diluyen aún más los efectos de 

la inflación y la base imponible al disponer por 
dos ejercicios que el ajuste se impute por sextos 
y no por tercios.

III. Deducciones personales

El dec. 561  (1) encomendó a la AFIP reducir 
la base de cálculo de las retenciones de los su-
jetos que obtengan las rentas mencionadas en 
los incs. a), b) y c) del art. 79 (art. 82 t.o. en 2019) 
de la Ley de Impuesto a las Ganancias, en una 
suma equivalente al veinte por ciento (20%) de 
los importes de las deducciones contempladas 
en los incs. a) y c) del primer párrafo del art. 23 
(art. 30, t.o. 2019) de la ley referida, vigentes para 
el período fiscal 2019.

El carácter provisorio de esta situación 
lo resuelve por el art. 46 de la ley que se co-
menta, el que dispone que los sujetos alu-
didos puedan reducir su base imponible de 
consuno con lo dispuesto en el reglamento 
estableciendo que podrán deducir de sus ga-
nancias una suma equivalente a la reducción 
de la base de cálculo de las retenciones dis-
puestas por tal decreto; por último, dispone 
“... que la referida deducción no podrá generar 
quebranto”.

IV. Rentas financieras

La ley del tributo permitía afectar al costo del 
valor los intereses o rendimientos del período 
2018 producidos por títulos públicos, obligacio-
nes negociables, títulos de deuda, cuotas partes 
de fondos comunes de inversión y demás espe-
cies comprendidas en los incs. a) y b) del actual 

 (1) BO 15/08/2019.
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art. 98 de la ley (2), la ley 27.451 ha mantenido 
vigente dicha franquicia y la ha extendido a 
los intereses y rendimientos del período fiscal 
2019, en las mismas condiciones, o sea, en su 
caso, disminuyendo el costo de adquisición.

V. Alícuotas, sociedades y dividendos

Como es suficientemente conocido, las for-
mas de alcanzar por el tributo a las ganancias 
de las sociedades que la ley llama de capital y 
las de sus propietarios son múltiples; van desde 
el sistema clásico que alcanza ambos sin com-
pensación alguna, hasta el sistema de trans-
parencia, que ignora la personería fiscal de las 
sociedades; e incluso hasta la no gravabilidad 
de los dividendos en cabeza de los accionistas. 
En el fondo de este tratamiento está el conocido 
problema de la doble imposición del dividendo, 
que aquí no se abordará.

En general en la mayoría de los países existe 
algún sistema intermedio, que suele conocerse 
como de integración.

Los que fatigamos desde hace años el texto de 
la ley del impuesto, hemos visto prácticamente 
que todas esas formas de abordaje en algún mo-
mento han sido utilizadas por la ley argentina.

El proceso de cambio de unos a otros mé-
todos se ha producido tanto en forma brusca, 
saltando de un extremo a otro de los menciona-

dos, como en forma progresiva, dilatándose en 
el tiempo, como medio de evitar las dificultades 
de todo cambio drástico acarrea.

Después de largos años, durante los cuales 
se consideró a los dividendos como no com-
putables, la ley 26.893 los gravó para personas 
humanas y sucesiones indivisas que no cons-
tituyan empresa, a la tasa del 15% a partir del 
ejercicio fiscal 2013 y luego, la ley 27.430 creó 
el impuesto cedular, para los mismos sujetos y 
los incluyó en este, a partir del ejercicio fiscal 
2018.

Como una forma de atenuar los efectos del 
cambio y con el propósito de no afectar la mag-
nitud de la imposición conjunta del conjunto 
accionista/sociedad, se dispuso un cambio 
gradual de alícuotas, por medio del cual, a me-
dida que se aumentaba la alícuota del impuesto 
al dividendo, disminuía la alícuota del tributo 
societario.

Así, partiendo de un impuesto societario del 
35%, para los ejercicios fiscales que se inicien 
a partir del primero de enero del 2018 y hasta 
el 31 de diciembre de 2019, se disponía a apli-
car una alícuota del 30% y para los que tuvie-
ran comienzo desde el primero de enero 2020 
se utilizaría una alícuota del 25%. En forma pa-
ralela y para los mismos períodos, la alícuota 
del impuesto cedular sería del 13% y del 7% 
respectivamente.

La idea era mantener aproximadamente igual la suma de ambos tributos:

2017 2018 2019 2020

Sociedad 35% 30% 30% 25%

Accionista -- 7% 7% 13%

Total 35% 34.90% 34.90% 34.75%

Ello porque el impuesto sobre el dividendo se calcula sobre la totalidad de la ganancia menos 
el impuesto societario; así el 2018 el 7% se calcula sobre el 70% de la utilidad impositiva, entones 
30% + (7% de 70%) 34.9%. Esta similitud porcentual se da solo cuando se distribuye toda la utili-
dad, lo cual tiene un efecto incentivador de la inversión por retención de utilidades.

Cuando entra en vigencia la ley 27.451 que motiva este comentario, ya muchos sujetos habían 
comenzado a aplicar las alícuotas del 30% en el impuesto societario y del 13% en el tributo cedu-
lar; el legislador entonces, seguramente teniendo en cuenta los efectos que estos cambios pudie-
ran llegar a tener en la recaudación, estableció que la vigencia del 25% en el impuesto societario y 
el 7% en el cedular comenzará a partir de los ejercicios que se inician desde el 1 de enero de 2021.

(2) Art. colocado en cuarto lugar a partir del art. 90 (t.o. 1997).
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El nuevo Impuesto Para una Argentina Inclusiva y 
Solidaria

Silvina É. Coronello

El 23 de diciembre de 2019 fue publicada en 
el Boletín Oficial la ley 27.541 denominada “Ley 
de Solidaridad Social y Reactivación Produc-
tiva en el marco de la Emergencia Pública” —en 
adelante “la ley”—, y conforme su art. 87 ese día 
se produjo su entrada en vigencia.

La ley declara la emergencia económica, fi-
nanciera, fiscal, administrativa, previsional, ta-
rifaria, energética, sanitaria y social, y en lo que 
aquí interesa introduce varias modificaciones 
en materia impositiva y previsional.

Entre estas se encuentra la creación del Im-
puesto Para una Argentina Inclusiva y Solidaria 
(PAIS) en sus arts. 35 y ss., por cinco períodos 
fiscales desde la vigencia de la ley.

Por otra parte, en fecha 28 de diciembre 
de 2019 se publicó en el Boletín Oficial el  
dec. 99/2019 que la reglamenta —en adelante 
“el decreto”.

I. Los hechos imponibles y oportunidad de 
la percepción

Ahora bien, en cuanto al hecho imponible, 
la ley establece cinco operaciones que dan na-
cimiento a la obligación de pago del impuesto 
PAIS, y delega en el Poder Ejecutivo la facultad 
de incorporar nuevas operaciones —lo cual vul-
neraría el principio constitucional de reserva de 
ley en materia tributaria consagrado en los arts. 
17, 19 y cdss. de nuestra Constitución Nacional.

Las operaciones que dan nacimiento al hecho 
imponible del impuesto PAIS son las que siguen 
a continuación.

I.1. Compra de moneda extranjera para ateso-
ramiento o sin destino específico

El hecho imponible está dado por la opera-
ción de “compra de billetes y divisas en moneda 
extranjera —incluidos los cheques del viajero— 
para atesoramiento o sin un destino específico 
vinculado al pago de obligaciones en los térmi-
nos de la reglamentación vigente en el mercado 
de cambios efectuada por residentes en el país”.

La base imponible resulta el importe total de 
cada operación alcanzada.

En este caso el impuesto está a cargo del ad-
quirente y las entidades autorizadas a operar en 
cambios por el Banco Central de la República 
Argentina son designadas como agentes de 
percepción.

La percepción del impuesto debe practicarse 
en el momento de efectivizarse la operación 
cambiaria.

Por ello, se ha denominado “dólar solidario” 
al valor de la divisa norteamericana resultante 
de sumar a la cotización oficial el quantum 
del impuesto percibido al realizas la operación 
cambiaria.

I.2. Cambio de divisas destinadas al pago de 
bienes o servicios efectuados en el exterior

Las operaciones gravadas por la ley son:

1. el cambio de divisas efectuado por las enti-
dades financieras por cuenta y orden del adqui-
rente, locatario o prestatario, destinadas al pago 
de la adquisición de bienes o prestaciones y lo-

Tho
mso

n R
eu

ter
s



REFORMA TRIBUTARIA. Ley 27.541 y sus reglamentaciones

16

caciones de servicios efectuados en el exterior, 
que se cancelen mediante la utilización de tar-
jetas de crédito, de compra y débito, entre otras 
que determine la reglamentación;

2. las operaciones de extracciones o adelanto 
de efectivo efectuado en el exterior;

3. las compras efectuadas a través de porta-
les o sitios virtuales y/o cualquier otra moda-
lidad por la cual las operaciones se perfeccio-
nen mediante compras a distancia, en moneda 
extranjera.

Por su parte, el decreto dispone que dichas 
operaciones se encuentran alcanzadas “cual-
quiera sea el medio de pago con el que sean 
canceladas”.

El importe total de la cada operación alcan-
zada resulta la base de imposición.

Los agentes de percepción son las entidades 
que efectúen los cobros de las liquidaciones a 
los usuarios de las distintas tarjetas (crédito, 
compra, débito) respecto de las operaciones.

La percepción debe practicarse (i) en la fecha 
de cobro del resumen o liquidación de la tarjeta 
de crédito o compra y (ii) en la fecha de débito 
en la cuenta bancaria asociada a la tarjeta de 
débito.

I.3. Cambio de divisas para el pago de servi-
cios prestados por sujetos no residentes en el país

En este caso, se grava la operación de cambio 
de divisas efectuado por las entidades finan-
cieras destinadas al pago por cuenta y orden 
del contratante residente en el país de servicios 
prestados por sujetos no residentes en el país, 
que se cancelen mediante la utilización de tar-
jetas de crédito, de compras y de débito, o cual-
quier otro medio de pago —conforme dispone 
el decreto.

La base imponible resulta el importe total de 
cada operación alcanzada.

Los agentes de percepción son las entidades 
que efectúen los cobros de las liquidaciones a 
los usuarios de las distintas tarjetas (crédito, 
compra, débito) respecto de las operaciones 
alcanzadas.

La percepción debe practicarse (i) en la fecha 
de cobro del resumen o liquidación de la tarjeta 

de crédito o compra y (ii) en la fecha de débito 
en la cuenta bancaria asociada a la tarjeta de 
débito.

I.4. Adquisición de servicios en el exterior a 
través de agentes de viajes y turismo

Se encuentra alcanzada por el impuesto la 
operación de adquisición de servicios contra-
tados a través de agencias de viajes y turismo, 
mayoristas y/o minoristas, del país.

El decreto dispone que se encuentran com-
prendidas las adquisiciones de servicios en el 
exterior contratadas a través de agencias de via-
jes y turismo —mayoristas y/o minoristas— del 
país cuando fueran canceladas en efectivo y no 
estén alcanzadas por los incs. b) y c) del art. 35 
de la ley, en la medida en que para su cancela-
ción deba accederse al mercado único y libre de 
cambios al efecto de la adquisición de las divi-
sas correspondientes.

El importe total de la operación alcanzada es 
la base de imposición.

Las agencias de viajes y turismo que efectúen 
el cobro de los servicios son designadas como 
agentes de percepción del impuesto.

La percepción del impuesto debe realizarse 
en la fecha del cobro del servicio contratado. En 
caso de que el servicio se abone en forma par-
cial o en cuotas, la percepción debe realizarse 
en su totalidad con el primer pago.

I.5. Adquisición de servicios de transporte al 
exterior

El hecho imponible del impuesto está cons-
tituido por la operación de adquisición de ser-
vicios de transporte terrestre, aéreo y por vía 
acuática, de pasajeros con destino fuera del 
país, en la medida en la que para la cancelación 
de la operación deba accederse al mercado 
único y libre de cambios al efecto de la adquisi-
ción de las divisas correspondientes en los tér-
minos que fije la reglamentación.

Al respecto, el decreto aclara que en este su-
puesto se incluyen los servicios que fueran con-
tratados a través de empresas del país, cuando 
fueran canceladas en efectivo y no estén alcan-
zadas por los incs. b) y c) del art. 35 de la ley, 
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en la medida en que para su cancelación deba 
accederse al mercado único y libre de cam-
bios al efecto de la adquisición de las divisas 
correspondientes.

Asimismo, el decreto “suspende el pago” del 
impuesto para la adquisición de servicios de 
transporte terrestre, de pasajeros, con destino a 
países limítrofes; lo cual implica una exención 
que vulnera el principio de reserva de ley.

La base imponible resulta el precio, neto de 
impuestos y tasas, de cada operación alcanzada.

Los agentes de percepción son las empresas 
de transporte terrestre, aéreo o acuático, que 
efectúen el cobro de estos.

La percepción del impuesto debe realizarse 
en la fecha del cobro del servicio contratado. En 
caso de que el servicio se abone en forma par-
cial o en cuotas, la percepción debe realizarse 
en su totalidad con el primer pago.

II. Alícuotas y bases

La ley fija la alícuota general del 30%, aplica-
ble sobre las distintas bases de medición que 
fueron indicadas en cada tipo de operación.

Las operaciones en moneda extranjera deben 
convertirse a moneda local aplicando el tipo de 
cambio vendedor que fije el Banco Nación al 
cierre de último día hábil anterior a la fecha de 
emisión de resumen, liquidación o factura.

Por su parte, el decreto establece una alícuota 
especial reducida del 8% para las operaciones 
que constituyan servicios digitales en los térmi-
nos del art. 3º, inc. e), apart. 21, inc. m) de la Ley 
de Impuesto al Valor Agregado  (1).

 (1) El art. 3º, inc. e) apart. 21, inc. m) de la Ley de 
Impuesto al Valor Agregado dispone: “Se encuentran 
alcanzadas por el impuesto de esta ley las obras, las 
locaciones y las prestaciones de servicios que se indi-
can a continuación:... e) Las locaciones y prestaciones 
de servicios que se indican a continuación, en cuanto 
no estuvieran incluidas en los incisos precedentes:... 
21. Las restantes locaciones y prestaciones, siempre 
que se realicen sin relación de dependencia y a título 
oneroso, con prescindencia del encuadre jurídico que 
les resulte aplicable o que corresponda al contrato que 
las origina... m) Los servicios digitales. Se conside-
ran servicios digitales, cualquiera sea el dispositivo 

utilizado para su descarga, visualización o utilización, 
aquellos llevados a cabo a través de la red Internet o de 
cualquier adaptación o aplicación de los protocolos, 
plataformas o de la tecnología utilizada por Internet 
u otra red a través de la que se presten servicios equi-
valentes que, por su naturaleza, estén básicamente 
automatizados y requieran una intervención humana 
mínima, comprendiendo, entre otros, los siguientes: 
1. El suministro y alojamiento de sitios informáticos y 
páginas web, así como cualquier otro servicio consis-
tente en ofrecer o facilitar la presencia de empresas o 
particulares en una red electrónica. 2. El suministro 
de productos digitalizados en general, incluidos, entre 
otros, los programas informáticos, sus modificaciones 
y sus actualizaciones, así como el acceso y/o la descarga 
de libros digitales, diseños, componentes, patrones y 
similares, informes, análisis financiero o datos y guías 
de mercado. 3. El mantenimiento a distancia, en forma 
automatizada, de programas y de equipos. 4. La admi-
nistración de sistemas remotos y el soporte técnico en 
línea. 5. Los servicios web, comprendiendo, entre otros, 
el almacenamiento de datos con acceso de forma remota 
o en línea, servicios de memoria y publicidad en línea. 
6. Los servicios de software, incluyendo, entre otros, los 
servicios de software prestados en Internet (“software 
como servicio” o “SaaS”) a través de descargas basadas 
en la nube. 7. El acceso y/o la descarga a imágenes, texto, 
información, video, música, juegos —incluyendo los 
juegos de azar—. Este apartado comprende, entre otros 
servicios, la descarga de películas y otros contenidos 
audiovisuales a dispositivos conectados a Internet, la 
descarga en línea de juegos —incluyendo aquellos con 
múltiples jugadores conectados de forma remota—, 
la difusión de música, películas, apuestas o cualquier 
contenido digital —aunque se realice a través de tec-
nología de streaming, sin necesidad de descarga a un 
dispositivo de almacenamiento—, la obtención de 
jingles, tonos de móviles y música, la visualización de 
noticias en línea, información sobre el tráfico y pronós-
ticos meteorológicos — incluso a través de prestaciones 
satelitales—, weblogs y estadísticas de sitios web. 8. La 
puesta a disposición de bases de datos y cualquier ser-
vicio generado automáticamente desde un ordenador, a 
través de Internet o de una red electrónica, en respuesta 
a una introducción de datos específicos efectuada por el 
cliente. 9. Los servicios de clubes en línea o webs de citas. 
10. El servicio brindado por blogs, revistas o periódicos 
en línea. 11. La provisión de servicios de Internet. 12. La 
enseñanza a distancia o de test o ejercicios, realizados 
o corregidos de forma automatizada. 13. La concesión, 
a Título oneroso, del derecho a comercializar un bien o 
servicio en un sitio de Internet que funcione como un 
mercado en línea, incluyendo los servicios de subastas 
en línea. 14. La manipulación y cálculo de datos a través 
de Internet u otras redes electrónicas. Cuando se trata de 
locaciones o prestaciones gravadas, quedan comprendi-
dos los servicios conexos o relacionados con ellos y las 
transferencias o cesiones del uso o goce de derechos de 
la propiedad intelectual, industrial o comercial, con ex-
clusión de los derechos de autor de escritores y músicos”. 
Para ampliar sobre el tema remitimos al lector interesa-
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Cabe recordar que la Ley de Impuesto al Valor 
Agregado considera servicios digitales a aque-
llos llevados a cabo a través de la red Internet 
o de cualquier adaptación o aplicación de los 
protocolos, plataformas o de la tecnología uti-
lizada por Internet u otra red a través de la que 
se presten servicios equivalentes que, por su 
naturaleza, estén básicamente automatizados 
y requieran una intervención humana mínima, 
cualquiera sea el dispositivo utilizado para su 
descarga, visualización o utilización  (2).

III. Sujetos

Los sujetos pasivos responsables por deuda 
propia del impuesto son los residentes (inclu-
yendo personas humanas, jurídicas, sucesiones 
indivisas y demás responsables) que realicen 
alguno de los hechos imponibles consignados 
en la norma.

En caso de que la operación se realice me-
diante tarjetas de crédito, compra o débito, son 
sujetos sus titulares, usuarios, titulares adicio-
nales y/o beneficiarios de extensiones.

Además, si bien el pago del impuesto se en-
cuentra a cargo del adquirente, locatario o 
prestatario, es decir, del responsable por deuda 
propia, se establece que deberán actuar en ca-
rácter de agentes de percepción y liquidación, 
las entidades autorizadas a operar en cambios, 
las entidades que efectúen cobros de tarjetas, 
las agencias de viajes y turismo y las empresas 
de transporte, según el tipo de operación de que 
se trate.

Además, se delega en el Poder Ejecutivo la fa-
cultad de identificar nuevos agentes de percep-
ción, lo cual vulneraría el principio constitucio-
nal de reserva de ley.

IV. Constancia de la percepción

En todos los casos el agente de percepción 
deberá discriminar el impuesto percibido en 

do a nuestros comentarios en “Los servicios digitales y 
los impuestos al consumo”, Impuestos, nro. 36, Check 
Point La Ley Online, Ed. Thomson Reuters, 28/09/2018.

 (2) Para ampliar sobre el tema remitimos al lector inte-
resado a nuestros comentarios en “Los servicios digitales 
y los impuestos al consumo”, Impuestos, nro. 36, Check 
Point La Ley Online, Ed. Thomson Reuters, 28/9/2018.

la factura o documento que emita por la ope-
ración, lo cual resultará suficiente constancia 
para el sujeto percibido.

V. Exenciones

V.1. Subjetivas

Se encuentran exentas las entidades que in-
tegran el sector público nacional (art. 8º de la 
ley 24.156), y toda otra entidad de titularidad 
exclusiva del Estado Nacional, Estados provin-
ciales, Ciudad Autónoma de Buenos Aires y 
municipios.

V.2. Objetivas

Las siguientes operaciones no se encuentran 
alcanzadas por el impuesto:

1. Los gastos referidos a prestaciones de sa-
lud, compra de medicamentos, adquisición 
de libros en cualquier formato, utilización de 
plataformas educativas y software con fines 
educativos.

2. Los gastos asociados a proyectos de inves-
tigación efectuados por investigadores que se 
desempeñen en el ámbito de estado nacional, 
estados provinciales, Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires, municipios y universidades e ins-
tituciones integrantes del sistema universitario 
argentino.

3. Adquisición en el exterior de materiales de 
equipamiento y demás bienes destinado a la 
lucha contra el fuego y la protección civil de la 
población por entidades reconocidas por el Sis-
tema Nacional de Bomberos Voluntarios.

4. Adquisición de servicios de transporte te-
rrestre de pasajeros con destino a países limí-
trofes. Esta exención ha sido establecida por el 
decreto —con dudosa constitucionalidad por 
resultar contraria al principio constitucional de 
reserva de ley— y tiene como finalidad no afec-
tar el poder adquisitivo de los sectores más vul-
nerables y facilitar su desplazamiento.

VI. Destino del impuesto

La recaudación del impuesto será distribuida 
por el Poder Ejecutivo según las siguientes 
prioridades:
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1. el 70% al financiamiento de los programas 
a cargo de la ANSES y de las prestaciones del 
Instituto de Previsión Social para Jubilados y 
Pensionados;

2. el 30% a financiamiento de obras de vi-
vienda social.

De manera que en una primera apreciación 
podría afirmarse que la ventaja de ser contri-
buyente de este tributo es precisamente inte-
grar ese universo de contribuyentes, esto es 
detentar determinada capacidad contribu-
tiva. Sin embargo, al igual que cualquier otro 

impuesto genera disconformidad entre los 
sujetos pasivos, que ven incrementada su 
carga impositiva.

En tal sentido, resulta utópico esperar una 
amplia aceptación social del nuevo impuesto, 
pues precisamente su naturaleza tributaria eli-
mina la posibilidad de voluntario sometimiento.

No obstante, muchos de los contribuyentes 
albergan la esperanza de que se cumplan los 
objetivos de su creación y que, mediante la re-
distribución de lo recaudado, el Estado contri-
buya a mejorar la calidad de vida del universo 
de beneficiarios.
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Impuesto Para una Argentina Inclusiva y Solidaria (PAIS) 
Ante la sanción de la resolución general de AFIP reglamentaria

Andrea G. Reynoso y Richard L. Amaro Gómez

Recientemente, la Administración Federal de Ingresos Públicos publicó en el Boletín Oficial con 
fecha 7 de enero de 2020 la reglamentación del denominado “Impuesto para una Argentina Inclu-
siva y Solidaria (PAIS)”; creado por la “Ley de Solidaridad Social y Reactivación Productiva en el 
marco de la Emergencia Pública” - ley (PE) 27.541, BO: 23 de diciembre de 2019 y reglamentada por 
el dec. (PE) 99, BO: 28 de diciembre de 2019; por medio de la RG (AFIP) 4659.

El propósito de la presente colaboración es analizar los alcances de esta nueva resolución, ha-
ciendo en caso de ser necesario algunos recordatorios sobre las disposiciones de la ley y del decreto 
reglamentario.

I. Marco normativo

I.1. Sujetos obligados a actuar como agentes de percepción. Art. 1º

A estos fines recordemos que la ley 27.541 estableció que el “Impuesto para una Argentina In-
clusiva y Solidaria (PAIS)” recaerá sobre los siguientes hechos imponibles debiendo actuar como 
agentes de percepción y liquidación:

Inciso Hecho imponible. Art. 35. Agente de percepción. Art. 37

A

Compra de 
billetes y divisas 

en moneda 
extranjera

Compra de billetes y divisas en moneda extran-
jera (incluidos cheques de viajero) para atesora-
miento o sin un destino específico vinculado al 
pago de obligaciones en los términos de la regla-
mentación vigente en el mercado de cambios, 
efectuada por residentes en el país.

Las entidades autorizadas a 
operar en cambios por el Banco 
Central de la República Argen-
tina.

B

Pago de bienes 
y servicios en el 

exterior

Cambio de divisas efectuado por las entidades 
financieras por cuenta y orden del adquirente 
locatario o prestatario destinadas al pago de la 
adquisición de bienes o prestaciones y locacio-
nes de servicios efectuadas en el exterior, que se 
cancelen mediante la utilización de tarjetas de 
crédito, de compra y débito comprendidas en el 
sistema previsto en la ley (PL) 25.065 y cualquier 
otro medio de pago equivalente que determine la 
reglamentación, incluidas las relacionadas con 
las extracciones o adelantos en efectivo efectua-
das en el exterior.

Las entidades que efectúen los 
cobros de las liquidaciones a los 
usuarios de sistemas de tarjetas 
de crédito, débito y/o compra 
respecto de las operaciones al-
canzadas por el presente régi-
men. En caso de que interven-
gan agrupadores o agregadores 
de pago, la reglamentación es-
tablecerá el obligado en carácter 
de agente de percepción.
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B

Pago de bienes 
y servicios en el 

exterior

Asimismo, resultan incluidas las compras efec-
tuadas a través de portales o sitios virtuales y/o 
cualquier otra modalidad por la cual las opera-
ciones se perfeccionen, mediante compras a dis-
tancia, en moneda extranjera.

C

Pago de servicios 
prestados por 

sujetos no resi-
dentes

Cambio de divisas efectuado por las entidades 
financieras destinadas al pago, por cuenta y or-
den del contratante residente en el país de ser-
vicios prestados por sujetos no residentes en el 
país, que se cancelen mediante la utilización de 
tarjetas de crédito, de compra y de débito, com-
prendidas en el sistema previsto en la ley 25065 
y cualquier otro medio de pago equivalente que 
determine la reglamentación.

Las entidades que efectúen los 
cobros de las liquidaciones a los 
usuarios de sistemas de tarjetas 
de crédito, débito y/o compra 
respecto de las operaciones al-
canzadas por el presente régi-
men. En caso de que intervengan 
agrupadores o agregadores de 
pago, la reglamentación estable-
cerá el obligado en carácter de 
agente de percepción

D

Pago de servicios 
en el exterior 

contratados por 
agentes de viajes y 

turismo

Adquisición de servicios en el exterior contrata-
dos a través de agencias de viajes y turismo -ma-
yoristas y/o minoristas-, del país.

Las agencias de viajes y turismo 
mayoristas o minoristas, que 
efectúen el cobro de los servi-
cios.

E

Pago de servicios 
de transporte 

internacional de 
pasajeros

Adquisición de servicios de transporte terrestre, 
aéreo y por vía acuática, de pasajeros con desti-
no fuera del país, en la medida en la que para la 
cancelación de la operación deba accederse al 
mercado único y libre de cambios al efecto de la 
adquisición de las divisas correspondientes en 
los términos que fije la reglamentación.

Las empresas de transporte te-
rrestre, aéreo o por vía acuáti-
ca, que efectúen el cobro de los 
mismos.

Frente a ello, la RG (AFIP) 4659/2020 indica que los agentes de percepción y liquidación del im-
puesto son los definidos en el art. 37 de dicha ley, los cuales deberán observar la forma, plazo y 
condiciones que se establecen mediante esta.

I.2. Sujetos pasibles de percepción. Art. 2º

Al respecto, la Ley de Emergencia Económica esbozó en el art. 36 que son sujetos pasibles de 
percepción:

Sujetos pasibles Descripción

Definición general. Los sujetos residentes en el país —personas huma-
nas o jurídicas, sucesiones indivisas y demás res-
ponsables— que realicen alguna de las operaciones 
citadas en el artículo anterior.

El caso particular para sujetos que utilicen tarjetas 
de crédito, de compra y/o de débito.

En el caso de que la operación se realiza median-
te tarjetas de crédito, de compra y/o de débito, 
el impuesto alcanza a quienes sean sus titulares, 
usuarios, titulares adicionales y/o beneficiarios de 
extensiones.
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En este marco, la resolución reglamentaria agrega que los sujetos pasibles antes indicados de-
berán revestir la condición de residentes en el país, en los términos del art. 116 y ss. de la Ley de 
Impuesto a las Ganancias, texto ordenado en 2019 por el dec. (PE) 824/2019.

Adicionalmente, no debemos olvidar que también el art. 36 de la ley establece dos tipos de exclu-
siones: subjetivas y objetivas, a saber:

Exclusiones subjetivas Descripción

Entes de naturaleza pública Las jurisdicciones y entidades comprendidas en el 
inciso a) y b) del art. 8° de la ley (PL) 24.156 y sus 
modificaciones y toda otra entidad de titularidad 
exclusiva del Estado nacional, y sus equivalentes 
en los Estados provinciales, la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires y los municipios.

Aunque el dec. (PE) 99/2019 regló en el art. 18 una exclusión objetiva para la adquisición de ser-
vicios de transporte terrestre de pasajeros con destino a países limítrofes.

Exclusiones objetivas Descripción

Gastos relacionados con la salud y la educación. Los gastos referidos a prestaciones de salud, com-
pra de medicamentos, adquisición de libros en 
cualquier formato, utilización de plataformas edu-
cativas y software con fines educativos.

Gastos vinculados con la investigación. Los gastos asociados a proyectos de investigación 
efectuados por investigadores que se desempeñen 
en el ámbito del Estado nacional, Estados provin-
ciales, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y los 
municipios, así como las universidades e institucio-
nes integrantes del sistema universitario argentino.

Gastos relacionados con la lucha contra el fuego. Adquisición en el exterior de materiales de equipa-
miento y demás bienes destinados a la lucha contra 
el fuego y la protección civil de la población por par-
te de las entidades reconocidas en la ley (PL) 25.054 
y sus modificatorias.

I.3. Determinación en que debe practicarse la percepción. Art. 3º

Primeramente, es necesario traer a la memoria que en cuanto a la base imponible el art. 39 de la 
ley regló que el impuesto se determinará aplicando la alícuota del 30% sobre:

Inciso del art. 35 Base imponible

A

B

C

D

Sobre el importe total de cada operación alcanzada.

E Sobre el precio, neto de impuestos y tasas, de cada operación alcanzada.
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A su vez, precisó que “de tratarse de operaciones expresadas en moneda extranjera, deberá efec-
tuarse la conversión a su equivalente en moneda local, aplicando el tipo de cambio vendedor que, 
para la moneda de que se trate, fije el Banco de la Nación Argentina al cierre del último día há-
bil inmediato anterior a la fecha de emisión del resumen, liquidación y/o factura o documento 
equivalente”.

De hecho, la parte pertinente del art. 4º de la resolución reglamentaria estipula que la alícuota se 
aplicará sobre el monto en pesos de la operación alcanzada.

En este contexto, la resolución sigue indicando en el art. 3º en cuanto a la base imponible que la 
percepción se aplicará en la medida y proporción que se abonen en pesos las operaciones alcanza-
das por el presente impuesto.

Y en el caso de adquisición de servicios en el exterior por medios de agencias, así como la contra-
tación de cualquier tipo de transporte (incs. d] y e] del art. 35 de la ley), estarán alcanzadas por la 
percepción, cuando en cualquier etapa de la operación se deba acceder al mercado único y libre de 
cambios a efectos de la adquisición de la moneda extranjera para su cancelación.

La tasa general es del 30%, pero no debemos olvidar que el dec. (PE) 99/2019 para el caso de servi-
cios digitales servicios incluidos en el inc. m) del apart. 21 del inc. e) del art. 3º de la Ley de Impuesto 
al Valor Agregado, fijó por medio del art. 17 la alícuota 8%.

Y finalmente, la resolución regla en su último párrafo del art. 3º una importante exclusión obje-
tiva en cuanto dispone que “no quedarán sujetas a percepción las operaciones con destino especí-
fico vinculadas al pago de obligaciones, de conformidad con las pautas establecidas por el Banco 
Central de la República Argentina en la normativa aplicable a la materia”.

Esto último quiere decir básicamente que el pago de obligaciones comerciales por parte de las 
empresas locales que cumplan los requisitos del BCRA quedará fuera del ámbito de imposición.

I.4. Oportunidad en que debe practicarse la percepción y comprobante de esta. Art. 4º

En cuanto a la oportunidad y comprobante de la percepción, ello fue establecido de manera pre-
cisa en el art. 38 de la ley de emergencia, en cuanto dispuso que esta se practicará:

Inciso del art. 35 Oportunidad de la percepción y comprobante

A

Compra de billetes 
y divisas en moneda 

extranjera.

Oportunidad: en el momento de efectivizarse la operación cambiaria.

Comprobante: el importe de la percepción practicada deberá consignar-
se, en forma discriminada, en el comprobante que documente la opera-

ción de cambio el cual constituirá la constancia de las 
percepciones sufridas.

B

Pago de bienes y servicios 
en el exterior.

C

Pago de servicios 
prestados por sujetos no 

residentes.

Canceladas con tarjeta de crédito y/o compra:

Oportunidad: en la fecha de cobro del resumen y/o liquidación de la tarjeta 
de que se trate, aun cuando el saldo resultante del mismo se abone en forma 

parcial.

Comprobante: el importe de la percepción practicada deberá consignarse, 
en forma discriminada, en el referido documento, el cual constituirá 

comprobante justificativo de las percepciones sufridas.
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B

Pago de bienes y servicios 
en el exterior.

C

Pago de servicios 
prestados por sujetos no 

residentes.

Canceladas con tarjeta de débito:

Oportunidad: en la fecha de débito en la cuenta bancaria asociada.

Comprobante: resultará comprobante justificativo suficiente de las per-
cepciones sufridas el extracto o resumen bancario de la cuenta afectada al 

sistema de tarjeta de débito, cuando estos detallen en forma discriminada e 
individualizada por operación las sumas percibidas.

D

Pago de servicios en el 
exterior contratados 

por agentes de viajes y 
turismo.

E

Pago de servicios de 
transporte internacional 

de pasajeros.

Oportunidad: en la fecha de cobro del servicio contratado, aun cuando el 
mismo se abone en forma parcial o en cuotas, en cuyo caso el monto de la 

percepción deberá ser percibido en su totalidad con el primer pago.

Comprobante: el importe de la percepción practicada deberá consignarse, 
en forma discriminada, en la factura o documento equivalente que se emita 

por la prestación de servicios efectuada, el cual constituirá comprobante 
justificativo de las percepciones sufridas.

Al respecto, la resolución ratifica que la percepción del impuesto será practicada en la oportuni-
dad establecida en el art. 38 de la ley (PL) 27.541 y en el art. 17 del dec. (PE) 99/2019, y deberá con-
signarse en forma discriminada en la documentación que, para cada caso, se indica en el referido 
artículo de la ley con la leyenda “Impuesto PAIS”.

En este sentido, agrega que el importe de la percepción practicada deberá consignarse en forma 
discriminada en el documento que reciba el adquirente o prestatario, el cual constituirá compro-
bante justificativo de las percepciones sufridas.

Sin embargo, precisa para el caso especial en que actúen agrupadores o agregadores de pago, la 
percepción deberá efectuarse en la fecha de afectación de los fondos por parte del citado interme-
diario para el pago del bien adquirido o el servicio contratado por el adquirente o prestatario.

Y finalmente, esboza que “en todos los casos, incluyendo los acuerdos privados de cancelación 
que se establezcan entre los agentes de percepción y los sujetos alcanzados por el impuesto, los 
pagos que se efectúen deberán ser afectados en primer término a la percepción”.

I.5. Inscripción como agente de percepción y liquidación. Art. 5º

Se establece que los agentes deberán inscribirse por medio del Sistema Registral en el/los régi-
men/es del Impuesto Para una Argentina Inclusiva y Solidaria (PAIS).

I.6. Condiciones para efectuar la percepción. Art. 6º

Con la finalidad de realizar las percepciones para cada supuesto del art. 35 de la ley, se deberán 
tener en cuenta las siguientes observaciones:

Inciso del art. 35 Condiciones a observar por los agentes

A

Compra de billetes y divisas 
en moneda extranjera.

La percepción se calculará sobre el importe en pesos utilizado en el 
momento de la adquisición de la moneda extranjera.
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B

Pago de bienes y servicios 
en el exterior.

C

Pago de servicios 
prestados por sujetos no 

residentes.

Canceladas con tarjetas de débito y prepagas:

La percepción se calculará sobre el importe en pesos necesarios para la 
adquisición del bien o servicio, calculados al tipo de cambio del día anterior 

al de efectuado el débito en la cuenta respectiva.

B

Pago de bienes y servicios 
en el exterior.

C

Pago de servicios 
prestados por sujetos no 

residentes.

Canceladas con otros medios:

La percepción se calculará sobre el monto en pesos abonado al momento 
de cancelar total o parcialmente el resumen o liquidación, aplicado a las 
adquisiciones alcanzadas por el presente impuesto, calculadas al tipo de 
cambio del día anterior al de emisión del citado resumen o liquidación.

D

Pago de servicios en el 
exterior contratados 

por agentes de viajes y 
turismo.

E

Pago de servicios de 
transporte internacional 

de pasajeros.

Canceladas en efectivo:

La percepción se calculará sobre el monto en pesos abonados al momento 
de cancelar total o parcialmente la adquisición alcanzada.

D

Pago de servicios en el 
exterior contratados 

por agentes de viajes y 
turismo.

E

Pago de servicios de 
transporte internacional 

de pasajeros.

Canceladas con otros medios:

La percepción será incluida en el precio en el caso de facturarse o expresarse 
en moneda local. De facturarse o expresarse en moneda extranjera, 

resultarán aplicables dichos incs. b) o c), según corresponda.

I.7. Vencimiento para el ingreso de las percepciones. Art. 7º

La normativa de referencia determina que el ingreso de las percepciones practicadas se realizará 
por períodos semanales y su vencimiento operará el tercer día hábil siguiente al del último día de 
cada período semanal.
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Lo expuesto se describe en el siguiente cuadro a continuación:

Percepciones practicadas por período semanal Fecha de vencimiento

Día 1 al 7 Tercer día hábil siguiente al del último día indicado

Día 8 al 15 Tercer día hábil siguiente al del último día indicado

Día 16 al 22 Tercer día hábil siguiente al del último día indicado

Día 23 hasta el último día de cada mes Tercer día hábil siguiente al del último día indicado

Adicionalmente, la resolución bajo análisis establece precisiones respecto de las operaciones 
que fueran realizadas a través de tarjetas de crédito, compra, prepagas y/o similares; determinando 
que en estos casos la percepción se considerará practicada en la fecha de cobro del resumen y /o 
liquidación.

En el caso de efectuarse pagos de manera previa a la fecha de cierre del resumen o liquidación, 
esta última será considerada como fecha de percepción.

En relación con el ingreso de las percepciones y de sus intereses resarcitorios (de corresponder), 
deberán efectuarse a través de internet, por el procedimiento de transferencia electrónica de fondos 
—RG (AFIP) 1778/2004—.

A continuación, se detallan los códigos a utilizar:

Impuesto Concepto Subconcepto

939 27 - Pago a cuenta 27 - Pago a cuenta

939 27 - Pago a cuenta 51 - Intereses resarcitorios

El procedimiento se realizará a través de la página web de la Administración Federal de Ingresos 
Públicos (http://www.afip.gob.ar) accediendo con clave fiscal —RG (AFIP) 3713/2015—.

I.8. Declaración jurada para el ingreso de las percepciones. Art. 8º

Las percepciones practicadas en cada mes calendario se informarán observando los procedi-
mientos, plazos y demás condiciones establecidos a través de la —RG (AFIP) 2233/2007— “Sistema 
de Control de Retenciones”.

A continuación, se detallan los códigos a utilizar:

Impuesto Código de régimen para 
percepción

Descripción

939 988 Compra de billetes y divisas en 
moneda extranjera.

939 989 Pago de bienes y servicios en el 
exterior.

939 990 Pago de servicios prestados por 
sujetos no residentes.
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Impuesto Código de régimen para 
percepción

Descripción

939 991 Pago de servicios en el exterior 
contratados por agentes de viajes y 

turismo.

939 992 Pago de servicios de transporte 
internacional de pasajeros.

939 993 Servicios digitales del art. 3°, inc. e), 
apart. 21, subapart. m) 

de la ley de IVA.

Si de la Declaración Jurada surgiera un saldo, este deberá ingresarse a través de los siguientes 
códigos:

Impuesto Concepto Subconcepto

939 19 - Declaración jurada 19 - Declaración jurada

939 19 - Declaración jurada 51 - Intereses resarcitorios

I.9. Información adicional. Art. 9º

Se debe tener presente que, sin perjuicio del cumplimiento de las disposiciones de la resolución 
de referencia, el organismo fiscal podrá requerir información adicional de carácter mensual y/o un 
consolidado anual, respecto de las percepciones practicadas en el marco del régimen bajo análisis.

I.10. Devolución de las percepciones. Art. 10

En el caso de que la percepción practicada no hubiere sido procedente, el adquirente, prestatario 
y/o locatario podrá solicitar la devolución del impuesto percibido, para lo cual deberá presentar la 
documentación que justifique su petición ante el agente de percepción. No obstante, dicho proce-
dimiento quedará sujeta a las medidas de control que implemente la Administración Federal de 
Ingresos Públicos.

I.11. Improcedencia de compensación del saldo del impuesto. Art. 11

En relación con el cumplimiento de las obligaciones antes expuestas, la resolución general 
bajo análisis aclara que no resultará de aplicación el mecanismo de compensación —RG (AFIP) 
1658/2004—.

I.12. Omisión de percepción. Autopercepción. Art. 12

Cuando no se hubiere efectuado la percepción correspondiente, de acuerdo con las normas pre-
vistas en el régimen bajo análisis, o cuando esta se hubiere efectuado en forma parcial, los sujetos 
pasibles deberán abonar el impuesto no percibido hasta el día 25 del mes siguiente a aquel en que 
debió haberse practicado la percepción. El ingreso deberá efectuarse mediante un Volante Electró-
nico de Pago (VEP) —RG (AFIP) 1778/2004—. El período a consignar es el mes en el que se debió 
haber practicado la percepción.
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Seguidamente se detallan los códigos a utilizar:

Impuesto Concepto Subconcepto

938 43 - Pago a cuenta / autorretención/
autopercepción

43 - Pago a cuenta / autorretención / 
autopercepción

938 43 - Pago a cuenta / autorretención / 
autopercepción

51 - Intereses resarcitorios

Por último, se debe tener presente que cuando la fecha de vencimiento indicada coincida con un 
día feriado o inhábil, esta se trasladará al día hábil inmediato siguiente.

I.13. Disposiciones transitorias. Arts. 13 y 14

Las percepciones practicadas entre la entrada en vigencia de la ley (PL) 27.541 y el día 7 de enero 
de 2020 inclusive, podrán ser ingresadas hasta el día 20 de enero de 2020, inclusive. Estas serán 
consideradas ingresadas en término.

Adicionalmente, la presentación de la declaración jurada correspondiente al período enero 2020 
deberá incluir la información de las percepciones practicadas desde la entrada en vigencia de la 
ley (PL) 27.541.

I.14. Vigencia y aplicación. Art. 15

Las disposiciones de la resolución general bajo análisis entrarán en vigencia el día de su publi-
cación en el Boletín Oficial, es decir el día 7 de enero de 2020, y resultarán de aplicación para las 
transacciones efectuadas a partir de la entrada en vigencia de la ley (PL) 27.541, es decir desde el 
día 23 de diciembre de 2019.

II. La reflexión final

Finalmente, debemos precisar que estamos ante un tributo que puede dar lugar a controversias 
más allá de que ya tenemos las tres instrumentaciones normativas: la ley, el decreto y la resolución 
normativa.

Avizoramos que habrá muchas aclaraciones y opiniones del Fisco nacional frente a un montón 
situaciones aún poco claras.

Esperamos que a través de este artículo hayamos podido traer la luz suficiente para el mejor en-
tendimiento de la reglamentación.
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Aspectos relevantes del Impuesto Para una Argentina 
Inclusiva y Solidaria (PAIS)

Roque T. Claramunt

Mediante la publicación de la ley 27.541 se 
crea a partir del 23 de diciembre de 2019, y con 
una vigencia de 5 períodos fiscales, el Impuesto 
Para una Argentina Inclusiva y Solidaria (PAIS), 
aplicable en determinadas situaciones, con las 
excepciones que se mencionarán más adelante.

Se encuentran alcanzados por el impuesto to-
das aquellas personas humanas o jurídicas resi-
dentes en el país, cuando realicen alguna de las 
siguientes operaciones:

1. Compra de moneda extranjera para ahorro.

2. Adquisición de bienes o prestaciones de 
servicios en el exterior, canceladas mediante 
tarjetas de débito y/o crédito.

3. Extracciones de efectivo en el exterior.

4. Compras a distancia a través de portales o 
sitios web en moneda extranjera.

5. Pagos mediante tarjetas de débito y/o 
crédito a no residentes por prestaciones de 
servicios.

6. Adquisición de servicios en el exterior a tra-
vés de agencias de viajes y turismo del país.

7. Adquisición de servicios de transporte de 
pasajeros con destino fuera del país que deban 
cancelarse en moneda extranjera, excepto trans-
porte terrestre con destino a países limítrofes.

Tratándose de operaciones con tarjetas de dé-
bito y/o crédito, alcanza a titulares, adicionales 
y/o beneficiarios de ellas.

La alícuota del impuesto será del 30%. Sin 
embargo, en todas las operaciones sujetas al 

impuesto que se presten a través de servicios di-
gitales establecidos en el art. 3º inc. e) apart. 21 
subapart. m) de la ley de IVA (como por ejemplo 
Airbnb, Booking, Netflix, Spotify, etc.), el dec. 
99/2019 establece que la alícuota aplicable será 
del 8%.

El impuesto del 30% se aplicará de la siguiente 
manera:

- En las operaciones del punto 1) precedente, 
sobre el importe total de la operación en ese 
momento, en cuyo caso aquellas entidades au-
torizadas a operar en cambios por el BCRA de-
berán actuar como agente de percepción.

- En las operaciones de los puntos 2) a 5), so-
bre el importe total de la operación se aplicará 
la alícuota que corresponda por las entidades 
que efectúen los cobros de las liquidaciones al 
momento del cobro del resumen de la tarjeta 
(cuando se efectúen con tarjetas de crédito) o a 
la fecha de débito en cuenta bancaria (cuando 
se efectúen mediante tarjetas de débito);

- En las operaciones del punto 6), sobre el 
precio de la operación las agencias de viaje y 
turismo aplicarán la percepción en la fecha de 
cobro del servicio contratado;

- En las operaciones del punto 7), sobre el 
precio neto de impuestos y tasas, las empresas 
de transporte que efectúen los cobros aplicarán 
la percepción en la fecha de cobro del servicio 
contratado.

En todas las operaciones expresadas en 
moneda extranjera, se deberá efectuar la con-
versión a pesos utilizando el tipo de cambio 
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vendedor del Banco de la Nación Argentina al 
cierre del día hábil inmediato anterior a la fecha 
de emisión del resumen, liquidación o docu-
mento equivalente.

De acuerdo con lo establecido en la ley, 
cuando dichas operaciones se cancelen en 
cuotas, la percepción deberá abonarse en su 
totalidad en la primera de ellas. Sin embargo, 
la RG (AFIP) 4659 (BO del 7/1/2020) establece: 
“En todos los casos... los pagos que se efectúen 
deberán ser afectados en primer término a la 
percepción”.

De lo anteriormente mencionado, no se 
aclara si la percepción deberá adicionarse en 
su totalidad en la primera cuota o si la primera 
cuota incluye (en todo o en parte) la percepción.

En las operaciones indicadas en el punto 1) 
se aplicará la alícuota sobre el importe total de 
la operación.

Cabe destacar que ni la ley ni su decreto re-
glamentario mencionan si el tipo de cambio a 
utilizar debe ser divisa o billete.

Un aspecto a destacar es que las operaciones 
con tarjetas de débito y/o crédito canceladas en 
moneda extranjera (para lo cual se deberá con-
tar con una cuenta en dicha moneda) no se en-
cuentran alcanzadas por el impuesto por no co-
rresponder a operaciones de cambio de divisas.

Se encuentran excluidos del presente impuesto:

- La Administración Nacional.

- Empresas y Sociedades en las que el Es-
tado Nacional tenga participación total o 
mayoritaria.

- Entidades del Estado Nacional, Provincial, 
CABA y Municipal.

A su vez, no se encuentran alcanzadas las si-
guientes operaciones:

- Prestaciones de salud, compra de medica-
mentos, compra de libros en cualquier formato, 
uso de plataformas educativas y software con 
fines educativos.

- Gastos relacionados a proyectos de inves-
tigación efectuados por investigadores que se 
desempeñen en el ámbito del Estado Nacional, 
Provincial, Municipal y CABA, universidades e 
instituciones del sistema universitario.

- Compra en el exterior de equipamiento y 
bienes para la lucha contra el fuego por parte de 
las entidades de la ley 25.054.

La RG (AFIP) 4659 estableció en el último pá-
rrafo de su art. 3º: “No quedarán sujetas a per-
cepción las operaciones con destino específico 
vinculadas al pago de obligaciones, de confor-
midad con las pautas establecidas por el Banco 
Central de la República Argentina en la norma-
tiva aplicable a la materia”.

En este caso, no resulta claro cuáles serían 
los casos en los que la percepción no resultaría 
aplicable.

Tomemos el ejemplo de una sociedad que 
contrae un préstamo en el exterior en dólares. 
En tal caso debe liquidar las divisas al tipo de 
cambio oficial. Al vencimiento de la operación 
debe cancelar dicho préstamo para lo cual debe 
adquirir dólares. En ese caso no corresponde-
ría abonar el impuesto del 30%. Si bien no se 
menciona qué criterio aplicar a los intereses 
producto de ese préstamo, resulta lógico pensar 
que debería aplicarse el mismo tratamiento que 
la obligación que los origina.

Resulta necesario mencionar que la ley, en 
su art. 41, delega en el Poder Ejecutivo la facul-
tad de incorporar operaciones que representen 
adquisición de moneda extranjera de forma 
directa o indirecta, así como identificar nuevos 
agentes de percepción, reducir la alícuota del 
impuesto y suspender su aplicación.

De su lectura se desprende que ciertas ope-
raciones, como por ejemplo el “contado con 
liqui” y el “dólar MEP” (aquella operatoria me-
diante la cual se adquieren títulos públicos en 
pesos y luego se venden en dólares), podrían 
ser pasibles del impuesto por considerarlas el 
Ejecutivo “adquisiciones indirectas de moneda 
extranjera”.
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Derogación del impuesto a las ganancias sobre las 
rentas financieras

Marcelo Corti

Resulta destacable, en virtud de los múltiples 
perjuicios ocasionados, tanto al ahorro como 
así también por la complejidad generada en la 
liquidación del gravamen, la derogación dis-
puesta por la ley 27.541 (BO 23/12/2019) del 
impuesto cedular que sujeta al gravamen, en 
cabeza de las personas humanas y sucesiones 
indivisas del país, desde el año 2018, a lo que 
se conoce como “rentas financieras” de fuente 
argentina, con las excepciones que comen-
taremos. La derogación tiene efectos a partir 
del año 2020, razón por la cual se mantiene su 
gravabilidad —sin cambios— para el período 
fiscal 2019.

I. Intereses de depósitos a plazo fijo

Se restablece la exención de los intereses ori-
ginados en depósitos a plazo fijo en moneda 
nacional y los depósitos de terceros u otras for-
mas de captación de fondos del público, con-
forme lo determine el BCRA. Quedan exclui-
dos de la exención los intereses provenientes 
de depósitos con cláusula de ajuste o en mo-
neda extranjera, los que se sujetarán a la escala 
progresiva de tributación del art. 90 de la ley 
del impuesto.

Recordemos que los intereses de depósitos a 
plazo fijo sin cláusula de ajuste se encuentran, 
para los años 2018 y 2019, alcanzados a la tasa 
del 5% y en el caso de los intereses de depósitos 
en moneda extranjera o con cláusulas de ajuste, 
la alícuota aplicable es el 15%, no encontrán-
dose gravadas las diferencias de cambio ni las 
actualizaciones que se perciban.

II. Intereses y resultados por compra venta 
de determinados títulos valores

Mediante el restablecimiento de las exencio-
nes derogadas por la ley 27.430, se vuelven a exi-
mir los intereses, rendimientos y las ganancias 
por las operaciones de compraventa o rescate 
de títulos públicos, obligaciones negociables, 
certificados de participación y títulos represen-
tativos de deuda de fideicomisos financieros y 
cuotas parte de fondos comunes de inversión, 
colocados por oferta pública.

Respecto del período fiscal 2019, se mantiene 
la opción prevista para el año 2018 de imputar 
al costo de los títulos públicos y obligaciones 
negociables las ganancias por los intereses per-
cibidos en el año, originadas por la tenencia de 
los mencionados valores, generándose el efecto 
de exclusión del gravamen atento la reimplanta-
ción de la dispensa a partir del año 2020.

Recordemos que las alícuotas actualmente 
aplicables son el 5% y el 15% según se trate de 
intereses y ganancias provenientes de operacio-
nes de compraventa de títulos valores emitidos 
en pesos sin cláusula de ajuste o en moneda ex-
tranjera o en moneda del país con cláusula de 
ajuste, respectivamente.

III. Ganancias que continúan alcanzadas 
por el impuesto a las ganancias

Se mantiene sin cambios el tratamiento a dis-
pensarse en el gravamen a los resultados gene-
rados por las siguientes operaciones de fuente 
argentina:
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- Intereses de depósitos en caja de ahorro: 
exentos.

- Resultado de compraventa de acciones, 
valores representativos de acciones y certifi-
cados de depósito de acciones: exentos, siem-
pre y cuando se coloquen por oferta pública 
con autorización de la CNV y/o se negocien 
en mercados autorizados por ese organismo 
bajo segmentos que aseguren la prioridad pre-
cio tiempo y por interferencia de ofertas y/o se 
efectúen a través de una oferta pública de ad-
quisición y/o canje autorizados por la CNV.

- Resultado de compraventa de acciones que 
no cumplan las condiciones del apartado ante-
rior: gravados al 15%.

- Intereses y resultados de compraventa de 
obligaciones negociables, fideicomisos finan-
cieros y cuotas parte de fondos comunes de in-
versión sin cotización: gravados al 15%

- Dividendos y resultados distribuidos por 
sociedades del país: gravados al 7%/ o al 13%, 
con retención en la fuente. Recordamos que 
la alícuota del 7% se aplicará cuando se dis-
tribuyan resultados gravados a la alícuota 
del 30% —tres primeros ejercicios iniciados 
a partir del 01/01/2018—, incrementándose 
la tasa aplicable al 13% por las ganancias 
distribuidas correspondientes a ejercicios 
fiscales sujetos a la tasa del 25% —vigente a 
partir del cuarto ejercicio iniciado desde el 
01/01/2018—.
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Las modificaciones en el impuesto a las ganancias 
emergentes de la ley 27.541

Darío Rajmilovich

En la presente colaboración comentaré el tí-
tulo IV (“Obligaciones tributarias”), cap. 5 de la 
ley 27.541 (“la ley”), en lo relativo al impuesto 
a las ganancias (impuesto cedular e impuesto 
progresivo de personas humanas y sucesiones 
indivisas residentes del país), el régimen de be-
neficiarios del exterior y el impuesto cedular.

I. El texto de la ley

La ley incorpora distintas modificaciones a la 
Ley de Impuesto a las Ganancias (ley 20.628, t.o. 
2019), arts. 32 a 34, a saber:

“Art. 32— Deróganse los arts. 95 y 96 de la Ley 
de Impuesto a las Ganancias (t.o. en 2019) en la 
parte correspondiente a las ganancias que en-
cuadren en el cap. II del tít. IV de la Ley de Im-
puesto a las Ganancias (t.o. en 2019) a partir del 
período fiscal 2020.

Art. 33.— Sustitúyese el inc. h) del art. 26 de la 
Ley del Impuesto a las Ganancias (t.o. en 2019), 
por el siguiente:

h) los intereses originados por los siguientes 
depósitos efectuados en instituciones sujetas 
al régimen legal de entidades financieras nor-
mado por la ley 21.526 y sus modificaciones: en 
caja de ahorro, cuentas especiales de ahorro, a 
plazo fijo en moneda nacional y los depósitos de 
terceros u otras formas de captación de fondos 
del público, conforme lo determine el Banco 
Central de la República Argentina en virtud 
de lo que establece la legislación respectiva. A 
efectos de la presente exención, se restablece la 
vigencia de las normas derogadas por los incs. 
b), c) y d) del art. 81 de la ley 27.430, sin que re-

sulte de aplicación lo dispuesto en el art. 109 
de la ley del impuesto para las personas huma-
nas y sucesiones indivisas residentes en el país. 
Quedan excluidos de esta exención los intere-
ses provenientes de depósitos con cláusula de 
ajuste”.

“Art. 34.— Incorpórase como último párrafo 
del inc. u) del art. 26 de la Ley de Impuesto a 
las Ganancias, texto ordenado en 2019, con 
aplicación a partir del período fiscal 2020, el 
siguiente:

Cuando se trate de valores alcanzados por 
las disposiciones del art. 98 de la ley, no com-
prendidos en el primer párrafo de este inciso, 
los sujetos mencionados en este último tam-
bién quedan exentos por los resultados prove-
nientes de su compraventa, cambio, permuta o 
disposición, en la medida que coticen en bolsas 
o mercados de valores autorizados por la Co-
misión Nacional de Valores, sin que resulte de 
aplicación lo dispuesto en el art. 109 de la ley 
del impuesto. Idéntico tratamiento le resultará 
de aplicación a los beneficiarios del exterior, por 
aquellos valores no comprendidos en el cuarto 
párrafo de este inciso, en la medida que no resi-
dan en jurisdicciones no cooperantes o los fon-
dos invertidos no provengan de jurisdicciones 
no cooperantes”.

II. Análisis de las modificaciones en el im-
puesto a las ganancias

II.1. Modificaciones en el impuesto cedular

El art. 32 de la ley deroga los arts. 95 y 96 
de la Ley de Impuesto a las Ganancias (LIG) 
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(t.o. 2019)  (1) en la parte correspondiente a las 
ganancias que encuadren en el cap. II del tít. IV 
de la LIG.

Esta última aclaración es necesaria a efectos 
de dejar a salvo las normas que afectan las ga-
nancias de fuente extranjera (tít. VIII, LIG), por 
ejemplo, la imputación de los rendimientos que 
regula el art. 96, LIG.

Asimismo, se reimplanta la vigencia de las 
exenciones previas a la ley 27.430 a partir del 
período fiscal 2020, según se comenta en el 
acáp. II.2. siguiente.

Por ende, el impuesto cedular queda redu-
cido a los siguientes hechos imponibles:

- Dividendos y distribución de utilidades.

- Enajenación de valores (acciones y partici-
paciones, cuotapartes de fondos comunes de 
inversión, títulos públicos, obligaciones nego-
ciables, certificados de participación y derechos 
sobre fideicomisos, valores de deuda fiduciaria, 
otros valores, monedas digitales).

- Enajenación de inmuebles y derechos sobre 
inmuebles.

Respecto de la enajenación de títulos públi-
cos, obligaciones negociables colocados por 
oferta pública, cuotapartes de fondos comu-
nes de inversión y certificados de participación 
y valores de deuda fiduciaria colocados por 
oferta pública se aplican las exenciones de la 
ley 23.576 y su modificatoria, art. 36 bis, pun-
tos 3 y 4; ley 24.083, art. 25, inc. b); y ley 24.441, 
art. 83, inc. b), las que se restablecen en el 
art. 32 de la ley  (2).

 (1) Se refiere al impuesto cedular relativo a los rendi-
mientos de valores (bonos soberanos, bonos soberanos, 
obligaciones negociables, valores de deuda fiduciaria, 
plazos fijos, etc.).

 (2) Si bien es impropia la inserción de la norma como 
segunda oración de la modificación al inc. h) del art. 26 
de la Ley del IG, el efecto equivalente. Esa segunda 
oración reza: “A efectos de la presente exención, se res-
tablece la vigencia de las normas derogadas por los incs. 
b), c) y d) del art. 81 de la ley 27.430”, la cual establecía: 
“Deróganse las siguientes normas (...) b) los puntos 3 y 4 
del art. 36 bis de la ley 23.576 y sus modificaciones; c) el 
inc. b) del art. 25 de la ley 24.083; yd) el inc. b) del art. 83 
de la ley 24.441”.

Por ende, el impuesto cedular se seguirá apli-
cando a las siguientes ganancias gravadas:

- Dividendos y distribución de utilidades.

- Enajenación de valores (excepto títulos 
públicos, cuotapartes de fondos comunes de 
inversión, obligaciones negociables por oferta 
pública y certificados de participación y valores 
de deuda fiduciaria por oferta pública)  (3).

- Enajenación de inmuebles y derechos sobre 
inmuebles.

Tales modificaciones tienen efecto a partir 
del período fiscal 2020.

En tal sentido, si bien el art. 33 de la ley no tiene 
una vigencia especial, lo que en términos litera-
les llevaría a aplicar la vigencia residual del art. 
87 de la ley —día de publicación en el boletín 
oficial  (4)—, en mi opinión tales modificaciones 
(reimplantación de exenciones cabe interpretar-
las en forma correlativa con la derogación parcial 
del impuesto cedular (arts. 32 y 34, ley), esto es 
con efectos a partir del período fiscal 2020.

Finalmente, el art. 47 de la ley convalida le-
galmente la opción que dispusiera el art. 95 de 
la ley 27.430 y restablece dicha opción para el 
período fiscal 2019. Cabe recordar que la citada 
norma habilita la opción de imputar los rendi-
mientos percibidos durante 2019 en concepto 
de intereses y rendimientos de títulos públicos 
y obligaciones negociables como disminución 
del costo de compra del mismo título u obliga-
ción que los generó  (5).

Queda la duda si la opción en cuestión implica 
un mero diferimiento de la imputación de la ga-
nancia bajo el impuesto cedular, o si cuando se 
disponga de los títulos públicos u obligaciones 
negociables (en este caso por oferta pública) se 
aplica el tratamiento (exento) atribuible a tales 
enajenaciones  (6).

 (3) P. ej., obligaciones negociables privadas, certi-
ficados de participación y valores de deuda fiduciaria 
privados, derechos sobre fideicomisos no financieros, 
monedas digitales, etc.).

 (4) 21 de diciembre de 2019.

 (5) Cfr. art. 95 del dec. (PEN) 1170/2018.

 (6) Conforme art. 34 de la ley y ley 23.576, art. 36 bis, 
punto 4.
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De acuerdo con la literalidad del citado art. 47 
de la ley, en oportunidad de la posterior enaje-
nación se aplica la exención sobre los resulta-
dos impositivos; esto es, no cabría liquidar im-
puesto cedular (diferido) sobre el monto afec-
tado como disminución del costo computable), 
en forma total o parcial  (7).

Cabe indicar que los intereses y rendimientos 
que se perciban a partir del 1º de enero de 2020 
no amparados por exenciones  (8) pasan a tri-
butar el impuesto progresivo (escala art. 94 de 
la ley del IG con una alícuota marginal máxima 
del 35%), siendo el caso de los títulos y obliga-
ciones evidenciados en valores emitidos por 
colocaciones privadas  (9).

En estos casos, resulta conveniente adelan-
tar la percepción de la renta  (10) a efectos que 
quedar alcanzado por la alícuota del impuesto 
cedular (5% o 15%) y no la alícuota del impuesto 
progresivo (por ejemplo, 35%).

Cabe indicar que tales modificaciones no han 
sido reglamentadas por el dec. (PEN) 99/2019.

II.2. Modificaciones en el impuesto a las 
ganancias

El art. 33 de la ley restablece la exención del 
IG sobre los intereses de las colocaciones fi-
nancieras en entidades financieras del país 

 (7) P.ej. en proporción a los títulos públicos, u obliga-
ciones negociables enajenados.

 (8) Art. 26, inc. h), LIG, art. 26, inc. u), último párrafo, 
LIG y/o leyes especiales (ley 23.576, art. 36 bis, puntos 3 
y 4, ley 24.083, art. 25, inc. a], y ley 24.441, art. 83, inc. b).

 (9) P. ej., obligaciones negociables, valores de deuda 
fiduciaria, TICOCA de las cooperativas, etcétera.

 (10) Por vía del pago, de la capitalización de intereses 
devengados o de su conversión en acciones o participa-
ciones de la sociedad emisora.

(por ejemplo, plazos fijos, cuentas especiales, 
aceptaciones bancarias, etc.) y los intereses de 
títulos públicos, obligaciones negociables, valo-
res de deuda fiduciaria y cuotapartes de rentas, 
todos ellos colocados por oferta pública, estos 
últimos derivado del restablecimiento de las 
exenciones de las leyes especiales (ley 23.576, 
art. 36 bis, puntos 3 y 4, ley 24.083, art. 25, inc. a 
y ley 24.441, art. 83, inc. b).

Por otro lado, el art. 34 de la ley reza: 
“Cuando se trate de valores alcanzados por 
las disposiciones del art. 98 de la ley, no com-
prendidos en el primer párrafo de este inciso, 
los sujetos mencionados en este último tam-
bién quedan exentos por los resultados pro-
venientes de su compraventa, cambio, per-
muta o disposición, en la medida que coticen 
en bolsas o mercados de valores autorizados 
por la Comisión Nacional de Valores, sin 
que resulte de aplicación lo dispuesto en el 
art. 109 de la ley del impuesto”.

Se aprecia aquí un solapamiento de norma-
tivas exentivas, pero, asimismo, una divergen-
cia; mientras las leyes especiales solo requieren 
la oferta pública de los valores en cuestión, el 
art. 34 requiere que estos coticen en bolsas o 
mercados de valores autorizados por la Comi-
sión Nacional de Valores.

En tal sentido, entiendo que prevalece la con-
dición de las leyes especiales al ser más flexible 
que el del art. 34 que requiere la cotización en 
bolsas o mercados autorizados por la CNV  (11).

Nuevamente, tales modificaciones no han 
sido reglamentadas por el dec. (PEN) 99/2019.

 (11) El proceso de colocación de un valor por el régi-
men de la oferta pública es el primer paso en la cotiza-
ción del valor en una bolsa o mercado, por lo que esta 
última exigencia es más estricta que la oferta pública.Tho
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Renta financiera. Ley de Emergencia Económica. 
Primera parte

Richard L. Amaro Gómez

El presente artículo tiene por finalidad anali-
zar los cambios fundamentales que se producen 
en materia de renta financiera para personas fí-
sicas y sucesiones indivisas, como consecuencia 
de las modificaciones introducidas por la deno-
minada “Ley de Solidaridad Social y Reactiva-
ción Productiva en el marco de la Emergencia 
Pública” —ley (PE) 27.541—, sancionada por el 
Congreso de la Nación los días jueves 19 y vier-
nes 20 de diciembre de 2019, y publicada en el 
Boletín Oficial el lunes 23 de diciembre de 2019, 
en un suplemento especial.

Si bien las modificaciones en lo que hace a 
renta financiera tienen impactos importantes 
en muchas otras normas de la Ley de Impuesto 
a las Ganancias, nosotros nos enfocaremos en 
este primer trabajo solo a analizar los cambios 
sin entrar en otras cuestiones.

I. Las modificaciones propuestas por la ley

A continuación, expondremos resumida-
mente las modificaciones que propone la ley en 
materia de renta financiera.

I.1. Impuesto cedular. Rendimiento producto 
de la colocación del capital en valores. Actual 
art. 95 (ex art. 90.1) de la Ley de Impuesto a las 
Ganancias

A través del art. 32 se elimina el impuesto ce-
dular a la renta producto de la colocación del 
capital en valores, el cual alcanzaba al rendi-
miento de los denominados activos financieros 
de renta fija (según, la jerga financiera). Y siem-
pre que se trate de rentas de fuente argentina, 
en los términos del art. 7 de la ley del impuesto.

El artículo antes citado de la ley de emergen-
cia precisa que se deroga en “la parte corres-
pondiente a las ganancias que encuadren en el 
capítulo II del título IV, de la Ley de Impuesto 
a las Ganancias (t. o. 2019) a partir del período 
fiscal 2020”.

Resulta claro que su vigencia es para el período 
fiscal 2020.

Otro punto importante que debemos desta-
car es que esto implica que todas estas rentas 
que antes tributaban por la imposición cedu-
lar, siendo esta una tributación del tipo real y 
proporcional, en general, pasa a partir del pe-
ríodo fiscal 2020 a estar gravadas en el impuesto 
progresivo y personal, como renta de segunda 
categoría.

No debemos perder de vista que estas ganan-
cias siguen estando tipificadas en el art. 48 (ex 
art. 45) de la ley, inc. a), como rentas de segunda 
categoría. Bajo esta perspectiva no hubo cam-
bio alguno, estas siguen en principio gravadas 
por el impuesto, a menos que les sea aplicable 
una exención. Solo que a partir del 1 de enero 
de 2020 tributarán en el impuesto progresivo y 
personal.

Precisemos que el artículo antes citado sigue 
esbozando que

“En tanto no corresponda incluirlas en el ar-
tículo 49 de esta ley, constituyen ganancias de la 
segunda categoría:

a) La renta de títulos, cédulas, bonos, letras de 
tesorería, debentures, cauciones o créditos en 
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dinero o valores privilegiados o quirografarios, 
consten o no en escritura pública, y toda suma 
que sea el producto de la colocación del capi-
tal, cualquiera sea su denominación o forma de 
pago”.

El exartículo es el actual art. 53.

I.2. Base imponible. Cuantificación de la base 
imponible para activos financieros de renta fija, 
tanto para los que generen rentas de fuente ar-
gentina como de fuente extranjera. Actual art. 96 
(ex art. 90.2) de la Ley del Impuesto a las Ganancias

Por medio del art. 32 se elimina un artículo 
que, si bien estaba en el Capítulo II Título IV, 
era el único de ese capítulo que abarcaba en 
su aplicación tanto a las ganancias de activos 
financieros de renta fija de fuente argentina 
como de fuente extranjera.

Pero es importante precisar que este solo se 
refiere a las reglas para la determinación de 

la base imponible, complementando de este 
modo al actual art. 24 (ex art. 18) de la ley, en 
lo que respecta a criterios de imputación de las 
rentas. Así como también al art. 130 (ex art. 133) 
de la ley, en lo que concierne a rentas de fuente 
extranjera.

A continuación, reflejaremos los aspectos 
más salientes del artículo derogado a partir del 
período fiscal 2020.

Volvemos a repetir, que, para determinar la 
base imponible de los valores, tanto de fuente 
argentina como de fuente extranjera; y más allá 
de la forma en que tributen en cabeza del sujeto 
perceptor (imposición cedular o imposición 
general y personal), el art. 96 (ex art. 90.2 o el 
segundo artículo agregado a continuación del 
90) estableció reglas para la determinación de 
la base imponible.

En primer lugar, hizo una distinción en 
cuanto al tipo de interés:

Precisemos que el artículo antes citado sigue esbozando que:

“En tanto no corresponda incluirlas en el artículo 49 de esta ley, constituyen ganancias 
de la segunda categoría:

a) La renta de títulos, cédulas, bonos, letras de tesorería, debentures, cauciones o 
créditos en dinero o valores privilegiados o quirografarios, consten o no en 
escritura pública, y toda suma que sea el producto de la colocación del capital, 
cualquiera sea su denominación o forma de pago”.  

El ex art. es el actual art. 53. 

2. Base imponible.  Cuantificación de la base imponible para activos financieros de 
renta fija, tanto para los que generen rentas de fuente argentina como de fuente 
extranjera.  Actual art. 96 (ex art. 90.2) de la ley del impuesto a las ganancias

Por medio del artículo 32 se elimina un artículo que si bien estaba en el Capítulo II 
Título IV, era el único de ese capítulo que abarcaba en su aplicación tanto a las 
ganancias de activos financieros de renta fija de fuente argentina como de fuente 
extranjera. 

Pero es importante precisar que el mismo sólo se refiere a las reglas para la 
determinación de la base imponible, complementando de este modo al actual art. 24 
(ex art. 18) de la ley, en lo que respecta a criterios de imputación de las rentas. Así 
como también al art. 130 (ex art. 133) de la ley, en lo que concierne a rentas de fuente 
extranjera.

A continuación reflejaremos los aspectos más salientes del artículo derogado a partir 
del período fiscal 2020.

Volvemos a repetir, que para determinar la base imponible de los valores, tanto de 
fuente argentina como de fuente extranjera; y más allá de la forma en que tributen en 
cabeza del sujeto perceptor (imposición cedular o imposición general y personal), el 
art. 96 (ex art. 90.2 o el segundo artículo agregado a continuación del 90) estableció 
reglas para la determinación de la base imponible. 

En primer lugar, hizo una distinción en cuanto al tipo de interés: 

El interés común es aquel que se devengó y percibió por el titular del valor, mientras que el interés 
corrido es aquel que si bien se ha devengado aún no se ha percibido.

En cuanto al interés común (aquel que se devenga y percibe, sin que medie un cambio de titular 
en el lapso temporal en que ello se produce), la ley fija el siguiente tratamiento:

Condiciones de pago Imputación

Intereses con plazos
de pago hasta un año

Con el pago, la puesta a disposición
o su capitalización, lo que

ocurra primero

Intereses con plazos
de pago superior a un año

Con su devengamiento en
función del tiempo

Ahora bien, ¿qué sucede con los intereses corridos? Todo dependerá de sí estamos hablando de 
una venta o compra.
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Tipo de operación Tratamiento

Venta

Los intereses, a opción del contribuyente, podrán te-
ner alguno de los siguientes tratamientos: 

1.	 Discriminarse del precio de enajenación a fin de 
gravarlos como rendimiento, para lo cual se re-
ducirá en ese mismo importe el precio de venta 
del valor. 

2.	 Mantener el interés corrido como parte inte-
grante del precio de venta del valor. 

Compra (*)

Los intereses, a opción del contribuyente, podrá te-
ner algunos de los siguientes tratamientos: 

1.	 Considerar el precio de adquisición como costo 
computable del valor adquirido, o 

2.	 Discriminar del precio de adquisición el interés 
corrido. De este modo, en la medida en que los 
intereses se paguen, se pongan a disposición o 
se capitalicen, lo que ocurra antes, el interés su-
jeto a impuesto será la diferencia entre el impor-
te puesto a disposición o capitalizado y la parte 
del precio de adquisición atribuible al interés 
corrido.

(*) La ley indica que está opción deberá ser ejercida sobre la totalidad de las inversiones respectivas y mantenerse durante 
5 años.

Pero más allá del encuadre de los intereses comunes y corridos, la ley también fijo el tratamiento 
que le corresponde a los valores según se adquieran:

a) A la par.

b) Bajo de la par (con descuento).

c) Sobre la par (con prima).

En el siguiente cuadro vamos a exponer cuando se produce cada una de las siguientes situaciones:

Tipo de adquisición Concepto según la ley

A la par

Cuando el precio de adquisición o suscripción del 
valor, netos de intereses corridos, es igual

al precio nominal residual del valor
(capital que resta amortizar)

Bajo la par

Cuando el precio de adquisición o suscripción 
del valor, netos de intereses corridos, es inferior al 
precio nominal residual del valor (capital que resta 
amortizar). Además, la ley requiere el valor se haya 

emitido bajo la par
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Tipo de adquisición Concepto según la ley

Sobre la par
Cuando el precio de adquisición o suscripción del 

valor, netos de intereses corridos, es superior al precio 
nominal residual del valor (capital que resta amortizar)

En este marco, es importante mencionar que en cuanto a los intereses que denominamos comu-
nes como en relación con los intereses corridos, sin importar si se trata de un título adquirido a la 
par, bajo la par o sobre la par; en los términos indicados en el cuadro precedente, tendrán el trata-
miento ya esbozado en los cuadros anteriores.

La cuestión radica en el tratamiento a otorgar a la diferencia de precio en los valores adquiridos 
por bajo y sobre la par:

Tipo de adquisición Diferencia de precio

A la par No hay

Bajo la par Descuento = intereses fictos

Sobre la par Prima = deducción

A continuación, exponemos el tratamiento correspondiente al descuento o prima en los valores 
adquiridos bajo o sobre la par respectivamente:

Bajo la par (*) Tratamiento

Diferencia de precio (descuento) Durante la tenencia del título: la diferencia de precio 
que recibe el tratamiento de intereses, se imputará en 
función a su devengamiento en cada año fiscal, a partir 
del mes de suscripción o adquisición hasta el mes en 
que se produzca la amortización parcial y/o total o 
hasta su enajenación, lo que ocurra con anterioridad

Al momento de la venta del título: con el fin de la 
determinación del resultado por enajenación, al 
precio de suscripción o adquisición se le sumará el 
descuento que se hubiera gravado cada año entre la 
fecha de suscripción o adquisición y la de enajenación

(*) La ley indica que está opción deberá ser ejercida sobre la totalidad de las inversiones respectivas y mantenerse durante  
5 años. Aunque en realidad no hay opciones, el tratamiento es único.

Sobre la par
Cuando el precio de adquisición o 

suscripción del valor, netos de intereses 
corridos, es superior al precio nominal 

residual del valor (capital que resta 
amortizar)

En este marco, es importante mencionar que en cuanto a los intereses que 
denominamos comunes como en relación a los intereses corridos, sin importar si se 
trata de un título adquirido a la par, bajo la par o sobre la par; en los términos 
indicados en el cuadro precedente, tendrán el tratamiento ya esbozado en los cuadros 
anteriores. 

La cuestión radica en el tratamiento a otorgar a la diferencia de precio en los valores 
adquiridos por bajo y sobre la par: 

Tipo de adquisición Diferencia de precio

A la par No hay
Bajo la par Descuento = intereses fictos

Sobre la par Prima = deducción

A continuación, exponemos el tratamiento correspondiente al descuento o prima en 
los valores adquiridos bajo o sobre la par respectivamente: 

Bajo la par2 Tratamiento

2 La ley indica que está opción deberá ser ejercida sobre la totalidad de las inversiones respectivas y 
mantenerse durante 5 años. Aunque en realidad no hay opciones, el tratamiento es único.  
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Sobre la par (*) Tratamiento opcional

Diferencia de precio (prima)

Opción A: considerar ese mayor precio pagado por el 
valor (prima), como costo computable al momento 
de la venta del mismo. O sea, en la enajenación se 
considera costo del valor todo el precio pagado de 
adquisición o suscripción

Opción B: a los fines de determinar la porción gra-
vable de los intereses cancelados, el contribuyente 
podrá optar por deducir la prima en función a su 
devengamiento en cada año fiscal, a partir del mes 
de suscripción o adquisición hasta el mes en que se 
produzca la amortización parcial y/o total o hasta su 
enajenación, lo que ocurra con anterioridad

A efectos de la determinación del resultado por ena-
jenación, al costo de suscripción o adquisición se le 
restará, en su caso, el costo que se hubiera deducido 
cada año entre la fecha de suscripción o adquisición 
y la de enajenación

(*) La ley indica que está opción deberá ser ejercida sobre la totalidad de las inversiones respectivas y mantenerse durante 
5 años.

Asimismo, la ley establece que la imputación de acuerdo con su devengamiento en función 
del tiempo implica que, en los casos de valores en moneda extranjera la conversión a pesos de 
los respectivos conceptos se hará al tipo de cambio comprador conforme al último valor de 
cotización del Banco de la Nación Argentina al 31 de diciembre de cada año. Tratándose de va-
lores con cláusula de ajuste, tales conceptos se calcularán sobre el valor del capital actualizado 
a esa fecha.

Ahora bien, estas normas resultan derogadas por la ley de emergencia para el período fiscal 2020. 
La consecuencia que trae aparejada esta eliminación es que las rentas seguirán imputándose como 
renta de capital, pero aplicándose lo dispuesto en el art. 24 (ex art. 18) si es de fuente argentina o el 
art. 130 (ex art. 133) si es de fuente extranjera, de la ley que rige el tributo.

Precisemos que el art. 24 (ex art. 18) esboza en la parte pertinente del inc. b) que, salvo que se 
trate de ganancias obtenidas por empresas, “las demás ganancias se imputarán al año fiscal en que 
hubiesen sido percibidas, excepto las correspondientes a la primera categoría que se imputarán por 
el método de lo devengado”.

Por lo tanto, el criterio para la imputación de estas rentas es sin lugar a dudas el percibido.

I.3. Exenciones. Resurgimiento de exenciones que habían sido derogadas por la Ley de Reforma 
Tributaria. Ley 27.430. Art. 33 de la ley 27.541

En este contexto, hay que recordar que la Ley de Reforma Tributaria eliminó con el objeto de gra-
var toda la renta financiera casi la totalidad de las exenciones existentes para las personas físicas y 
sucesiones indivisas. Frente a ello, la Ley de Emergencia Económica hace renacer algunas de estas, 
entre las cuales cabe mencionar:

- Plazo fijo: art. 26 (ex art. 20 de la ley, inc. h): en el cuadro a continuación expondremos la evolu-
ción normativa del inc. h):

Tho
mso

n R
eu

ter
s



REFORMA TRIBUTARIA. Ley 27.541 y sus reglamentaciones

46

Norma Texto

Texto antes de la reforma de la ley 27.430

Aplicable a períodos fiscales anteriores a 2018

“Los intereses originados por los siguientes depó-
sitos efectuados en instituciones sujetas al régi-
men legal de entidades financieras: 

1) caja de ahorro; 

2) cuentas especiales de ahorro; 

3) a plazo fijo; los depósitos de terceros u otras for-
mas de captación de fondos del público conforme 
lo determine el Banco Central de la República Ar-
gentina en virtud de lo que establece la legislación 
respectiva. 

Exclúyense del párrafo anterior los intereses pro-
venientes de depósitos con cláusula de ajuste. 

Lo dispuesto precedentemente no obsta la plena 
vigencia de las leyes especiales que establecen 
exenciones de igual o mayor alcance”.

Texto después de la reforma de la ley 27.430

Aplicable a períodos fiscales a partir de 2018 
(inclusive)

“Los intereses originados por depósitos en caja de 
ahorro y cuentas especiales de ahorro, efectuados 
en instituciones sujetas al régimen legal de enti-
dades financieras normado por la ley 21.526 y sus 
modificaciones”.

Texto después de la ley de emergencia 
económica

Aplicable a períodos fiscales a partir 
¿2019 (inclusive)?

Hay una discusión en cuanto a la vigencia de esta 
exención. El texto original del proyecto de ley de 

emergencia esbozaba que aplicaba para períodos 
fiscales 2020, pero en el texto definitivo quedo eli-
minado. Por lo tanto, sería razonable interpretar 
que resulta procedente para el período fiscal en 

curso si se considera que la vigencia de la ley es a 
partir de su publicación en el Boletín Oficial 

(23 de diciembre de 2019)

“Los intereses originados por los siguientes de-
pósitos efectuados en instituciones sujetas al Ré-
gimen Legal de Entidades Financieras normado 
por la ley 21.526 y sus modificaciones: en caja de 
ahorro, cuentas especiales de ahorro, a plazo fijo 
en moneda nacional y los depósitos de terceros u 
otras formas de captación de fondos del público, 
conforme lo determine el Banco Central de la Re-
pública Argentina en virtud de lo que establece 
la legislación respectiva. A efectos de la presente 
exención, se restablece la vigencia de las normas 
derogadas por los incisos b), c) y d) del artículo 81 
de la ley 27.430, sin que resulte de aplicación lo 
dispuesto en el artículo 109 de la Ley del Impuesto 
para las Personas Humanas y Sucesiones Indivi-
sas residentes en el país.

Quedan excluidos de esta exención los intereses 
provenientes de depósitos con cláusula de ajuste”.

Si bien el ante último párrafo no tendría mucho sentido en el marco del inc. h) analizado, no po-
demos descartar su inclusión porque así quedó redactado por la ley de reforma. Nos abocaremos a 
su análisis en los puntos siguientes.

En definitiva, se restablece la exención para plazos fijos en moneda nacional sin cláusula de 
ajuste efectuado en entidades sujetas al contralor del Banco Central de la República Argentina y 
otras formas de captación de fondos que determina el banco ya indicado.
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Véase que quedan al margen del tratamiento exentivo los intereses de depósitos a plazo fijo en 
dólares y en moneda nacional con cláusula de ajuste.

- Obligaciones negociables: se restablece las exenciones para este activo financiero de renta fija 
que estaba dispuesta en el art. 36 bis de la ley 23.576, puntos 3 (referente al resultado de la enajena-
ción) y 4 (referente al rendimiento).

En el cuadro a continuación expondremos la evolución normativa de los puntos antes indicados:

Norma Texto

Texto antes de la reforma de la ley 27.430

Aplicable a períodos fiscales anteriores a 2018

“Art. 36 bis - El tratamiento impositivo a que se 
refiere el primer párrafo del artículo anterior será 
el siguiente:

(…) 

3.   Los resultados provenientes de la compraven-
ta, cambio, permuta, conversión y disposición 
de obligaciones negociables quedan exentos 
del impuesto a las ganancias. Si se tratara de 
beneficiarios del exterior comprendidos en su 
Título V, no regirá lo dispuesto en el artículo 21 
de la misma ley, y en el artículo 104 de la ley 
11683 (t.o. 1978).

4.   Quedan exentos del impuesto a las ganancias 
los intereses, actualizaciones y ajustes de ca-
pital. Si se tratara de beneficiarios del exterior 
comprendidos en su Título V, no regirá lo dis-
puesto en el artículo 21 de la misma ley, y en el 
artículo 104 de la ley 11683 (t.o. 1978)”.

Texto después de la reforma de la ley 27.430

Aplicable a períodos fiscales a partir de 2018 
(inclusive)

Se eliminaron, totalmente, los puntos 3 y 4 del art. 
36 bis de la ley 23.576.

Texto después de la ley de emergencia económica

Aplicable a períodos fiscales a partir 
¿2019 (inclusive)?

Hay una discusión en cuanto a la vigencia de esta 
exención. El texto original del proyecto de ley de 

emergencia esbozaba que aplicaba para períodos 
fiscales 2020, pero en el texto definitivo quedo 

eliminado. Por lo tanto, sería razonable interpre-
tar que resulta procedente para el período fiscal en 
curso si se considera que la vigencia de la ley es a 

partir de su publicación en el Boletín Oficial 
(23 de diciembre de 2019)

Se vuelve a su redacción anterior. 

En resumen, las obligaciones negociables que cumplan con los requisitos del art. 36 de la ley 
23.576 y colocadas por oferta pública, gozarán nuevamente de le exención.

- Títulos públicos: un punto controvertido que debemos advertir es que el art. 36 bis de la ley 
23.576, y luego de enumerar los puntos 1 al 4, dispone: 
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“Igual tratamiento impositivo se aplicará a los títulos públicos”.

Dicho párrafo nunca fue modificado ni siquiera por la ley 27.430.

Lo expuesto implicaría que el tratamiento de exención de las obligaciones negociables colocadas 
por oferta pública alcanzaría también a los títulos públicos, como sucedía antes de la reforma tri-
butaria de 2017, más allá que el inc. k) del ex art. 20, actuar art. 26, sigue derogado. Traigamos a la 
memoria que dicho inc. k) disponía que están exentos:

“Las ganancias derivadas de títulos, acciones, cédulas, letras, obligaciones y demás valores emi-
tidos o que se emitan en el futuro por entidades oficiales cuando exista una ley general o especial 
que así lo disponga o cuando lo resuelva el Poder Ejecutivo”.

Y lo expuesto se ve reforzado aún más por lo que establece el art. 34 de la ley de emergencia que 
analizamos más adelante.

En definitiva, al resurgir la exención para obligaciones negociables resurgiría la exención para los 
títulos públicos.

- Fondos comunes de inversión: se restablece las exenciones para ciertos fondos comunes de in-
versión que estaban estipuladas en el inc. b) del art. 25 de la ley 24.083. La Ley de Emergencia Eco-
nómica reincorpora el inciso antes indicado.

A continuación, expondremos la evolución normativa:

Norma Texto

Texto antes de la reforma de la ley 27.430

Aplicable a períodos fiscales anteriores a 2018

“Art. 25 - El tratamiento impositivo aplicable a 
los fondos comunes de inversión regidos por la 
presente ley y a las inversiones realizadas en los 
mismos, será el establecido por las leyes tributa-
rias correspondientes, no aplicándose condicio-
nes diferenciales respecto del tratamiento general 
que reciben las mismas actividades o inversiones.

Las cuotapartes y cuotapartes de renta de los 
fondos comunes de inversión, serán objeto del 
siguiente tratamiento impositivo:

(…)

b. Los resultados provenientes de su compraven-
ta, cambio, permuta, conversión y disposición, 
así como también sus rentas, quedan exentos del 
impuesto a las ganancias, excepto para los sujetos 
comprendidos en el Título VI de la ley de impues-
to a las ganancias (TO 1986 y modif.). Cuando se 
trate de beneficiarios del exterior comprendidos 
en el Título V de la citada norma legal, no regirá lo 
dispuesto en su artículo 21 y en el artículo 104 de 
la ley 11683 (TO 1978 y modif.).

El tratamiento impositivo establecido en el párra-
fo anterior será de aplicación cuando los referidos 
títulos sean colocados por oferta pública.

(…)”

Texto después de la reforma de la ley 27.430

Aplicable a períodos fiscales a partir de 2018 
(inclusive)

Se eliminó el inciso b) del art. 25 de la ley 24.083.
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Norma Texto

Texto después de la ley de emergencia 
económica

Aplicable a períodos fiscales a partir 
¿2019 (inclusive)?

Hay una discusión en cuanto a la vigencia de esta 
exención. El texto original del proyecto de ley de 

emergencia esbozaba que aplicaba para períodos 
fiscales 2020, pero en el texto definitivo quedo eli-
minado. Por lo tanto, sería razonable interpretar 
que resulta procedente para el período fiscal en 

curso si se considera que la vigencia de la ley es a 
partir de su publicación en el Boletín Oficial 

(23 de diciembre de 2019)

Se vuelve a su redacción original incorporándose 
el inciso b). 

Aunque es preciso señalar que el impuesto cedular del. actual art. 98 (ex art. 90.4) de la ley del im-
puesto a las ganancias, en lo que concierte a cuotas partes de condominio de fondos comunes de inver-
sión cerrados, grava el resultado de enajenación solo en la medida en que las ganancias por su enajena-
ción hubieran estado exentas o no gravadas con anterioridad a la vigencia de la ley de reforma, para las 
adquisiciones de tales valores producidas a partir del 1 de enero de 2018 [art. 86 inc. g) de la ley 27.430].

Lo expuesto quiere decir que para quedar alcanzado debe tratarse de cuotas parte de condominio 
de un FCI cerrado adquirido a partir de la vigencia de la ley de reforma (01/01/2018).

- Fideicomisos financieros: se restablece las exenciones para ciertos fideicomisos financieros que 
estaban estipuladas en el inc. b) del art. 83 de la ley 24.441. La Ley de Emergencia Económica rein-
corpora el inciso antes indicado.

A continuación, expondremos la evolución normativa:

Norma Texto

Texto antes de la reforma de la ley 27.430

Aplicable a períodos fiscales anteriores a 2018

“ARTÍCULO 83. — Los títulos valores representa-
tivos de deuda y los certificados de participación 
emitidos por fiduciarios respecto de fideicomisos 
que se constituyan para la titulización de activos, 
serán objeto del siguiente tratamiento impositivo:

(…)

b) Los resultados provenientes de su compraventa, 
cambio, permuta, conversión y disposición, como así 
también sus intereses, actualizaciones y ajustes de ca-
pital, quedan exentos del impuesto a las ganancias, 
excepto para los sujetos comprendidos en el Título VI 
de la Ley de Impuesto a las Ganancias (texto orde-
nado 1986) y sus modificaciones. Cuando se trate de 
beneficiarios del exterior comprendidos en el título V 
de la citada norma legal, no regirá lo dispuesto en su 
artículo 21 y en el artículo 104 de la Ley 11.683 (texto 
ordenado 1978) y sus modificaciones.

El tratamiento impositivo establecido en este ar-
tículo será de aplicación cuando los referidos títu-
los sean colocados por oferta pública”. 
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Norma Texto

Texto después de la reforma de la ley 27.430

Aplicable a períodos fiscales a partir de 2018 
(inclusive)

Se eliminó el inciso b) del art. 83 de la ley 24.441.

Aplicable a períodos fiscales a partir 
¿2019 (inclusive)?

Hay una discusión en cuanto a la vigencia de esta 
exención. El texto original del proyecto de ley de 

emergencia esbozaba que aplicaba para períodos 
fiscales 2020, pero en el texto definitivo quedo 

eliminado. Por lo tanto, sería razonable interpre-
tar que resulta procedente para el período fiscal en 
curso si se considera que la vigencia de la ley es a 

partir de su publicación en el Boletín Oficial 
(23 de diciembre de 2019)

Se vuelve a su redacción anterior incorporándose 
el inciso b). 

En esta parte, también es importante pre-
cisar que el impuesto cedular del. actual 
art. 98 (ex art. 90.4) de la ley del impuesto a las 
ganancias, en lo que concierte a certificados 
de participación de fideicomisos financieros 
y cualquier otro derecho sobre fideicomisos y 
contratos similares, alcanza a el resultado de 
enajenación solo en la medida que las ganan-
cias por su enajenación hubieran estado exen-
tas o no gravadas con anterioridad a la vigencia 
de la ley de reforma, para las adquisiciones de 
tales valores producidas a partir del 1 de enero 
de 2018 (art. 86 inc. g] de la ley 27.430).

Lo expuesto quiere decir que para quedar al-
canzado debe tratarse de los referidos activos 
financieros variables adquiridos a partir de la 
vigencia de la ley de reforma (01/01/2018).

I.4. Exención. Resultado de la enajenación. Ac-
tivos financieros de renta fija y variable. Cotiza-
ción en mercados autorizados por la CNV. Art. 34 
de la ley 27.541

Al respecto, el art. 34 de la ley de emergencia 
agregó un último párrafo al inc. u) del actual art. 
26 (ex art. 20, inc. w]) de la ley del impuesto, con 
efectos a partir del período fiscal 2020.

Primeramente, debemos traer a la memoria 
que el actual art. 26, inc. u) establece en su ac-
tual redacción que están exentas:

“Los resultados provenientes de operaciones 
de compraventa, cambio, permuta o disposi-

ción de acciones, valores representativos de 
acciones y certificados de depósito de acciones, 
obtenidos por personas humanas residentes y 
sucesiones indivisas radicadas en el país, siem-
pre que esas operaciones no resulten atribuibles 
a sujetos comprendidos en los incs. d) y e) y en 
el último párrafo del art. 49 de la ley. La exen-
ción será también aplicable para esos sujetos 
a las operaciones de rescate de cuotapartes de 
fondos comunes de inversión del primer pá-
rrafo del art. 1º de ley 24.083 y sus modificacio-
nes, en tanto el fondo se integre, como mínimo, 
en un porcentaje que determine la reglamenta-
ción, por dichos valores, siempre que cumplan 
las condiciones que se mencionan en el párrafo 
siguiente.

El beneficio previsto en el párrafo precedente 
solo resultará de aplicación en la medida en que 
(a) se trate de una colocación por oferta pública 
con autorización de la Comisión Nacional de 
Valores; y/o (b) las operaciones hubieren sido 
efectuadas en mercados autorizados por ese or-
ganismo bajo segmentos que aseguren la priori-
dad precio tiempo y por interferencia de ofertas; 
y/o (c) sean efectuadas a través de una oferta 
pública de adquisición y/o canje autorizados 
por la Comisión Nacional de Valores.

La exención a la que se refiere el primer pá-
rrafo de este inciso procederá también para 
las sociedades de inversión, fiduciarios y otros 
entes que posean el carácter de sujetos del im-
puesto o de la obligación tributaria, constituidos 
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como producto de procesos de privatización, de 
conformidad con las previsiones del Capítulo II 
de la ley 23.696 y normas concordantes, en tanto 
se trate de operaciones con acciones originadas 
en programas de propiedad participada, im-
plementadas en el marco del Capítulo III de la 
misma ley.

La exención prevista en este inciso también 
será de aplicación para los beneficiarios del ex-
terior en la medida en que tales beneficiarios no 
residan en jurisdicciones no cooperantes o los 
fondos invertidos no provengan de jurisdiccio-
nes no cooperantes. Asimismo, estarán exentos 
del impuesto los intereses o rendimientos y los 
resultados provenientes de la compraventa, 
cambio, permuta o disposición, de los siguien-
tes valores obtenidos por los beneficiarios del 
exterior antes mencionados: (i) títulos pú-
blicos —títulos, bonos, letras y demás obli-
gaciones emitidos por los Estados Nacional, 
Provinciales, Municipales y la Ciudad Autó-
noma de Buenos Aires—; (ii) obligaciones 
negociables a que se refiere el art. 36 de la ley 
23.576 y sus modificaciones, títulos de deuda 
de fideicomisos financieros constituidos en el 
país conforme a las disposiciones del Código 
Civil y Comercial de la Nación, colocados por 
oferta pública, y cuotapartes de renta de fon-
dos comunes de inversión constituidos en el 
país, comprendidos en el art. 1º de la ley 24.083 
y sus modificaciones, colocados por oferta pú-
blica; y (iii) valores representativos o certifica-
dos de depósitos de acciones emitidos en el 
exterior, cuando tales acciones fueran emiti-
das por entidades domiciliadas, establecidas o 
radicadas en la República Argentina y cuenten 
con autorización de oferta pública por la Co-
misión Nacional de Valores.

Lo dispuesto en el párrafo precedente no re-
sultará de aplicación cuando se trate de Letras 
del Banco Central de la República Argentina 
(LEBAC).

La Comisión Nacional de Valores está facul-
tada a reglamentar y fiscalizar, en el ámbito de 
su competencia, las condiciones establecidas 
en este artículo, de conformidad con lo dis-
puesto en la ley 26.831”.

Y ahora se agrega:

“Cuando se trate de valores alcanzados por 
las disposiciones del art. 98 de la ley, no com-
prendidos en el primer párrafo de este inciso, 
los sujetos mencionados en este último tam-
bién quedan exentos por los resultados prove-
nientes de su compraventa, cambio, permuta o 
disposición, en la medida que coticen en bolsas 
o mercados de valores autorizados por la Co-
misión Nacional de Valores, sin que resulte de 
aplicación lo dispuesto en el art. 109 de la ley 
del impuesto. Idéntico tratamiento le resultará 
aplicable a los beneficiarios del exterior, por 
aquellos valores no comprendidos en el cuarto 
párrafo de este inciso, en la medida que no resi-
dan en jurisdicciones no cooperantes o los fon-
dos invertidos no provengan de jurisdicciones 
no cooperantes”.

Asimismo, es importante recalcar que el ac-
tual art. 109 (ex art. 98) dispone:

“Las exenciones totales o parciales estableci-
das o que se establezcan en el futuro por leyes 
especiales respecto de Títulos, letras, bonos, 
obligaciones y demás valores emitidos por el 
Estado nacional, provincial, municipal o la Ciu-
dad Autónoma de Buenos Aires, no tendrán 
efecto en este impuesto para las personas hu-
manas y sucesiones indivisas residentes en el 
país ni para los contribuyentes a que se refiere 
el art. 49 de esta ley”.

Todo lo expuesto implica que en la práctica y 
a partir del 1 de enero de 2020, el resultado de la 
enajenación de activos financieros tantos fijos 
como variables que coticen en el país, estarán 
exentos del impuesto cedular del actual art. 98 
(ex art. 90.4) de la ley.

I.5. Intereses de títulos públicos y obligacio-
nes negociables. Imputación del rendimiento al 
costo de enajenación de los referidos activos fi-
nancieros. Art. 47 de la ley 27.541

En art. 46 de la Ley de Emergencia Económica 
establece que para el período fiscal 2019 será 
aplicable nuevamente la norma de transición 
del art. 95 del dec. 1170/2018 el cual disponía:
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Decreto reglamentario – Dec. 1170/2018

Art. 95 – parte pertinente

A efectos de lo dispuesto en el Capítulo II del Títu-
lo IV de la ley, cuando se trate de títulos públicos 
y obligaciones negociables comprendidos en los 
incisos a) y b) del primer párrafo del cuarto ar-
tículo incorporado sin número a continuación del 
artículo 90 de la ley, podrá optarse por afectar los 
intereses o rendimientos del período fiscal 2018 al 
costo computable del título u obligación que los 
generó, en cuyo caso el mencionado costo debe-
rá disminuirse en el importe del interés o rendi-
miento afectado.

Ello en atención que los impuestos cedula-
res del actual art. 95 (ex art. 90.1) el cual grava 
el rendimiento producto de la colocación del 
capital en valores y, del actual art. 98 (ex art. 
90.4) el que grava el resultado de la enajena-
ción de activos financieros; tiene una mecá-
nica de determinación de la base imponible 
uno independiente del otro. Esta norma de 
transición posibilita ahora juntar el resultado 
de ambos.

En este contexto, el art. 46 de la ley de emer-
gencia indica:

“Manténganse la validez y la vigencia estable-
cidas en el segundo párrafo del artículo 95 del 
decreto 1.170 del 26 de diciembre de 2018, para 
el período fiscal 2019 y establécese que a efectos 
de lo dispuesto en el capítulo II del título IV de 
la Ley de Impuesto a las Ganancias, texto orde-
nado en 2019, cuando se trate de títulos públi-
cos y obligaciones negociables comprendidos 
en los incs. a) y b) del primer párrafo del art. 98 
de esa misma norma, podrá optarse por afectar 
los intereses o rendimientos del período fiscal 
2019 al costo computable del título u obligación 
que los generó, en cuyo caso el mencionado 
costo deberá disminuirse en el importe del inte-
rés o rendimiento afectado”.

Por último, el art. 87 de la ley de emergencia 
esboza que la ley comenzará a regir a partir del 
día de su publicación en el Boletín Oficial de la 
República Argentina, o sea, a partir del 23 de di-
ciembre de 2019.

II. La reflexión final

Finalmente, vemos que para el período fis-
cal 2019 el impuesto a la renta financiera de 
personas físicas y sucesiones indivisas deberá 
liquidarse sin modificación alguna, incluso se 
aplicará la posibilidad de imputar los intereses 
de títulos públicos y obligaciones negociables al 
costo de ellos, norma de transición que también 
se aplicó para el período fiscal 2018.

No obstante, debemos advertir la cuestión 
discutible de las exenciones del art. 33 de la 
ley de emergencia, que en su texto original te-
nía vigencia para el período fiscal 2020, pero 
la versión definitiva se eliminó dicha cuestión. 
Recordemos que la Corte Suprema de Justicia 
de la Nación tiene dicho que la primera fuente 
de interpretación de la ley es su letra y que no 
se puede presumir la imprevisión o la falta de 
previsión del legislador. En consecuencia, sería 
razonable interpretar que dicha exención apli-
cable al período fiscal 2019 en curso.

Pero más allá de lo expuesto, los cambios 
transcendentales se operan para el periodo fis-
cal 2020 donde prácticamente se volvería a una 
situación similar a la que se vivía en períodos 
fiscales anteriores a 2018.

Si bien la ley ya está en vigencia, no podemos 
dejar de recalcar que aún falta la reglamenta-
ción y ver cómo impactan estas modificaciones 
en la estructura normativa del tributo, tema que 
desarrollaremos más adelante.Tho
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Renta financiera. Ley de Emergencia Económica.  
Segunda parte

Richard L. Amaro Gómez

Recordemos que el lunes 23 de diciembre de 2019 se publicó en el Boletín Oficial la denominada 
“Ley de Solidaridad Social y Reactivación Productiva en el marco de la Emergencia Pública” —ley 
(PE) 27.541—, sancionada por el Congreso de la Nación los días jueves 19 y viernes 20 de diciembre 
de 2019, la cual introdujo entre otras modificaciones determinados cambios en materia de renta 
financiera para personas físicas y sucesiones indivisas.

El propósito de la presente colaboración y a fin de complementar nuestro trabajo anterior, es 
exponer en un cuadro resumen cómo quedarían las rentas de fuente argentina provenientes de 
activos financieros frente al impuesto a las ganancias — renta financiera — personas físicas y suce-
siones indivisas — (gravados o exentos), para el período fiscal 2019, haciendo su comparación con 
los períodos fiscales 2017 y 2018.

I. Cuadro resumen comparativo

Persona física y sucesión indivisa residente del país

Activo financiero Renta 2017 2018 2019

Plazo fijo en pesos sin 
cláusula de ajuste

Intereses Exentos Gravados Exentos

Fuente Art. 20, inc. h), LIG

Art. 26, inc. h), LIG

Art. 33 de la ley 
27.541

Plazo fijo en pesos con 
cláusula de ajuste

Intereses Gravados Gravados Gravados

Plazo fijo en moneda 
extranjera

Intereses Exentos Gravados Gravados

Fuente Art. 20, inc. h), LIG

Caja de ahorro y cuen-
tas especiales de ahorro

Intereses Exentos Exentos Exentos

Fuente Art. 20, inc. h), LIG Art. 20, inc. h), LIG Art. 26, inc. h), LIG
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Activo financiero Renta 2017 2018 2019

Títulos públicos

Intereses Exentos Gravados Exentos

Enajenación Exentos Gravados Exentos

Fuente
Art. 20, inc. k), LIG

Art. 36 bis, ley 23.576

Art. 36 bis, ley 23.576

Art. 33 de la ley 
27.541

Obligaciones
negociables (1)

Intereses Exentos Gravados Exentos

Enajenación Exentos Gravados Exentos

Fuente Art. 36 bis, ley 23.576

Art. 36 bis, ley 23.576

Art. 33 de la ley 
27.541

Cuotaparte de condo-
minio FCI (2)

Rescate / Enaje-
nación

Exentos Gravados Exentos

Fuente Art. 25, ley 24.083

Art. 25, ley 24.083

Art. 33 de la ley 
27.541

Cuotaparte de renta 
FCI (3)

Rendimiento
/ otros

Exentos Gravados Exentos

Fuente Art. 25, ley 24.083

Art. 25, ley 24.083

Art. 33 de la ley 
27.541

Títulos de deuda FF (4)

Intereses Exentos Gravados Exentos

Enajenación Exentos Gravados Exentos

Fuente Art. 83, ley 24.441

Art. 83, ley 24.441

Art. 33 de la ley 
27.541

(1) Siempre que sean colocadas por oferta pública y demás requisito estipulados en el artículo 36 bis de la referida ley.

(2) Siempre que sean colocados por oferta pública y más allá que sean un FCI abierto o cerrado.

(3) Siempre que sean colocados por oferta pública y más allá que sean un FCI abierto o cerrado.

(4) Siempre que sean colocados por oferta pública.Tho
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Activo financiero Renta 2017 2018 2019

Certificados de partici-
pación de FF (5)

Utilidad Exentos Gravados Exentos

Enajenación Exentos Gravados Exentos

Fuente Art. 83, ley 24.441

Art. 83, ley 24.441

Art. 33 de la ley 
27.541

Acciones con 
cotización (6)

Dividendos No gravado (7) Gravados (8) Gravados (9)

Enajenación Exentos Exentos Exentos

Fuente Art. 20, inc. w) Art. 20, inc. w) Art. 26, inc. u)

Acciones sin cotización

Dividendos No gravado (10) Gravados (11) Gravados  (12)

Enajenación Gravado Gravado Gravado

Cedear  (13)

Dividendos Gravados Gravados

Enajenación Exentos Exentos

Fuente Art. 20, inc. w) Art. 26, inc. u)

ADR

Dividendos Gravados (14) Gravados (15)

Enajenación Gravados Gravados

(5) Siempre que sean colocados por oferta pública.

(6) Con cotización en mercados autorizados por la Comisión Nacional de Valores (CNV).

(7) Solo aplica el impuesto de igualación.

(8) Impuesto cedular del 7% cuando se distribuya la utilidad de dicho ejercicio.

(9) Impuesto cedular del 7% cuando se distribuya la utilidad de dicho ejercicio.

(10) Solo aplica el impuesto de igualación.

(11) Impuesto cedular del 7% cuando se distribuya la utilidad de dicho ejercicio.

(12) Impuesto cedular del 7% cuando se distribuya la utilidad de dicho ejercicio.

(13) Es el único caso que genera rentas de fuente extranjera ya que el activo subyacente son acciones de sociedades 
del exterior. Art. 7° de la LIG.

(14) Impuesto cedular del 7% cuando se distribuya la utilidad de dicho ejercicio.

(15) Impuesto cedular del 7% cuando se distribuya la utilidad de dicho ejercicio.Tho
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Aclaraciones adicionales en relación con el 
período fiscal 2018:

1. Rendimiento producto de la colocación del 
capital de valores provenientes de los Fondos Co-
munes Abiertos (primer párrafo del art. 1º de la 
ley 24.083): 

En el supuesto que no tenga un activo sub-
yacente principal y deba aplicarse las alícuo-
tas previstas en el art. 90.1 (actual art. 95) de la 
LIG conforme a la monea y cláusula de ajuste 
en que se hubiera emitido la cuotaparte, no se 
considerarán gravadas las ganancias compren-
didas en el primer párrafo del inc. w) del art. 20 
(actual inc. u] del art. 26) de la ley del impuesto 
que el respectivo fondo hubiera devengado 
hasta la fecha de la distribución, en su respec-
tiva proporción.

2. Enajenación de valores provenientes de los 
Fondos Comunes Abiertos (primer párrafo del 
art. 1º de la ley 24.083) y de certificados de parti-
cipación de Fideicomisos Financieros:

- En el supuesto que no tenga un activo sub-
yacente principal y deba aplicarse las alícuo-
tas previstas en el art. 90.4 (actual art. 98) de la 
LIG conforme a la monea y cláusula de ajuste 
en que se hubiera emitido la cuotaparte o del 
certificado de participación, no se considera-
rán gravadas las ganancias comprendidas en 
el primer párrafo del inc. w) del art. 20 (actual 
inc. u] del art. 26) de la ley del impuesto que el 
respectivo fondo o fideicomiso hubiera deven-
gado hasta la fecha de la distribución, en su res-
pectiva proporción.

- De poseer un activo subyacente principal al 
que aplique la exención prevista en el primer 
párrafo del inc. w) del art. 20 (actuar inc. u] del 

art. 26) de la ley, la ganancia con motivo del res-
cate de las cuotapartes de los fondos comunes 
de inversión, o de certificados de participación 
en fideicomisos financieros está exenta para sus 
beneficiarios.

3. Enajenación de valores provenientes de cuo-
tas partes de condominio de fondos comunes de 
inversión cerrados, certificados de participación 
de fideicomisos financieros, otros derechos sobre 
fideicomisos y contratos similares:

Es preciso señalar que el impuesto cedular 
del. actual art. 98 (ex art. 90.4) de la ley del im-
puesto a las ganancias, en lo que concierte a los 
valores mencionados grava el resultado de ena-
jenación solo en la medida en que las ganancias 
por su enajenación hubieran estado exentas o 
no gravadas con anterioridad a la vigencia de la 
ley de reforma, para las adquisiciones de tales 
valores producidas a partir del 1º de enero de 
2018 (art. 86, inc. g] de la ley 27.430).

Lo expuesto implica que para quedar alcan-
zado debe tratarse de los valores indicados ad-
quiridos a partir de la vigencia de la ley de re-
forma (1º de enero de 2018).

II. La reflexión final

Hemos intentado resumir en la presente co-
laboración el tratamiento de los activos finan-
cieros, tanto de renta fija como variable, que 
generan ganancias de fuente argentina, salvo 
excepción para el caso de los CEDEAR.

Si bien hemos dado prioridad a la síntesis, 
esperemos que el presente trabajo contribuya 
a orientar a los lectores en relación con el tra-
tamiento a otorgar a las rentas de los activos fi-
nancieros para el período fiscal 2019.
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Renta financiera. Ley de Emergencia Económica. 
Tercera parte

Richard L. Amaro Gómez

Recordemos que el lunes 23 de diciembre de 2019 se publicó en el Boletín Oficial la denominada 
“Ley de Solidaridad Social y Reactivación Productiva en el marco de la Emergencia Pública” —ley 
(PE) 27.541—, la cual efectúo ciertas modificaciones en materia de renta financiera para personas 
físicas y sucesiones indivisas, y beneficiarios del exterior.

El propósito de la presente colaboración y a fin de complementar nuestros trabajos anteriores, 
es exponer en un cuadro resumen de cómo quedarían las rentas de fuente argentina provenientes 
de activos financieros frente al impuesto a las ganancias - renta financiera - para beneficiarios del 
exterior (gravados, no gravados o exentos), para el período fiscal 2019, haciendo su comparación 
con los períodos fiscales 2017 y 2018.

Si bien hay ciertos aspectos que van a merecer seguramente alguna precisión adicional ya sea 
mediante decreto u otro medio, de todas maneras, exponemos en el referido cuadro el tratamiento 
que resultaría más razonable considerando la redacción de la ley de emergencia y las otras leyes 
relacionadas, entre ellas, la ley del impuesto a las ganancias.

I. Cuadro resumen comparativo

Beneficiarios del exterior

Activo financiero Renta 2017 2018 2019

Plazo fijo en pesos sin 
cláusula de ajuste

Intereses Exentos Gravados Exentos

Fuente Art. 20, inc. h), LIG
Art. 26, inc. h), LIG

Art. 33 de la ley 27.541

Plazo fijo en pesos con 
cláusula de ajuste

Intereses Gravados Gravados Gravados

Plazo fijo en moneda 
extranjera

Intereses Exentos Gravados Gravados

Fuente Art. 20, inc. h), LIG

Caja de ahorro y cuentas 
especiales de ahorro

Intereses Exentos Exentos Exentos

Fuente Art. 20, inc. h), LIG Art. 20, inc. h), LIG Art. 26, inc. h), LIG
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(1) El sujeto de debe residir en un país cooperante o los fondos deben provenir de un país cooperante.

(2) El sujeto de debe residir en un país cooperante o los fondos deben provenir de un país cooperante. Aunque 
debemos advertir que el art. 36 bis, ley 23.576 no exige dicho requisito. Este solo es exigido por la ley del impuesto a 
las ganancias.

(3) El sujeto de debe residir en un país cooperante o los fondos deben provenir de un país cooperante.

(4) El sujeto de debe residir en un país cooperante o los fondos deben provenir de un país cooperante. Aunque 
debemos advertir que el art. 36 bis, ley 23.576 no exige dicho requisito. Este solo es exigido por la ley del impuesto a 
las ganancias

(5) Siempre que sean colocadas por oferta pública y demás requisitos estipulados en el artículo 36 bis de la referida ley.

(6) El sujeto de debe residir en un país cooperante o los fondos deben provenir de un país cooperante.

(7) El sujeto de debe residir en un país cooperante o los fondos deben provenir de un país cooperante. Aunque 
debemos advertir que el art. 36 bis, ley 23.576 no exige dicho requisito. Este solo es exigido por la ley del impuesto a 
las ganancias.

(8) El sujeto de debe residir en un país cooperante o los fondos deben provenir de un país cooperante.

(9) El sujeto de debe residir en un país cooperante o los fondos deben provenir de un país cooperante. Aunque 
debemos advertir que el art. 36 bis, ley 23.576 no exige dicho requisito. Este solo es exigido por la ley del impuesto a 
las ganancias.

(10) Siempre que sean colocados por oferta pública y más allá que sean un FCI abierto o cerrado.

Beneficiarios del exterior

Títulos públicos

Intereses Exentos Exentos (1) (excepto 
LEBAC)

Exentos (2)

Enajenación Exentos Exentos (3) (excepto 
LEBAC)

Exentos (4)

Fuente
Art. 20, inc. k), LIG

Art. 36 bis, ley 23.576
Art. 20, inc. w), LIG

Art. 26, inc. u), LIG

Art. 36 bis, ley 23.576

Art. 33 de la ley 27.541

Obligaciones 
negociables (5)

Intereses Exentos Exentos  (6) Exentos  (7)

Enajenación Exentos Exentos (8) Exentos (9)

Fuente Art. 36 bis, ley 23.576 Art. 20, inc. w), LIG

Art. 26, inc. u), LIG

Art. 36 bis, ley 23.576

Art. 33 de la ley 27.541

Cuotaparte de 
condominio FCI  (10)

Rescate / 
Enajenación

Exentos Gravados Exentos

Fuente Art. 25, ley 24.083
Art. 25, ley 24.083

Art. 33 de la ley 27.541
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Beneficiarios del exterior

Cuotaparte de 
renta FCI  (11)

Rendimiento
/ otros

Exentos Exentos   (12) Exentos  (13)

Fuente Art. 25, ley 24.083 Art. 20, inc. w), LIG

Art. 26, inc. u), LIG

Art. 25, ley 24.083

Art. 33 de la ley 27.541

Títulos de 
deuda FF (14)

Intereses Exentos Exentos  (15) Exentos  (16)

Enajenación Exentos Exentos (17) Exentos  (18)

Fuente Art. 83, ley 24.441 Art. 20, inc. w), LIG

Art. 26, inc. u), LIG

Art. 83, ley 24.441

Art. 33 de la ley 27.541

Certificados de 
participación de FF (19)

Utilidad Exentos Gravados Exentos

Enajenación Exentos Gravados Exentos

Fuente Art. 83, ley 24.441
Art. 83, ley 24.441

Art. 33 de la ley 27.541

Acciones con 
cotización  (20)

Dividendos No gravado (21) Gravados (22) Gravados (23)

Enajenación Exentos Exentos (24) Exentos (25)

Fuente Art. 20, inc. w) Art. 20, inc. w) Art. 26, inc. u)

(11) Siempre que sean colocados por oferta pública y más allá que sean un FCI abierto o cerrado.

(12) El sujeto de debe residir en un país cooperante o los fondos deben provenir de un país cooperante.

(13) El sujeto de debe residir en un país cooperante o los fondos deben provenir de un país cooperante. Aunque es 
necesario precisar que el art. 25 de la ley 24.083 no exige dicho requisito. Este solo es exigido por la ley de ganancias.

(14) Siempre que sean colocados por oferta pública.

(15) El sujeto de debe residir en un país cooperante o los fondos deben provenir de un país cooperante.

(16) El sujeto de debe residir en un país cooperante o los fondos deben provenir de un país cooperante. Aunque es 
necesario precisar que el art. 83 de la ley 24.441 no exige dicho requisito. Este solo es exigido por la ley de ganancias.

(17) El sujeto de debe residir en un país cooperante o los fondos deben provenir de un país cooperante.

(18) El sujeto de debe residir en un país cooperante o los fondos deben provenir de un país cooperante. Aunque es 
necesario precisar que el art. 83 de la ley 24.441 no exige dicho requisito. Este solo es exigido por la ley de ganancias.

(19) Siempre que sean colocados por oferta pública.

(20) Con cotización en mercados autorizados por la Comisión Nacional de Valores (CNV).

(21) Solo aplica el impuesto de igualación.

(22) Impuesto cedular del 7% cuando se distribuya la utilidad de dicho ejercicio.

(23) Impuesto cedular del 7% cuando se distribuya la utilidad de dicho ejercicio.

(24) El sujeto de debe residir en un país cooperante o los fondos deben provenir de un país cooperante.

(25) El sujeto de debe residir en un país cooperante o los fondos deben provenir de un país cooperante.
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Beneficiarios del exterior

Acciones 
sin cotización

Dividendos No gravado (26) Gravados (27) Gravados (28)

Enajenación Gravado Gravado Gravado

Cedear (29)

Dividendos No gravados No gravados

Enajenación No gravados No gravados

Fuente Son renta de FE Son renta de FE

ADR

Dividendos Gravados (30) Gravados (31)

Enajenación Exentos (32) Exentos (33)

Art. 20, inc. w), LIG Art. 26, inc. u), LIG

(26) Solo aplica el impuesto de igualación.

(27) Impuesto cedular del 7% cuando se distribuya la utilidad de dicho ejercicio.

(28) Impuesto cedular del 7% cuando se distribuya la utilidad de dicho ejercicio.

(29) Es el único caso que genera rentas de fuente extranjera ya que el activo subyacente son acciones de sociedades 
del exterior. Art. 7° de la LIG.

(30) Impuesto cedular del 7% cuando se distribuya la utilidad de dicho ejercicio.

(31) Impuesto cedular del 7% cuando se distribuya la utilidad de dicho ejercicio.

(32) Valores representativos o certificados de depósitos de acciones emitidos en el exterior, cuando tales acciones 
fueran emitidas por entidades domiciliadas, establecidas o radicadas en la República Argentina y cuenten con autori-
zación de oferta pública por la Comisión Nacional de Valores.

(33) Valores representativos o certificados de depósitos de acciones emitidos en el exterior, cuando tales acciones 
fueran emitidas por entidades domiciliadas, establecidas o radicadas en la República Argentina y cuenten con autori-
zación de oferta pública por la Comisión Nacional de Valores.

Aclaraciones adicionales en relación con el período fiscal 2018:

1. Rendimiento producto de la colocación del capital de valores provenientes de los Fondos Comu-
nes Abiertos (primer párrafo del art. 1º de la ley 24.083): 

En el supuesto que no tenga un activo subyacente principal y deba aplicarse las alícuotas previs-
tas en el art. 90.1 (actual art. 95) de la LIG conforme a la moneda y cláusula de ajuste en que se hu-
biera emitido la cuotaparte, no se considerarán gravadas las ganancias comprendidas en el primer 
párrafo del inc. w) del art. 20 (actual inc. u] del art. 26) de la ley del impuesto que el respectivo fondo 
hubiera devengado hasta la fecha de la distribución, en su respectiva proporción.

2. Enajenación de valores provenientes de los Fondos Comunes Abiertos (primer párrafo del art. 1º 
de la ley 24.083) y de certificados de participación de Fideicomisos Financieros:

- En el supuesto que no tenga un activo subyacente principal y deba aplicarse las alícuotas pre-
vistas en el art. 90.4 (actual art. 98) de la LIG conforme a la monea y cláusula de ajuste en que se 
hubiera emitido la cuotaparte o del certificado de participación, no se considerarán gravadas las 
ganancias comprendidas en el primer párrafo del inc. w) del art. 20 (actual inc. u] del art. 26) de la 
ley del impuesto que el respectivo fondo o fideicomiso hubiera devengado hasta la fecha de la dis-
tribución, en su respectiva proporción.
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- De poseer un activo subyacente principal al 
que aplique la exención prevista en el primer 
párrafo del inc. w) del art. 20 (actuar inc. u] del 
art. 26) de la ley, la ganancia con motivo del res-
cate de las cuotapartes de los fondos comunes 
de inversión, o de certificados de participación 
en fideicomisos financieros está exenta para sus 
beneficiarios.

3. Enajenación de valores provenientes de cuo-
tas partes de condominio de fondos comunes de 
inversión cerrados, certificados de participación 
de fideicomisos financieros, otros derechos sobre 
fideicomisos y contratos similares:

Es preciso señalar que el impuesto cedular 
del. actual art. 98 (ex art. 90.4) de la ley del im-
puesto a las ganancias, en lo que concierte a los 
valores mencionados grava el resultado de ena-
jenación solo en la medida en que las ganancias 
por su enajenación hubieran estado exentas o 
no gravadas con anterioridad a la vigencia de la 
ley de reforma, para las adquisiciones de tales 
valores producidas a partir del 1º de enero de 
2018 (art. 86, inc. g] de la ley 27.430).

Lo expuesto implica que para quedar alcan-
zado debe tratarse de los valores indicados 

adquiridos a partir de la vigencia de la ley de re-
forma (1º de enero de 2018).

II. La reflexión final

Véase que antes de la Reforma Tributaria —ley 
(PL) 27.430/2017— los sujetos del exterior, ya 
sean personas físicas / sucesiones indivisas y/o 
sujetos empresas, gozaban básicamente de las 
mismas exenciones que para una persona física / 
sucesión indivisa residente local.

Luego de Reforma Tributaria, este panorama 
se modificó drásticamente dado que los bene-
ficiarios del exterior pasaron a gozar de mu-
chas más exenciones que un sujeto local, este 
último prácticamente estaba gravado casi en su 
totalidad por sus rentas provenientes de activos 
financieros.

Ahora y considerando la ley de emergencia 
económica, la situación vuelve a ser similar 
como la que imperaba para el período fiscal 
2017.

Esperemos que el presente trabajo contribuya 
a delinear el tratamiento preciso y correcto de 
las inversiones financieras.
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Bienes Personales
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Imposición de los bienes en el exterior

Humberto J. Bertazza

La ley 27.541 de Solidaridad y Reactivación 
Productiva delegó en el PEN hasta el 31/12/2020, 
la facultad de fijar alícuotas diferenciales en el 
impuesto sobre los bienes ersonales hasta en 
un 100% sobre la tasa máxima (1,25%) aplicable 
para los bienes en el país, con lo cual podría lle-
gar hasta el 2,50%.

A su vez, la reglamentación (dec. 99/2019) es-
tableció alícuotas desde el 0,70% al 2,25% según 
los tramos definidos por el reglamento.

De esta manera, el cuadro pertinente se di-
vide en dos. Por un lado, para establecer los tra-
mos mínimos y máximos, se deben considerar 
el valor total de los bienes en el país y en el exte-
rior y, por el otro, para determinar el impuesto, 
se debe considerar el valor total de los bienes 
situados en el exterior que exceda el mínimo no 
imponible no computado contra los bienes del 
país. En tal sentido, se aplican las respectivas 
alícuotas.

Veamos un ejemplo. Un contribuyente tiene 
bienes en el país por $10.000.000 y en el exterior 
por $20.000.000.

Para determinar el impuesto del país considera 
la base imponible de $8.000.000 ($10.000.000 
menos $2.000.000 no imponible), con lo cual 
determina un impuesto de $56.250.

Respecto de los bienes del exterior ($20.000.000) 
debe considerar el total de bienes ($30.000.000), 
con lo cual alícuota es de 2,25%.

Luego, para determinar el impuesto consi-
dera como base imponible $20.000.000 (pues 
el mínimo no imponible fue computado total-
mente en el país), por lo cual el impuesto es de 
$450.000. El impuesto total será de $506.250 
($56.250 más $450.000).

Repatriación moneda extranjera

La reglamentación contiene una interesante 
forma de evitar pagar la alícuota diferencial de 
bienes en el exterior.

Si el contribuyente procede a repatriar las 
tenencias de moneda extranjera en el exterior 
y los importes generados como resultado de la 
realización de activos financieros (p. ej., venta 
de bonos), que representen por lo menos el 5% 
del valor total de los bienes en el exterior (acti-
vos financieros y no financieros), dejará de pa-
gar la alícuota diferencial por todos los bienes 
en el exterior (no solo por los repatriados) y de-
berá ingresar el impuesto, como si fueran bienes 
del país.

Para que esto tenga aplicación respecto del 
período fiscal 2019, se requiere que tal repatria-
ción se realice hasta el 31/03/2020, inclusive y 
que dichos fondos permanezcan depositados 
hasta el 31/12/2020, inclusive, en el sistema fi-
nanciero, a nombre del titular.

De esta manera, resulta claro que a las auto-
ridades económicas le interesa más la repatria-
ción de la moneda extranjera (aunque solo se 
haga respecto del 5% del total) que la recauda-
ción misma de la alícuota diferencial.

En nuestro ejemplo, como los bienes en el ex-
terior son de $20.000.000, se requiere repatriar, 
por lo menos, $1.000.000  (1). De esta manera, 
la nueva base imponible será de $28.000.000 
($10.000.000 en el país, menos $2.000.000 mí-
nimo no imponible más $20.000.000 considera-

 (1) Todo calculado sobre valores al 31/12/2019.
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dos como del país), con lo cual el impuesto es 
de $281.250.

Si observamos en nuestro ejemplo, por re-
patriar $1.000.000 el ahorro impositivo es de 
$225.000, que equivale a casi el 45% del importe 
original.

Si se tiene en el exterior y en el país bienes de 
montos importantes, el diferencial de alícuota 
será del 1%. Por lo tanto, traer 5% producirá un 
ahorro de 1% sobre el 100%, o analizado finan-
cieramente, ese 5% producirá una tasa del 20%, 
de lo cual deberá detraerse la ganancia aso-
ciada a ese 5% (al estar inmovilizado en el país 
no generará renta).

Por último, resta analizar la situación impo-
sitiva respecto del año 2020, cuyo vencimiento 
operará en el año 2021.

La situación fiscal será similar, pues al 
31/12/2020 se cumplió con la repatriación de 
fondos del 5%, y por lo tanto, nada más habrá 
que hacer en ese sentido. Debe advertirse que 
estamos ante un tema que no está expresa-
mente reglamentado.

Respecto del año 2021, desaparece la aplica-
ción de la alícuota adicional por bienes en el 
exterior, pues la ley de emergencia rige hasta el 
31/12/2020.
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Ley 27.541. Modificaciones al impuesto sobre los bienes 
personales

Martín R. Caranta

La ley 27.541 (BO del 23/12/2019) introdujo 
modificaciones sustanciales en el impuesto sobre 
los bienes personales (ISBP), las que podemos 
identificar como: 1) incremento de las alícuotas 
del gravamen; 2) introducción de una alícuota 
diferencial para los bienes situados en el exterior, 
con excepciones para repatriación de bienes; 3) 
gravabilidad de los trusts extranjeros en cabeza 
del beneficiario del país; 4) incremento de alí-
cuotas para el gravamen sobre acciones y partici-
paciones en sociedades del país regidas por la ley 
19.550; 5) incremento de alícuotas para sujetos 
del exterior por los bienes que posean en el país; 
6) abandono del criterio vincular de “domicilio” y 
sustitución por el de “residencia”.

La intención con esta colaboración es realizar 
un análisis de cada tema, orientando al lector en 
los puntos principales a tener en consideración.

Resulta importante mencionar que todas es-
tas modificaciones tienen vigencia a partir del 
período fiscal 2019, inclusive.

I. Incremento de las alícuotas del gravamen

El art. 28 de la ley 27.541 modificó las alícuotas 
progresivas del gravamen que había dispuesto 
la ley 27.480 para regir a partir del período fis-
cal 2019, produciéndose un incremento impor-
tante de la carga fiscal. Las principales modifi-
caciones son las siguientes:

- Duplicación de la alícuota aplicable al pri-
mer tramo (del 0,25% pasó al 0,50%).

- División en dos del tramo intermedio de la 
ley anterior. Para el primer tramo intermedio la 

alícuota será el 0,75% (la máxima de la legisla-
ción anterior) y para el siguiente el 1%.

- El piso del tramo máximo se mantiene según 
la legislación anterior en $18.000.000, al cual se 
le aplicará la alícuota del 1,25%.

Independientemente de las modificaciones 
comentadas, la metodología que reimplantó la 
ley anterior de “progresión por tramos” o por 
escalas, combinado con una “progresión por 
deducción en la base”, se ha mantenido.

Más allá de los incrementos de las alícuotas, 
algunas voces se han manifestado que, con una 
inflación cercana al 60% entre la ley 27.480 y 
la 27.541, mantener sin actualización los valo-
res fijos de las escalas también es una forma de 
incrementar el gravamen. Sucede que la valua-
ción de varios bienes (v.gr. automóviles, inmue-
bles, moneda extranjera) aumenta año a año 
producto de la inflación. Ello nada tiene que ver 
con ser poseedor de una riqueza superior. Por 
consiguiente, no actualizar los valores fijos de 
las escalas resulta criticable por reconocer ma-
yor capacidad contributiva donde no la hay.

Las alícuotas se aplicarán sobre el valor to-
tal de los bienes sujetos al impuesto —excepto 
aquellos que queden sujetos a la alícuota di-
ferencial que analizaremos en el apartado si-
guiente— que exceda el monto mínimo no im-
ponible de $2.000.000 dispuesto en el art. 24 de 
la ley del gravamen  (1).

 (1) El art. 3º de la ley 27.480 sustituyó el art. 24 del tít. 
VI de la ley 23.966 de Impuesto sobre los Bienes Perso-
nales, texto ordenado en 1997 y sus modificaciones, por 
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Seguidamente exponemos la vieja escala (ley 27.480), en forma comparativa con la que trajo la 
ley 27.541:

Alícuotas anteriores (ley 27.480) Alícuotas actuales (ley 27.541)

Valor total de los bienes 
que exceda el mínimo 

no imponible
Pagarán 

$
Más 
el %

Sobre el 
excedente 

de $

Valor total de los bienes 
que exceda el mínimo 

no imponible
Pagarán 

$
Más 
el %

Sobre el 
excedente 

de $
Más de $ A $ Más de $ A $

0
3.000.000, 
inclusive

0 0,25% 0 0
3.000.000, 
inclusive

0 0,50% 0

3.000.000
18.000.000, 

inclusive
7.500 0,50% 3.000.000 3.000.000

6.500.000, 
inclusive

15.000 0,75% 3.000.000

18.000.000 En adelante 82.500 0,75% 18.000.000 6.500.000 18.000.000 41.250 1,00% 6.500.000

18.000.000 En adelante 156.250 1,25% 18.000.000

II. Alícuota diferencial para los bienes situados en el exterior. Excepciones

Al art. 25 de la ley del tributo se le introdujo un segundo párrafo, mediante el cual se ha delegado 
en el Poder Ejecutivo Nacional (PEN), hasta el 31 de diciembre de 2020, la facultad de fijar alícuotas 
diferenciales superiores hasta en un 100% sobre la tasa máxima de la escala, para gravar los bienes 
situados en el exterior  (2).

Dicha delegación contempla también la facultad de disminuirla, en caso de verificarse la repa-
triación de activos financieros situados en el exterior o del producido de su realización, supuesto en 
el que se podrá fijar la magnitud de la devolución en hasta el monto oportunamente ingresado  (3).

II.1. Mecánica de la alícuota diferencial

En línea con las facultades delegadas, el Poder Ejecutivo procedió a reglamentar la alícuota dife-
rencial para los bienes situados en el exterior, entre otras cuestiones, mediante el dec. regl. 99/2019 
(BO del 28/12/2019).

La mencionada alícuota diferencial llega hasta 2,25% y se calculará sobre el valor total de los bie-
nes en el exterior que exceda el monto mínimo no imponible no computado contra los bienes del 
país, según la siguiente tabla:

el siguiente: “Art. 24.— No estarán alcanzados por el impuesto los bienes gravados —excepto los comprendidos en 
el artículo sin número incorporado a continuación del art. 25 de esta ley— pertenecientes a los sujetos indicados 
en el inc. a) del art. 17, cuando su valor en conjunto determinado de acuerdo con las normas de esta ley, resulten 
iguales o inferiores a dos millones de pesos ($2.000.000)”.

 (2) Siendo la alícuota máxima de la escala del 1,25% la alícuota para los bienes en el exterior podría llegar 
al 2,5%.

 (3) Ley del ISBP, modificada por ley 27.541, art. 25, segundo párrafo: “Delégase en el Poder Ejecutivo nacional 
hasta el 31 de diciembre de 2020, la facultad de fijar alícuotas diferenciales superiores hasta en un cien por ciento 
(100%) sobre la tasa máxima expuesta en el cuadro precedente, para gravar los bienes situados en el exterior, y 
de disminuirla, para el caso de activos financieros situados en el exterior, en caso de verificarse la repatriación 
del producido de su realización, supuesto en el que podrá fijar la magnitud de la devolución de hasta el monto 
oportunamente ingresado. En el supuesto de definir dichas alícuotas diferenciales y a fin de determinar el 
monto alcanzado por cada tasa, el mínimo no imponible se restará en primer término de los bienes en el país”.
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Valor total de los bienes del país y del 
exterior

El valor total de los bienes situados 
en el exterior que exceda el mínimo 

no imponible no computado 
contra los bienes del país pagará el 

siguiente porcentaje:
Más de $  a $ 

0 3.000.000, inclusive 0,7

3.000.000 6.500.000, inclusive 1,2

6.500.000 18.000.000, inclusive 1,8

18.000.000 En adelante 2,25

Considerando que, según la ley, el Poder Ejecutivo podrá disminuir la imposición sobre los ac-
tivos financieros situados en el exterior, en caso de verificarse la repatriación del producido de su 
realización, también el decreto reglamentario definió este concepto.

A los fines de este gravamen, la repatriación consiste en el ingreso al país, hasta el 31 de marzo de 
cada año, inclusive, de:

i) las tenencias de moneda extranjera en el exterior, y

ii) los importes generados como resultado de la realización de los activos financieros pertene-
cientes a las personas humanas domiciliadas en el país y las sucesiones indivisas radicadas en él.

A su vez, la reglamentación establece una excepción del pago de la alícuota diferencial para los 
sujetos que hubieren repatriado activos financieros hasta el 31 de marzo de cada año, inclusive, 
que representen, por lo menos un cinco por ciento (5%) del total del valor de los bienes situados en 
el exterior.

Es condición para que el beneficio proceda que los fondos permanezcan depositados hasta el 
31 de diciembre, inclusive, del año calendario en que se hubiera verificado la repatriación, en enti-
dades financieras del país  (4), a nombre de su titular.

En aquellos casos en que no corresponda el ingreso del impuesto por los bienes en el exterior 
con la alícuota diferencial, el gravamen a ingresar —determinado con la escala del primer párrafo 
(alícuota máxima 1,25%)— deberá incluir el valor total de los bienes sujetos al impuesto, excepto 
los comprendidos en el art. 25.1 (participación en sociedades de la ley 19.550 y fideicomisos no 
financieros).

Por otro lado, si la repatriación fuera menor al 5% señalado anteriormente, con el dec. 99/2019 
se precisó la devolución que menciona la ley, la cual procederá hasta un monto equivalente al que 
exceda al incremento de la obligación que hubiera correspondido ingresar de haber tributado los 
activos del exterior repatriados a la escala progresiva comprendida en el primer párrafo del art. 25 
de la ley del gravamen.

A modo de colofón podemos señalar que, si bien la ley 27.541 le permitió al PEN incrementar la 
alícuota del gravamen en hasta 2,50% (100%) por los bienes situados en el exterior, este la incre-
mentó al 2,25%. A su vez, el Ejecutivo resolvió: (i) no incrementar eximir de la alícuota diferencial 
a quienes repatríen activos financieros por un monto igual o superior al 5% de los bienes en el ex-

 (4) Comprendidas en el régimen de la ley 21.526 y sus modificatorias
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tranjero, y (ii) devolver el impuesto diferencial sobre los fondos repatriados, en caso de tratarse de 
un porcentaje inferior al indicado.

Beneficios s/ ley 27.541 para activos en el exterior

Excepción de la alícuota diferencial Devolución de la alícuota 
diferencial

Repatriación del 5% o más de los activos financieros en el exterior
Repatriación menor al 5% de los 
activos financieros en el exterior

Condición

Mantener los fondos depositados hasta el 31/12, inclusive, del año calendario en que se hubiera verificado 
la repatriación, en entidades financieras del país, a nombre de su titular. 

II.2. Alcance de la repatriación

La repatriación únicamente comprende el in-
greso de fondos al país.

La definición del decreto no permite la adqui-
sición de activos financieros del país (acciones, 
títulos públicos, obligaciones negociables, cuo-
tas de fondos comunes de inversión). Tampoco 
lo repatriado puede ser invertido en sociedades 
del país, ni ser prestado, ni aplicarse a activida-
des productivas.

La repatriación permitiría únicamente co-
locaciones bancarias. No se ha precisado aún 
si el depósito en entidades regidas por la ley 
21.526 debe ser en cuentas especiales ad hoc, 
tal como ocurrió con el sinceramiento fiscal de 
la ley 27.260.

Nada indica que los fondos repatriados deban 
ser convertidos a moneda nacional, por lo que 
—según la normativa vigente a la fecha— po-
drán permanecer depositados en el país en la 
moneda extranjera de origen (v.gr. dólar, euro).

En lo que respecta al impuesto por el año 
2019, interpretamos que habrá tiempo hasta el 
31/03/2020 para efectuar la repatriación, con la 
condición de mantener dichos fondos deposita-
dos hasta el 31/12/2020, inclusive, en entidades 
financieras del país.

Una cuestión trascendente es que la reglamen-
tación indica hasta cuándo podrá ser realizada la 
repatriación para que no proceda la alícuota dife-
rencial, pero no desde cuándo. Así las cosas, bien 
podría suceder que un sujeto haya repatriado 

antes de finalizar el corriente año activos finan-
cieros situados en el exterior, encontrándolo el 
31/12/2019 con un depósito en su caja de aho-
rro en dólares abierta en un banco del país. Ante 
esta situación: (i) sin dudas, el depósito de lo re-
patriado estará exento por el año 2019; (ii) inter-
pretamos que, si el porcentaje de repatriación es 
igual o superior al 5% de los bienes situados en el 
exterior, no correspondería la alícuota incremen-
tada sobre los bienes fuera del país.

II.3. Facultades de la AFIP

El dec. 99/2019 faculta a la Administración Fe-
deral de Ingresos Públicos (AFIP) para estable-
cer la forma, el plazo y las condiciones para el 
ingreso y/o devolución del impuesto que resulte 
por la alícuota diferencial, como así también 
para disponer el decaimiento de los beneficios 
(excepción o devolución), cuando en uso de 
sus facultades detecte el incumplimiento de las 
condiciones establecidas en la presente norma.

II.4. Críticas a la diferenciación

La alícuota diferencial presenta algunos pun-
tos flojos que podrían dar lugar a una demanda 
judicial, pero también es posible justificarla a 
partir de considerarla como instrumento jurí-
dico para atraer inversiones.

César Litvin ha mencionado que existen tres 
posibles argumentos en contra  (5), los cuales 

 (5) https://www.infobae.com/economia/2019/12/18/
bienes-personales-se-confirmo-el-aumento-de-ali-
cuota-y-ya-advierten-que-habra-juicios-por-inconsti-
tucionalidad/
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deberán ser evaluados prudentemente para 
cada caso concreto. A continuación, nos referi-
remos muy sintéticamente a cada uno de ellos:

- Delegación al Poder Ejecutivo: la situación 
podría ser atacada desde el principio de legali-
dad, por la delegación de un aspecto medular 
del tributo como es la definición de la alícuota. 
Destacamos que se trata de una delegación aco-
tada, por cuanto la propia ley establece la tasa 
máxima posible.

La clave está en la limitación que debe 
contener la legislación delegante, a fin de 
que no quede en la órbita del Poder Ejecu-
tivo la definición de los aspectos esenciales 
del tributo. No conocemos jurisprudencia 
del Máximo Tribunal que haya tratado casos 
similares, pues “Camaronera Patagónica” 
(05/05/2014) versaba sobre una situación de 
hecho diferente.

- Confiscatoriedad: el poder estatal de crear 
impuestos no es ilimitado. Según la Constitu-
ción Nacional, las contribuciones deben ser ra-
zonables, en el sentido de no menoscabar con 
exceso el derecho de propiedad del contribu-
yente que debe soportarlas. Al referirse a ciertos 
gravámenes (v.gr. impuesto sucesorio, contri-
bución territorial, ahorro obligatorio), la CS fijó 
un 33% como tope de la presión fiscal.

En el caso “Acuña Hnos. y Cía. SRL” 
(21/08/1973) el Máximo Tribunal estableció 
la necesidad de merituar la confiscatoriedad 
del gravamen con relación al rendimiento nor-
mal de una correcta explotación del campo en 
los casos de gravámenes que inciden sobre la 
producción rural. Sentenció que no era sufi-
ciente para que dicha confiscatoriedad exista, 
que el monto del impuesto a las tierras aptas 
para la explotación agropecuaria sea mayor 
al tercio de la renta obtenida efectivamente 
de la tierra, pues ello podría provenir de una 
inapropiada administración del contribuyente 
o importar una protección a quien mantiene 
su fundo inculto y no obtiene por ello ningún 
rendimiento.

- Igualdad: podría plantearse una discrimina-
ción en contra de quienes tienen sus activos en 
el exterior, quienes pagarán hasta un 75% más 
frente al mismo capital situado en el país.

En nuestra humilde opinión, el argumento 
más fuerte sería el de la confiscatoriedad, pero 
no basta con invocarla, sino que deberá ser fe-
hacientemente probada. Ante este posible agra-
vio, advertimos que la representación del Fisco 
Nacional podría argumentar en defensa de la 
alícuota diferencial que se trata de activos ad-
ministrados en forma ineficiente, por ejemplo.

A su vez, debemos advertir como un posi-
ble argumento a favor de la diferenciación de 
alícuota el uso extrafiscal de los impuestos: La 
alícuota diferencial podría ser defendida a par-
tir de considerar que se trata de un incentivo a 
colocar capitales en el país. Jarach  (6) ha seña-
lado que “los regímenes de incentivos tributa-
rios pueden contrariar el principio de igualdad 
concebido como principio de capacidad contri-
butiva; en tales casos debe admitirse la conci-
liación de dicho principio con valores de interés 
público igualmente protegidos por las garantías 
constitucionales”.

II.5. Definición de bienes situados en el exterior

La definición de bienes situados en el exterior 
no ha cambiado. Según el art. 20 de la LISBP, se 
entenderán como bienes situados en el exterior:

a) Los bienes inmuebles situados fuera del te-
rritorio del país.

b) Los derechos reales constituidos sobre bie-
nes situados en el exterior.

c) Las naves y aeronaves de matrícula 
extranjera.

d) Los automotores patentados o registrados 
en el exterior.

e) Los bienes muebles y los semovientes si-
tuados fuera del territorio del país. Respecto 
de los retirados o transferidos del país por los 
sujetos mencionados del exterior, la ley pre-
sume que no se encuentran situados en el país 
cuando hayan permanecido en el exterior por 
un lapso igual o superior a seis [6] meses en 
forma continuada con anterioridad al 31 de di-
ciembre de cada año.

 (6) JARACH, Dino, “Finanzas Públicas y Derecho 
Tributario”, Ed. Abeledo-Perrot, 3ª ed., ps. 322-323.
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f ) Los títulos y acciones emitidos por entida-
des del exterior y las cuotas o participaciones 
sociales, incluidas las empresas unipersonales, 
y otros títulos valores representativos del capital 
social o equivalente de entidades constituidas o 
ubicadas en el exterior  (7).

g) Los depósitos en instituciones bancarias 
del exterior. A estos efectos se entenderá como 
situados en el exterior a los depósitos que per-
manezcan allí por más de treinta [30] días en el 
transcurso del año calendario. Para determi-
nar el monto de tales depósitos deberá prome-
diarse el saldo acreedor diario de cada una de 
las cuentas.

h) Los debentures emitidos por entidades o 
sociedad domiciliadas en el exterior.

i) Los créditos cuyos deudores se domicilien 
en el extranjero excepto que deban ser conside-
rados como radicados en el país por aplicación 
del punto b)  (8).

II.5.a. Definición de activos financieros situa-
dos en el exterior

A los fines de la aplicación de la alícuota di-
ferencial que menciona el segundo párrafo del 
art. 25 de la LISBP, la ley 27.541 procedió a defi-
nir el concepto de “activos financieros situados 
en el exterior”, entendiéndose por tales a:

- la tenencia de moneda extranjera deposi-
tada en entidades bancarias y/o financieras y/o 
similares del exterior;

- participaciones societarias y/o equivalentes 
(títulos valores privados, acciones, cuotas y de-
más participaciones) en todo tipo de entidades, 
sociedades o empresas, con o sin personería 
jurídica, constituidas, domiciliadas, radicadas 
o ubicadas en el exterior incluidas las empresas 
unipersonales;

 (7) Los títulos públicos del país o de las provincias o 
la CABA son bienes situados en el país, independiente-
mente de que estén custodiados en el exterior.

 (8) Cuando los créditos respondan a saldos de precio 
por la transferencia a título oneroso de bienes situados 
en el país al momento de la enajenación o sean conse-
cuencia de actividades desarrolladas en el país, se en-
tenderá que se encuentran con carácter permanente en 
el exterior cuando hayan permanecido allí más de seis 
[6] meses computados desde la fecha en que se hubieren 
hecho exigibles hasta el 31 de diciembre de cada año.

- derechos inherentes al carácter de benefi-
ciario, fideicomisario (o similar) de fideicomi-
sos (trusts o similares) de cualquier tipo consti-
tuidos en el exterior, o en fundaciones de interés 
privado del exterior o en cualquier otro tipo de 
patrimonio de afectación similar situado, radi-
cado, domiciliado y/o constituido en el exterior;

- toda clase de instrumentos financieros o 
títulos valores, tales como bonos, obligaciones 
negociables, valores representativos y certifi-
cados de depósito de acciones, cuotapartes de 
fondos comunes de inversión y otros similares, 
cualquiera sea su denominación;

- créditos y todo tipo de derecho del exterior, 
susceptible de valor económico; y

- toda otra especie que se prevea en la regla-
mentación, pudiendo también precisar los res-
ponsables sustitutos en aquellos casos en que 
se detecten maniobras elusivas o evasivas.

La utilidad en la definición de los activos fi-
nancieros del exterior radica en que estos pue-
den ser repatriados (en caso de tenencia de mo-
neda extranjera depositada en entidades ban-
carias y/o financieras y/o similares del exterior) 
o enajenados para luego repatriar su producido.

La LISBP no dispensa del pago de la alícuota 
diferencial a la repatriación resultante de la 
enajenación de otro tipo de activos externos 
(v.gr. inmuebles).

Tal como se ha mencionado anteriormente, la 
repatriación de los activos financieros del exte-
rior producirá:

- la excepción del pago de la alícuota diferen-
cial sobre todos los bienes del exterior (no solo 
los financieros) cuando esta es superior al 5% 
de aquellos; o

- la posibilidad de solicitar la devolución 
de la alícuota diferencial sobre los fondos 
repatriados, cuando esta es menor al porcentaje 
señalado.

II.6. Cómputo de impuestos análogos del 
exterior

Los sujetos del país podrán computar como 
pago a cuenta del impuesto sobre los bienes 
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personales las sumas efectivamente pagadas 
en el exterior por gravámenes similares al pre-
sente, que consideren como base imponible el 
patrimonio o los bienes en forma global.

Este crédito solo podrá computarse hasta el 
incremento de la obligación fiscal originado 
por la incorporación de los bienes situados con 
carácter permanente en el exterior.

En caso de corresponder la aplicación de la 
alícuota diferencial reglamentada por el dec. 
99/2019, el cómputo del pago a cuenta proce-
derá del siguiente modo:

- en primer término, contra el impuesto que 
resulte por aplicación de la tabla del primer 
párrafo del art. 25 (alícuotas progresivas entre 
0,5% y 1,25%); y

- el remanente no computado podrá ser utili-
zado contra el gravamen determinado por apli-
cación de las alícuotas diferenciales.

II.7. Deducción en el impuesto a las ganancias 
de la alícuota diferencial

El tema no es nuevo. Fue objeto de análisis 
por parte del Fisco Nacional en el Dictamen 
55/2002 (DAT)  (9), en donde se concluyó que 
“... si los bienes producen rentas gravadas por el 
Impuesto a las Ganancias, la parte proporcional 
del Impuesto sobre los Bienes Personales que el 
titular de dichos bienes haya ingresado, puede 
ser deducida como gasto en el primero de los 
gravámenes citados”.

Para arribar a dicha tesitura, se manifestó 
que el art. 17 (t.o. 1998) de la Ley de Impuesto 
a las Ganancias, estipula: “Para establecer la 
ganancia neta se restarán de la ganancia bruta 
los gastos necesarios para obtenerla o, en su 
caso, mantener y conservar la fuente, cuya 
deducción admita esta ley, en la forma que la 
misma disponga”, agregando que “[e]n ningún 
caso serán deducibles los gastos vinculados 
con ganancias exentas o no comprendidas en 
este impuesto”.

Asimismo, que el art. 80 establece: “Los gas-
tos cuya deducción admite esta ley, con las res-

 (9) Dictamen 55/2002, Dir. de Asesoría Técnica (DAT), 
del 31 de mayo de 2002.

tricciones expresas contenidas en la misma, son 
los efectuados para obtener, mantener y con-
servar las ganancias gravadas por este impuesto 
y se restarán de las ganancias producidas por la 
fuente que las origina”.

Por su parte, el art. 82 del mismo plexo legal, 
dispone: “De las ganancias de las categorías pri-
mera, segunda, tercera y cuarta, y con las limita-
ciones de esta ley, también se podrán deducir: 
a) Los impuestos y tasas que recaen sobre los 
bienes que produzcan ganancias...”.

III. Gravabilidad de los trusts extranjeros 
en cabeza del beneficiario del país

Tal como se desprende de la definición de “ac-
tivos financieros en el exterior” que presenta la 
ley, el impuesto alcanza a partir del período fis-
cal 2019 a los “... derechos inherentes al carácter de 
beneficiario, fideicomisario (o similar) de fideico-
misos (trusts o similares) de cualquier tipo consti-
tuidos en el exterior, o en fundaciones de interés 
privado del exterior o en cualquier otro tipo de 
patrimonio de afectación similar situado, radi-
cado, domiciliado y/o constituido en el Exterior” 
(el destacado en bastardilla es propio).

Como punto de partida recordamos que el 
impuesto a los bienes personales grava la ca-
pacidad contributiva de un sujeto, manifestada 
a través de su riqueza patrimonial (en forma 
impura, por no tener en cuenta a los pasivos, 
sino únicamente a los activos). Dicha riqueza le 
pertenece al sujeto que es propietario de un de-
terminado activo o conjunto de activos, es decir, 
al sujeto que puede someterlos a su acción y vo-
luntad, lo cual no es más ni menos que ejercer 
el dominio sobre ellos.

En el trust anglosajón el titular de los bienes 
que integran el patrimonio es el trust. Aquí 
existe una diferencia fundamental con el dere-
cho romano, en donde el dominio fiduciario es 
una especie de dominio imperfecto.

Las partes del trust anglosajón son:

- Constituyente/originante, denominado 
settlor o grantor. Este sujeto es quien se des-
prende de sus bienes para constituir con ellos 
un patrimonio separado e independiente 
(trust).
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- Beneficiarios (beneficiaries): son los sujetos 
indicados por el settlor para recibir los frutos o 
los bienes, según las condiciones del contrato 
de trust (trust settlement) y la carta de los deseos 
(letter of wishes), sometido ello a la discreciona-
lidad del trustee.

- El administrador del patrimonio del trust, 
denominado trustee.

Al tratarse de un dominio pleno, no existe la 
figura del fideicomisario que presenta el de-
recho romano (aquel sujeto que tiene dere-
cho a recibir los bienes una vez extinguido el 
fideicomiso).

El patrimonio que se constituye con el trust es 
un patrimonio separado del settlor y del trustee.

Podríamos realizar nuestro análisis sobre este 
punto dividiendo los tipos de trusts o fideicomi-
sos extranjeros en dos categorías que resultarán 
relevantes a los fines impositivos: revocables o 
irrevocables.

Para un trust revocable la gravabilidad no se 
discute, por cuanto el patrimonio que este con-
tiene nunca ha dejado de pertenecer en términos 
reales al sujeto que lo ha constituido (settlor).

Cuando es revocable, el settlor puede hacer y 
deshacer a su antojo. Los bienes que integran el 
trust podrán volver a pertenecer a quien lo cons-
tituyó cuando este lo disponga. Así planteado, 
entendemos que correspondería gravar al su-
jeto originante, más que al beneficiario. Si bien 
en ocasiones settlor y beneficiario son la misma 
persona en un trust revocable, podría suceder 
que no lo sea. En términos de “derechos reales”, 
el dominio será del settlor, no del beneficiario.

En lo que respecta a un trust irrevocable, salvo 
casos de utilización espuria de la figura o simu-
lación, o aquellos en que la realidad económica 
indique un sujeto (settlor o beneficiario) tiene el 
control y disponibilidad de los activos que inte-
gran el trust, la gravabilidad de los beneficiarios 
no respeta capacidad contributiva alguna.

A su vez, la gravabilidad en cabeza del bene-
ficiario del patrimonio de un trust irrevocable, 
puede traer varios problemas. En primer lu-
gar, el beneficiario puede no saber que reviste 
la condición de tal; en ocasiones es usual que 

un sujeto se entere al poco tiempo del falleci-
miento del originante.

Aun cuando lo supiera, debe tenerse presente 
que no existe una participación del beneficia-
rio tal como la hay en una sociedad. Cuando el 
trustee tiene facultades discrecionales, existe un 
deseo de distribución que le transmite el settlor, 
pero que el trustee puede modificar según su 
discrecionalidad (falta de cumplimiento de ob-
jetivos personales del beneficiario, enfermedad 
grave de un beneficiario, etc.).

La ley tampoco precisa qué nivel de beneficia-
rio es el gravado. En los trusts es usual que exis-
tan clases de beneficiarios (class of beneficiaries). 
Suponiendo que un sujeto ha indicado como 
beneficiarios en el trust a “mis descendientes”: 
¿sobre quién recaerá el ISBP? ¿Hijos, los nietos? 
¿Ambos? Nada dice la ley ni su reglamentación.

La gravabilidad de los beneficiarios de trusts 
—tanto revocables como irrevocables— pre-
senta un importante problema de liquidez para 
el pago del tributo. Este problema únicamente 
se aliviana si el beneficiario de un trust revoca-
ble es a su vez el settlor, por cuanto podría hacer 
retiros o reducciones parciales del aporte para 
hacer frente al gravamen.

Uno de los argumentos en favor de los im-
puestos patrimoniales es el de promover la efi-
ciencia económica o el efecto “productivista”: 
la existencia de este gravamen incentiva a un 
mejor uso de los activos, generando renta para 
mínimamente cubrir el costo del impuesto, lo 
cual genera un “efecto ingreso”. Si estamos en 
presencia de un trust irrevocable, ello no será 
posible. Ni el settlor ni los beneficiarios pueden 
decidir qué hacer con los fondos.

Como se ha mencionado anteriormente, el 
titular del patrimonio es el trustee, se trata de 
una titularidad plena, con la discrecionalidad 
que tal situación le permite para actuar. Ello 
difiere del fideicomiso romano, en donde el 
dominio no es perfecto  (10). Así las cosas, no 

 (10) P. ej., en nuestro Código Civil y Comercial se 
define que “[e]l dominio fiduciario hace excepción a 
la normativa general del dominio y, en particular, del 
dominio imperfecto en cuanto es posible incluir en el 
contrato de fideicomiso las limitaciones a las faculta-
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existe un derecho en expectativa por parte del 
beneficiario.

En virtud de lo planteado en el párrafo ante-
rior, podríamos decir que el beneficiario de un 
trust tiene el mismo derecho que un hijo sobre 
los bienes de su padre (que en algún momento 
podrá heredar). En caso de un hijo residente en 
Argentina, con su padre radicado en el extranjero 
(v.gr. en Uruguay): ¿a quién se le ocurriría gravar 
al hijo por su derecho inherente a la calidad de 
heredero sobre el patrimonio de su progenitor?

Como podrá advertirse, la ley 27.541 establece 
una ficción jurídica, por la cual un sujeto que es 
beneficiario de un trust irrevocable quedaría al-
canzado por el gravamen. Cabe señalar que la 
situación no es asimilable a la “transparencia 
fiscal internacional” aplicable en el impuesto a 
las ganancias luego de la reforma que introdujo 
la ley 27.430, por cuanto en el ISBP el texto le-
gal apunta a trusts “de cualquier tipo”, sin haber 
referido en momento alguno a las normas del 
tributo mencionado.

Así las cosas, la ficción apuntada lejos está de 
respetar el principio de capacidad contributiva, 
por cuanto pretende alcanzar un patrimonio 
que no pertenece al sujeto pasivo señalado. 
Merece ser señalado que no resulta posible pro-
ducir prueba. La situación nos presenta cierta 
semejanza con las conclusiones del Máximo 
Tribunal en el caso “Hermitage”  (11), en donde 
se concluyó que “... en las condiciones relatadas 
en este pronunciamiento, corresponde concluir 
que el medio utilizado por el legislador para la 
realización del fin que procura, no respeta el 
principio de razonabilidad de la ley, y por lo 
tanto, las normas impugnadas son constitucio-
nalmente inválidas en su aplicación al caso, lo 
que así se declara” (consid. 16).

IV. Incremento de alícuotas para el grava-
men sobre acciones y participaciones en so-
ciedades de la ley 19.550

A partir del año 2019, inclusive, la alícuota 
del gravamen correspondiente a las acciones o 

des del propietario contenidas en las disposiciones del 
cap. 30 y del presente capítulo” (art. 1703).

 (11) CS, 15/06/2010, “Hermitage SA c. PEN - MEOSP - 
Título 5 - Ley 25.063 s/ proceso de conocimiento”.

participaciones en el capital de las sociedades 
regidas por la ley 19.550  (12) y a los aportes a 
fideicomisos no financieros del país  (13), será 
de cincuenta centésimos por ciento (0,50%).

Resulta importante tener presente que la par-
ticipación en sociedades por acciones simpli-
ficas (SAS) no resultan comprendidas por este 
gravamen, por cuanto no están regidas por la 
ley 19.550, sino por la 27.349. En caso de una 
persona tener participación en una SAS, deberá 
incorporar a su declaración jurada individual el 
valor patrimonial proporcional (VPP) corres-
pondiente al último balance cerrado al 31/12 
del año que se liquida.

Cabe recordar que este gravamen corres-
ponde siempre que los titulares de las partici-
paciones mencionadas sean (i) personas físicas 
y/o sucesiones indivisas domiciliadas en el país 
o en el exterior, y/o (ii) sociedades y/o cualquier 
otro tipo de persona de existencia ideal, domi-
ciliada en el exterior.

El impuesto así ingresado tendrá el carácter 
de pago único y definitivo.

V. Incremento de alícuotas para sujetos del 
exterior con bienes en el país

El impuesto correspondiente a los bienes del 
país que posean los sujetos del exterior también 
ha sido incrementado, a partir del año 2019. La 
alícuota pasó del 0,25% al 0,50%.

Recordamos que las sucesiones indivisas ra-
dicadas en el país y toda otra persona de exis-
tencia visible o ideal domiciliada en el país 
que tenga el condominio, posesión, uso, goce, 
disposición, depósito, tenencia, custodia, ad-
ministración o guarda de bienes sujetos al im-
puesto que pertenezcan a personas humanas 
o sucesiones indivisas, deberán ingresar el im-
puesto correspondiente a estos.

La valuación deberá realizarse con arreglo a 
las normas de la presente ley del gravamen, y 

 (12) Ley General de Sociedades (t.o. 1984) y sus mo-
dificaciones.

 (13) La ley presume sin admitir prueba en contrario, 
que los bienes que integran el fideicomiso pertenecen 
de manera directa o indirecta a sujetos pasivos del 
gravamen.
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será el correspondiente al 31 de diciembre de 
cada año.

Cuando se trate de inmuebles ubicados en el 
país, inexplotados o destinados a locación, recreo 
veraneo, cuya titularidad directa corresponda a 
sociedades, empresas, establecimientos estables, 
patrimonios de afectación o explotación domi-
ciliados o, en su caso, radicados en el exterior, se 
presumirá, sin admitir prueba en contrario, que 
estos pertenecen a personas físicas o sucesiones 
indivisas domiciliadas, o en su caso radicadas en 
el país, sin perjuicio de lo cual deberá aplicarse en 
estos casos el régimen de ingreso del impuesto 
previsto en el párrafo anterior.

No corresponderá efectuar el ingreso estable-
cido en este artículo cuando su importe resulte 
igual o inferior a doscientos cincuenta pesos 
($250).

Existen excepciones al deber de actuar como 
responsable sustituto de los sujetos del exterior, 
las cuales mencionamos seguidamente:

a. Los títulos, bonos y demás títulos valo-
res emitidos por la Nación, las provincias o 
municipalidades.

b. Las obligaciones negociables previstas en 
la ley 23.576.

c. Las acciones y participaciones en el capital 
de cualquier tipo de sociedad, incluidas las em-
presas y explotaciones unipersonales.

d. Las cuotas partes de fondos comunes de 
inversión.

e. Las cuotas sociales de cooperativas.

Cuando la titularidad directa de los bienes in-
dicados en el párrafo anterior excepto los com-
prendidos en su inc. a) y las acciones y partici-
paciones en el capital de las sociedades regidas 
por la ley 19.550 corresponda a sociedades, cual-
quier otro tipo de persona de existencia ideal, 
empresas, establecimientos estables, patrimo-
nios de afectación o explotaciones, domiciliados 
o, en su caso, radicados o ubicados en el exterior, 
en países que no apliquen regímenes de nomi-
natividad de los títulos valores privados, se pre-
sumirá, sin admitir prueba en contrario, que es-
tos pertenecen a personas físicas o a sucesiones 
indivisas domiciliadas, o en su caso, radicadas en 
el país, sin perjuicio de lo cual deberá aplicarse 

en estos casos el régimen de ingreso previsto en 
el primer párrafo de este artículo.

La presunción establecida en el párrafo ante-
rior no será de aplicación cuando los titulares 
directos a que este se refiere sean compañías de 
seguros, fondos abiertos de inversión, fondos de 
pensión o entidades bancarias o financieras cu-
yas casas matrices estén constituidas o radicadas 
en países en los que sus bancos centrales u orga-
nismos equivalentes hayan adoptado los están-
dares internacionales de supervisión bancaria 
establecidos por el Comité de Bancos de Basilea.

La alícuota del gravamen se incrementará en 
un ciento por ciento (100%) para aquellos bie-
nes que encuadren en las presunciones men-
cionadas anteriormente.

Resulta llamativo que la carta fiscal por el gra-
vamen puede resultar superior para los contri-
buyentes del país que para los del exterior.

VI. Abandono del criterio vincular de “do-
micilio” y sustitución por el de “residencia”

Mediante el art. 30 de la ley 27.541 se dispuso 
el abandono del “domicilio” como criterio para 
vincular a los distintos sujetos pasivos con el 
objeto del gravamen y su sustitución por el de 
“residencia”, bajo estos términos:

“Modificase el tít. 6 de la ley 23.966 y sus mo-
dificatorias del impuesto a los bienes personales 
con relación a los contribuyentes con efectos 
para los períodos fiscales 2019 y siguientes, de la 
siguiente manera: El sujeto del impuesto se re-
girá por el criterio de residencia por los términos 
y condiciones establecidos en el art. 116 siguiente 
de la Ley de Impuesto a las Ganancias t.o 2019 
quedando sin efecto el criterio de domicilio”.

Por su parte, el dec. regl. 99/2019 aclara al 
respecto que toda referencia que efectúen las 
normas legales, reglamentarias y complemen-
tarias sobre el nexo de vinculación “domicilio” 
con relación al impuesto sobre los bienes per-
sonales, debe entenderse referida a “residencia” 
de conformidad a lo previsto en el art. 116 y si-
guientes de la Ley de Impuesto a las Ganancias, 
texto ordenado en 2019 y sus modificaciones.

También la reglamentación establece que 
la Administración Federal será la encargada 
de dictar las normas operativas que resulten 
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necesarias en virtud de las disposiciones previs-
tas en el art. 30 de la ley 27.541.

La modificación parecería haber sido conse-
cuencia de varias bajas de contribuyentes que 
se produjeron con fecha cercana a la finaliza-
ción del año 2019, con motivo de su “mudanza 
internacional”. Entonces, para evitar la pérdida 
de recaudación por dicha maniobra, se dispuso 
que sea la residencia y no el domicilio el crite-
rio vincular, siendo que con el primero la mera 
“mudanza” no resulta suficiente.

Ante la situación apuntada, resultaría con-
veniente repasar los aspectos principales de la 
pérdida de la condición de residente fiscal en el 
país, según el art. 117 y ss. de la Ley de Impuesto 
a las Ganancias (LIG).

Las personas humanas que revistan la condi-
ción de residentes en el país la perderán por dos 
posibles causas:

1) cuando adquieran la condición de residen-
tes permanentes en un Estado extranjero, según 
las disposiciones que en él rijan en materia de 
migraciones o, no habiéndose producido esa 
adquisición con anterioridad,

2) cuando permanezcan en forma conti-
nuada en el exterior durante un período de 
doce [12] meses, caso en el que las presencias 
temporales en el país que se ajusten a los plazos 
y condiciones que al respecto establezca la re-
glamentación no interrumpirán la continuidad 
de la permanencia.

En el supuesto de permanencia continuada 
en el exterior al que se refiere el párrafo ante-
rior, las personas que se encuentren ausentes 
del país por causas que no impliquen la inten-
ción de permanecer en el extranjero de manera 
habitual, podrán acreditar dicha circunstancia 
en el plazo, forma y condiciones que establezca 
la reglamentación.

Dispone la LIG que la pérdida de la condición 
de residente causará efecto a partir del primer 
día del mes inmediato subsiguiente a aquel en 
el que se hubiera adquirido la residencia per-
manente en un Estado extranjero o se hubiera 
cumplido el período que determina la pérdida 
de la condición de residente en el país, según 
corresponda.

Agrega al respecto el art. 120 (LIG) que las 
personas humanas que hubieran perdido la 
condición de residente revestirán desde el día 
en que cause efecto esa pérdida, el carácter de 
beneficiarios del exterior respecto de las ganan-
cias de fuente argentina que obtengan a partir 
de ese día, inclusive.

Deberán comunicar ese cambio de residencia 
o, en su caso, la pérdida de la condición de resi-
dente en el país, a los correspondientes agentes de 
retención. Las retenciones que pudieran haberse 
omitido con anterioridad a la comunicación del 
cambio de residencia, deberán practicarse al rea-
lizar futuros pagos y en caso de no ser posible, tal 
circunstancia deberá comunicarse a la AFIP.

A partir de lo que plantea la ley, entendemos 
que existe una causa principal para la pérdida 
de la condición de residente —adquisición de 
una residencia migratoria permanente en un 
estado extranjero— y una causa subsidiaria 
—permanencia en el extranjero por un plazo 
continuado de doce meses (considerando los 
regresos permitidos)—.

Considerando la aplicación del criterio de 
residencia, podrían darse en el año 2019 los si-
guientes casos:

- Sujeto nacido en el extranjero que decidió 
regresar a su país de origen.

Al regresar a su país de origen, este sujeto 
ya cuenta con la residencia migratoria perma-
nente, por lo que no deberá tramitarla nueva-
mente. Como cumple con la primera causa de 
pérdida de la residencia, no deberá hacer uso 
de la subsidiaria (tiempo fuera del país).

- Sujeto nacido en el país, con residencia 
permanente en un estado extranjero adquirida 
en un año anterior, que decidió radicarse en el 
extranjero.

En este caso, el individuo ya poseía la resi-
dencia migratoria permanente otorgada por un 
estado extranjero, sin haberla usufructuado. Al 
decidir mudarse a dicho país, hará aplicación 
de la primera causa de pérdida de la residencia 
fiscal que menciona el art. 116 de la LIG.

- Sujeto nacido en el país, que se mudó du-
rante el año 2019 al extranjero e inició el trá-
mite de migratorio correspondiente. Al 31/12/2019 

Tho
mso

n R
eu

ter
s



REFORMA TRIBUTARIA. Ley 27.541 y sus reglamentaciones

78

no había obtenido la residencia permanente ni 
habían transcurrido doce meses en el exterior.

Se trata del caso típico que la reforma quiso 
“retener” como contribuyente del ISBP por el 
período fiscal 2019. Cuando el sujeto se mudó 
(antes del 31/12/2019), regía el criterio del 

domicilio, por lo que en principio no iba a ser 
pasible del ISBP. Luego vino el cambio de crite-
rio vincular y este lo encontró a la fecha seña-
lada sin la residencia migratoria permanente en 
el país extranjero y sin haber permanecido en 
el exterior doce meses, es decir, como residente 
del país.
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Nuevo incremento del impuesto sobre los bienes 
personales

Marcelo Corti

La ley 27.541 (BO 23/12/2019), en su cap. 5 —arts. 28 a 31—, introduce importantes modificacio-
nes a la ley del impuesto sobre los bienes personales, incrementando sustancialmente la cuantía 
del gravamen, con vigencia a partir del período fiscal 2019. En efecto, se establecen nuevas alí-
cuotas aplicables para la determinación del tributo, se hace referencia —con dudas respecto de 
su alcance— a los derechos de participación de beneficiarios de trusts del exterior y se modifica el 
criterio de vinculación de los sujetos del exterior con bienes en el país a efectos de su gravabilidad.

I. Aumento de alícuotas aplicables para los sujetos del gravamen

Con efectos para el período fiscal 2019 y siguientes, se reemplaza la escala de tributación vigente 
con anterioridad a la reforma —no llegó a aplicarse— por otra escala progresiva que incrementa 
sustancialmente el impuesto resultante sobre el valor total de los bienes gravados, que exceda el 
mínimo no imponible de $2.000.000, importe que no ha sido modificado por la ley recientemente 
sancionada. Tampoco sufrió modificaciones el monto exento de $18.000.000, aplicable a inmuebles 
destinados a casa habitación del contribuyente o causante. Téngase presente que, si el valor del 
inmueble con destino a casa habitación supera el importe indicado, se tributará por el total y no 
por el excedente de $18.000.000 por tratarse de un monto exento y no de un mínimo no imponible, 
conforme lo ha interpretado el organismo de recaudación.

Escala sustituida - prevista originalmente para el PF 2019 y siguientes

Pagarán $ Mas el % Sobre el 
excedente de $

Mas de $ a $

0 3.000.000.- 0 0,25 0

3.000.000.- 18.000.000.- 7.500.- 0,50 3.000.000.-

18.000.000.- En adelante 82.500.- 0,75 18.000.000.-

Nueva escala aplicable al PF 2019 y siguientes

Pagarán $ Mas el % Sobre el 
excedente de $

Mas de $ a $

0 3.000.000.- 0 0,50 0

Valor total de los bienes que exceda 
el mínimo no imponible

Valor total de los bienes que exceda 
el mínimo no imponible
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Pagarán $ Mas el % Sobre el 
excedente de $

3.000.000.- 6.500.000.- 15.000.- 0,75 3.000.000.-

6.500.000.- 18.000.000.- 41.250.- 1,00 6.500.000.-

	 18.000.000.- En adelante 156.250.- 1,25 18.000.000.-

Como puede observarse, la alícuota más baja del gravamen se duplica y la máxima se incrementa 
el 66,67% para el cálculo del impuesto por los bienes situados en el país.

II. Facultades delegadas en el Poder Ejecutivo y plazo para su ejercicio

Se faculta al Poder Ejecutivo hasta el 31 de diciembre de 2020 a fijar alícuotas diferenciales su-
periores hasta en un 100% sobre la tasa máxima expuesta en el cuadro del acápite anterior, para 
gravar los bienes situados en el exterior. Es decir, el PEN puede incrementar hasta el 2,5% la alícuota 
aplicable a los bienes en el exterior.

Obsérvese que la delegación de facultades es solo por dos años —2019 y 2020—.

A través del dec. 99/2019 (BO 28/12/2019), se dispuso que el impuesto que corresponda por los 
bienes en el exterior se determine conforme la siguiente escala:

El valor total de los bienes del 
exterior que exceda el MNI no 
computado contra los bienes 

del país pagarán el %

Mas de $ a $

0 3.000.000.- 0,70

3.000.000.- 6.500.000.- 1,20

6.500.000.- 18.000.000.- 1,80

	 18.000.000.- En adelante 2,25

Como puede observarse, la tasa aplicable tuvo un aumento del 200% —del 0,75% al 2,25%— 
para los contribuyentes “situados” en el tramo más alto de la escala —bienes valuados en más de 
$18.000.000.— (aprox. USD 300.000 al TC oficial al 31/12/2019). Por la estructuración del cuadro 
de alícuotas contempladas, un contribuyente con bienes en el país y en el exterior valuados en, por 
ejemplo, $22.000.000, cualquiera sea el valor de los bienes situados en el exterior, la alícuota apli-
cable sobre estos últimos será el 2,25%. Téngase presente que para la determinación de la alícuota 
aplicable a los bienes en el exterior debe considerarse el valor de los bienes del país y del exterior, 
sin deducir el mínimo no imponible general —$2.000.000— y el “especial” correspondiente al in-
mueble destinado a casa habitación del contribuyente —$18.000.000—, conforme la literalidad de 
la referencia del cuadro sobre el valor de los bienes a considerar.

La ley faculta al PEN a disminuir el impuesto que recae sobre los activos financieros situados en el 
exterior si el producido de su realización fuera repatriado, pudiendo fijar el monto de la devolución 
hasta el impuesto oportunamente ingresado.

En uso de la facultad delegada, el dec. 99/2019 establece que se entiende por “repatriación” el 
ingreso al país, hasta el 31 de marzo de cada año, inclusive, de las tenencias de moneda extranjera 
en el exterior y de los importes generados como consecuencia de la realización de los activos finan-
cieros existentes en el exterior.

Valor total de los bienes que exceda 
el mínimo no imponible

Valor total de los bienes 
del país y del exterior
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Se agrega como novedad que no debe ingre-
sarse el impuesto si los activos financieros re-
patriados a la fecha antes indicada representan 
al menos el 5% del total del valor de los bienes 
situados en el exterior. A efectos de gozar del 
beneficio se requiere que los fondos transferi-
dos al país permanezcan depositados, hasta el 
31 de diciembre del año calendario en el que se 
hubieran repatriado, en entidades comprendi-
das en el régimen de la ley 21.526, a nombre de 
su titular.

Se deduce del texto de la reglamentación lo 
siguiente:

- Si se repatría antes del 31 de marzo de 
2020 al menos el equivalente al 5% del valor 
de los bienes en el exterior existentes al 31 de 
diciembre de 2019 no se tributará la alícuota 
diferencial por la totalidad de los bienes en 
el exterior a esta última fecha. Por lo tanto, se 
aplicará a los bienes en el país y en el exterior 
la escala de tributación que contempla el art. 
25 de la ley del gravamen —alícuota marginal 
del 1,25%—. Se interpreta de lo expuesto que, 
si la repatriación de fondos efectuada resultara 
inferior al porcentaje indicado, no procedería 
el beneficio de evitar el ingreso del diferencial 
del gravamen por la totalidad de los bienes en 
el exterior. Dicho en otros términos, no se ad-
mitiría la aplicación en forma proporcional de 
la dispensa contemplada. El beneficio resulta 
significativo puesto que podrá evitar ingresarse 
hasta el 1% del valor de los bienes en el exterior. 
Ello representa una tasa del 20% sobre el 5% del 
depósito en el país de los fondos repatriados, a 
lo que deberá adicionarse la tasa que se prevea 
como remuneratoria del depósito a efectuarse. 
Lo antedicho así será en la medida que se res-
pete la moneda en que se constituya el depósito 
y se pueda disponer libremente de los fondos al 
01/01/2021. Más conveniente resultará todavía 
la opción planteada si, con el mantenimiento 
hasta el 31/12/2020 del depósito efectuado 
antes del 31/03/2020 se admitiera sin más la 
liberación del diferencial de alícuota para el 
año 2020 —con la salvedad que comentaremos 
seguidamente—.

- Los ejercicios fiscales comprendidos en el 
régimen de alícuotas incrementales son el 2019 
y el 2020. En efecto, las alícuotas diferenciales 
para los bienes en el exterior solo rigen para los 

referidos ejercicios; consecuentemente a par-
tir del año 2021 se aplicará la escala de tribu-
tación del art. 25 para los bienes del país y del 
exterior. Debería aclararse vía reglamentaria si 
el requisito de eximición de la alícuota diferen-
cial para el año 2020 se considerará cumplido 
con el mantenimiento del depósito hasta el 
31/12/2020 de los fondos repatriados antes del 
31/03/2020 —con la condición de que repre-
senten como mínimo el 5% del valor total de los 
bienes en el exterior al 31/12/2019—.

- El 5% se determina considerando la totali-
dad de los bienes situados en el exterior. Es así 
que no deberá computarse la tenencia de títu-
los emitidos por el Estado Nacional o de ADR de 
acciones/ títulos de empresas argentinas, regis-
trados en cuentas del exterior. Debería sí consi-
derarse el 5% presunto del valor atribuible a los 
bienes de hogar determinado sobre el valor de 
plaza de los inmuebles ubicados en el exterior.

- Se establece que los fondos transferidos al 
país deben provenir de las tenencias de mo-
neda extranjera en el exterior o de la realización 
de activos financieros en el exterior, no previén-
dose otros supuestos como, por ejemplo, el caso 
de existencia de fondos originados con poste-
rioridad al 1º de enero por préstamos del exte-
rior o por ventas de inmuebles u otros bienes no 
financieros existentes en el exterior, etcétera.

- Para que proceda el beneficio, los fondos 
repatriados deben permanecer depositados en 
entidades comprendidas en el régimen de la ley 
21.526 hasta el 31 de diciembre de 2020, a nom-
bre del titular del depósito. Deberá precisarse 
tipo de cuenta y retribución a reconocerse por 
el tiempo del depósito.

De no corresponder el pago del impuesto adi-
cional, la determinación del gravamen se efec-
tuará, por la totalidad de los bienes existentes 
al 31 de diciembre de cada año, aplicando la 
escala progresiva del art. 25 de la ley del tributo.

Adicionalmente se prevé que, de correspon-
der la devolución del gravamen, esta procederá 
hasta un monto equivalente al que exceda a la 
obligación que hubiera correspondido ingresar 
de haber tributado los bienes en el exterior a la 
escala progresiva aplicable. La situación antedi-
cha se verificaría si los fondos repatriados son 
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inferiores al 5% del valor total de los bienes en 
el exterior al 31 de diciembre, debiendo la AFIP 
establecer la forma, plazo y condiciones necesa-
rias para la procedencia del reintegro. Entiendo 
que la devolución procedería respecto del im-
puesto diferencial que se hubiera ingresado por 
los fondos que se transfieran al país y no por la 
totalidad del mayor impuesto ingresado por los 
bienes en el exterior al 31 de diciembre del año 
anterior al que se produzca la repatriación de 
los fondos al país. Se trata de una diferencia im-
portante respecto del tratamiento aplicable al 
supuesto en que se repatríe al menos el equiva-
lente al 5% del valor de los bienes en el exterior, 
antes del 31 de marzo del año siguiente al de la 
determinación del gravamen.

Expresamente se dispone que, de existir bie-
nes en el exterior y a fin de determinar el monto 
alcanzado por el impuesto, el mínimo no impo-
nible se restará en primer término de los bienes 
situados en el país.

Además, se establece que, en tal supuesto, el 
cómputo como pago a cuenta del impuesto aná-
logo pagado en el exterior se afectará en primer 
término contra el impuesto que resulte por apli-
cación de la escala prevista y el “remanente no 
computado podrá ser utilizado contra el grava-
men determinado por aplicación de las alícuotas 
diferenciales”. No se alcanza a entender el trata-
miento indicado puesto que la ley, en el primer 
párrafo del nuevo art. 25, expresamente dispone 
que, a efectos de la determinación del impuesto, 
si el PEN estableciera una alícuota superior, no 
deberá aplicarse la escala sino la alícuota in-
crementada que se establezca. En definitiva, el 
crédito de impuesto debe computarse contra el 
impuesto generado por los bienes en el exterior.

A efectos de la devolución del impuesto —y, 
entiendo, su no ingreso— correspondiente a los 
activos financieros situados en el exterior cuyo 
producido de su realización se transfiera al país, 
se entenderá que comprende los siguientes 
bienes:

- Tenencia de moneda extranjera depositada 
en entidades bancarias o financieras y/o simila-
res del exterior.

- Participaciones societarias y/o equivalentes 
(títulos valores privados, acciones, cuotas y de-
más participaciones) en todo tipo de entidades, 

sociedades o empresas, con o sin personería 
jurídica, constituidas, domiciliadas, radicadas o 
ubicadas en el exterior, incluidas las empresas 
unipersonales.

- Derechos inherentes al carácter de benefi-
ciario, fideicomisario (o similar) de fideicomiso 
(trusts o similares) de cualquier tipo constitui-
dos en el exterior o en fundaciones de interés 
privado del exterior o en cualquier otro tipo de 
patrimonio de afectación similar situado, radi-
cado, domiciliado, y/o constituido en el exterior.

- Toda clase de instrumentos financieros y/o 
títulos valores, tales como bonos, obligaciones 
negociables, valores representativos y certifica-
dos de depósito de acciones, cuotas partes de 
fondos comunes de inversión y otros similares, 
cualquiera sea su denominación;

- Créditos y todo tipo de derecho del exte-
rior, susceptible de valor económico y toda otra 
especie que se prevea en la reglamentación, 
pudiendo también precisar los responsables 
sustitutos en aquellos casos en que se detecten 
maniobras elusivas o evasivas.

Se delega en la reglamentación la posibilidad 
de incorporar otros bienes de carácter finan-
ciero en el detalle que la ley contempla. Resulta 
cuestionable, por el principio de legalidad y lo 
prescripto en la Constitución Nacional en ma-
teria de facultades delegadas por el Congreso 
Nacional en materia tributaria, la delegación 
efectuada por la que el PEN puede designar res-
ponsables sustitutos, conforme lo establece el 
último párrafo del acápite precedente.

III. Trusts, fundaciones de interés privado y 
similares constituidos en el exterior

Como sostuviéramos en el acápite prece-
dente, la ley delega en el PEN la facultad de 
disponer el reintegro —la reglamentación in-
corporó la excepción de su ingreso bajo ciertas 
condiciones— del impuesto ingresado por los 
activos financieros del exterior si el producido 
de su venta se transfiere al país. A tales efectos, 
se detallan los activos financieros que se con-
sideran ubicados en el exterior. Entre ellos, se 
citan a los “derechos inherentes al carácter de 
beneficiario, fideicomisario (o similar) de fidei-
comisos (trusts o similares) de cualquier tipo 
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constituidos en el exterior, o en fundaciones 
de interés privado del exterior o en cualquier 
otro tipo de patrimonio de afectación similar 
situado, radicado, domiciliado y/o constituido 
en el exterior”.

¿Cómo debemos interpretar la mención de 
los derechos de beneficiario de trusts del exte-
rior en el detalle de los activos financieros situa-
dos en exterior?

En mi opinión, la referencia efectuada podría 
entenderse aplicable al supuesto que al 31 de 
diciembre del año que se trate el trustee no hu-
biera a esa fecha entregado los bienes del trust 
a los beneficiarios, habiéndose ya verificado la 
condición establecida en el contrato para que 
el trust sea disuelto. Si este fuera el caso, sería 
razonable considerar que corresponde gravar 
el derecho de participación del beneficiario 
puesto que este ya habría adquirido el derecho 
a reclamar al trustee la entrega de los bienes que 
conforman el patrimonio del trust.

Descarto que la intención haya sido sujetar al 
gravamen a los trusts del exterior “simulados”. 
Ello por cuanto, por aplicación del principio de 
la realidad económica, el fisco puede prescindir 
de la estructura jurídica utilizada por el con-
tribuyente, por resultar inadecuada al negocio 
jurídico subyacente, en función de los hechos y 
la intención de las partes y concluir que no ha 
existido un real desapoderamiento de los bie-
nes entregados al trust y por lo tanto gravarlos 
como si pertenecieran al contribuyente del país.

Podría incluso, a tales fines, considerar algu-
nas de las previsiones del inc. d) del art. 130 de 
la Ley de Impuesto a las Ganancias que precisa 
cuando, a efectos de la determinación del im-
puesto, deben considerarse transparentes los 
trusts constituidos en el exterior. Fíjese que, 
para el impuesto a las ganancias, en el caso de 
trusts del exterior transparentes, se establece 
que el sujeto que ejerce el control —puede ser 
el fiduciante o el beneficiario— es quien debe 
imputar los resultados del trust como si las ope-
raciones hubieran sido realizadas en forma di-
recta por él.

¿Podría considerarse, por el contrario, que la 
nueva ley permitiría gravar, con carácter gene-
ral, a los derechos de beneficiario de trust del 

exterior desde la constitución del trust hasta su 
disolución?

Entiendo que no sería tal interpretación ra-
zonable por los motivos que a continuación se 
exponen.

Cuando se constituye un trust en el exterior 
—de carácter irrevocable—, el fiduciante —sett-
lor— se desapodera en forma definitiva de los 
bienes fideicomitidos para que el trustee —do-
miciliado en el exterior—, conforme las conven-
ciones estipuladas en el contrato, los administre 
en favor de los beneficiarios designados y los 
entregue, cumplido el término o condiciones 
convenidas, a los fideicomisarios que pueden 
o no coincidir con los beneficiarios —habitual-
mente coinciden—.

Constituido el trust, los bienes que lo confor-
man dejan de pertenecer al fiduciante —que 
disminuye su patrimonio en la medida de los 
bienes fideicomitidos—, y tampoco pasan a for-
mar parte del patrimonio de los beneficiarios 
—que no tienen derecho a reclamar para sí los 
bienes del trust hasta que se verifiquen las cir-
cunstancias que los habiliten a ello—. Se trata 
de un patrimonio de afectación separado del 
patrimonio del fiduciante y de los beneficiarios, 
que es “administrado” por el trustee nominado, 
en favor de los beneficiarios que se designen 
en el contrato, conforme las pautas y conven-
ciones estipuladas. A tal punto es así, que, ex-
cepto fraude, ni los acreedores del fiduciante 
ni los acreedores de los beneficiarios pueden 
hacer valer sus derechos contra los bienes 
del trust debidamente constituido y adminis-
trado, conforme lo que usualmente disponen 
las leyes aplicables en los países en los que se 
constituyen.

Es por las características y particularidades 
del instituto en comentario que no corresponde 
tributar el impuesto sobre los bienes personales 
por los bienes que conforman el patrimonio del 
trust constituido en el exterior, ni por el fidu-
ciante ni por los beneficiarios o fideicomisarios 
designados en el contrato.

Resultaría cuestionable —y por consiguiente 
fuente de controversias— que, mediante la ex-
plicitación de los activos financieros que deben 
considerarse situados en el exterior a efectos de 
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eventualmente beneficiarse con la devolución 
total o parcial del impuesto adicional ingresado, 
se interprete que corresponde la gravabilidad 
de los derechos de participación de beneficia-
rios o fideicomisarios de trusts y fundaciones 
de interés privado o similares, constituidos en 
el exterior.

Analicemos, por ejemplo, el caso de un trust 
hereditario constituido en el exterior por un fi-
duciante —settlor— en favor de sus hijos —be-
neficiarios—, que recibirán la totalidad o parte 
de los bienes que conforman el patrimonio 
del trust al producirse el fallecimiento del pa-
dre —fiduciante— o cuando tengan determi-
nada edad los beneficiarios o cualquier otra 
condición que se disponga. Hasta que no se 
distribuya el capital o las ganancias del trust, 
los beneficiarios tienen un derecho eventual o 
en expectativa que no debería gravarse atento 
tratarse de patrimonios independientes y por la 
indisponibilidad del patrimonio fideicomitido 
por parte de los beneficiarios.

Podría incluso suceder que los beneficiarios 
desconozcan la existencia del trust o tener res-
tricciones, de hecho o, por previsión contrac-
tual, para la obtención de la información que 
se requiera para la liquidación del impuesto. 
Es más, si el beneficiario falleciera antes del 
momento que, conforme las cláusulas del con-
trato, deba recibir los bienes del trust, operará 
la cláusula contractual que contemple la forma 
en que será sustituido en su derecho por quien 
se designe en el contrato. También podría ocu-
rrir que el patrimonio del trust desaparezca 
o resulte sustancialmente disminuido por di-
versas razones —por ejemplo, por cuestiones 
de negocios, administración fraudulenta del 
trustee, etc.—, afectando la distribución parcial 
o total del patrimonio a los beneficiarios desig-
nados. De aplicarse la previsión legal, deberían 
los beneficiarios residentes en el país ingresar 
el impuesto por un patrimonio al que nunca 
accederían.

Podemos preguntarnos: ¿se verifica el he-
cho imponible previsto en la ley del impuesto? 
¿Tienen los beneficiarios del trust capacidad 
económica para afrontar el pago del gravamen, 
teniendo en cuenta que solo tienen un derecho 
en expectativa que puede o no transformarse en 
el futuro en bienes que se incorporen a su pa-

trimonio? ¿Quién detenta el derecho de domi-
nio —aunque imperfecto o limitado— sobre los 
bienes que constituyen el patrimonio del trust? 
¿Por qué, con el mismo razonamiento, no po-
dría gravarse el “derecho sucesorio” que pueda 
tener una persona humana residente en el país 
si el dueño del acervo hereditario reside en el 
exterior?

Por otra parte, la referencia legal a los dere-
chos de beneficiarios de trusts del exterior y fi-
guras similares no se incorpora en el art. 20 de 
la ley del gravamen en el que se detallan los bie-
nes situados en el exterior, sino que se explicita 
a efectos de la eventual devolución del grava-
men que se ingrese en caso de incrementarse la 
alícuota aplicable para los bienes en el exterior. 
Podríamos colegir entonces que, si no se hiciera 
uso de la delegación de facultades o a partir del 
período fiscal 2021 si el PEN hiciera uso de ella, 
el tratamiento a aplicarse a los derechos de be-
neficiario de trusts constituidos en el exterior 
debería ser el vigente con anterioridad a la re-
forma en comentario, esto es no gravados por 
tratarse de un derecho en expectativa —sujeto 
a condiciones no cumplidas a la fecha de deter-
minación del impuesto—.

Además, si se entendiera que corresponde su 
sujeción al impuesto, se presentarán serios in-
terrogantes sobre la valuación del derecho de 
participación. El inc. d) del art. 23 —valuación 
de bienes situados en el exterior— se refiere a 
“los bienes a que se refiere el inc. i) del art. 22” 
en el caso de fideicomisos constituidos en el 
exterior. Considero que la remisión que la ley 
efectúa no resulta de aplicación a los trust del 
exterior puesto que el derecho de beneficia-
rio de trust del exterior no está representado 
por un título valor al que hace referencia la 
norma —certificados de participación/títulos 
representativos de deuda que emiten los fidei-
comisos financieros—. Como norma de valua-
ción residual, el inc. a) del art. 23 dispone que 
los bienes que no se encuentren incluidos en 
los diferentes incisos de dicho artículo deben 
valuarse al valor de plaza al 31 de diciembre 
de cada año. ¿Cómo se determina el valor de 
plaza del derecho de participación en un trust 
del exterior? ¿Al valor al que se podría negociar 
la participación en el trust al 31/12? ¿Cómo se 
cuantifica y de qué forma se respalda? No sería 
razonable considerar el valor de mercado de los 
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bienes del trust puesto que no le pertenecen al 
beneficiario. Necesariamente, además del refe-
rido valor, debería ponderarse, entre otros as-
pectos, el plazo remanente de vigencia del trust, 
las instrucciones vinculadas con la administra-
ción del patrimonio de afectación, la solvencia 
y responsabilidad del trustee, la eventualidad 
de ocurrencia de hechos que puedan afectar el 
valor de los bienes que conforman el patrimo-
nio del trust o que puedan tornarlo inexistente. 
Téngase en cuenta que si el beneficiario desig-
nado transfiriera su derecho de participación 
—en caso de que no se encuentre vedado por 
el contrato—, el eventual adquirente podrá ha-
cerse de los bienes del trust una vez cumplida 
la condición pautada para que opere la distri-
bución, siempre y cuando su derecho subsista 
a ese momento.

En síntesis, en mi opinión debería desesti-
marse el criterio interpretativo amplio en fa-
vor de la gravabilidad del derecho de los be-
neficiaros de trusts, fundaciones de privado y 
similares, constituidos en el exterior. Solo de-
berían sujetarse al impuesto los bienes recibi-
dos —existentes al 31/12 de cada año— como 
consecuencia de la distribución parcial o to-
tal del patrimonio de afectación constituido 
o eventualmente el derecho de participación 
del beneficiario únicamente si el trust no se 
hubiera disuelto al 31 de diciembre y se hu-
biera a ese momento verificado la causal que 
ordena la distribución final de los bienes a los 
beneficiarios.

IV. Duplicación de alícuotas aplicables a los 
responsables sustitutos del impuesto

También con efectos para el año 2019 se eleva 
la alícuota del 0,25% al 0,5% para los responsa-
bles sustitutos que disponen los arts. 25.1 y 26 
de la ley del gravamen. La nueva alícuota al-
canza a los siguientes bienes y sujetos:

- Las acciones y participaciones en el capi-
tal de las sociedades regidas por la ley General 
19.550 de Sociedades, cuyos titulares sean per-
sonas humanas y/o sucesiones indivisas domici-
liadas en el país o en el exterior, y/o sociedades 
y/o cualquier otra persona jurídica domiciliado 
en el exterior. En este caso, el gravamen será li-
quidado e ingresado por las sociedades regidas 
por esa ley.

- Los bienes pertenecientes a fideicomisos 
no financieros, excepto cuando el fiduciante 
sea el Estado Nacional, Provincial, Municipal o 
la Ciudad Autónoma de Buenos Aires o aque-
llos se encuentren destinados al desarrollo de 
obras de infraestructura que constituyan un 
objetivo prioritario y de interés del Estado Na-
cional. En este supuesto, el impuesto será liqui-
dado e ingresado por quien asuma la calidad de 
fiduciario.

- Los bienes sujetos al impuesto que perte-
nezcan a las personas humanas residentes en el 
exterior y las sucesiones indivisas radicadas allí. 
El impuesto será liquidado e ingresado por los 
contribuyentes del impuesto a la ganancia mí-
nima presunta, las sucesiones indivisas radica-
das en el país y toda otra persona de existencia 
visible o ideal que tenga el condominio, pose-
sión, uso o goce disposición, depósito, tenencia, 
custodia, administración o guarda de los bienes 
sujetos al impuesto. Resulta llamativo que el 
residente en el exterior deba tributar por sus 
bienes en el país a la alícuota del 0,5% mientras 
que los residentes en el país estarán sujetos a la 
escala progresiva cuya alícuota marginal es el 
1,25%. ¿Será para promover la inversión extran-
jera en bienes del país? Otra motivación que se 
agrega a quienes estén evaluando la posibilidad 
de dejar de ser residentes en el país.

V. Sujetos del exterior con bienes en el país

Se modifica el criterio de sujeción al gra-
vamen de los sujetos del exterior que posean 
bienes en el país. El inc. b) del art. 17 de la ley 
del tributo dispone que son sujetos pasivos del 
impuesto “las personas físicas domiciliadas en 
el exterior y las sucesiones indivisas radicadas 
en el mismo, por los bienes situados en el país”.

Por la reforma y a partir del período fiscal 
2019, se abandona el criterio del domicilio y 
se adopta el de residencia, de acuerdo con las 
normas de la ley del impuesto a las ganancias. 
Consecuentemente, a partir del año 2019, no 
alcanza con haber trasladado al exterior el do-
micilio al 31/12 para dejar de tributar por los 
bienes en el exterior. Se requiere que haya en-
trado en vigencia la pérdida de su condición de 
residente en el país por haberse obtenido la re-
sidencia permanente en un Estado extranjero, 
conforme las normas migratorias de ese Estado 
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o por haber permanecido más de doce meses 
en el exterior en forma continuada, conside-
rando los períodos máximos de permanencia 
en el país en ese lapso —90 días—.

El objetivo del cambio introducido es diferir 
el efecto del traslado al exterior del domicilio 

—real de acuerdo con el Código Civil y Comer-
cial de la Nación—, en los casos en que al 31/12 
del año en que se verifique el cambio de domi-
cilio no hubiera todavía entrado en vigencia la 
pérdida de la condición de residente en el país, 
de acuerdo con lo establecido por la Ley de Im-
puesto a las Ganancias.
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Bienes personales: modificaciones introducidas por la 
ley 27.541

Alberto M. Bello

I. Introducción

Con fecha 17/12/2019 el Poder Ejecutivo Na-
cional (en adelante, PEN) elevó al Congreso 
Nacional el proyecto de ley denominado de “So-
lidaridad Social y Reactivación Productiva en 
el marco de la Emergencia Pública”, que fuera 
aprobado por el Senado y la Cámara de Dipu-
tados de la Nación el 21/12/2019 y sancionado a 
través de la ley 27.541  (1).

Mediante dicha ley se declaró la emergencia 
pública en materia económica, fiscal, admi-
nistrativa, previsional, tarifaria, energética, sa-
nitaria y social, delegándose en el PEN, las fa-
cultades comprendidas en esta en los términos 
del art. 76 de la CN, de acuerdo con las bases de 
delegación establecidas en su art. 2º, hasta el 
31/12/2020.

El título IV denominado “Obligaciones Tri-
butarias” de la norma mencionada, a través de 
su cap. 5º, introduce modificaciones en el Im-
puesto sobre los Bienes Personales, con efectos 
a partir del período fiscal 2019 [arts. 28 a 31, 
ley 27.541].

Se modificó el nexo de vinculación del “do-
micilio” del sujeto del gravamen por el de 
“residencia”, en los términos y condiciones 
previstas por los arts. 116 y ss. de la Ley de 
Impuestos a las Ganancias (en adelante, LIG) 
(t.o. 2019).

 (1) Ley 27.541, BO.: 23/12/2019, fuente: www.checkpoint.
laleyonline.com.ar.

Asimismo, se introdujo la posibilidad de fijar 
alícuotas diferenciales con el objeto de alcanzar 
a los bienes situados en el exterior, previéndose 
la posibilidad de su reducción en la medida en 
que se verifique su repatriación.

El dec. 99/2019  (2), reglamentario de la ley 
27.541, definió el alcance de la condición de 
“residencia” y el concepto de “repatriación”, y 
fijó las alícuotas aplicables para los bienes situa-
dos en el exterior. En este sentido, estableció las 
condiciones para que los contribuyentes que-
den exceptuados del gravamen especial cuando 
hubieren repatriado los activos financieros, y 
estos representen por lo menos un 5% (cinco 
por ciento) del valor de los bienes situados en el 
exterior, y en la medida que esos fondos perma-
nezcan depositados hasta el 31 de diciembre del 
año en que se hubiere verificado la repatriación.

En virtud de ello, en la presente colaboración 
analizaremos las disposiciones contempladas 
en los arts. 28 a 31 del cap. 5º del tít. IV de la ley 
27.541: i) nuevas escalas progresivas aplicables 
para bienes del país [art. 28]: escalas de alícuo-
tas generales y diferenciales, activos financieros 
situados en el exterior, beneficio de exclusión de 
alícuotas diferenciales por repatriación, devolu-
ción y cómputo de pago a cuenta de las sumas 
efectivamente pagadas en el exterior; ii) modi-
ficación de la alícuota para el cálculo del grava-
men correspondiente a las acciones o partici-
paciones en el capital de las sociedades regidas 

 (2) Dec. 99/2019, BO.: 28/12/2019, fuente: www.checkpoint.
laleyonline.com.ar.
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por la ley 19.550 de Sociedades Comerciales, 
cuyos titulares sean personas humanas o suce-
siones indivisas domiciliadas en el país o en el 
exterior, y/o sociedades y/o personas jurídicas 
domiciliadas en el exterior [art. 29]; iii) modifi-
cación del nexo de vinculación de “domicilio” 
del sujeto del gravamen por el de “residencia” 
[art. 30]; iv) sustitución de la alícuota aplicable 
para los responsables sustitutos de sujetos del 
exterior por nueva escala progresiva para bie-
nes del exterior [art. 31].

II. Consideraciones previas a la sanción de 
la ley 27.541

Mediante el dec. 938/2018  (3) se creó el Or-
ganismo Federal de Valuaciones de Inmuebles, 
con el objeto de establecer la metodología que 
utilizarán las jurisdicciones locales para fijar las 
valuaciones fiscales de los inmuebles. Transi-
toriamente y hasta tanto dicho organismo no 
unifique el procedimiento de valuación para la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires y las juris-
dicciones que adhirieron al consenso fiscal, se 
modificó la forma de valuación de los inmuebles.

En virtud de ello, se deberá ajustar la valuación 
fiscal del año fiscal 2017 por el Índice de Precios 
al Consumidor nivel general (en adelante, IPC) 
a la fecha de cierre del año fiscal de liquidación, 
hasta tanto el procedimiento mencionado se en-
cuentre operativo (art. 22, inc. a], LIBP).

La ley 27.480  (4) de presupuesto para el año 
2019 sustituyó el art. 22, inc. b) de la LIBP dispo-
niéndose que en relación con la valuación de los 
automotores para la liquidación de las declara-
ciones juradas del año fiscal 2018 la tabla emitida 
por la Dirección Nacional de los Registros Nacio-
nales de la Propiedad del Automotor y de Crédi-
tos Prendarios (DNRPA) vigente al 31/12/2018. 
Las disposiciones de dicha norma tienen vigen-
cia a partir del 21/12/2018 y resultarán de aplica-
ción para los años fiscales 2019 y siguientes.

La citada norma modificó el monto mínimo 
no imponible, incrementándose de $1.050.000 
(vigente para el año fiscal 2018) a $2.000.000 (vi-
gente a partir del año fiscal 2019).

 (3) Dec. 938/2018, BO.: 24/10/2018, fuente: www.checkpoint.
laleyonline.com.ar.

 (4) Ley 27.480, BO.: 21/12/2018, fuente: www.checkpoint.
laleyonline.com.ar.

A los efectos de determinar el impuesto a in-
gresar para el año fiscal 2019, la ley 27.480 había 
incorporado una escala progresiva que iba desde 
el 0,25% hasta el 0,75%. Recordemos que la alí-
cuota aplicable para el año fiscal 2018 era del 
0,25% y había sido fijada por la ley 27.260  (5).

Mientras tanto, se mantenía la alícuota del 
0,25% aplicable por parte de los responsables 
sustitutos según el art. sin número a continua-
ción del art. 25 de la LIBP. La misma alícuota 
resultaba aplicable para la liquidación del Im-
puesto sobre los Bienes Personales-Acciones y 
Participaciones Societarias, conforme el primer 
párrafo del artículo sin número incorporado a 
continuación del art. 25 del tít. VI de la LIBP.

La ley 27.480 eximió a los inmuebles rurales 
cuyos titulares sean personas humanas y suce-
siones indivisas cualquiera fuere su destino o 
afectación (art. 21, inc. f ], LIBP), a partir del año 
fiscal 2019.

Los inmuebles destinados a casa-habitación 
del contribuyente o del causante para las suce-
siones indivisas, no se encuentran alcanzados 
por el gravamen cuando su valor determinado 
de acuerdo con las normas de la LIBP resulte 
igual o inferior a $18.000.000, a partir del año 
fiscal 2019. Recordemos que en el año fiscal 
2018 y anteriores, los inmuebles destinados a 
casa-habitación se encontraban alcanzados por 
este. El beneficio exentivo no se restringe a que 
el inmueble tenga destino de vivienda única, lo 
que implica que se puede gozar de la exención 
aun cuando se posea otro inmueble.

Los sujetos del gravamen eran aquellas per-
sonas humanas y sucesiones indivisas domici-
liadas en el país que poseían bienes en el país 
o en el exterior, y aquellas domiciliadas en el 
exterior que poseían bienes situados en el país, 
y los responsables sustitutos.

Ahora bien, a partir del año fiscal 2019, la 
ley 27.541 modificó el nexo de vinculación del 
“domicilio” del sujeto del gravamen por el de 
“residencia”, cuyo concepto se encuentra defi-
nido por los arts. 116 y ss. de la LIG (t.o. 2019).

 (5) Ley 27.260, BO.: 22/07/2016, fuente: www.checkpoint.
laleyonline.com.ar.
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III. Nuevas escalas progresivas aplicables

III.1. Escala de alícuotas generales

La ley 27.541 reemplazó la alícuota proporcional del 0,25% por una nueva escala general progre-
siva que va desde el 0,50% hasta el 1,25%, aplicable sobre la base imponible generada por bienes del 
país, y con la posibilidad de duplicarla en el caso de corresponder a bienes del exterior.

En efecto, dicha norma sustituyó el primer párrafo del art. 25 de la LIBP, disponiendo que el gra-
vamen a ingresar deberá incluir el valor total de los bienes sujetos al impuesto, excepto los alcan-
zados a las alícuotas diferenciales del segundo párrafo del art. 25 de la LIBP y por el IBP-Acciones 
y Participaciones Societarias, resultando aplicable a partir del año fiscal 2019 la siguiente escala:

Valor total de bienes que exceda el MNI Pagarán $ Más el % Sobre el excedente de $

Más de $ a $

0 3.000.000, inclusive 0 0,50 % 0

3.000.000 6.500.000, inclusive 15.000 0,75 % 3.000.000

6.500.000 18.000.000, inclusive 41.250 1,00 % 6.500.000

18.000.000 En adelante 156.250 1,25 % 18.000.000

De esta manera, se sustituye la escala progresiva de 3 (tres) escalones que había sido introducida 
en el texto legal por la ley 27.480, por una nueva escala progresiva de 4 (cuatro) escalones, mediante 
la cual se acentúa la progresividad a partir de una alícuota del 0,50% hasta alcanzar en su último 
tramo el 1,25%.

Para determinar la alícuotas generales y el monto alcanzado por cada tasa, se deberá aplicar la 
siguiente metodología:

a) Determinación del valor impositivo total de bienes alcanzados por el gravamen, excepto los al-
canzados a las alícuotas diferenciales del segundo párrafo del art. 25 de la LIBP y el valor impositivo 
de los bienes del exterior respecto de los cuales no resultan aplicables las alícuotas incrementadas.

b) Al monto obtenido en a) se le detraerá el mínimo no imponible de $2.000.000, a los efectos de 
identificar el tramo de escala aplicable.

c) Al monto obtenido en b) se la aplicará la alícuota general que corresponda según el tramo de 
escala del primer párrafo del art. 25 de la LIBP que resulte aplicable y que surge de b).

d) El monto obtenido en c) corresponderá al gravamen general.

III.2. Escala de alícuotas diferenciales

El art. 28 de la ley 27.541 incorporó un segundo párrafo al art. 25 de la LIBP, mediante el cual se 
delega en el PEN hasta el 31/12/2020 la facultad de fijar alícuotas diferenciales superiores hasta en 
un 100% (cien por ciento) sobre la tasa máxima expuesta en la escala progresiva prevista para el año 
2019 mencionada en el cuadro precedente, a los efectos de gravar los bienes situados en el exterior, 
y de disminuirla, para el caso de activos financieros situados en el exterior, en la medida de que se 
verifique la “repatriación” del producido de su realización. En tal caso, podrá fijarse el monto de la 
devolución de hasta el importe oportunamente ingresado  (6).

 (6) Ley 27.541, art. 28, se incorpora segundo párrafo al art. 25, LIBP.
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Mientras tanto, el dec. 99/2019 sustituyó la alícuota del 0,25% que resultaba aplicable sobre los 
bienes del exterior por una escala progresiva que va del 0,70% hasta el 2,25%, a los efectos de la 
determinación del gravamen adicional calculado sobre el valor total de los bienes situados en el 
exterior que excedan del mínimo no imponible no computado contra los bienes del país.

En efecto, el art. 9º del citado decreto dispone que el gravamen a ingresar sobre los bienes del 
exterior se determinará en función de la siguiente escala:

Valor total de bienes del país y del exterior El valor total de los bienes situados 
en el exterior que exceda el MNI no 
computado contra bienes del país 

pagarán el %Más de $ a $

0 3.000.000, inclusive 0,70

3.000.000 6.500.000, inclusive 1,20

6.500.000 18.000.000, inclusive 1,80

18.000.000 En adelante 2,25

Para determinar las alícuotas diferenciales y 
el monto alcanzado por cada tasa, el mínimo 
no imponible se deberá detraer en primer tér-
mino de los bienes en el país, y el remanente se 
restará de los bienes del exterior alcanzados por 
dichas alícuotas.

A los efectos del cálculo del gravamen, se 
debe aplicar la siguiente metodología:

a) Sumatoria de los valores impositivos de los 
bienes en el país y en el exterior, a los efectos de 
identificar el tramo de escala aplicable.

b) Al monto obtenido en a) se le detraerán el 
valor impositivo total de los bienes en el país, el 
mínimo no imponible que no se haya detraído 
de dichos bienes y el valor impositivo de los bie-
nes del exterior respecto de los cuales no resul-
tan aplicables las alícuotas incrementadas.

c) Al monto obtenido en b) se le aplica la alícuota 
incrementada que corresponda según el tramo 
de escala que resulte aplicable y que surge de a). 

d) Al monto obtenido en c) se le sumará el gra-
vamen general que se obtuvo luego de aplicar el 
procedimiento indicado en el apart. III.1.d).

e) El monto obtenido en d) será el gravamen 
total a ingresar por el contribuyente.

No obstante ello, deberán contemplarse las 
excepciones comentadas en los apartados si-

guientes, respecto a las condiciones para que los 
contribuyentes queden exceptuados de dicho 
gravamen especial cuando hubieren repatriado 
los activos financieros, y estos representen por 
lo menos un 5% (cinco por ciento) del valor de 
los bienes situados en el exterior.

En caso de que no corresponda el ingreso de 
la alícuota diferencial mencionada más arriba, 
según el segundo párrafo de art. 25 de la LIBP 
(gravamen especial), el gravamen a ingresar en 
los términos del primer párrafo del art. 25 de la 
LIBP (gravamen general), deberá incluir el valor 
total de los bienes sujetos al impuesto, excepto 
los alcanzados por el IBP-Acciones y Participa-
ciones Societarias  (7).

III.3. Activos financieros situados en el exterior

A los efectos de la aplicación de las alícuotas 
diferenciales, se entenderá por activos financie-
ros situados en el exterior:

a) La tenencia de moneda extranjera deposi-
tada en entidades bancarias y/o financieras y/o 
similares del exterior.

b) Participaciones societarias y/o equivalen-
tes (títulos valores privados, acciones, cuotas y 

 (7) Dec. 99/2019, art. 11, tercer párrafo.
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demás participaciones) en todo tipo de entida-
des, sociedades o empresas, con o sin persone-
ría jurídica, constituidas, domiciliadas, radica-
das o ubicadas en el exterior incluidas las em-
presas unipersonales.

c) Derechos inherentes al carácter de benefi-
ciario, fideicomisario (o similar) de fideicomi-
sos (trusts o similares) de cualquier tipo consti-
tuidos en el exterior, o en fundaciones de interés 
privado del exterior o en cualquier otro tipo de 
patrimonio de afectación similar situado, radi-
cado, domiciliado y/o constituido en el exterior.

Al respecto, Teijeiro sostiene que “es un prin-
cipio receptado universalmente que los fidei-
comisos en tanto patrimonios de afectación y 
otras formas similares tales como las fundacio-
nes de interés privado conllevan ínsita la no-
ción de que los bienes fideicomitidos (in trust), 
durante el plazo de su duración, dejan de perte-
necer al patrimonio del fiduciante y no integran 
aún el patrimonio de los beneficiarios, o del fi-
deicomitente si fuera distinto de aquellos”  (8).

Dichos principios han sido receptados por 
nuestro Código Civil y Comercial de la Nación 
(en adelante, Cód. Civ. y Com.)  (9)  (10) y por el 
primer párrafo del inc. d) del art. 130 de la Ley 
de Impuesto a las Ganancias (en adelante, LIG) 
(t.o. 2019) que prevé la gravabilidad de las rentas 
que generen los fideicomisos, trusts, fundacio-
nes de interés privado y otras figuras análogas 
del exterior, las cuales serán imputadas por el 
sujeto residente que los controle en el ejercicio 
fiscal o año fiscal que corresponda al ejercicio 
anual de aquellos. De esta manera se aplican las 
reglas de transparencia fiscal internacional (en 
adelante, TFI) mediante la imputación de di-
chas rentas como si fueran obtenidas en forma 
directa por parte del sujeto residente en el país.

Mientras tanto, el segundo párrafo de dicha 
norma señala que “se entenderá que un sujeto 
posee el control cuando existan evidencias de 
que los activos financieros se mantienen en su 

 (8) TEIJEIRO, Guillermo O., “Argentina: la gravabili-
dad de los fideicomisos extranjeros en el impuesto sobre 
los bienes personales. El art. 25 de la ley 27.541: un exceso 
de potestad tributaria del Estado”, Práctica y Actualidad 
Tributaria (PAT), Ed. Errepar, enero 2020.

 (9) Art. 1685, Cód. Civ. y Com.

 (10) Art. 1702, Cód. Civ. y Com.

poder y/o son administrados por dicho sujeto 
(comprendiendo entre otros los siguientes ca-
sos): i) cuando se trate de trusts, fideicomisos 
o fundaciones, revocables; ii) cuando el sujeto 
constituyente es también beneficiario; y iii) 
cuando ese sujeto tiene poder de decisión, en 
forma directa o indirecta de invertir o desinver-
tir en los activos, etcétera”.

Las reglas de TFI se aplican a los fideicomi-
sos, trust, fundaciones de interés privado y otras 
figuras análogas del exterior, cuando el fidu-
ciante posea el control de estos en los términos 
del inc. d) del art. 130 de la LIG (t.o. 2019).

Por lo tanto, si estamos en presencia de con-
trol en los términos mencionados, entonces se 
aplican las mencionadas reglas, considerando 
que no hubo desapoderamiento de los bienes 
por parte del fiduciante, encontrándose alcan-
zados estos por el impuesto a las ganancias en 
cabeza de estos. Es decir, que en tal caso resul-
tan aplicables las reglas de TFI que desconocen 
el fideicomiso, trust, fundación de interés pri-
vado u otras figuras análogas en el exterior, con-
siderando que dichos bienes son de propiedad 
de su fiduciante, con las implicancias que ello 
trae aparejado  (11).

En este sentido, no en todos los casos el be-
neficiario o fideicomisario de un fideicomiso 
puede vincularse a los bienes de un fondo o 
trust del exterior, dado que para que ello ocurra 
aquellos deben poseer la titularidad de estos, y 
ello no siempre ocurre. Es el caso del beneficia-
rio de un trust irrevocable constituido en el ex-
terior que no posee ni el dominio ni ningún otro 
derecho real sobre ese patrimonio  (12).

En virtud de ello, interpretamos que los bene-
ficiarios de trusts irrevocables constituidos en 
el exterior no debieran encontrarse alcanzados 
por el gravamen.

d) Toda clase de instrumentos financieros o 
títulos valores, tales como bonos, obligaciones 

 (11) BELLO, Alberto M. - ZUNINO, Rodolfo G., “El 
nuevo Régimen de Transparencia Fiscal Internacional 
- Reglamentación de la ley 27.430”, Revista Impuestos y 
PP, 50, mayo de 2019, Ed. Thomson Reuters.

 (12) CAVEGGIA, Sergio, “Qué hay que tener en cuen-
ta por cambios en Bienes Personales”, diario Ámbito 
Financiero, 23/12/2019.
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negociables, valores representativos y certifi-
cados de depósito de acciones, cuotapartes de 
fondos comunes de inversión y otros similares, 
cualquiera sea su denominación.

Respecto a los certificados de depósito de ac-
ciones, interpretamos que la norma se refiere a 
los CEDEAR que son certificados de depósitos 
argentinos de acciones de empresas del exte-
rior que cotizan en pesos en bolsas o mercados 
autorizados por la CNV en nuestro país, con la 
particularidad de que estos son emitidos por 
entidades argentinas que actúan en carácter 
de depositarios de los valores de la empresa del 
exterior. En virtud de ello, dichos activos son 
considerados del exterior, dado que el emisor 
del activo subyacente se encuentra domiciliado 
en el exterior.

Empero, no se considerarían activos en el 
exterior a los ADR (American Depositary Re-
ceipts) que corresponden a certificados de de-
pósitos de acciones de sociedades no residentes 
en Estados Unidos (en nuestro caso, de empre-
sas argentinas) que se encuentran depositados 
en entidades bancarias de dicho país y que son 
negociados en bolsas o mercados de Nueva 
York. Ello se debe a que el emisor del activo 
subyacente se encuentra domiciliado en el país.

e) Créditos y todo tipo de derecho del exte-
rior, susceptible de valor económico y toda otra 
especie que prevea en la reglamentación  (13).

Asimismo, el PEN podrá también precisar los 
responsables sustitutos en aquellos casos en 
que se detecten maniobras elusivas o evasivas.

III.4. Beneficio de exclusión de alícuotas dife-
renciales por repatriación

Recordemos que la ley 27.541 delegó en el 
PEN hasta el 31/12/2020 la facultad de fijar 
alícuotas diferenciales para gravar los bienes 
situados en el exterior y de disminuirla, para el 
caso de activos financieros situados en el exte-
rior, en caso de verificarse la repatriación.

En virtud de ello, la reglamentación definió el 
concepto de “repatriación”, como el ingreso al 
país, hasta el 31 de marzo de cada año, inclu-
sive, de:

 (13) Ley 27.541, art. 28, tercer párrafo incorporado 
al art. 25, LIBP.

i) las tenencias de moneda extranjera en el 
exterior; y

ii) los importes generados como resultado de 
la realización de los activos financieros perte-
necientes a las personas humanas domiciliadas 
en el país y las sucesiones indivisas radicadas 
en él  (14).

Quedan exceptuados del pago del gravamen 
adicional sobre los bienes situados en el exte-
rior (activos financieros y no financieros), los 
sujetos que hubieren repatriado activos finan-
cieros al 31 de marzo de cada año, que repre-
senten, por lo menos un 5% (cinco por ciento) 
del total del valor de los bienes situados en el 
exterior  (15).

El beneficio se mantendrá en la medida que 
dichos fondos permanezcan depositados hasta 
el 31 de diciembre, inclusive, del año fiscal en 
que se hubiera verificado la repatriación, en en-
tidades financiera de la ley 21.526 y sus modifi-
catorias, a nombre de su titular  (16).

Ello implica que se requiere la repatriación 
de dichos fondos hasta el 31 de marzo del año 
fiscal siguiente al que se liquida, en la medida 
que representen al menos un 5% del valor im-
positivo total de los bienes en el exterior (finan-
cieros y no financieros) y en tanto se mantengan 
depositados hasta el 31 de diciembre del año 
fiscal de repatriación en entidades financieras a 
nombre de su titular.

III.5. Devolución

En caso de corresponder su devolución, esta 
procederá hasta un monto equivalente al que 
exceda al incremento de la obligación que hu-
biera correspondido ingresar de haber tribu-
tado los activos del exterior a la escala progre-
siva prevista en el primer párrafo del art. 25 de 
la LIBP  (17).

Al respecto, Rajmilovich sostiene que atento 
a que “los activos financieros repatriados deben 
ingresarse al país entre el 1 de enero y el 31 de 

 (14) Dec. 99/2019, art. 10.

 (15) Dec. 99/2019, art. 11, primer párrafo.

 (16) Dec. 99/2019, art. 11, segundo párrafo.

 (17) Dec. 99/2019, art. 11, cuarto párrafo.
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marzo del período fiscal inmediato siguiente al 
liquidado, y que deben permanecer en entida-
des financieras de la ley 21.526, los casos de de-
volución son excepcionales, a saber:

- Presentación de la declaración jurada del 
IBP antes de la repatriación (esto es, antes del 
31 de marzo, hipótesis por demás extraña dado 
que el vencimiento general opera en el mes de 
junio del año siguiente al cierre del período fis-
cal liquidado).

- Saldo a favor derivado de anticipos ingre-
sados sobre la base de un período fiscal previo 
con alícuota incrementada, imputados a un pe-
ríodo fiscal sin alícuota incrementada”  (18).

Las disposiciones legales y reglamentarias no 
son claras respecto al mecanismo que operará a 
los efectos de usufructuar el beneficio de exclu-
sión de alícuotas diferenciales por repatriación 
de fondos del exterior. Más precisamente, si se 
debe ingresar el gravamen diferencial y pos-
teriormente solicitarse su devolución una vez 
verificado el ingreso de los fondos del exterior 
al 31/3 y su mantenimiento en entidades finan-
cieras del país al 31/12, o si el beneficio opera 
automáticamente con anterioridad al venci-
miento de la declaración jurada y pago, sin ne-
cesidad del ingreso del diferencial.

En nuestra opinión, el beneficio opera auto-
máticamente con anterioridad al vencimiento 
de la declaración jurada y pago, en la medida 
que se verifiquen los requisitos de repatriación. 
No obstante ello, deberemos aguardar a la re-
glamentación por parte de AFIP que se encar-
gará de precisar las modalidades de tramitación 
de las devoluciones pertinentes.

III.6. Cómputo de pago a cuenta

Los sujetos del gravamen podrán computar 
como pago a cuenta las sumas efectivamente 
pagadas en el exterior por gravámenes simila-
res a este que consideren como base imponi-
ble el patrimonio o los bienes en forma global. 
Dicho crédito solo podrá computarse hasta el 

 (18) RAJMILOVICH, Darío M., “La reforma tributaria 
de la ley 27.541 y su reglamentación en el impuesto sobre 
los bienes personales y en el impuesto a las ganancias”, 
Práctica y Actualidad Tributaria (PAT), Ed. Errepar, 
diciembre 2019.

incremento de la obligación fiscal originado 
por la incorporación de los bienes situados con 
carácter permanente en el exterior. En caso de 
que el PEN ejerciera la facultad prevista en el 
segundo párrafo del art. 25 de la LIBP, dicho 
cómputo procederá, en primer término, contra 
el impuesto que resulte de acuerdo con las dis-
posiciones del primer párrafo, y el remanente 
no computado podrá ser utilizado contra el 
gravamen determinado por aplicación de las 
alícuotas diferenciales  (19).

IV. Bienes personales. Acciones y participa-
ciones societarias

El art. 29 de la ley 27.541 sustituyó en el primer 
párrafo del artículo sin número incorporado a 
continuación del art. 25 del tít. VI de la LIBP, la 
expresión “de veinticinco centésimos por ciento 
(0,25%)” por la expresión “de cincuenta centési-
mos por ciento (0,50%)”  (20).

En virtud de ello, se incrementa la alícuota 
del 0,25% al 0,50% aplicable para el cálculo 
del gravamen correspondiente a las acciones o 
participaciones en el capital de las sociedades 
regidas por la ley 19.550 de Sociedades Comer-
ciales cuyos titulares sean personas humanas o 
sucesiones indivisas domiciliadas en el exterior.

El IBP-Acciones y Participaciones Societarias 
resulta aplicable sobre el patrimonio neto de 
las sociedades y fideicomisos constituidos en el 
país, quienes se encuentran obligados a actuar 
como responsables sustitutos de sus accionis-
tas residentes en el país y en el exterior, y de las 
sociedades del exterior, dado que se presume 
que detrás de estas se encuentran personas 
humanas.

No obstante, no se encontrarán alcanzadas 
por dicho impuesto aquellas sociedades locales 
que posean participaciones en la sociedad que 
actúa como responsable sustituto, dado que 
aquellas sociedades ya han actuado como res-
ponsables sustitutos de sus accionistas, y de lo 
contrario habría doble imposición.

 (19) Ley 27.541, art. 28, último párrafo incorporado 
al art. 25, LIBP.

 (20) Ley 27.541, art. 29, sustituye el primer párrafo 
del art. sin número agregado a continuación del art. 25 
del tít. VI de la LIBP.
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A continuación, se podrá observar un cuadro 
resumen de evolución de las alícuotas aplicables, 
donde se puede observar que a partir del período 
fiscal 2019 resulta aplicable la alícuota del 0,50%, 
retornando a la situación anterior al régimen de 
exteriorización de tenencias y bienes de la ley 
27.260.

Período fiscal Alícuota

2015 0,50%

2016 0,25%

2017 0,25%

2018 0,25%

2019 0,50%

V. Modificación del nexo de vinculación de 
domicilio por residencia

El art. 30 de la ley 27.541 modificó el tít. VI de 
la LIBP, reemplazando el nexo de vinculación 
de “domicilio” del sujeto del gravamen por el de 
“residencia”, con efectos para los períodos fisca-
les 2019 y siguientes.

En efecto, el nuevo texto legal quedó redac-
tado de la siguiente manera: “El sujeto del im-
puesto se regirá por el criterio de residencia en 
los términos y condiciones establecidos en los 
arts. 119 y ss. de la Ley de Impuesto a las Ga-
nancias, texto ordenado en 2019, quedando sin 
efecto el criterio de ‘domicilio’”  (21).

En este sentido, el legislador ha deslizado un 
error al modificar el texto legal, dado que, en el 
nuevo texto ordenado de la LIG, el concepto de 
residencia se encuentra contemplado a partir 
del art. 116, y no del 119, como estaba previsto 
en el texto anterior.

Al respecto, la reglamentación se encargó de 
enmendar dicho error, disponiendo que “toda 
referencia que efectúen las normas legales, re-
glamentarias y complementarias sobre el nexo 
de vinculación ‘domicilio’ con relación al im-
puesto sobre los bienes personales, debe enten-
derse referida a ‘residencia’ de conformidad a 
lo previsto en los arts. 116 y ss. de la Ley de Im-

 (21) Ley 27.541, art. 30, modifica el tít. VI de la LIBP con 
relación a la condición de los contribuyentes.

puesto a las Ganancias, texto ordenado en 2019 
y sus modificaciones”  (22).

VI. Bienes personales. Responsable sustituto

El art. 31 de la ley 27.541, sustituyó el primer 
párrafo del art. 26 del tít. VI de la LIBP dispo-
niendo que la alícuota aplicable a los respon-
sables sustitutos, para los períodos fiscales 2019 
y siguientes, será del 0,50% (cincuenta centési-
mos por ciento)  (23). En virtud de ello, la alí-
cuota aplicable en el IBP-Responsable Sustituto, 
se incrementa de 0,25% al 0,50% a partir del pe-
ríodo fiscal 2019.

A continuación, se podrá observar un cuadro 
resumen de evolución de las alícuotas aplica-
bles, donde se puede observar que a partir del 
período fiscal 2019 resulta aplicable la alícuota 
del 0,50%, mientras que la alícuota aplicable 
con anterioridad al régimen de exteriorización 
de tenencias y bienes de la ley 27.260 era del 
1,25%.

Período fiscal Alícuota

2015 1,25%

2016 0,75%

2017 0,50%

2018 0,25%

2019 0,50%

VII. Otras disposiciones

La reglamentación faculta a la AFIP para esta-
blecer la forma, el plazo y las condiciones para 
el ingreso y/o devolución del gravamen, como 
así también para disponer el decaimiento de los 
beneficios previstos en el art. 11 del dec. 99/2019 
cuando en uso de sus facultades detecte el in-
cumplimiento de las condiciones establecidas 
en él  (24).

La AFIP también tendrá a su cargo el dictado 
de las normas necesarias para tornar operativo el 
nuevo nexo de vinculación de “residencia”  (25).

 (22) Dec. 99/2019, art. 13.

 (23) Ley 27.541, art. 31, modifica el primer párrafo del 
art. 26 del tít. VI de la LIBP.

 (24) Dec. 99/2019, art. 12, primer párrafo.

 (25) Dec. 99/2019, art. 12, segundo párrafo.
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Deberemos aguardar a la reglamentación de 
carácter general por parte de la AFIP para cono-
cer mayores precisiones al respecto.

VIII. Palabras finales

La ley 27.541 delegó en el PEN hasta el 
31/12/2020 la facultad de fijar alícuotas dife-
renciales para gravar bienes situados en el ex-
terior y de disminuirla para el caso de activos 
financieros del exterior, en caso de verificarse la 
repatriación.

En virtud de ello, la reglamentación definió 
el concepto de repatriación comprendiendo el 
ingreso al país de las tenencias en moneda ex-
tranjera o del resultado de la realización de acti-
vos financieros del exterior exteriorizados hasta 
el 31 de marzo del año fiscal siguiente al que se 
liquida, en la medida que representen al menos 
un 5% del valor impositivo total de los bienes 
en el exterior (financieros y no financieros) y en 
tanto se mantengan depositados hasta el 31 de 
diciembre del año fiscal de repatriación en enti-
dades financieras a nombre de su titular.

No se advierte la obligatoriedad de depositar 
dichos fondos repatriados en cuentas especia-
les como lo requería el régimen de exterioriza-
ción de tenencias y/o bienes de la ley 27.260. No 
obstante, deberemos aguardar a la reglamenta-
ción por parte del organismo recaudador.

A los efectos de la aplicación de las alícuotas 
diferenciales entendemos que los beneficiarios 
de trusts irrevocables constituidos en el exterior 
no debieran encontrarse alcanzados por el gra-

vamen, dado que estos no poseen la titularidad 
de su patrimonio.

Los certificados de depósito argentinos de 
acciones de empresas del exterior que cotizan 
en bolsas o mercados autorizados por la CNV 
(CEDEAR) son considerados del exterior, dado 
que el emisor del activo subyacente se encuen-
tra domiciliado en el exterior. Mientras tanto, 
los certificados de depósitos de acciones de so-
ciedades no residentes en Estados Unidos (de 
empresas argentinas) que se encuentran depo-
sitados en entidades bancarias de dicho país y 
que se negocian en bolsas o mercados de Nueva 
York (ADR) no son considerados activos en el 
exterior, dado que el emisor del activo subya-
cente se encuentra domiciliado en el país.

Finalmente, debe contemplarse que la 
ley 27.541 modificó el nexo de vinculación del 
“domicilio” del sujeto del gravamen por el de 
“residencia”, con el objeto de evitar que los con-
tribuyentes trasladen su domicilio al exterior 
con anterioridad al 31/12/2019 mediante el 
mero cambio de su domicilio y designen a un 
responsable sustituto a través del cual se tribute 
solo por los bienes en el país.

De esta manera, a partir del año fiscal 2019 
resulta aplicable el criterio de residencia, en 
los términos de los arts. 116 y ss. de la LIG (t.o. 
2019), siendo más dificultoso el cambio de re-
sidencia, dado que requiere un cambio real 
de esta, mediante la permanencia efectiva en 
el exterior por el plazo que previsto por dicha 
normativa.
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Impuestos internos. Vehículos automóviles y motores, 
embarcaciones de recreo o deportes y aeronaves

Alberto Baldo

I. Introducción

La ley 27.541 (BO 23/12/2019) introdujo, mo-
dificaciones al art. 39 de la Ley de Impuestos 
Internos correspondiente al rubro vehículos au-
tomóviles y motores, embarcaciones de recreo o 
deportes y aeronaves.

Este rubro ha sufrido numerosas modificacio-
nes, desde el año 2014 hasta el año 2018, dichas 
modificaciones fundamentalmente pasaron por 
los cambios en las alícuotas y los montos de los 
bienes gravados.

Indudablemente estos cambios pasaron por 
decisiones políticas tendientes a ejercer una 
mayor o menor presión tributaria, afectando 
indistintamente a la industria nacional como 
a la importación, según las circunstancias del 
momento.

Una vez más y frente a problemas reiterativos 
en la economía argentina se vuelven a insistir 
con las mismas medicinas, con una clara inten-
ción de evitar la salida de dólares del país, cas-
tigando a un sector que ya en los últimos años 
viene sufriendo la crisis, con la consecuencia 
lógica que esto produce a nivel social dada la 
importancia que tiene el sector automotriz en 
nuestro mercado.

II. Normas legales

II.1. Ley

La ley 27.430, sustituyó los arts. 38 y 39 de la 
Ley de Impuestos Internos (ley 24.674), a partir 
del 1º de marzo de 2018, inclusive, a su vez la 

ley 27.541 volvió a modificar el art. 39, dismi-
nuyendo los montos exentos, e incorporando 
alícuotas más altas según el monto del vehículo.

A continuación, mostramos como quedaron 
redactados ambos artículos.

El art. 38 del cap. IX del tít. II de la ley 24.674 
y sus modificaciones establece que se encuen-
tran alcanzados por el impuesto, los siguientes 
vehículos:

a) automotores terrestres concebidos para el 
transporte de personas, excluidos los autobu-
ses, colectivos, trolebuses, autocares, coches 
ambulancias y coches celulares,

b) automotores terrestres preparados para 
acampar (camping),

c) motociclos y velocípedos con motor,

d) los chasis con motor y motores de los 
vehículos alcanzados en los tres incisos 
precedentes,

e) las embarcaciones, concebidas para recreo 
o deportes y los motores fuera de borda,

f) las aeronaves, aviones, hidroaviones, pla-
neadores y helicópteros concebidos para recreo 
o deportes.

Por otra parte, el art. 39 estableció, que los 
bienes mencionados en el art. 38 deberán tri-
butar el impuesto que resulte por aplicación de 
la tasa que en cada caso se indica, sobre la base 
imponible respectiva.
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Aquellas operaciones cuyo precio de venta, 
sin considerar impuestos, incluidos los opcio-
nales, sea igual o inferior a pesos un millón 
trescientos mil ($1.300.000) estarán exentas del 
gravamen, con excepción de los bienes com-
prendidos en el inc. c) del art. 38, para cuyo 
caso la exención regirá siempre que el citado 
monto sea igual o inferior a pesos trescientos 
noventa mil ($390.000) y para el caso del inc. e) 
la exención regirá siempre que el citado monto 
sea igual o inferior a pesos un millón setecien-
tos mil ($1.700.000), sin aplicarse monto exento 
para el inc. f ).

Para el caso de los bienes comprendidos en 
los incs. a), b y d), cuyo precio de venta, sin 
considerar impuestos, incluido los opcionales, 
sea superior a pesos un millón trescientos mil 
($1.300.000) e inferior a pesos dos millones 
cuatrocientos mil (2.400.000), deberán tributar 
el impuesto que resulte por la aplicación de la 
tasa del veinte por ciento (20%). Cuando dicho 
precio de venta sea igual o superior a pesos dos 
millones cuatrocientos mil ($2.400.000), debe-
rán tributar el impuesto que resulte por apli-
cación de la tasa del treinta y cinco por ciento 
(35%).

Para el caso de los bienes comprendidos en 
el inc. c) cuyo precio de venta, sin considerar 
impuestos, incluidos los opcionales, sea supe-
rior a pesos trescientos noventa mil ($390.000) 
e inferior a pesos quinientos mil ($500.000) 
deberán tributar el impuesto que resulte por la 
aplicación de la tasa del veinte por ciento (20%) 
y del treinta por ciento [30], cuando su precio 
de venta sea igual o superior a pesos quinientos 
mil ($500.000).

La Administración Federal de Ingresos Pú-
blicos, actualizará trimestralmente, a partir del 
mes de abril del año 2020, los importes consig-
nados en los párrafos que anteceden, consi-
derando la variación del Índice de Precios In-
ternos al por Mayor (IPIM), respectivo a cada 
rubro en particular, que suministre el INDeC 
correspondiente al trimestre calendario que fi-
nalice el mes inmediato anterior al de la actua-
lización que se realice. Los montos actualizados 
surtirán efecto para los hechos imponibles que 
se perfecciones desde el primer día del segundo 
mes inmediato siguiente a aquel en que se efec-
túe la actualización, inclusive.

II.2. Decreto reglamentario

El art. 76 del decreto reglamentario de la Ley 
de Impuestos Internos, establece que el precio 
será el fijado por las terminales a su red de con-
cesionarios, cualquiera que sea la forma que 
adopte la comercialización, no siendo de apli-
cación para la determinación de la base impo-
nible en estos casos, el art. 4º de la ley que se 
refiere a la determinación de la base imponible 
en el mercado interno.

Asimismo, el citado decreto en su art. 77 ad-
mite la deducción como pago a cuenta del im-
puesto correspondiente a la etapa anterior.

Es condición para esta deducción que el im-
puesto se encuentre discriminado en la factura 
o documento equivalente y opere con relación 
a las compras del período fiscal que se liquida.

III. Situación durante el año 2019

Con la finalidad de seguir ajustando el pro-
cedimiento de actualización de los montos in-
cluidos en la ley, la AFIP dictó la resolución ge-
neral 4257, con vigencia a partir del 1º de junio 
de 2018, inclusive, disponiendo que pondrá en 
conocimiento de los contribuyentes los impor-
tes actualizados considerando la variación del 
índice de precios al consumidor (IPC) que pu-
blique en su página oficial el INDeC.

A estos fines, se deberá consultar el sitio web 
del Organismo donde se publicarán los impor-
tes actualizados y las tablas.

Ahora bien, no obstante, las modificaciones 
efectuadas en la ley 27.430, el PEN dictó el dec. 
1/2019, utilizando las facultades que le otorga 
el art. 14.1 de la Ley de Impuestos Internos au-
mentando los importes a partir de los cuales, 
transitoriamente, no se aplicará el impuesto a 
ciertos bienes.

Estos montos estuvieron vigentes para el pe-
ríodo comprendido entre el 1 de enero de 2019 y 
el 31 de mayo de 2019, ambas fechas, inclusive, 
excepto para los motociclos y velocípedos con 
motor que es para todo el año 2019 y para los 
del art. 38, inc. f ) que no tiene mínimo exento.

En el mes de junio de 2019, entró en vigencia 
la modificación efectuada por el art. 85 de la ley 
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27.467 (Presupuesto Nacional) para el trimestre junio-agosto de 2019, sustituyendo el último pá-
rrafo del art. 39, cambiando el índice de actualización de los montos, que pasó a utilizarse el Índice 
de Precios al Consumidor.

IV. Situación a partir del 01/01/2020

Al final de la nota mostramos un cuadro comparativo de los montos gravados y exentos del im-
puesto, así como las alícuotas aplicables y podemos observar sobre todo en el caso de los bienes del 
art. 38, inc. a) (automóviles, etc.), que el monto exento disminuyó y que aumentó, para un deter-
minado precio la alícuota, la que antes era general a una diferencial superior, produciendo esto un 
fuerte incremento en el precio de estos bienes.

No debemos olvidar que el impuesto interno es base imponible de sí mismo, para lo cual se debe 
calcular la tasa efectiva para incorporar el monto a dicha base.

Veamos por ejemplo la incidencia que tiene el incremento de la tasa nominal del 20% al 35%.

		     100 x t        100 x 20        2000                    100 x 35        3500   
                                Tasa efectiva:                     =                     =                =  25%                       =              =  53.85%
                                                                 100 – t         100 - 20          80                       100 –35          65

Como podemos apreciar, la incidencia del im-
puesto en el precio se duplicó, sin entrar a con-
siderar otros aumentos que pudieran aplicar los 
fabricantes.

El otro aspecto saliente de las modificaciones 
corresponde al cambió de índice que pasó a ser 
del Índice de Precios al Consumidor al Índice de 
Precios Internos al por Mayor.

V. Comentarios

Para entender la problemática que afecto al 
sector automotriz en los últimos años, debemos 
aclarar que, en la imposición selectiva al con-
sumo, en nuestro país, los impuestos internos, 
tiene una fuerte injerencia el Estado y afecta de-
liberadamente el precio de los bienes.

Aclarado ello, debemos resaltar también 
que en nuestra legislación se establece que 
el impuesto interno forma parte de la base 
imponible para su determinación y además, 
existe un artículo (14.1) que autoriza al Poder 
Ejecutivo Nacional a aumentar en hasta un 
veinticinco por ciento (25%) la alícuota del 
impuesto o dejarla sin efecto por un tiempo 
determinado.

Ahora bien, cuando analizamos los cambios 
normativos que se produjeron desde el año 
2014, observamos que la ley 26.929 produjo un 
salto enorme en la alícuota del impuesto, ya que 

pasó del diez por ciento (10%) al cincuenta por 
ciento (50%).

Este cambio trajo aparejado un importante 
desequilibrio en el sector, dado que afecto el 
precio de los bienes llevando su valor al doble, 
es decir incrementándolo en un cien por ciento. 
Todo esto como consecuencia de aplicar la tasa 
efectiva para incorporar el impuesto a la base 
imponible.

En su momento la más afectada fue la indus-
tria nacional, ya que esto produjo paralización 
en la actividad del sector, despidos y suspensio-
nes de personal, entre otras cosas, como conse-
cuencia de la retracción de las ventas.

Sí lo que se pretendía, en ese entonces, era 
parar la salida de dólares del país por la impor-
tación de autos alta gama, bien se podría haber 
aplicado una tasa diferencial entre los autos na-
cionales e importados criterio, avalado por la 
Corte, y que finalmente luego se hizo.

De cualquier manera, este impuesto es mo-
tivo permanente de observación por parte del 
gobierno de turno, dado que como podemos 
ver, periódicamente se van modificando los im-
portes exentos y las alícuotas.

Teníamos la esperanza que con las modifica-
ciones de las leyes 27.430 y la 27.467, aplicando 
una tasa única del veinte por ciento y el sistema 
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de actualización trimestral de los montos exentos se obtuviera al menos, una estabilización norma-
tiva a lo largo del tiempo.

En consecuencia y a la luz de los acontecimientos, nuevos montos y alícuotas (art. 46 de la ley 
27.541), no nos queda otra opción que ver con desagrado la aplicación de medidas similares a las 
que, en otro momento, ocasionaron situaciones no queridas.

Bienes Situación al 31/12/2019 Situación a partir del 1/1/2020

-Vehículos automotores

-Vehículos para acampar

-Los chasis con motor

Alícuota: 20%

Monto exento: 1.831.084,43.-

Alícuota: 20% para pcio. de venta 
entre 1.300.000.- y 2.400.000.-

Alícuota: 35% para pcio. de venta 
superior a 2.400.000.- 

1.300.000.-

-Motociclos y velocípedos
 con motor

 

 

Alícuota: 20%

Monto exento: 380.000

Alícuota: 20% para pcio. de
venta entre 390000.- y  500.000.-

390.000.-

Alícuota: 30% para pcio. de
Venta superior a 500.000.-

-Embarcaciones motores 
fuera de borda

Alícuota: 20%

Monto exento: 1.627.631,11

Alícuota: 20%

1.700.000.-

-Aeronaves, aviones, 
hidroaviones y helicópteros

Alícuota: 20%

Monto exento: 0

Alícuota: 20%

0
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Impuestos internos: reformulación del tributo 
a vehículos automóviles y motores, motos, 
embarcaciones y aeronaves de la ley 27.541

Ricardo H. Ferraro

La imposición selectiva sobre los consumos 
en general no tiene como objetivo prioritario 
la recaudación (excepto, por ejemplo, algunos 
casos específicos como combustibles), siem-
pre tuvo como cuestión central fines o propó-
sitos sociales como son desalentar el consumo 
de tabaco o alcohol, así como para otorgarle 
cierto grado de progresividad al sistema tribu-
tario como complementario de la imposición al 
consumo.

Sin embargo, en nuestro país se ha echado 
mano a la imposición específica con el claro 
fin de incrementar la recaudación, algo que se 
prueba a poco de recorrer las modificaciones, 
incorporaciones, eliminaciones de rubros que 
ha sufrido la Ley de Impuestos Internos desde 
1983 en adelante como un recurso más para pa-
liar las diversas crisis que hemos vivido.

La reciente ley 27.541, denominada Ley de 
Solidaridad Social y Reactivación Productiva, 
no es una excepción. Reformula todo el cap. IX 
de la ley 24.674 de Impuestos Internos que re-
gula el gravamen sobre “Vehículos automóviles 
y motores, embarcaciones de recreo o deportes 
y aeronaves”, claro que no con la vehemencia de 
2015 que alcanzó el 50% de alícuota nominal, 
pero elevando la imposición respecto de lo vi-
gente en 2019.

En efecto, la citada ley no cambia el objeto de 
este impuesto interno, sino que introduce mo-
dificaciones con relación a los montos exentos 
y a la vez, fija una nueva tasa para automoto-
res cuando superen determinado precio de 

venta, sin considerar impuestos, incluidos 
opcionales.

En este aspecto vale recordar que el decreto 
reglamentario del tributo define la base impo-
nible para estos supuestos en su art. 76, el que 
expresa: “A efectos de lo dispuesto en el art. 39 
de la ley, se entenderá como precio de venta de 
los vehículos, sin considerar impuestos, el fijado 
por las terminales a su red de concesionarios, 
cualquiera sea la forma que adopte la comercia-
lización, no siendo de aplicación en estos casos 
el art. 4º de la ley”.

“A tales fines, la liquidación del gravamen se 
practicará aplicando la tasa respectiva sobre el 
precio indicado en el párrafo anterior, al que se 
le adicionará el impuesto de este Capítulo”.

Como puede observarse, la norma transcripta 
se aparta del concepto de precio neto de venta 
que regula el art. 4º de la ley 24.674 al definir la 
base imponible, concepto que es reforzado vía 
reglamentaria (art. 10) al precisar que, “en los 
artículos gravados según el precio de venta, se 
considerará como tal el que se cobre al adqui-
rente”. En el caso bajo comentario se toma el 
precio fijado por la terminal al concesionario.

I. Nueva estructura de gravabilidad

Siguiendo el orden de imposición que esta-
blece el art. 38 de la ley, en función de sus inci-
sos, repasaremos las novedades que dispuso la 
ley 27.541 para cada uno de los bienes alcanza-
dos por el tributo, dejándose constancia que el 
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dec. 99/2019 que reglamenta distintos aspectos 
de la citada ley no hace referencia alguna a los 
cambios en impuestos internos.

I.1. Los vehículos automotores terrestres conce-
bidos para el transporte de personas, excluidos 
los autobuses, colectivos, trolebuses, autocares, 
coches ambulancia y coches celulares

En primer lugar no podemos dejar de men-
cionar que el decreto reglamento amplia el al-
cance de las exclusiones estableciendo en su 
art. 73 que se encuentran excluidos del grava-
men “los vehículos automotores para el trans-
porte de personas, concebidos como autobu-
ses, colectivos, trolebuses, autocares, coches 
ambulancias y coches celulares, las embarca-
ciones destinadas al servicio de ambulancias, 
servicio postal o servicios funerarios y las ae-
ronaves afectadas a la explotación de servicios 
aéreos comerciales regulares, a trabajos aéreos 
tales como fumigación y servicio postal...” (el 
destacado es nuestro). Dicho de otro modo, 
los bienes que fueron creados o fabricados con 
esas finalidades.

En consecuencia, aquellas operaciones que 
involucren a los vehículos comprendidos, cuyo 
precio de venta en los términos antes comenta-
dos, resulte igual o inferior a $1.300.000 se en-
cuentran exentas del impuesto. Si se lo compara 
con el monto que se fijó en agosto de 2019, que 
era de $1.485.900, se verifica un retroceso que 
sumado a la devaluación e incremento de los 
precios genera una mayor cantidad de unida-
des gravadas.

Ahora bien, cuando el precio de venta supera 
dicha cifra ($1.300.000) pero está por debajo de 
los $2.400.000 se deberá tributar una alícuota 
nominal del 20%, lo que arroja una tasa efec-
tiva del 25%. Hasta aquí igual tasa que la norma 
que se reforma. Pero si el precio supera los 
$2.400.000, la tasa nominal aplicable es del 35% 
y la efectiva es de 53,8462. Es decir que para este 
segmento se verifica un considerable aumento 
de la incidencia del impuesto.

I.2. Los vehículos automotores terrestres pre-
parados para acampar (camping)

El tratamiento dispensable a los bienes in-
cluidos en este inciso es igual al comentado en 
el inc. a).

I.3. Los motociclos y velocípedos con motor

En el caso de motos, motonetas, ciclomoto-
res, etc., comprendidos en este inciso, si el pre-
cio de venta, sin considerar impuestos, inclui-
dos los opcionales, es igual o inferior a $390.000 
la operación se encuentra exenta (en agosto 
2019 se estipuló en $380.000).

En el caso que la operación resulte mayor a 
$390.000 y hasta $500.000 la tasa legal aplica-
ble es de 20% lo que implica una efectiva de 
25%. De superarse los $500.000, la alícuota no-
minal se eleva al 30%, siendo la tasa efectiva 
del 42,8571, incrementándose la incidencia 
del tributo en este sector de bienes ya que an-
teriormente estaban sujetos a la tasa legal del 
20%.

I.4. Los chasis con motor y motores de los ve-
hículos alcanzados por los incisos precedentes

El tratamiento dispensable a los bienes in-
cluidos en este inciso es igual al comentado en 
el inc. a). Es de destacar que el art. 74 del decreto 
reglamentario aclara que los chasis con motor y 
motores a que se refiere el inc. d) del art. 38 de 
la ley, son aquellos que fueron concebidos para 
vehículos gravados y que las transferencias de 
chasis con motor y motores no concebidos para 
vehículos gravados no darán lugar al pago del 
impuesto, pero sus fabricantes deberán infor-
mar a la AFIP sobre dicha producción.

I.5. Las embarcaciones concebidas para recreo 
o deportes y los motores fuera de borda

Respecto de estos bienes, el mínimo exento 
se ubica en $1.700.000. Superada la mencio-
nada suma se aplica una tasa nominal del 20%, 
lo que arroja una efectiva del 25%.

I.6. Las aeronaves, aviones, hidroaviones, pla-
neadores y helicópteros concebidos para recreo o 
deportes

Para este inciso no existe mínimo exento y 
tributa la misma alícuota que el inciso ante-
rior, sin olvidar que las aeronaves afectadas 
a la explotación de servicios aéreos comer-
ciales regulares, a trabajos aéreos tales como 
fumigación y servicio postal, están exclui-
dos del gravamen, tal como se mencionara 
precedentemente.
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II. Actualización de valores

La nueva ley establece un régimen de actua-
lización automático que se basa en el último 
dispuesto por la administración saliente, pero 
cambiando el índice a utilizar.

A esos fines faculta a la Administración Fe-
deral de Ingresos Públicos, para que actualice 
trimestralmente, a partir del mes de abril del 
año 2020, los importes antes detallados, con-
siderando la variación del Índice de Precios 
Internos al por Mayor (IPIM), atinentes a cada 
rubro en particular, que suministre el Insti-
tuto Nacional de Estadística y Censos (INDeC) 
correspondiente al trimestre calendario que 
finalice el mes inmediato anterior al de la ac-
tualización que se realice, precisando que los 
montos actualizados surtirán efectos para los 
hechos imponibles que se perfeccionen desde 
el primer día del segundo mes inmediato si-

guiente a aquel en que se efectúe la actualiza-
ción, inclusive.

La ley 27.467 (Presupuesto 2019) publicada 
oficialmente el 04/12/2018, había dispuesto que 
la AFIP actualizaría los importes consignados en 
los meses de enero, abril, julio y octubre de cada 
año, considerando, en cada caso, la variación 
del Índice de Precios al Consumidor (IPC) que 
suministre el Instituto Nacional de Estadística y 
Censos correspondiente al trimestre calendario 
que finalice el mes inmediato anterior al de la 
actualización que se realice. De la comparación 
de ambas disposiciones se advierte que el cam-
bio más significativo está en el índice a utilizar 
para realizar la actualización automática.

III. Síntesis

Como colofón de lo expuesto, sintetizamos en 
el siguiente cuadro la tributación desde el 1º de 
enero.

Cuadro resumen. Imposición a partir del 1/1/2020

Bienes Precio de venta Tasa 
nominal

Tasa
efectiva

Vehículos terrestres concebidos para 
el transporte de personas, prepara-
dos para acampar, chasis con motor 
y motores

-Menor o igual a $ 1.300.000
     
-Mayor a $ 1.300.000 pero menor 
a $ 2.400.000

- Mayor a $ 2.400.000 en adelante

Exento

20%

35%

Exento

25%

53,8462%

Vehículos automotores terrestres 
preparados para acampar (camping)

-Menor o igual a $ 1.300.000
     
-Mayor a $ 1.300.000 pero menor 
a $ 2.400.000

- Mayor a $ 2.400.000 en adelante

Exento

20%

35%

Exento

25%

53,8462%

Motociclos y velocípedos con motor

 -Menor o igual a $ 390.000
     
-Mayor a $ 390.000 pero menor a 
$ 500.000

- Mayor a $ 500.000 en adelante

Exento

20%

30%

Exento

25%

42,8571%

Chasis con motor y motores de los 
vehículos alcanzados

-Menor o igual $ 1.300.000
     
-Mayor a $ 1.300.000 pero menor 
a $ 2.400.000

- Mayor a $ 2.400.000 en adelante

Exento

20%

35%

Exento

25%

53,8462%
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Bienes Precio de venta Tasa 
nominal

Tasa
efectiva

Embarcaciones concebidas para re-
creo o deportes y los motores fuera 
de borda

-Menor o igual $ 1.700.000
     
-Mayor a $ 1.700.000 en adelante

Exento

20%

Exento

25%

Aeronaves, aviones, hidroaviones, 
planeadores y helicópteros concebi-
dos para recreo o deportes

No se aplica importe mínimo 
exento. Tributa cualquiera sea 
su precio de venta

20% 25%
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Modificaciones de la ley 27.541 de Solidaridad Social a 
la materia aduanera

Harry Schurig

La ley 27.541 de Solidaridad Social y Reactiva-
ción Productiva además de introducir una serie 
de novedades al régimen tributario y cambiario 
nacional, actualizó distintos aspectos vincula-
dos al ámbito aduanero, que agrupamos en dos 
segmentos: derechos de exportación y tasa de 
estadística.

I. Derechos de exportación

I.1. Introducción

La ley 27.541 destina su tít. V a los Derechos 
de Exportación. A través del art. 52 autoriza al 
Poder Ejecutivo Nacional (PEN) a la fijación de 
derechos de exportación “en el marco de las 
facultades acordadas... mediante los arts. 755 y 
concs. de la ley 22.415 (Código Aduanero)”.

A su turno, el primer párrafo del art. 755 del Cód. 
Aduanero establece: “En las condiciones previstas 
en este código y en las leyes que fueren aplicables, 
el Poder Ejecutivo podrá: a) gravar con derecho de 
exportación la exportación para consumo de mer-
cadería que no estuviere gravada con este tributo; 
b) desgravar del derecho de exportación la expor-
tación para consumo de mercadería gravada con 
este tributo; y c) modificar el derecho de exporta-
ción establecido”. A continuación, la norma enun-
cia de modo genérico una serie de finalidades que 
deberían ser tenidas en cuenta al tiempo del ejer-
cicio de esta potestad.

Como vemos, es el Código Aduanero (Cód. 
Aduanero) quien de modo primigenio actúa 
como norma delegante en favor del PEN y la ley 
27.541 vendría a completar ese bloque norma-
tivo delegante, estableciendo —como veremos 

a continuación— las condiciones y límites a su 
ejercicio: justificación, topes, plazo y destino de 
lo recaudado.

I.2. Justificación

Los argumentos habilitantes para el dictado 
de la medida se encuentran en los arts. 1º y 2º de 
la ley 27.541. El primero declara la emergencia 
pública en materia económica, financiera, fis-
cal, administrativa, tarifaria, energética, sanita-
ria y social, encuadrando toda la delegación de 
facultades comprendidas en la presente ley en 
los términos del art. 76 de la CN (CN).

El art. 2º se titula “bases de la delegación”, des-
tacando la sostenibilidad de la deuda pública, la 
reestructuración tarifaria del sistema energético 
y el reordenamiento de los entes reguladores, la 
reactivación productiva, la sostenibilidad fiscal, 
el carácter redistributivo de los haberes previ-
sionales, el suministro de medicamentos esen-
ciales y la recuperación de los salarios.

Como puede observarse, se trata más bien 
de “objetivos” que el gobierno pretende alcan-
zar mediante la delegación efectuada. Por el 
contrario, la noción de “bases de la delegación” 
—tal como lo ha interpretado la doctrina—, invo-
lucra un conjunto más complejo de elementos, 
puesto que además de las finalidades perseguidas, 
debemos encontrar allí una serie de limitaciones y 
condicionamientos al ejercicio de tal potestad.

I.3. Topes

En primer término, el art. 52 de la ley 27.541 
determina que el PEN podrá fijar derechos de 
exportación cuya alícuota máxima general no 

Tho
mso

n R
eu

ter
s



REFORMA TRIBUTARIA. Ley 27.541 y sus reglamentaciones

110

podrá superar en ningún caso el 33% del valor 
imponible de la mercadería exportada o del 
precio oficial FOB, para el caso que lo tuviera.

Si bien se desconocen los motivos por los 
cuales se eligió este valor máximo, podríamos 
inferir que se intentó evitar un planteo de in-
constitucionalidad por confiscatoriedad.

Como sabemos, la Corte Suprema, mediante 
una serie de fallos dictados a lo largo del tiempo, 
consolidó la teoría de la no confiscatoriedad en 
materia impositiva, mediante la cual el Estado 
se encuentra impedido de establecer tributos 
que superen una alícuota estimada —aproxi-
madamente— en el 33% de la base imponible.

Esta teoría tiene en cuenta la situación de 
cada impuesto por separado (no por sumatoria 
de impuestos o por lo que se conoce como “pre-
sión fiscal”) y se aplica a los impuestos directos, 
es decir, aquellos en los cuales el contribuyente 
no traslada la carga impositiva. De allí que tra-
dicionalmente esta doctrina resulta solo invo-
cable frente a tributos que gravan la renta y/o 
el patrimonio, excluyendo los impuestos al con-
sumo. Si embargo, la situación puede alterarse 
en los casos en que los primeros (renta y patri-
monio) sean —por algún motivo— trasladados.

En el caso de los derechos de aduana, al ser 
considerados impuestos al consumo, y por 
ende trasladables, la teoría de la no confiscato-
riedad resulta inaplicable a ellos como valladar 
frente al abuso fiscal. Sin embargo, en el caso de 
la exportación de commodities se observó que, 
al no poder trasladarse la sobrecarga tributaria 
al importador extranjero, los derechos de ex-
portación se comportarían como verdaderos 
impuestos directos, afectando la renta del ex-
portador. De allí que si la alícuota fijada exce-
diese el 33% quedaría abierta la posibilidad de 
su discusión constitucional.

Consideramos que este puede haber sido el 
único elemento que incidió en la elección de 
esta alícuota máxima, ya que ningún tratado in-
ternacional ni regional, limitan o condicionan 
la potestad tributaria en materia de derechos de 
exportación  (1).

 (1) Recordemos que el art. 756 establece: “Las faculta-
des otorgadas en el art. 755, apart. 1º, deberán ejercerse 
respetando los convenios internacionales vigentes”.

Por otra parte, con independencia de si es vá-
lido o no delegar en el PEN facultades tributa-
rias, la doctrina es coincidente en que uno de 
los puntos fundamentales que debían incluirse 
en los lineamientos legislativos son los topes 
mínimos y —sobre todo— máximos, dentro de 
los cuales el PEN puede seleccionar la alícuota.

A continuación, la norma establece una serie 
de topes para mercaderías en particular:

- 33% para habas (porotos) de soja. Conside-
ramos que la inclusión de este tope tuvo una 
finalidad aclaratoria y de seguridad jurídica, ya 
que el máximo general previsto en el primer pá-
rrafo resulta lo suficientemente abarcativo;

- 15% para mercancías que al 02/09/2018 no 
estaban gravadas con derechos de exportación o 
tenían una alícuota cero.

La inclusión de ambos supuestos resulta útil, 
atento que la diferencia entre ellos supuestos 
suele dar lugar a conflictos interpretativos. Téc-
nicamente una mercadería:

- no está gravada (o no está sujeta) cuando 
queda fuera del hecho imponible. No hay liqui-
dación de tributos;

- está exenta: cuando está gravada y otra dis-
posición la detrae del hecho imponible. No hay 
liquidación de tributos;

- está gravada a tasa cero: cuando estando 
gravada, simplemente la alícuota que rige a su 
respecto es cero. Hay liquidación de tributos.

En ninguno de los tres casos existe monto a 
pagar, pero en todos por diversos motivos.

Desde el punto de vista teórico, por el art. 724 
del Cód. Aduanero toda exportación para con-
sumo “se encuentra gravada”, ergo toda mercade-
ría exportada a consumo, también lo está, salvo 
que “además” encuentre exenta (por otra dispo-
sición) o sea alcanzada por un régimen especial.

En la práctica ocurre que, como histórica-
mente las alícuotas son fijadas por el PEN me-
diante decretos [a veces también por resolucio-
nes ministeriales  (2)] que alcanzan solo a ciertas 

 (2) Al respecto cabe recordar que el dec. 2752/1991 
subdelegó en el Ministerio de Economía Obras y Servi-
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mercaderías de la nomenclatura, aquellas que 
no quedaron incluidas por estas normas —se 
dice que— “no están gravadas”.

Por el contrario, cuando algún decreto “les 
fija la alícuota a cero” o habiendo una alícuota 
superior; luego se la “reduce a cero”, suele de-
cirse que “están gravadas a tasa cero”. En reali-
dad, la tasa cero no es otra cosa que una parti-
cular forma de exención.

Lo expuesto resulta aplicable también a los 
derechos de importación y a la tasa de estadís-
tica  (3). Para otros impuestos —tales como el 
IVA— la situación adquiere algunas particula-
ridades  (4).

Otros topes incluido en la norma:

- 5% para productos agroindustriales de las 
economías regionales definidas por el PEN;

- 5% del valor imponible o del precio oficial 
FOB para bienes industriales y servicios y

- 8% del valor imponible o del precio oficial 
FOB para minería e hidrocarburos: a su res-
pecto el dec. 58/2019 vetó la limitación incluida 
en la ley según la cual “en ningún caso el dere-
cho de exportación podrá disminuir el valor de 
boca de pozo para el cálculo y pago de regalías a 
las provincias productoras”.

cios Públicos, las facultades conferidas por los arts. 570, 
620, 632, 663, 664 y 755 del Cód. Aduanero.

 (3) Mientras el dec. 389/1995 utilizó la expresión 
“Quedan exceptuadas del pago de la tasa de estadís-
tica: a) Las mercaderías que se exporten...”; el dec. 
361/2019 —por el contrario— estableció “... hasta el 
31 de diciembre de 2019, en un cero por ciento (0%), la 
alícuota de la tasa de estadística... aplicable a: a. Los 
bienes de capital...”.

 (4) Así es como para el caso de exportación de ser-
vicios, a pesar de que tales operaciones se encuentran 
exentas, el art. 77.1 del decreto reglamentario de la ley 
de IVA permite que los exportadores puedan obtener el 
reintegro de los créditos fiscales previstos en el art. 43 de 
la ley de IVA, aplicable a operaciones de exportación de 
bienes. De allí que se diga habitualmente que se encuen-
tran “gravadas a tasa cero” a los fines de gozar también 
de aquel beneficio. Distinta es la situación regulada, 
por ejemplo, por el dec. 567/2019 el cual expresamente 
dispone que “[l]a venta de los productos de la canasta 
alimentaria que se detallan en el Anexo... estará alcan-
zada por una alícuota equivalente, al cero por ciento 
(0%) en el Impuesto al Valor Agregado...”.

I.4. Plazo

El último párrafo del art. 52 de la ley 27.541 
determina que el PEN “podrá ejercer estas atri-
buciones hasta el 31 de diciembre de 2021”.

La delimitación temporal del ejercicio de las 
facultades delegadas constituye uno de los ele-
mentos más importantes de los que componen 
la “base de la delegación”, con lo cual resulta 
muy acertada su inclusión.

Ahora bien, este plazo debe ser coherente 
con los fundamentos que habilitan a la propia 
delegación, los que si bien se detallan en el art. 
2º, encuentran sentido —en su conjunto— en 
la declaración de emergencia prevista en el art. 
1º. El problema es que mientras esta alcanza 
hasta el 31/12/2020 la delegación tributaria se 
extiende por un año más.

Huelga ahondar sobre la inconveniencia de 
habilitar tales potestades en un tiempo futuro, 
para el cual ab initio, ni siquiera se percibió 
la necesidad de alcanzarlo con la situación de 
emergencia. Si bien esto puede ser subsanado 
luego, mediante una prórroga de la emergencia, 
lo ideal sería una continuación (o supresión) si-
multánea de ambos aspectos.

I.5. Destino de lo recaudado

El antepenúltimo párrafo del art. 52 de la ley 
27.541 establece:

- el 67% del “valor incremental” de los dere-
chos de exportación previstos en esta ley, será 
destinado al financiamiento de los programas 
a cargo de la Administración Nacional de Se-
guridad Social (ANSeS) y  las prestaciones del 
Instituto Nacional de Servicios Sociales para Ju-
bilados y Pensionados (INSSJP);

- el 3% se destinará a la creación de un fondo 
solidario de competitividad agroindustrial con 
la finalidad de estimular la actividad de peque-
ños productores y cooperativas a través de cré-
ditos para la producción, innovación, agregado 
de valor y costos logísticos.

La normativa transforma a los derechos de ex-
portación en tributos con afectación específica, 
apartándose del principio de unidad de caja y uni-
versalidad presupuestario, mediante el cual todos 

Tho
mso

n R
eu

ter
s



REFORMA TRIBUTARIA. Ley 27.541 y sus reglamentaciones

112

los impuestos nacionales, en forma bruta, deben 
ser remitidos al tesoro nacional, para de allí ser 
distribuidos y afectados a los múltiples gastos que 
demanda el funcionamiento del Estado.

Resulta habitual encontrarnos en nuestra le-
gislación con este tipo de afectaciones, usual-
mente para crear “fondos” con finalidades 
específicas.

De todos modos, esta detracción no afecta a 
las provincias, ya que los derechos de exporta-
ción no son coparticipables, a diferencia de lo 
que ocurre —por ejemplo— con el impuesto 
PAIS (art. 35), que también tiene una afectación 
especial total (art. 42), por lo cual queda direc-
tamente detraído del régimen de coparticipa-
ción tributaria.

Finalmente, cabe observar que el art. 52, 
cuando establece el destino de lo recaudado, al 
hablar del 67% alude al “valor incremental de los 
derechos de exportación”, mientras que al refe-
rirse al 3% no aclara su base. En primer lugar, el 
término “valor incremental” resulta confuso, en 
tanto da la idea de “incremento”, es decir de la 
suma que se genera por sobre otra ya existente, 
pudiendo —en consecuencia—, aludirse:

- a la diferencia que resulte entre el derecho 
de exportación ya existente a la fecha de en-
trada en vigencia de esta norma y la que resulte 
de la aplicación de las nuevas alícuotas que dis-
ponga el PEN; o

- al total recaudado en concepto de derecho 
de exportación, que genera un “valor incre-
mentado” respecto del precio de la mercadería.

Sea como fuera la elección, la duda subsiste 
también respecto del 3%, en cuanto a si debe 
aplicarse sobre la misma base o no, ya que la 
norma omite indicar cuál debe utilizarse.

I.6. Otras cuestiones

I.6.a. Excepciones tributarias

Quedan exceptuadas del pago de los derechos 
de exportación para consumo las Empresas del 
Estado regidas por la ley 13.653 y las Sociedades 
del Estado regidas por la ley 20.705 que tengan 
por objeto desarrollar actividades de ciencia, 
tecnología e innovación.

El PEN prevé la posibilidad de eximir a en-
tidades estatales o con participación estatal 
que tengan como objeto principal desarrollar 
actividades de ciencia, tecnología e innova-
ción (art. 52).

La ley prevé que no resultará aplicable 
el incremento de las alícuotas en aquellos 
distritos que sean declarados en emergen-
cia agropecuaria de conformidad con la ley 
26.509 - Sistema Nacional para la preven-
ción y Mitigación de Emergencias y Desastres 
Agropecuarios.

Sobre esto último, debe tenerse en cuenta:

- que la excepción solo alcanza en forma 
automática al incremento de alícuotas, gene-
radas por la aplicación de estas facultades de-
legadas; y

- que la delimitación de las zonas en emer-
gencia debe hacerse con extrema cautela, jus-
tificación y estrictez, ya que implica una ex-
cepción al principio de uniformidad en mate-
ria tributaria aduanera contemplado en el inc. 
1º del art. 75 de la CN, base de nuestro sistema 
federal.

I.6.b. Promoción de la actividad

El art. 53 establece de modo genérico que el 
PEN establecerá:

- los mecanismos de segmentación y estímulo 
tendientes a mejorar la rentabilidad y competi-
tividad de los pequeños productores y coopera-
tivas cuyas actividades se encuentren alcanza-
das por el eventual aumento de la alícuota de 
los derechos de exportación; y

- los criterios que estimulen la competitividad 
de la producción federal en función de las dis-
tancias entre los centros de producción y los de 
efectiva comercialización.

Ambos objetivos quedan íntegramente con-
dicionados a su reglamentación.

I.6.c. Ente de consulta

El art. 53 también prevé la creación de una 
comisión integrada por miembros del Poder 
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Legislativo, del Consejo Federal Agropecuario 
y de entidades y organizaciones representativas 
del sector agropecuario.

Las modificaciones en las alícuotas dispues-
tas por el PEN serán informadas a esta comi-
sión, la cual deberá expedirse a su respecto.

Pareciera ser que el objetivo de la norma es 
abrir un canal de diálogo entre el gobierno y 
representantes de los sectores afectados por 
las medidas y controlar, mediante los infor-
mes que la comisión presente, los efectos y 
dificultades de genera el incremento de las 
alícuotas.

Si bien del texto de la norma, surge que la in-
tervención de la comisión resulta ser ex post a la 
adopción de la medida, sería recomendable, en 
muchos casos su consulta previa.

I.7. Vigencia normativa

El art. 54 establece que mantendrán su vali-
dez y vigencia los decretos:

- 1126/2017: regulaciones varias sobre No-
menclatura Común Mercosur, Derecho de Im-
portación Extrazona y reintegros, entre otros 
aspectos. En cuanto a derechos de exportación 
(art. 11) fija la alícuota del cero por ciento para 
una serie de mercaderías comprendidas en dis-
tintos decretos allí detallados.

- 486/2018: determina una alícuota del 15% 
en concepto de derecho de exportación para 
biodiesel y sus mezclas.

- 487/2018: determina una alícuota del 10% 
en concepto de derecho de exportación para 
aceite de soja.

- 793/2018: estableció inicialmente un de-
recho de exportación general del 12% a la ex-
portación a consumo de todas las mercaderías 
comprendidas en las posiciones arancelarias 
de la Nomenclatura Común del Mercosur 
(NCM)  (5). Estableció que, tratándose de mer-
cadería que ya se encontrare gravada, el dere-

 (5) La norma también fijó un tope de cuatro pesos 
por cada dólar estadounidense del valor imponible 
(art. 2º), que fuera posteriormente eliminado por el dec. 
37/2019 (art. 1º).

cho de exportación allí regulado sería adicio-
nado a los vigentes.

- 37/2019: determinó que para la mercadería 
detallada en su anexo II, la alícuota fijada por el 
anterior decreto sería del 9% (art. 3º).

I.8. Exportación de servicios

El art. 1º del dec. 1201/2018 dispuso la apli-
cación hasta el 31/12/2020 de un derecho de 
exportación del 12% a la exportación de pres-
taciones de servicios comprendidas en el inc. 
c) del apart. 2º del art. 10 del Cód. Aduanero. 
A su turno, el art. 2º de esta norma, contem-
plaba un tope para este tributo de cuatro pe-
sos por cada dólar estadounidense del valor 
imponible.

Ahora, el art. 24 del dec. 99/2019 (reglamenta-
rio de la ley 27.541) sustituyó al art. 1º de aque-
lla norma y derogó su art. 2º. De este modo, la 
exportación de servicios queda gravada hasta el 
31/12/2021 al 5%, sin tope  (6).

Tratándose de una alícuota temporaria, an-
tes de que venza dicho plazo debería definirse 
la continuidad o modificación de la situación 
jurídica, pues de lo contrario, la mercadería 
quedaría sin alícuota asignada y por tanto “no 
gravada” (como habitualmente suele decirse).

I.9. Constitucionalidad de la delegación legis-
lativa en materia tributaria aduanera

La cuestión resulta bastante compleja y 
mucho se ha escrito al respecto. Consiste en 
determinar si los diversos artículos del Cód. 
Aduanero —en particular los 755, 764 y el 
765— que delegan facultades tributarias en el 
PEN, abarcando la posibilidad de establecer, 
suspender o modificar la aplicación de tribu-
tos, alícuotas, prohibiciones y demás aspectos 
complementarios, resultan válidos a la luz de la 
reforma constitucional (art. 76).

 (6) Reiteramos aquí las consideraciones sobre la 
fijación de una alícuota por un tiempo superior al de 
vigencia de la declaración de emergencia. Si bien el 
dec. 99/2019 modifica al dec. 1201/2018, el primero 
es reglamentario de una ley que expresamente alude 
al art. 76 de la CN y el segundo fue dictado en uso de 
las facultades contempladas por el art. 755 del Cód. 
Aduanero.
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Tales atribuciones se otorgaron en el enten-
dimiento que al tener el órgano ejecutivo mejor 
versación técnica en materia aduanera y mayor 
celeridad en la tramitación de estas medidas 
(por oposición a los prolongados plazos que 
demandan los trámites legislativos), resultaría 
conveniente esta forma de distribución de fa-
cultades, ajustándose más fielmente a las ne-
cesidades del control aduanero y del comercio 
internacional.

La jurisprudencia usualmente exigía que la 
política legislativa, en virtud de la cual se efec-
tuaba la delegación legislativa “haya sido clara-
mente establecida”  (7), no obstante, el concepto 
resultaba lo suficientemente amplio como para 
generar dudas en su aplicación concreta.

El Cód. Aduanero cuando habilita al Ejecu-
tivo al ejercicio de las facultades consignadas, 
enuncia una serie de postulados genéricos, que 
podrían asimilarse más bien a pautas orienta-
tivas. Tal amplitud sería una necesaria conse-
cuencia del hecho de tratarse de una norma que 
reviste carácter de permanente. Difícilmente 
podría entonces pensarse que una política sea 
“claramente establecida”, cuando la norma ha-
bilitante (delegante) no ha sido creada específi-
camente para la ocasión, ya que por definición 
debe ser lo suficientemente ambigua como 
para aplicarse a todas las situaciones que en el 
futuro puedan requerirlo.

La reforma constitucional de 1994 modificó 
la situación normativa en cuanto se refiere a 
los decretos delegados. El nuevo art. 76 si bien 
establece como principio la prohibición de la 
delegación legislativa, añade dos excepciones 
—la materia determinada de administración y 
la emergencia pública— de tal amplitud y am-
bigüedad que, hasta hoy, los doctrinarios discu-
ten e intentan desentrañar sus límites y conte-
nido  (8).

 (7) CS, in re “Prattico c. Basso”, Fallos 246:345 y 
“Mouviel”, Fallos 237:636.

 (8) Este tema ha sido desarrollado en SCHURIG, 
Harry, “Aspectos controvertidos sobre los derechos de 
exportación en Argentina”, II Jornadas Internacionales 
de Derecho Aduanero, Ed. Errepar, Buenos Aires, 2009, 
ps. 163 a 182, y en las diversas ponencias presentadas 
en aquella oportunidad y en las conclusiones arriba-
das, a cuya lectura remitimos. Transcribimos aquí solo 
breves ideas.

Bajo estas circunstancias los decretos de-
legados dictados en situación de emergencia 
parecerían asimilarse a los decretos de nece-
sidad y urgencia previstos en el inc. 3º del art. 
99 del texto constitucional. Algunos autores 
consideran que el concepto omnicomprensivo 
de emergencia pública admitiría extender bajo 
determinadas circunstancias, el instituto de la 
delegación legislativa a la materia tributaria, 
siempre y cuando cumplan con una serie de es-
trictos requisitos exigidos al efecto  (9).

Por el contrario, Badeni —entre otros— re-
chaza de plano la posibilidad de la delegación 
legislativa en materia fiscal por razones de 
“emergencia pública”, pues de hacerlo no ha-
bría razón para negarla luego en materia penal, 
electoral o de partidos políticos, llegándose al 
punto de reemplazar el sistema democrático en 
otro de naturaleza autocrática. No obstante, re-
conoce la posibilidad de autorizar al Poder Eje-
cutivo a suspender la aplicación de un tributo, 
dejar sin efecto esa suspensión o determinar so-
lamente la “cuantificación del tributo”, habién-
dose previamente establecido por ley los topes 
máximos razonables  (10).

Lo cierto es que, a lo largo del tiempo, mien-
tras algunos decretos han aludido en su conside-
rando únicamente al Cód. Aduanero y al inc. 1º 
(y/o 2º) del art. 99 de la CN, otros citaron a la ley 
26.939 de aprobación del Digesto Jurídico  (11), 
que al declarar vigentes las normas incorpora-
das en su anexo I, darían por ratificado al Cód. 
Aduanero, dando cumplimiento de este modo a 
la manda ordenada por Cláusula Transitoria 8ª 
de la CN. Quedaría, por esta vía, confirmada la 
validez del sistema de delegación legislativa en 
materia tributaria aduanera.

Lo cierto es que, válidas o no estas disposi-
ciones del Cód. Aduanero, es innegable que la 

 (9) Para analizar la cuestión in extenso ver SPISSO, 
Rodolfo R., “Las retenciones a la exportación y la vio-
lación de los principios de reserva de ley, igualdad, no 
confiscatoriedad y seguridad jurídica”, en LASCANO, 
Marcelo (dir.), Suplemento Especial sobre “Retenciones a 
la Exportaciones”, Ed. La Ley, Buenos Aires, 2008, p. 95.

 (10) BADENI, Gregorio, “La patología constitucional 
de las retenciones”, en Suplemento Especial sobre “Reten-
ciones a la Exportaciones”, Ed. La Ley, cit., p. 21.

 (11) P. ej., el dec. 793/2018.
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ley 27.541 actúa hoy como nueva ley delegante 
(complementaria, en el mejor de los casos, del 
Cód. Aduanero), estableciendo expresamente 
la delegación de facultades tributarias, deli-
mitando plazos y condiciones de ejercicio en 
forma puntual y concreta.

Lo novedoso del caso —entonces— es que, el 
análisis de este nuevo régimen debe efectuarse 
a la luz directa de las previsiones del art. 76 de 
la CN, sin necesidad ya de involucrar al Cód. 
Aduanero.

II. Tasa de estadística

II.1. Antecedentes normativos. Síntesis intro- 
ductoria

A los fines de ubicar al lector en tema y que 
—de ese modo— pueda contextualizar los cam-
bios introducidos por la legislación en comen-
tario, efectuamos un acotado resumen norma-
tivo de este tributo.

- La tasa de estadística fue establecida por el 
art. 762 del Cód. Aduanero y puede ser aplica-
ble —en principio— tanto a destinaciones de 
importación y exportación, definitivas o sus-
pensivas. El Cód. Aduanero no fija su alícuota, 
sino que delega en el Poder Ejecutivo la facultad 
para hacerlo (art. 764) o establecer exenciones 
(art. 765).

- El dec. 389/1995 actúa como norma base del 
régimen. Fijó una alícuota del 3% (art. 1º) y una 
serie de exenciones (art. 2º).

- El dec. 37/1998 redujo la alícuota al 0,5%.

- El dec. 108/1999 estableció una escala de 
montos máximos a pagar, con un tope de USD 
500 para operaciones superiores a USD 100.001.

- El dec. 332/2019 elevó la alícuota a 2,5% (art. 
1º) y suspendió la vigencia (solo) del art. 2º del 
dec. 389/1995 (exenciones) y del dec. 37/1998 
(entre otras normas) hasta el 31/12/2019. Tam-
bién estableció una nueva escala de montos 
máximos a pagar, con un tope de USD 125.000 
para operaciones superiores a USD 5.000.000 
(art. 1º y anexo).

- El dec. 361/2019, complementario del an-
terior, introdujo tres excepciones al pago de la 

tasa de estadística (art. 1º) y suspendió la vigen-
cia —ahora de la totalidad— del dec. 389/1995, 
nuevamente, hasta el 31/12/2019.

- La ley 27.541 fijó la alícuota de la tasa de es-
tadística en 3% y estableció exenciones (art. 49).

- El dec. regl. 99/2019 determinó una nueva 
escala de montos máximos a pagar, con un 
tope de USD 150.000 (ahora) para operaciones 
superiores a USD 1.000.000 (art. 20). Mantuvo 
la vigencia de las exenciones previstas en el 
art. 2º del dec. 389/1995 y también de los arts. 
26 y 27 del dec. 690/2002. Prorrogó hasta el 
31/12/2019 las exenciones introducidas por el 
dec. 361/2019 (solo de los incs. a y b del art. 1º) 
y mantuvo la suspensión de los decs. 37/1998 y 
108/1999.

II.2. Modificaciones introducidas por la Ley de 
Solidaridad Social

El art. 49 de la ley 27.541 elevó en medio dí-
gito y en forma temporal (hasta el 31/12/2020) 
la alícuota de la tasa de estadística, quedando 
fijada en el 3% sobre el valor de la mercadería. 
Si bien el art. 762 del Cód. Aduanero, prevé que 
este tributo puede aplicarse tanto a destinacio-
nes definitivas como suspensivas de importa-
ción o de exportación, la norma en comentario 
establece que la nueva alícuota se aplicará solo 
a las “destinaciones definitivas de importación 
para consumo”.

Ello viene a modificar lo dispuesto por el dec. 
332/2019 que ya había incrementado, también 
temporariamente (hasta el 31/12/2019) la alí-
cuota de modo significativo, llevándolo del 
0,5% a un 2,5% para “destinaciones definitivas 
de importación para consumo y a las destina-
ciones suspensivas de importación temporaria” 
(art. 1º). Sin embargo, respecto de estas últimas, 
la alícuota del 2,5% no fue finalmente aplicada, 
debido a que —poco tiempo después— entró 
en vigencia el dec. 361/2019 que las eximió, 
junto con ciertos bienes de capital (art. 1º).

Cabe resaltar que el nuevo régimen fijado 
para la tasa de estadística es temporal, pues 
tiene una vigencia limitada hasta finales del año 
2020.

Siendo que —salvo lo previsto en el Cód. 
Aduanero — toda la normativa referida a la tasa 
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de estadística se encuentra regulada por dispo-
siciones infralegales (decretos y resoluciones), 
cabe preguntarse qué ocurre con ella, de con-
tradecir a la nueva ley dictada. Tratándose de 
una ley temporal, la vigencia de las normas que 
se opusieran quedaría suspendida durante el 
lapso en el cual rigiera la primera, resultando 
inconstitucional una interpretación contraria.

Pareciera entonces innecesaria la suspensión 
del dec. 37/1998 (que otrora fijo la alícuota en 
un 0,5%) establecida por el art. 23 del dec. regl. 
99/2019. Es más, al hacerlo en forma general, 
podría interpretarse con ello, que resurge la 
vigencia del art. 1º del dec. 389/1995, ya que 
—si bien fija también una alícuota del 3%—, 
tiene mayor amplitud que la consignada por el 
art. 49 de la ley 27.541, pues alcanza a todas las 
destinaciones previstas en el art. 762 del Cód. 
Aduanero.

II.3. Excepciones

El art. 49 de la ley 27.541 contempla inicial-
mente dos excepciones: aquellas operaciones re-
gistradas en el marco de Acuerdos Preferenciales 
suscriptos por nuestro país, siempre que “especí-
ficamente contemplen una exención”  (12) y las 
operaciones de importación de mercadería ori-
ginaria “y de” los Estados Partes del Mercosur.

Cabría entender que los términos “y de” re-
saltados en el párrafo anterior aluden a la “pro-
cedencia” del producto. De este modo, para 
gozar de la mentada exención, la mercadería 
debería ser originaria y también procedente de 
los Estados Partes del Mercosur  (13).

El art. 49 en comentario, deja abierta la po-
sibilidad de que el Poder Ejecutivo amplíe la 

 (12) Tal como ocurre con la resolución MEOySP 
270/1997 que exime del pago de la tasa de estadística a 
la mercadería originaria de la República de Bolivia. Su 
art. 2º dispone: “La presente resolución comenzará a 
regir el día de entrada en vigencia del Acuerdo de Com-
plementación Económica Mercosur-Bolivia”.

 (13) El art. 10 in fine del Régimen de Origen Mercosur 
Res. Consejo Mercado Común 1/2004 del 06/05/2004 al 
decir que “[e]l certificado de origen emitido por uno de 
los Estados Partes del Mercosur, permite la circulación 
de la mercadería entre los Estados Partes, con el mismo 
tratamiento arancelario preferencial y el mismo certi-
ficado de origen, siempre que la mercadería sea proce-
dente de cualquiera de los Estados Partes del Mercosur”.

exención “cuando se trate de una actividad 
específica que tenga como objeto, entre otras, 
finalidades de ciencia, tecnología, innovación, 
promoción de desarrollo económico o la gene-
ración de empleo”.

Este párrafo solo reitera la habilitación ya dis-
puesta por el propio Cód. Aduanero, en su art. 
765, al decir que “[e]l Poder Ejecutivo por razo-
nes justificadas podrá otorgar exenciones tota-
les o parciales de la tasa de estadística, ya sean 
sectoriales o individuales”. La nueva norma, no 
establece las condiciones del ejercicio de esta 
delegación. Solo alude a que el Poder Ejecutivo, 
podrá tener en cuenta “entre otras finalida-
des” las allí mencionadas de modo meramente 
ejemplificativo.

Sobre el tema de la delegación de facultades 
tributarias, cabe remitirnos a las consideracio-
nes antes efectuadas respecto de los derechos 
de exportación, ya que entre ambos tributos 
(impuestos y tasas), no existe diferencia alguna 
en este tema. Solo cabría agregar, como ele-
mento peculiar, que la delegación legislativa 
sobre tasa de estadística se realiza únicamente 
a los fines de instituir una exención, con lo cual 
resulta casi imposible que alguien cuestione 
esta metodología legislativa, ante la inexisten-
cia de agravio concreto que habilite la existen-
cia de un caso o causa judicial  (14).

Las excepciones a la tasa de estadística no 
se agotan en el texto de la ley, sino que conti-
núan en el dec. regl. 99/2019. A tal fin, el art. 21 
expresa en términos generales se mantienen 
“... las excepciones al pago de la tasa de estadís-
tica para todas las operaciones que, en virtud de 
normas especiales, se encuentren alcanzadas 
por dicho beneficio...”. No se especifica a cuá-
les regímenes alude, mencionando en forma 
genérica a todos los vigentes (tales como la 
dispuesta por el art. 4º del dec. 1330/2004 refe-
rido a la importación temporaria de mercadería 
para perfeccionamiento industrial).

A continuación, y en sentido aclaratorio, 
puede leerse: “... incluyendo las contempladas 
en el art. 2º del dec. 389 del 22 de marzo de 1995 

 (14) Solo en un remoto e hipotético supuesto, podría 
considerarse que la eximición de la tasa a un sector 
económico termina afectando gravemente a otro.
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y sus modificatorios y los arts. 26 y 27 del dec. 
690 del 26 de abril de 2002 y sus modificatorios”. 
Al respecto cabe hacer algunas precisiones.

Tanto el art. 2º del dec. 389/1995  (15) como 
los arts. 26 y 27 del dec. 690/2002  (16) estable-

 (15) El art. 2º del dec. 389/1995 expresa: “Quedan 
exceptuadas del pago de la tasa de estadística: a) Las 
mercaderías que se exporten en forma suspensiva o 
definitiva para consumo hacia cualquier destino, b) Las 
mercaderías originarias de los Estados Parte del Merca-
do Común del Sur, c) Los bienes importados destinados 
a la reproducción animal o vegetal, comprendidos en 
los caps. 1, 3, 6, 7, 10 y 12 de la Nomenclatura Común 
del Mercosur (NCM), sometidos a un Arancel Externo 
Común (AEC) del cero por ciento (0%), d) Las merca-
derías importadas, comprendidas en el cap. 27 de la 
Nomenclatura Común del Mercosur (NCM), sometidas 
a un arancel externo común (AEC) del cero por ciento 
(0%), e) Las mercaderías sometidas a alícuota del cero 
por ciento (0%) de importación involucradas tanto en 
la regla general tributaria del sector aeronáutico como 
en la nota de tributación del cap. 48 de la Nomenclatura 
Común del Mercosur (NCM), mencionadas en el decreto 
2.275 de fecha 23 de diciembre de 1994, f) Los bienes 
importados, comprendidos en las partidas 4901 y 4902 
de la Nomenclatura Común del Mercosur (NCM), g) Las 
mercaderías importadas, definidas dentro del universo 
de bienes de capital y de informática y telecomunicacio-
nes, consignadas en los Anexos VIII y IX del dec. 2275 
de fecha 23 de diciembre de 1994, y h) Las mercaderías 
que se importen bajo el régimen de importación tem-
poraria previsto en el dec. 1001 de fecha 21 de mayo de 
1982, la resolución MEyOSP 72 de fecha 20 de enero de 
1992 y su modificatoria resolución MEyOSP 477 del 14 
de mayo de 1993. i) las mercaderías originarias de la 
República de Chile”.

 (16) El art. 26 del dec. 690/2002 establece: “Quedan 
exceptuadas del pago de la tasa de estadística: a) Las 
mercaderías que se exporten en forma suspensiva 
o definitiva para consumo a cualquier destino. b) 
Las mercaderías originarias de los Estados Parte del 
Mercado Común del Sur (Mercosur). c) Los bienes 
importados destinados a la reproducción animal o 
vegetal comprendidos en los caps. 1, 3, 6, 7, 10 y 12 de 
la Nomenclatura Común del Mercosur sujetos a un 
Arancel Externo Común (AEC) del cero por ciento (0%). 
d) Las mercaderías importadas comprendidas en el cap. 
27 de la Nomenclatura Común del Mercosur sujetas a 
un Arancel Externo Común (AEC) del cero por ciento 
(0%). e) Las mercaderías sujetas a la alícuota del cero 
por ciento (0%) de importación involucradas tanto en la 
Regla General Tributaria del Sector Aeronáutico como 
en la Nota de Tributación del cap. 48 de la Nomenclatu-
ra Común del Mercosur mencionadas en el Anexo I al 
presente decreto. f) Los bienes importados compren-
didos en las partidas 49.01 y 49.02 de la Nomenclatura 
Común del Mercosur. g) Las mercaderías importadas 

cieron oportunamente una serie de exenciones 
al pago de la tasa de estadística, aludiendo a 
múltiples supuestos, tales como casos de ex-
portación; de importación de mercaderías de 
origen Mercosur; operaciones con bienes para 
reproducción de ganado o de telecomunicacio-
nes, entre otros.

La vigencia de tales disposiciones fue suspen-
dida hasta el 31/12/2019 por el art. 2º del dec. 
332/2019  (17); por ello desde el 01/01/2020 se 
encontraron nuevamente activas, con indepen-
dencia de lo dispuesto por el art. 21 del dec. 
99/2019.

A continuación, el art. 22 de este decreto de-
talla una exención más, al prorrogar hasta el 
31/12/2020 la vigencia de los incs. a) y b) del 
art. 1º del dec. 361/2019. Esta norma contenía 
tres supuestos de exención con una vigencia fi-
jada inicialmente hasta el 31/12/2019: a) bienes 
de capital que se importen para ser utilizados 
en el marco de inversiones en desarrollos de 
producción de hidrocarburos provenientes de 
reservorios no convencionales, b) Régimen de 
Importación de Líneas de Producción Usadas y 

nuevas sin uso, comprendidas en las posiciones aran-
celarias pertenecientes a los universos de Bienes de 
Capital y de Informática y Telecomunicaciones a los 
que se alude en el art. 2º del presente decreto. h) Las 
mercaderías que se importen bajo el Régimen de Im-
portación Temporaria previsto en el dec. 1001 de fecha 
21 de mayo de 1982, la resolución del ex Ministerio de 
Economía y Obras y Servicios Públicos 72 de fecha 20 
de enero de 1992 y su modificatoria Resolución del ex 
Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos 
477 del 14 de mayo de 1993”. El art. 27 del dec. 690/2002 
establece que “Cuando las mercaderías, cualquiera 
fuera su origen, a las que hace referencia el inc. g) 
del artículo precedente sean usadas y a la vez estén 
alcanzadas por la excepción prevista en el inc. e) del 
mismo artículo, no les corresponderá la aplicación de 
lo establecido por el art. 1º del dec. 389 de fecha 22 de 
marzo de 1995 y su modificatorio, dec. 37 de fecha 9 
de enero de 1998”.

 (17) A su vez el dec. 361/2019 estableció (hasta el 
31/12/2019) una serie de exenciones al pago de la tasa 
de estadística para algunos bienes de capital y destina-
ciones suspensivas de importación temporaria (art. 1º), 
al tiempo que dejó sin efecto en forma general (art. 2º) 
también hasta la finalización del 2019, la totalidad de 
los artículos del dec. 38919/1995, cuyo art. 2º ya estaba 
—desde antes— suspendido por igual plazo en virtud 
del dec. 332/2019.
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Régimen de Importación de Bienes Usados para la Industria Hidrocarburífera, y c) destinaciones 
suspensivas de importación temporaria  (18).

Como vemos, el art. 22 de dec. regl. 99/2019 prorroga solo los dos primeros supuestos, pues no 
resulta necesario el tercero, en tanto que desde el año 2020 la tasa de estadística grava únicamente 
las destinaciones de importación definitivas a consumo (art. 49 de la ley 27.541).

II.4. Fijación de topes

El art. 20 del dec. regl. 99/2019 establece que la tasa de estadística fijada por el art. 49 de la 
ley 27.541 no podrá superar los montos máximos detallados en una tabla aneja.

Tales topes son temporarios (hasta el 31/12/2020), a cuyo vencimiento —salvo disposición en 
contrario que oportunamente se dicte— volverían a entrar en vigor los fijados por el dec. 108/1999.

Recordemos que los últimos fijados por el dec. 332/2019 no serán más de aplicación, pues su 
vigencia finalizó el 31/12/2019.

En el cuadro siguiente pueden compararse los valores máximos fijados por cada régimen:

Decreto 99/19   Decreto 
332/19   Decreto 

108/99  

Base imponible Monto 
máximo a 

percibir

Base 
imponible

Monto 
máximo a 

percibir

Base 
imponible

Monto 
máximo a 

percibir

menor a USD 
10.000 inclusive

USD 180
menor a USD 

10.000
USD 150 

menor a USD 
10.000

USD 50

entre USD 
10.000 y 

USD 100.000 
inclusive

USD 3.000
entre USD 

10.000 y USD 
100.000

USD 2.500

entre USD 
10.000 y 

USD 20.000 
inclusive

USD 100

       

entre USD 
20.001 y 

USD 30.000 
inclusive

USD 200

     

entre USD 
30.001 y 

USD 50.000 
inclusive

USD 300

 (18) El art. 1º del dec. 361/2019 expresa: “Establécese, hasta el 31 de diciembre de 2019, en un cero por ciento (0%), la 
alícuota de la tasa de estadística contemplada en el art. 762 de la ley 22.415 (Código Aduanero) y sus modificaciones, 
aplicable a: “a. Los bienes de capital que se importen para ser utilizados en el marco de inversiones en desarrollos 
de producción de hidrocarburos provenientes de reservorios no convencionales, comprendidos en las posiciones 
arancelarias de la Nomenclatura Común del Mercosur (NCM) que a esos efectos individualicen, en conjunto, el 
Ministerio de Producción y Trabajo y la Secretaría de Gobierno de Energía del Ministerio de Hacienda; b. Los bie-
nes que se importen en el marco de los decs. 1174 del 15 de noviembre de 2016 y 629 del 9 de agosto de 2017 y de las 
resoluciones. 909 del 29/07/1994 del ex Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos y sus modificaciones, 
y 256 del 3 de abril de 2000 del ex Ministerio de Economía y sus modificaciones; y c. Las destinaciones suspensivas 
de importación temporaria, cualquiera fuera el régimen bajo el cual se cursen”.
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Decreto 99/19   Decreto 
332/19   Decreto 

108/99  

       

entre USD 
50.001 y 

USD 100.000 
inclusive

USD 400

entre USD 
100.000 y USD 

1.000.000 
inclusive

USD 30.000
entre USD 

100.000 y USD 
5.000.000

USD 25.000
mayor a USD 

100.001
USD 500

mayor a USD 
1.000.000

USD 150.000        

   
mayor a USD 

5.000.000
USD 125.000    

Con base en esta comparación, observamos el importante incremento que adquirió el monto 
máximo, de USD 500 a USD 150.000, al tiempo que se agregaron significativas escalas superiores de 
1 y 5 millones de dólares.

La redacción empleada por el dec. 108/1999 resulta más clara que las normas subsiguientes. La 
denominación “menor a USD 10.000 inclusive” luce contradictoria.

Por otra parte, las restantes categorías también son confusas, ya que una misma cifra podría ubi-
carse en más de una; p. ej., la base imponible de USD 100.000 corresponde a la categoría “entre 
USD 10.000 y USD 100.000 inclusive” pero también queda abarcada por la subsiguiente, ya que 
esta comienza con dicho monto: “entre USD 100.000 y USD 1.000.000 inclusive”. Tal error, ya lo pa-
decía el dec. 332/2019 y por ello, hubiera sido conveniente seguir el lineamiento del primer dec. 
108/1999, que, para pasar de categoría, agrega 1 USD cuando corresponde.

II.5. La legalidad del cobro de la tasa de estadística a la luz de los principios contribucionales 
tributarios

Antes de finalizar el análisis del impacto que la reforma trajo sobre el ámbito aduanero, creemos 
conveniente efectuar algunas reflexiones sobre la justificación y validez del cobro de la tasa de es-
tadística, aspecto que, si bien resulta esencial, hemos decidido ubicar como colofón del tema  (19).

Si bien impuestos y tasas son tributos, estas últimas requieren de la existencia de un servicio, 
concreto, individualizado y divisible; que se materializa y “particulariza” en el sujeto contribuyente, 
el cual pasa entonces a denominarse “usuario”.

Es por ello que las tasas han sido definidas como tributos vinculados, en tanto deben referirse, 
afectar o beneficiar a una persona determinada, quien aprovecha “con carácter diferencial” un ser-
vicio público, prestado directamente por el Estado o indirectamente por medio de un particular 
concesionario. En este aspecto la doctrina es unánime.

 (19) Sobre el punto nos permitiremos recordar algunas ideas que fueron oportunamente tratadas. Al respecto 
puede verse SCHURIG, Harry, “Breves consideraciones sobre la tasa de estadística”, en Revista de Derecho Tributario, 
21, IJ Editores, junio de 2019. Cita IJ-DCCXLVII-944, Buenos Aires, 2019. Versión papel en Anuario de la Revista de 
Derecho Tributario, IJ Editores, en prensa.
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Las tasas aduaneras, participan de esta natu-
raleza y por ello, deben ostentar iguales carac-
teres, que —vistos desde la óptica de la defensa 
del contribuyente— se transforman en requisi-
tos innegables para su creación.

Lejos de ello, la tasa de estadística prevista en 
el art. 762 del Cód. Aduanero, consagra un cri-
terio diametralmente opuesto, al señalar que la 
obligación estatal consiste en un servicio esta-
dístico prestado con carácter general  (20).

Resulta contradictorio sostener que la acti-
vidad específica que se brinda a los operado-
res del comercio exterior —y que justifica el 
pago de la tasa— consiste en un servicio que 
se vuelca en forma indiscriminada en toda la 
comunidad. Tal es lo que ocurre en este caso, 
donde la contraprestación se materializaría en 
un servicio estadístico de acceso público irres-
tricto, organizado por el Instituto Nacional de 
Estadísticas y Censos (INDeC) y que hoy se en-
cuentra disponible desde su página web a tra-
vés del “Sistema de consulta de comercio exte-
rior de bienes”  (21).

Queda claro entonces que no existe contra-
prestación alguna que justifique el cobro de la 
tasa de estadística prevista en el Código Adua-
nero, pues el servicio “invocado” como motivo 
de su cobro es más bien aparente o inexistente. 
Al ser brindado a toda la comunidad en forma 
indeterminada, no cumple los recaudos exigi-
dos para ser financiado mediante el instituto de 
la tasa.

No basta con que el servicio “general” pueda 
llegar (hipotéticamente) a individualizarse en el 
contribuyente, si este “accidentalmente” hace 
uso de aquel (p. ej., mediante la página web del 
INDeC) sino que, por el contrario, la actividad 
debe prestarse al contribuyente/usuario impi-
diendo que otros (por no ser contribuyentes) 
reciban la misma prestación  (22).

 (20) La norma dispone: “La importación o la expor-
tación, fuere definitiva o suspensiva, respecto de la cual 
se prestare con carácter general un servicio estadístico, 
podrá estar gravada con una tasa ad valorem por tal 
concepto”.

 (21) https://comex.indec.gob.ar.

 (22) Tal es lo que ocurre con las tasas administrativas 
(por ejemplo, para obtener un pasaporte o un DNI), las 

Ello acontece cuando el servicio o bien que 
se brinda es de carácter rival  (23) o cuando el 
Estado aplica un sistema de exclusión  (24). De 
este modo la tasa solo alcanza (y eventualmente 
beneficia) a quien paga por ella, excluyendo a 
otros [salvo lo referido a las externalidades po-
sitivas  (25)].

La imposibilidad de financiar mediante tasas, 
servicios que se prestan en forma general a la co-
munidad (denominados uti universi) fue consa-
grado por nuestra Corte Suprema en el conocido 
caso “Compañía Química SA c. Municipalidad 
de Tucumán”. Allí se estableció como regla que el 
cobro de tasas solo se justifica en la medida que 
se brinden servicios uti singuli  (26).

Resulta entonces evidente que, para cobrar 
una tasa, no basta con desplegar una actividad 
administrativa general, sino que “... dicho tri-
buto debe corresponder con la concreta, efec-
tiva e individualizada prestación de un servicio 
relativo a algo no menos individualizado (bien 
o acto) del contribuyente”  (27).

tasas de justicia o la Tasa de Actuación ante el Tribunal 
Fiscal de la Nación, etcétera.

 (23) Bienes de consumo rival son aquellos en los 
cuales, el consumo efectuado por un sujeto impide 
o desplaza el que pudiera realizar otro en ese mismo 
momento (trátese de bienes consumibles o durables) p. 
ej., una prenda de vestir o un alimento, un espacio en 
una cochera o en una autopista.

 (24) Conforme el principio de exclusión “el consumo 
de un bien o servicio puede regularse a través del precio, 
es decir que quien paga lo pretendido por el productor, 
por ellos, podrá consumirlos. Por ende, se excluye de 
su consumo a quien no paga ese precio”. NAVEIRA DE 
CASANOVA, Gustavo, “Finanzas Públicas y Derecho 
Financiero”, Ed. Estudio Nueva, 2013, p. 45, §5.2.2.

 (25) Recordemos que una “externalidad” es un con-
cepto económico según el cual los costos o beneficios de 
producción y/o consumo de algún bien o servicio no se 
reflejan en el precio de mercado. Se trataría de aquellas 
actividades que afectan a otros sin que estos paguen por 
su realización o sean —los primeros— compensados. Así 
es como —p. ej.—, el pago de la tasa por recolección de 
residuos (incluida en lo que vulgarmente se denomina 
“ABL”) beneficia directamente al vecino frentista que 
paga por ella, pero también se “externaliza positiva-
mente” en los ocasionales peatones y la comunidad en 
general, al incrementar la higiene de la calle y el nivel 
de sanidad local.

 (26) CS, Fallos: 312:1575 del 05/09/1989.

 (27) Consids. 7º y sus citas.
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Por otra parte, en cuanto al monto que co-
rresponde cobrar por una tasa el criterio rec-
tor fue históricamente el costo que conlleva la 
prestación del servicio. Ello es así porque aquel, 
se encuentra íntimamente vinculado con el 
destino de lo recaudado, no porque tales fondos 
se encuentran afectados (en el sentido de ser in-
disponibles para otros fines), sino que la magni-
tud del servicio a financiar en términos globales 
anuales condiciona (o al menos orienta) el vo-
lumen de dinero a recaudar.

Dicho en otros términos, el gasto generado 
por el desarrollo de una función puntual (en un 
organismo del Estado o de un concesionario) 
debe ser tenido en cuenta a la hora de calcular 
el valor de la tasa que se cobra a los usuarios 
(con independencia de que por una cuestión 
política, se decida cobrar montos menores, de-
biendo ser el servicio subsidiado mediante re-
cursos impositivos).

En el caso de la tasa de estadística no existe 
vinculación alguna entre lo recaudado y su apli-
cación, encontrándose disociada la tarea que 
lleva a cabo la AFIP-DGA y el INDeC.

El incremento en la alícuota y en los topes 
máximos establecidos por el dec. 332/2019 (con 
un tope de USD 125.000 para operaciones cuyo 
valor superase los USD 5.000.000) evidenciaron 
aún más esta realidad. El dec. 99/2019, al subir la 
alícuota y el tope máximo, sigue esa misma línea.

Sin embargo, el décimo cuarto párrafo de 
los considerandos del dec. 99/2019 aclara que, 
“... como resultado del procedimiento que opor-
tunamente se llevó a cabo ante la Organización 
Mundial de Comercio —OMC— a fin de que 
nuestro país ajustara su legislación sobre tasa 
de estadística a lo dispuesto en el art. VIII del 
Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y 
Comercio —GATT— de 1994, para que el por-
centaje ad valorem de esta se limite al costo 
aproximado del servicio estadístico prestado res-
pecto de las importaciones, se asumió el com-
promiso de establecer un límite en valor abso-
luto a las sumas de dinero cobradas por tal con-
cepto, por lo que deviene necesario fijar montos 
máximos para el pago de dicho tributo”.

El párrafo hace alusión al conflicto suscitado 
ante la OMC, donde Estados Unidos cuestionó 
a nuestro país —entre otros temas—, la elevada 

alícuota cobrada en concepto de tasa de esta-
dística, que era en dicha oportunidad también 
del 3%  (28). El Informe del Grupo Especial de 
la OMC determinó que ello resultaba incom-
patible con las obligaciones emanadas del art. 
VIII del GATT, lo que forzó a nuestro país a re-
ducirla al 0,5% (dec. 37/1998) y establecer topes 
(dec. 108/1998).

En ese marco, el re-establecimiento de una 
alícuota semejante a aquella que desató el con-
flicto antes aludido, a lo cual se añade el sig-
nificativo incremento observado en los topes, 
traerá probablemente aparejada su discusión 
ante los estrados nacionales e internacionales, 
a la luz de la primacía constitucional dada a los 
tratados internacionales por el inc. 22 del art. 75 
de nuestra CN.

III. Entrada en vigencia

El art. 5º del Código Civil y Comercial (Cód. 
Civ. y Com.) establece: “Las leyes rigen después 
del octavo día de su publicación oficial, o desde 
el día que ellas determinen”.

En el caso, el art. 87 de la ley 27.541 fijó que 
“[l]a presente ley comenzará a regir a partir del 
día de su publicación en el Boletín Oficial de 
la República Argentina”. Ello se realizó alrede-
dor de las 17 horas del lunes 23 de diciembre 
de 2019 mediante la confección de un “Suple-
mento correspondiente a la edición 34.268 de la 
Primera Sección” de ese mismo día, en donde 
también apareció publicado el dec. 58/2019 de 
promulgación y veto parcial.

Esta situación despertó incertidumbre res-
pecto a si las operaciones realizadas desde el 
primer minuto del día 23 de diciembre hasta la 
media tarde —momento en el cual el sitio web 
del Boletín Oficial “subió” el texto original apro-
bado por el Senado de la Nación (como cámara 
revisora)—, se encontraban o no alcanzadas 
por la nueva legislación.

 (28) Puntualmente, se sostuvo que el “dec. 389/1995, 
que aplicaba una tasa a las importaciones, infringía el 
art. VIII del GATT de 1994 y el art. 7º del ATV”; OMC, 
documento WT/DS56/R. del 25/11/1997, p. 7, §III,3.1.b) 
disponible en https://docs.w to.org/dol2fe/Pages/
FE_Search/FE_S_S006.aspx?Query=(%40Symbol%3d+-
wt%2fds56%2f*)&Language=SPANISH&Context=Fome-
rScriptedSearch&languageUIChanged=true.
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Con independencia de lo dispuesto por el dec. 
regl. 99/2019, que luego analizaremos, resulta 
interesante efectuar una serie de observaciones.

Guastavino se preguntaba: “Si la ley es la re-
gla a la que las personas deben ajustar sus ac-
tos, cómo puede ser obligatoria antes de que 
pueda ser conocida? Se ajusta evidentemente 
a la naturaleza de las cosas el principio de que 
las leyes no son obligatorias sino después de su 
publicación”  (29).

Desde antiguo, la doctrina ha reconocido que 
la publicación de una norma tiene por objeto 
“... que la ley sea conocida, o pueda serlo, antes 
de comenzar su obligatoriedad”  (30). La cues-
tión radica en determinar si existió o no la po-
sibilidad material de tener acceso a su texto, lo 
cual constituye la base para justificar —luego— 
la ficción de conocimiento por la generalidad 
de la población.

Resulta evidente que ello no ocurre hasta 
tanto la norma sea promulgada y publicada por 
el Poder Ejecutivo, puesto que a pesar de que 
pueda conocerse el texto aprobado por el Con-
greso, resta aún la posibilidad —como ocurrió 
en el caso— que el presidente observe alguno 
de sus artículos o que, al vetar toda la ley, esta 
nunca entre en vigor.

En definitiva, si la norma no está publicada; 
no puede ser conocida. De allí que —a su vez— 
no sea obligatoria. Dado que la obligatoriedad 
de la ley es un recaudo esencial de existencia, 
si hasta entrada la tarde del 23 de diciembre, 
no era obligatoria, es porque no existía aún 
como tal.

 (29) GUASTAVINO, José M., “Notas al Código Civil 
Argentino”, Ed. Lajouane, Buenos Aires, 1898, t. Primero, 
arts. 1º a 58, p. 2, §2.

 (30) Cabe recordar que la promulgación “... pone 
término a la función legislativa con un acto del Poder 
Ejecutivo que manda cumplir la ley. La segunda [la pu-
blicación], a manera de notificación tiene por fin hacer 
conocer la ley por el público. Se trata de actos distintos 
pero inseparables” Asimismo, “La promulgación es 
uno de los requisitos para la obligatoriedad de la ley: le 
da fuerza ejecutiva y provee a su publicación”. BUSSO, 
Eduardo, “Código Civil Anotado”, Ed. Ediar, Buenos 
Aires, 1944, t. I Ley - Personas (arts. 1 a 158), p. 14, §7 y 
8 y p. 15, §16.

Lo expuesto, encuentra sentido en la medida 
que se atribuya a la ley 27.451 vigencia solo 
“a futuro”, puesto que, si se quisiera conside-
rar obligatoria desde las cero horas del día 23 
de diciembre, ello podría ser viable en tanto 
se asigne al art. 87 en comentario, carácter re-
troactivo. En ese caso, la discusión sería otra y 
correspondería encauzarla en los términos del 
art. 7º del Cód. Civ. y Com.  (31).

Lo cierto entonces es que si bien, el art. 87 de 
la ley 27.541 establece que “comenzará a regir a 
partir del día de su publicación”, no puede ha-
cerlo desde “antes de su publicación”  (32).

Ello nos conduce a un complejo ámbito: el 
cálculo del tiempo en horas. Si bien es cierto, 
que el Cód. Civ. y Com. (art. 6º) establece que los 
segmentos temporales en el derecho se cuen-
tan por días y no por horas, y que aquellos son 
“... el intervalo que corre de medianoche a me-
dianoche...”, la Corte Suprema al analizar la 
entrada en vigencia del Impuesto a la Ganan-
cia Mínima Presunta (IGMP) en el caso “Geor-
galos”  (33), se apartó del sistema de cómputo 
de plazos por días enteros y lo hizo por horas o 
“momentos”.

En el caso, la ley 25.063 que instituyó el im-
puesto, se había publicado en el Boletín Oficial 
el 30 de diciembre de 1998, comenzando a regir 
al día siguiente; es decir el 31.

 (31) Esta norma dispone: “... Las leyes no tienen efecto 
retroactivo, sean o no de orden público, excepto dispo-
sición en contrario. La retroactividad establecida por la 
ley no puede afectar derechos amparados por garantías 
constitucionales...”.

 (32) Sin embargo, la situación no dejaba de ser confu-
sa. Las crónicas periodísticas de la jornada informaban 
—p. ej.— que mientras algunas agencias de turismo, ya 
desde la mañana vendían pasajes al exterior anticipando 
el recargo que se generaría por la instauración del Im-
puesto para una Argentina Inclusiva y Solidaria - PAIS 
(previsto en los arts. 35 y ss.), otras no lo hacían, simple-
mente, por no existir aún dicho tributo. Yendo al ámbito 
aduanero, resultó que las operaciones oficializadas por 
el Sistema Informático Malvina durante la primera parte 
del día no reflejaron en su liquidación las disposiciones 
de la nueva norma. ¿Correspondía hacerlo a la luz del 
texto expreso del art. 87? ¿Y en los días subsiguientes?

 (33) CS, “Georgalos Hnos. SAICA c. PEN - Ministerio 
de Economía y Obras y Servicios Públicos - ley 25.063 
y otro s/ amparo - ley 16.986”, 20/02/2001, CS, Fallos: 
324:291
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A su turno, el art. 12 dispuso —con relación 
al IGMP— que surtiría efecto “para los ejerci-
cios que cierren con posterioridad a la entrada 
en vigencia de esta ley” (inc. e]). De allí que 
se discutió si el nuevo tributo alcanzaba a los 
períodos fiscales que cerraran ese mismo día 
(31/12/1998) o solo a aquellos que lo hicieran 
en fechas posteriores.

La disidencia consideró que debían tomarse 
los días como unidades enteras y no atendiendo 
a las horas  (34). De este modo, como el cierre 
de los ejercicios operaba el mismo día que en-
traba en vigencia del IGMP, no habría aconteci-
miento “anterior” ni “posterior”. Al ser todo con-
comitante, los ejercicios cerrados el 31/12/1998 
no serían posteriores a la entrada en vigencia de 
la ley y por ende no quedarían alcanzados por 
el impuesto.

Por el contrario, el voto mayoritario sostuvo 
que “... entre un ejercicio económico y el que lo 
sucede no hay solución de continuidad; de tal 
manera, el que cierra el 31 de diciembre, con-
cluye a la medianoche de ese día, instante a 
partir del cual se inicia el que comienza el 1º de 
enero del año siguiente. Es indudable entonces 
que, al cerrarse el ejercicio que expiró el 31 de 
diciembre de 1998 ya se encontraba en vigor el 
impuesto a la ganancia mínima presunta” (con-
sid. 7º).

Si extrapolamos esta doctrina al caso de la 
ley 27.541 de Solidaridad Social, las operacio-
nes celebradas y los hechos acaecidos antes de 
su publicidad (al menos digital) en el Boletín 
Oficial, quedarían necesariamente excluidas 
de su alcance, en tanto, frente a la ausencia de 

 (34) La disidencia del Dr. Vázquez destacó que “... no 
cabe duda de que cuando se alude a los hechos gravados 
por el impuesto a la ganancia mínima presunta y hace 
mención a los cierres de ejercicio que se produjeron con 
posterioridad a la fecha indicada y se está refiriendo, 
exclusivamente, a aquellos en los que el cierre operó a 
partir del 1º de enero de 1999. Y esto es así, porque de lo 
contrario se estaría refiriendo a ejercicios cerrados “en la 
misma fecha” o “en forma concomitante” con la entrada 
en vigencia de la ley, mas no con posterioridad a ella” 
(consid. 11).”Que a mayor abundamiento cabe tener en 
cuenta que cuando se trata de decidir acerca de la en-
trada en vigencia de una ley, aun en materia tributaria, 
resultan de aplicación inexcusable las disposiciones 
del Código Civil, en lo atinente al modo de contar los 
intervalos del derecho” (consid. 12).

publicación no existiría norma vigente alguna; 
todo ello, como dijimos, en la medida que no se 
intente atribuir al art. 87 de esta ley un sentido 
retroactivo.

La cuestión temporal tuvo su complemento 
cinco días después, mediante el dictado del 
dec. 99/2019, el cual generó nuevas dudas 
interpretativas.

Su art. 26 determina que “[l]as disposiciones 
del presente decreto entrarán en vigencia el día 
siguiente al de su publicación en el Boletín Ofi-
cial, con excepción del tít. I, que comenzará a 
regir de acuerdo con lo dispuesto en el art. 8º, 
del tít. III, que lo hará de acuerdo con lo seña-
lado en el art. 19 y de los títs. IV y V que comen-
zarán a regir el 1º de enero de 2020”.

El dec. 99/2019 se estructura en cinco títulos: 
I. Seguridad Social, II. Impuesto sobre los Bie-
nes Personales, III. Impuesto PAIS, IV. Tasa de 
Estadística y V. Derechos de Exportación.

Conforme al art. 26, solo el tít. II, referido al 
Impuesto a los Bienes Personales entraría a 
regir desde el día siguiente a su publicación, 
mientras que los restantes, lo harían de confor-
midad a una fecha especial asignada en cada 
caso.

Nos focalizaremos ahora en los títs. IV y V que 
regulan los topes a pagar en concepto de tasa 
de estadística, excepciones de pago y alícuotas 
de derechos de exportación de servicios, entre 
otras cuestiones; normas que regirían desde el 
01/01/2020.

Recordemos que tratándose de un decreto 
categorizado como reglamentario, este no 
puede modificar disposición alguna de la ley 
reglamentada (entre otros aspectos, lo relativo 
a su entrada en vigencia).

Por ello, mientras las disposiciones conteni-
das en los títs. IV y V del dec. 99/2019 regirían 
desde el primer día del año 2020, la ley 27.541 
ya había entrado en vigencia desde el mismo 
23 de diciembre (desde el minuto cero o desde 
la media tarde, según el criterio que se quiera 
adoptar).

Consideremos por caso la cuestión vincu-
lada a los máximos a pagar. El dec. 332/2019 
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establecía un esquema, fijando un último tope 
de USD 125.000 para operaciones de un valor 
mayor a USD 5 millones. Ahora bien, el dec. 
regl. 99/2019 establece un nuevo tope de USD 
150.000 para operaciones mayores a USD 1 mi-
llón (art. 20). Sin embargo, esos nuevos topes 
rigen recién a partir del 2020 (art. 26).

Dado el caso de una operación de importa-
ción a consumo oficializada el día 26 de diciem-
bre de 2019, fecha en la cual se encontraba ple-
namente vigente la alícuota del 3% (conforme lo 
determina la propia ley 27.541), no le resultaría 
aún aplicable el tope del dec. regl. 99/2019 (aún 
no vigente) sino el anterior (dec. 332/2019). 
Esta conclusión no parece coincidir con el espí-
ritu del conjunto normativo, pues conlleva a la 
aplicación —para las operaciones oficializadas 
en los pocos días que restaban del 2019— de la 
alícuota nueva y de topes viejos.

Análogos conflictos podrían surgir respecto a 
la vigencia de las exenciones previstas en el art. 
21 del dec. 99/2019 en el lapso que media entre 
el 23 al 31 de diciembre de 2019.

Todo ello en virtud de considerar que la en-
trada en vigencia de la ley 27.541 no puede de 
ningún modo quedar condicionada a lo que dis-
ponga su decreto reglamentario (salvo expresa 
remisión que efectúe la propia ley), máxime 
en este caso, en cual la operatividad de la 
ley 27.541 —en materia tributaria aduanera—, 
no quedaba en suspenso hasta el dictado de su 
reglamentación.

IV. Naturaleza jurídica del dec. 99/2019

En cuanto a los tipos de decretos que puede 
dictar el Poder Ejecutivo, la doctrina se ha ex-
presado de múltiples maneras. A lo largo del 
tiempo las clasificaciones han pasado de ser 
tripartitas  (35) a cuádruples, encontrando 
hoy como división básica aquella que se re-

 (35) BULLRICH, Rodolfo, “Principios Generales de 
Derecho Administrativo”, Ed. Guillermo Kraft Ltda., 
Buenos Aires, 1942, p. 59. Para este autor, los reglamen-
tos pueden ser de ejecución: aquellos que expide el poder 
administrador para el cumplimiento o ejecución de las 
leyes, autónomos: efectuados en ejercicio de un poder 
discrecional y delegados: aquellos dictados en virtud 
de la delegación de facultades realizada por el Poder 
Legislativo en favor del Ejecutivo.

fiere a los decretos autónomos (o indepen-
dientes), reglamentarios (o ejecutivos), dele-
gados y finalmente de necesidad y urgencia. 
Autores contemporáneos cuestionan la exis-
tencia de los decretos autónomos en forma 
separada  (36).

Lo cierto es que el dec. 99/2019 ha sido ca-
tegorizado como “reglamentación” de la ley 
27.541, de lo cual se deduce —obviamente— 
que encuadraría en la naturaleza de decreto 
“reglamentario”. Sin embargo, el párrafo final 
de sus considerandos reza: “Que la presente 
medida se dicta en ejercicio de las atribuciones 
conferidas por el art. 99, incs. 1º y 2º de la CN y 
por los arts. 10, 755, 764 y 765 de la ley 22.415 
(Cód. Aduanero) y sus modificaciones, 25 del 
tít. VI de la ley 23.966, texto ordenado en 1997 y 
sus modificaciones y 41, 49 y 52 de la ley 27.541”. 
Veamos en detalle.

Los incs. 1º y 2º del art. 99 de la CN son la 
norma fundante de la facultad que el presidente 
tiene para dictar decretos autónomos (para la 
doctrina que coincide en justificar su existen-
cia) y reglamentarios, respectivamente.

Ahora bien, el dec. 99/2019, no solo se basa 
en ellos. Por un lado, menciona al art. 10 del 
Cód. Aduanero, el cual, —en relación con la 
exportación de servicios, contiene en su parte 
final una manda también reglamentaria ( (37)). 
Pero por otro, cita los arts. 755, 764 y 765 de la 
ley 22.415 — Cód. Aduanero.

 (36) Postulan que conforme a la CN no existen ma-
terias que deban ser regidas por el Ejecutivo de modo 
excluyente, ni que resulte razonable inferir que este 
órgano de gobierno podría ejercerlas, solamente en 
virtud de lo dispuesto por el inc. 1º del art. 99. BALBÍN, 
Carlos, “Curso de Derecho Administrativo”, Ed. La 
Ley, Buenos Aires, 2007, t. I, p. 310, § V.5.

 (37) El apart. 2º del art. 10, Cód. Aduanero expre-
sa “Se consideran igualmente —a los fines de este 
Código— como si se tratare de mercadería:... c) Las 
prestaciones de servicios realizadas en el país, cuya 
utilización o explotación efectiva se lleve a cabo en el 
exterior. El Poder Ejecutivo Nacional será el encargado 
de establecer las normas complementarias pertinentes, 
como así también las disposiciones del presente código 
que no resultarán de aplicación”. Sobre este último 
aspecto cabe preguntarnos si dentro del concepto 
“reglamentación” resulta admisible que el PEN asuma 
la facultad de determinar la “inaplicabilidad parcial” 
de la propia ley reglamentada.
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Estos últimos artículos han sido catalogados 
por la doctrina como “legislación delegante”, al 
autorizar al PEN a dictar “decretos o reglamen-
tos delegados”, cuestión actualmente contem-
plada por el art. 76 de la CN.

Sobre la constitucionalidad de este tipo de 
normas hicimos alusión en anteriores aparta-
dos y existe abundante doctrina que trata ade-
cuadamente la cuestión.

Sin ánimo de profundizar en ello, lo cual ex-
cedería el objeto de este trabajo, nos permiti-
mos destacar que el encuadre de esta norma 
como mero “decreto reglamentario” resulta in-
completa, en tanto contiene disposiciones dic-
tadas en marco de una delegación de facultades 
tributarias.

En estos supuestos, el PEN ejerce potestades 
contempladas en el art. 76 de la CN y por ello, 
esta norma también debería haberse mencio-
narse en sus considerandos. Máxime cuando 
el propio art. 1º de la ley 27.541 establece que 
las delegaciones efectuadas en cabeza del Eje-
cutivo se realizan en el marco del art. 76 de la 
CN. Este tipo de omisiones resulta habitual en 
nuestra legislación  (38).

 (38) El propio dec. 332/2019 que fijó durante el 2019 
el esquema de topes al pago de la tasa de estadística, 
aclaró que se dictaba en ejercicio de las facultades con-
feridas por el inc. 1º del art. 99 de la CN y por el art. 764 
del Cód. Aduanero. Ninguna mención hizo del art. 76 
de la CN. La fijación de un tope al pago de la tasa de 
estadística constituye una modificación de la forma de 
liquidar este tributo y por ende incide en la estructura 
de su hecho imponible (dentro del cual se encuentra 
el método liquidatorio compuesto por: base y alícuota 
y eventualmente, escalas y/o topes). Por otra parte, el 
art. 24 del dec. 99/2019, que fija una alícuota del 5% a la 
exportación de servicios, encuadra perfectamente en 
la delegación de facultades tributarias que consagra el 
art. 755 del Cód. Aduanero. Recordemos, que su ante-
cedente, el dec. 1201/2018 (que estableció una alícuota 
del 12%, con tope) invocó para su dictado los incs. 1º y 2º 

Por ello es necesario recordar lo que hace 
años expresamos: por un lado, la errática utili-
zación de los incs. 1º y 2º del art. 99 de la CN 
para fundar decretos y, por otro, la existencia de 
lo que hemos denominado “decretos de natura-
leza mixta”  (39).

La costumbre de involucrar en una misma 
norma fuentes habilitantes de diversa natura-
leza y cuyo empleo exigen requisitos de índole 
dispar, lejos de ser reciente, tiene una arrai-
gada tradición en nuestro país. Tal como ex-
presa Gelly, “esa práctica institucional de em-
plear en una misma norma jurídica diferentes 
atribuciones ejecutivas, constituye, del mismo 
modo, una fuente de inseguridad e irrazonabi-
lidad”  (40).

Esta metodología resulta nociva y riesgosa 
para los derechos de los particulares, en tanto 
amalgama injustificadamente el ejercicio de 
facultades ordinarias con las extraordinarias, 
las cuales tienen un tratamiento constitucional 
diferenciado.

del art. 99 de la CN, los arts. 10 y 755 del Cód. Aduanero 
y el art. 81 de la ley 27.467 de Presupuesto. En ningún 
momento menciona al art. 76 de CN.

 (39) En la oportunidad sostuvimos: “Esta realidad 
fáctica y normativa y la diversidad de opiniones im-
perante, exige cuestionarnos si el inc. 1º del art. 99 de 
la CN, reconoce en el Ejecutivo (por ser la cabeza de la 
administración del país) un poder general y abstracto 
que en la práctica, se canalizaría invocando también 
alguno de los restantes incisos del art. 99 de la CN y 
normas complementarias, o si por el contrario, otorga 
una facultad diferenciada, específica y puntual (o al 
menos residual), cuyo ejercicio autoriza al dictado de 
un tipo particular de decretos”. SCHURIG, Harry, “La 
naturaleza mixta como categoría de los decretos del 
Poder Ejecutivo”, Compendio Jurídico, 41, junio 2010, 
Ed. Errepar - Erreius, Buenos Aires, 2010, ps. 327-342.

 (40) GELLI, María Angélica, “Constitución de la 
Nación - Comentada y concordada”, Ed. La Ley, Buenos 
Aires, 2ª ed., p. 708, §5.5.Tho
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Derechos de exportación. Algunos comentarios sobre 
el dec. 37/2019 y la ley 27.541

Osvaldo Balán y Alejandro Ciancaglini

I. Antecedentes. El dec. 793/2018

El dec. 793/2018 fue publicado en el Boletín 
Oficial el 04/09/2018. A través de esta norma 
se modificaron y generalizaron los derechos de 
exportación.

Se estableció un derecho general del 12% para 
todas las mercaderías comprendidas en las po-
siciones arancelarias de la Nomenclatura Co-
mún del Mercosur, hasta el 31/12/2020 (art. 1º).

A su vez, se dispuso un tope al porcentaje an-
tes indicado. El derecho de exportación no po-
día exceder a $4 por cada dólar estadounidense 
de valor imponible o precio oficial FOB, para las 
mercaderías incluidas en el Anexo I (produc-
ción primaria). Para otras mercaderías identi-
ficadas en las posiciones arancelarias incluidas 
en el Anexo II (manufacturas) el tope era de $3 
(art. 2º).

Por último, el art. 4º de la norma comentada 
aclaraba que para las mercaderías que ya esta-
ban gravadas, los nuevos derechos debían adi-
cionarse a los vigentes, produciéndose por lo 
tanto un aumento generalizado de estos.

En el caso del trigo, maíz, sorgo, girasol y 
cebada (que habían sido excluidas del régi-
men por el dec. 133/2015), los derechos pasa-
ron del 0% al 12% (con el tope de los $4, antes 
mencionado).

En cambio, para la soja (gravada al 25.50% 
hasta el 31/08/2018) la tasa pasó a ser el 18%, 
a lo que se agregó el 12% con el tope de los $4 
ya citado.

Las exportaciones de carnes también queda-
ron sujetas al régimen del 12%, así como tam-
bién las harinas y derivados. El límite era de $4 
y/o $3 por dólar de valor de exportación FOB, 
según se encontraran incluidas en el Anexo I o 
II del dec. 793/2018.

El sistema operaba como una retención com-
binada de porcentuales fijos y un valor “móvil”. 
Para la soja el fijo era del 18%. El 12% adicional, 
en la medida que superaba los $4, tenía como 
efecto una tasa efectiva de retención menor.

Para trigo, maíz, girasol y cebada (productos 
antes no gravados) el razonamiento era idén-
tico. A que a medida que el tipo de cambio 
aumentaba, la tasa efectiva de retención era 
menor.

Es así que, para alcanzar la alícuota máxima 
del 12% que converge a $4 por dólar, el tipo de 
cambio debería estar en un valor de $33.34 para 
productos primarios y de $25.00 para el caso de 
otros productos y manufacturas.

II. El nuevo dec. 37/2019

Este decreto, publicado el 14/12/2019, esta-
blece cambios relevantes en los derechos de 
exportación, modificando ciertos aspectos del 
dec. 793/2018.

La anunciada aparición de la nueva norma 
provocó que los productores-exportadores de 
granos y agroexportadores procedieran al ade-
lantamiento de las declaraciones juradas de 
ventas al exterior (DJVE) a los efectos de mori-
gerar los efectos del incremento en los derechos.
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El dec. 37/2019 ha sido dictado según las fa-
cultades otorgadas en el art. 755 de la ley 22.415 
(Código Aduanero), que faculta al Poder Eje-
cutivo a gravar con derechos de exportación la 
exportación de consumo de mercaderías, a des-
gravar la que estuviera gravada y a modificar los 
derechos de exportación establecidos.

Además, en los considerandos se hace refe-
rencia al apart. 2º del art. 755, que dispone en 
qué casos estas facultades pueden ejercerse 
(entre otras para estabilizar los precios inter-
nos y atender las necesidades de las finanzas 
públicas).

El nuevo decreto sustenta la modificación en 
dos aspectos fundamentales: 1) la grave situa-
ción por la que atraviesan las finanzas públicas, 
y 2) la devaluación producida desde la vigencia 
del anterior dec. 793/2018 y hasta el 10/12/2019, 
que habría superado el 60%.

La nueva norma en su Art. 1º deja sin efecto 
el límite de $4 por dólar de exportación, que es-
tablecía el dec. 793/2018. La vigencia es a partir 
de su publicación en el BO (14/12/2019).

En consideración a lo expresado, se establece 
la aplicación del siguiente esquema de retencio-
nes para los productos primarios y derivados:

- Las exportaciones de soja y sus derivados 
quedarán alcanzadas por la tasa del 30% (18% 
más 12%).

- Resto de granos (trigo, maíz, girasol, cebada 
y otros cereales): 12%.

- Productos de economías regionales y car-
nes: 9% (solo Incluidos en el Anexo II).

El esquema para granos y oleaginosas sufre 
entonces variaciones con respecto a lo que re-
gía antes de la vigencia de la nueva norma, es 
decir con anterioridad al 14/12/2019.

Considerando el valor del dólar estadouni-
dense a esa fecha, puede calcularse en forma 
estimativa que el incremento que soportarán 
de acá en adelante los productores sería aproxi-
madamente de un 5.30%, tal como fuera antici-
pado por diversas publicaciones vinculadas al 
sector agropecuario.

III. La ley 27.541

Esta nueva ley ómnibus denominada “Ley de 
Solidaridad Social y Reactivación Productiva 
en el Marco de la Emergencia Pública” fue pu-
blicada en el Boletín Oficial el día 23/12/2019. 
Esta contiene una reforma a diversos regímenes 
vigentes, modificaciones en varios gravámenes 
y la creación de otros.

En cuanto a derechos de exportación, el Tí-
tulo V (arts. 52 a 54) establece las facultades que 
el Poder Ejecutivo podrá ejercer, las que según 
el art. 52 se extenderán hasta el 31 de diciembre 
de 2021.

Dentro de esas facultades se fijan determina-
dos límites referidos a las alícuotas máximas de 
imposición para diferentes bienes, entre otras 
cuestiones.

Al respecto, el art. 52 dispone lo siguiente:

- La alícuota máxima de cualquier tipo de de-
recho de exportación, no podrá superar en nin-
gún caso el 33% del valor imponible o del precio 
oficial FOB.

- Sin embargo, a continuación de esta norma 
“genérica”, el art. 52 prohíbe que para determi-
nados bienes las alícuotas de los derechos de 
exportación superen ciertos topes:

- para las habas (porotos de soja) se prohíbe 
la superación del 33%;

- en el caso del trigo, maíz, cebada y girasol se 
prohíbe superar el 15%;

- para algunos productos agroindustriales de 
economías regionales (definidas por el PEN), el 
límite es el 5%. El mismo tope se aplicará en el 
caso de bienes industriales y servicios;

- en el caso de hidrocarburos y minería el 
límite máximo será del 8%, y los derechos de 
exportación no podrán disminuir el valor en 
“boca de pozo” para el cálculo y pago de rega-
lías a las provincias productoras  (1).

 (1) Cabe destacar que mediante el dec. (PEN) 58/2019, 
publicado también en el BO del 23/12/2019, el Poder Ejecu-
tivo ha observado en el art. 52 del Proyecto de Ley la frase 
que dice “En ningún caso el derecho de exportación de 
hidrocarburos podrá disminuir el valor Boca de Pozo para 
el cálculo y pago de regalías a las provincias productoras”.
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El mismo art. 52 de la ley establece el destino 
del valor incremental de los derechos de expor-
tación que prevé la nueva norma.

El 67% será destinado al financiamiento de 
programas a cargo de la ANSES y a las presta-
ciones de INSSPJ.

El 3% restante se destinará a la creación de 
un Fondo solidario de competitividad agroin-
dustrial (administrado por el MAGyP) para es-
timular la actividad de pequeños productores 
y cooperativas, a través de créditos para la pro-
ducción, innovación, agregado de valor y costos 
logísticos.

Finalmente se dispone la excepción del pago 
de derechos para empresas y sociedades del 
estado que tengan por objeto desarrollar ac-
tividades de ciencia, tecnología e innovación, 
otorgándose al PEN la facultad de exceptuar 
también a entidades estatales o con participa-
ción estatal que tengan como finalidad princi-
pal el desarrollo de dichas actividades.

Es muy importante remarcar lo que establece 
el art. 53 de la ley 27.541. Este dispone que el 
PEN deberá establecer mecanismos de “seg-
mentación y estimulo” tendientes a mejorar la 
rentabilidad y la competitividad de pequeños 
productores y cooperativas, cuyas actividades 
se encuentren alcanzadas por el eventual au-
mento de alícuotas.

A respecto establecerá criterios que estimu-
len la competitividad de la producción federal 
en función de las distancias entre los centros de 
producción y los de efectiva comercialización.

A nivel periodístico han surgido algunos co-
mentarios de cómo sería esta “segmentación”, 
la que tendría también en cuenta no solo las 
distancias antes mencionadas, sino también la 
producción de cada cereal por parte del respec-
tivo productor.

Habrá que esperar a las normas reglamenta-
rias para poder opinar con certeza sobre este 
tratamiento preferencial, que prevemos que no 
será de fácil instrumentación y aplicación.

Por otra parte, se dispone que en el caso 
que el PEN utilice las facultades menciona-
das (incrementar las alícuotas de los derechos 

de exportación hasta el límite previsto por la 
ley 27.540), deberá informarlo a una “comisión 
especial” integrada por legisladores, represen-
tantes del Consejo Federal Agropecuario y de 
entidades del sector agropecuario, para que se 
expidan al respecto.

Parecería entonces que solo existe la obli-
gación de “informar” por parte del PEN. Ante 
planteos de disconformidad por parte de las en-
tidades representativas del sector, será el PEN 
quien podrá o no tenerlas en consideración.

A su vez, el art. 53 dispone que los eventuales 
aumentos de las alícuotas no serán aplicados 
a los distritos que se declaren en emergencia 
agropecuaria conforme a la ley 26.509.

Si bien esta norma es positiva, deberá regla-
mentarse para tornarse operativa (contem-
plando períodos involucrados, reconocimiento 
de los granos provenientes de las zonas de 
emergencia, forma de aplicación del beneficio 
o reintegro, etc.).

Finalmente, el art. 54 aclara que, sin perjuicio 
de lo dispuesto en la ley, mantendrán su validez 
y vigencia los decs. 1126/2017, 486 y 487/2018, 
793/2018 y 37/2019 y sus correspondientes mo-
dificaciones (los decs. 793/2018 y 37/2019 fue-
ron comentados en la presente colaboración).

Cabe resaltar que el dec. (PEN) 58/2019 (BO 
23/12/2019) ha establecido la promulgación 
de la ley 27.541, con la salvedad expuesta en la 
nota 1.

IV. El problema de la transición

Con la nueva norma, se plantea idéntica si-
tuación a la ocurrida con la vigencia del dec. 
793/2018.

En dicha oportunidad, se opinó que todas las 
operaciones de exportación de granos registra-
das por los operadores hasta dicho momento 
no estaban incididas por tal régimen, en razón 
de que este no preveía ninguna aplicación re-
troactiva  (2).

 (2) CIANCAGLINI, Alejandro, “Recientes retenciones 
a la exportación”, Novedades Fiscales. Ámbito Financiero 
del 11/09/2018.
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Debe resaltarse al respecto lo dispuesto por el 
art. 6º de la ley 21.453. Esta norma establece que 
“...a los fines de la liquidación de los derechos 
de exportación, reembolsos, reintegros, con-
tribuciones, tasas, servicios y demás tributos 
que gravaren o beneficiaren la exportación de 
las mercaderías a que se refiere, serán de apli-
cación los regímenes tributarios, de alícuotas, 
arancelario y de base imponible (precio índice, 
valor FOB, valor FOB mínimo o equivalente) vi-
gentes a la fecha de cierre de cada venta”.

La ley 26.351, en forma complementaria 
aclara que “...cuando se produjera un incre-
mento en más de las alícuotas correspondien-
tes a los derechos de exportación de productos 
agropecuarios alcanzados por las disposiciones 
de la ley 21.453, en el período comprendido en-
tre el Registro de la Declaración Jurada de Venta 
al Exterior (DJVE) y el de la oficialización de la 
correspondiente Destinación de Exportación, 
los exportadores deberán acreditar de modo fe-
haciente la tenencia o en su caso la adquisición 
de tales productos con anterioridad al aludido 
incremento...”.

También dispone que “quienes no satisfagan 
los requisitos establecidos por la autoridad de 
aplicación para el cumplimiento del art. 1º, de-
berán tributar la mayor alícuota en concepto de 
derechos de exportación, entre las vigentes a la 
fecha del registro de las Declaraciones Juradas 
de Ventas al Exterior (DJVE) o a la fecha de ofi-
cialización de las respectivas destinaciones de 
exportación”.

Es decir que si los productores o agro expor-
tadores acreditan la tenencia o adquisición 
de la mercadería, a la fecha de vigencia de la 
modificación, no se les impondría aplicación 
del aumento de alícuota de los derechos de 
exportación.

El establecimiento de nuevos tributos con 
efecto retroactivo, y para este caso específico de 
los derechos de exportación, aparecería como 
violatorio de derechos constitucionales.

Sin embargo, al conocerse con anticipación 
la aplicación de las nuevas medidas, la regis-
tración de operaciones de exportación adelan-
tándose a su vigencia habría generado conse-
cuencias negativas tanto para el Fisco como a 
los productores.

V. Algunas reflexiones sobre los derechos 
de exportación

En una anterior colaboración, nos hemos re-
ferido a la baja de retenciones por aplicación 
del dec. 133/2015. Reseñamos en dicha oportu-
nidad algunas opiniones doctrinarias respecto 
a la naturaleza jurídica y efectos de las mal lla-
madas “retenciones” a la exportación  (3).

Dijimos que la imposición de los derechos 
de exportación genera efectos nocivos sobre 
la producción primaria y las economías re-
gionales y sobre la inversión proyectada en el 
sector agropecuario. Las llamadas retenciones 
de exportación en realidad son simplemente 
impuestos a la exportación, o derechos de ex-
portación  (4).

Se entiende por tales a aquellos que impli-
can una exacción de una cuantía dineraria 
fija o variable a la exportación de un producto 
determinado.

Tal como lo indica un informe de la Bolsa de 
Comercio de Rosario del año 2008  (5), este ins-
trumento utilizado como herramienta de polí-
tica económica y adoptado para satisfacer uno 
o más objetivos de gobierno, tiene como uno 
de sus efectos (buscados o no, directa o indirec-
tamente) la reducción de las exportaciones del 
producto sobre el cual recae su aplicación.

Los derechos de exportación han sido criti-
cados por distintos economistas, quienes han 
opinado que “de ser mantenidos más allá de 
un corto plazo, producen serios efectos dis-
torsivos por su impacto sobre la estructura de 
precios relativos, en el funcionamiento de la 
economía”  (6).

 (3) BALÁN, Osvaldo - CIANCAGLINI, Alejandro, “La 
eliminación de retenciones a la exportación”, PET, 2016 
(febrero 579), p. 1.

 (4) CONESA, Eduardo, “Las retenciones desde el 
punto de vista macroeconómico”, Suplemento Especial, 
Ed. La Ley, abril 2008, p. 3.

 (5) BOLSA DE COMERCIO DE ROSARIO, Revista 
Institucional 1506, 19/12/2008, Fundación INAI. Limita-
ciones a las exportaciones. Análisis legal desde el punto 
de vista del derecho internacional público.

 (6) CUELLO, Raúl E., “Las retenciones a las expor-
taciones: un mal instrumento de política económica”, 
Suplemento Especial, Ed. La Ley, abril 2008, p. 21.

Tho
mso

n R
eu

ter
s



Osvaldo Balán y Alejandro Ciancaglini

133

También se ha sostenido que estos no tienen 
en consideración la distinta estructura de costos 
de los productores según la zona geográfica en 
la que están ubicados y el rinde que puede ob-
tenerse, lo que repercute en forma diferente en 
sus rentabilidades  (7). Es decir que hay una clara 
discriminación que afecta la capacidad contribu-
tiva, ya que son idénticas las alícuotas ante una 
realidad económica absolutamente diferente.

Esto afecta el principio de capacidad contri-
butiva y el de equidad, como acertadamente se 
ha señalado  (8).

Desde el punto de vista jurídico se ha dicho 
que estos derechos, al menos en la forma en 
que pretenden ser aplicados, estarían violando 
los principios de reserva de ley, igualdad, no 
confiscatoriedad y seguridad jurídica  (9).

Algunos autores sostienen que las resolucio-
nes ministeriales que crean o modifican dere-
cho se exportación serían inconstitucionales, ya 
que deberían surgir de una ley base  (10).

En el Fallo “Camaronera Patagónica”  (11), la 
Corte Suprema ratificó que los derechos de ex-
portación son impuestos y consideró ilegal una 
resolución del Ministerio de Economía para 
ciertas retenciones aplicables a productos pes-
queros, hasta el momento en que estas fueron 
ratificadas legalmente.

Por otra parte, en general se sostiene que la 
aplicación de este tipo de gravámenes es re-

 (7) SÁENZ VALIENTE, Santiago A., “Retenciones a las 
exportaciones de productos primarios y sus derivados”, 
Suplemento Especial, Ed. La Ley, abril 2008, p. 81.

 (8) LASCANO, Marcelo R., “Las retenciones sobre las 
exportaciones, equidad económica y el principio de la 
capacidad contributiva”. Suplemento Especial, Ed. La 
Ley, abril 2008, p. 29.

 (9) SPISSO, Rodolfo R., “Las retenciones a la expor-
tación y la violación de los principios de reserva de ley, 
igualdad, no confiscatoriedad y seguridad jurídica”, 
Suplemento Especial, Ed. La Ley, abril 2008, p. 93.

 (10) SANABRIA, Pablo D., “Capítulo Derechos de 
exportación de productos agropecuarios. La actividad 
agropecuaria. Aspectos Impositivos, comerciales y labo-
rales” (Balán y otros), Ed. La Ley, 2011, 2ª ed. actualizada 
y ampliada, p. 1018.

 (11) CS, 15/04/2014, “Camaronera Patagónica SA c. 
Ministerio de Economía y otros s/ amparo”, LA LEY 
Online.

gresiva, generando un efecto negativo al re-
caer indefectiblemente en el precio pagado a 
la producción primaria y sus subproductos de 
exportación.

La instrumentación de los derechos de expor-
tación operada desde el año 2002 en adelante 
no fue bien recibida por los productores, aun-
que tal vez tuviese alguna razonabilidad por la 
enorme devaluación de aquel momento y la cri-
sis terminal a la que había llegado nuestro país.

En 2008 la res. 125/2008 del Ministerio de 
Economía provocó una grave crisis entre el go-
bierno y el sector agropecuario. Por esta norma 
se pretendió la instauración de “retenciones 
móviles”. Luego de múltiples discusiones y 
conflictos, incluyendo un prolongado paro del 
campo, finalmente el dec. 1176/2008 dejó sin 
efecto el sistema propuesto.

VI. A modo de conclusión

El dec. 37/2019 ha sido dictado ratificando la 
posición del Poder Ejecutivo respecto a la legi-
timidad de sus facultades para dicho acto. Sin 
embargo, se insiste en la cuestionable metodo-
logía de establecer o incrementar los derechos 
de exportación sin una norma legal que lo avale 
constitucionalmente.

En oportunidad de analizar el dec. 793/2018 
manifestamos que, además de ello, toda impo-
sición de retenciones a la exportación genera 
el rechazo en los sectores exportadores, aun-
que son los productores quienes sufren en ma-
yor medida las consecuencias de este tipo de 
gravamen.

En efecto, la imposición es trasladada por los 
exportadores “hacia atrás”, es decir, al precio 
que pagan a los productores de las mercade-
rías gravadas. Es soportada en particular por las 
PYMES agrícolas, que en el mercado de compe-
tencia perfecta en el que el que operan (cerea-
les y oleaginosas) nunca fijan el precio de sus 
productos.

Si bien ha habido un incremento significativo 
en el tipo de cambio desde setiembre de 2018 a 
la fecha, recordemos que la mayoría de los insu-
mos de los productores están dolarizados, con 
lo cual el presunto beneficio de la devaluación 
queda neutralizado o disminuido.
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Los derechos de exportación generan in-
certidumbre, afectan las decisiones de inver-
sión de los sectores afectados y distorsionan 
los mercados. Por lo tanto, deberían aplicarse 
en situaciones excepcionales y por un tiempo 
determinado.

La flamante ley 27.541, de “Solidaridad Social 
y Reactivación Productiva”, habilita la imposi-
ción con las limitaciones analizadas. Otorga 
un marco de mayor legitimidad a los decretos 

vigentes, aportando un elemento de necesaria 
integración al concepto de “seguridad jurídica” 
más allá de las críticas que la técnica legislativa 
adoptada nos mereciera y de las dudas que aún 
persisten sobre el tema.

Esperemos que prontamente se dicten las 
normas reglamentarias respectivas, que como 
ya dijimos, resultan imprescindibles para la 
adecuada clarificación y operatividad del régi-
men recientemente sancionado.

Tho
mso

n R
eu

ter
s



Régimen de regularización de 
obligaciones para mipymes

Tho
mso

n R
eu

ter
s



Tho
mso

n R
eu

ter
s



Moratoria para mipymes. Ley de Emergencia Económica

Andrea G. Reynoso y Richard L. Amaro Gómez

El presente artículo tiene por finalidad analizar los aspectos más salientes de la nueva moratoria 
para mipymes creada por la denominada “Ley de Solidaridad Social y Reactivación Productiva en 
el marco de la Emergencia Pública” —ley (PE) 27.541—, sancionada por el Congreso de la Nación 
los días jueves 19 y viernes 20 de diciembre de 2019. Y publicada en el Boletín Oficial el lunes 23 de 
diciembre de 2019.

Previamente haremos una introducción para el mejor entendimiento del tema.

I. Introducción

Antes de entrar en el análisis de los aspectos más salientes del nuevo régimen de regularización 
de obligaciones tributarias, de la seguridad social y aduaneras para mipymes; es necesario hacer la 
distinción entre moratoria y plan de pago.

En general, se entiende que una moratoria es una prórroga en el plazo de pago de obligaciones de 
tributarias, las cuales se financian mediante cuotas, pero que otorga la condonación de una parte 
de la deuda en lo que respecta a intereses devengados y/o de sanciones. Mientras que en un plan 
de pago no existen condonaciones de los intereses devengados de la deuda ni de sanciones, solo 
existe la posibilidad de diferir el pago de una deuda mediante un régimen de facilidades de finan-
ciamiento en cuotas.

En ambos casos estamos ante regímenes de facilidades de pago, solo que en el caso de la morato-
ria el beneficio no solo radica en la posibilidad de cancelar una deuda mediante cuotas de financia-
miento, sino también en la posibilidad de lograr la condonación (reducción) de la deuda en materia 
de intereses y liberación de sanciones.

En el siguiente cuadro podemos ver las diferencias entre ambos conceptos, en general:

Fuente: Infobae Profesional, “Moratoria y plan de pago: cuáles son las diferencias”, por PASSARELLI, Ezequiel, link: 
https://www.iprofesional.com/impuestos/304196-afip-retenciones-tributos-Moratoria-y-plan-de-pago-cuales-
son-las-diferencias.
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II. Marco normativo. Título IV. Capítulo I. Ley (PL) 27.541

II.1. Sujetos, obligaciones alcanzadas y plazo. Art. 8º

- Sujetos: todos los contribuyentes y responsables que encuadren y se encuentren inscriptos 
como micro, pequeñas o medianas empresas, según lo dispuesto en el art. 2º de la ley (PL) 24.467 y 
demás normas complementarias.

A estos fines se precisa que se deberá acreditar la inscripción con el Certificado MiPyME vigente 
al momento de la presentación de la moratoria. Aunque también podrán acogerse al mismo régi-
men las entidades civiles sin fines de lucro.

Asimismo, las mipymes que no cuenten con el referido certificado al momento de la publica-
ción de la ley (BO: 23/12/2019), podrán adherir al régimen de manera condicional, siempre que lo 
tramiten y obtengan dentro del plazo comprendido entre el primer mes calendario posterior al de 
la publicación de la reglamentación del régimen en el Boletín Oficial hasta el 30 de abril de 2020, 
inclusive.

No obstante, la adhesión condicional caducará si el presentante no obtiene el certificado en di-
cho plazo.

- Obligaciones alcanzadas: deudas impositivas, aduaneras y de la seguridad social siempre que 
estén vencidas al 30 de noviembre de 2019 (inclusive), comprendiendo infracciones relacionadas 
con dichas deudas.

Si bien la moratoria comprende a casi todos los tributos, se disponen ciertas exclusiones con-
forme se expone en el cuadro a continuación:

Deuda proveniente de: Descripción:

ART Cuotas con destino al régimen de riesgos del trabajo.

Aportes y contribuciones Aportes y contribuciones con destino a las obras so-
ciales.

Impuestos específicos Impuestos sobre los combustibles líquidos y el dióxi-
do de carbono - Título III de la ley (PL) 23.966.

Impuesto al gas natural sustituido por ley (PL) 27.430.

Impuesto sobre el gas oil y el gas licuado que preveía 
la ley (PL) 26.028. 

Fondo Hídrico de Infraestructura que regulaba la ley 
(PL) 26.181. 

Impuesto específico sobre la realización de apuestas 
– ley (PL) 27.346.

Tributos e infracciones – regímenes promocionales No resultan alcanzadas por el mismo las obligacio-
nes o infracciones vinculadas con regímenes promo-
cionales que concedan beneficios tributarios.
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Adicionalmente, se precisa ciertas deudas que se encuentran comprendidas en los alcances de la 
regularización según exponemos a continuación:

Deuda proveniente de: Descripción:

Planes de pago Planes de pago vigentes y las deudas emergentes de 
planes caducos.

Impuesto Fondo para Educación y Promoción Cooperativa – 
ley (PL) 23.427.

Tributos aduaneros Cargos suplementarios por tributos a la exportación 
o importación.

Asimismo, se incluye las liquidaciones de los citados 
tributos comprendidas en el procedimiento para las 
infracciones del Código Aduanero. 

Estímulos a la exportación Importes que en concepto de estímulos a la exporta-
ción debieran restituirse a la AFIP. 

- Plazo: podrán acogerse a la moratoria entre el primer mes calendario posterior al de la publi-
cación de la reglamentación del régimen en el Boletín Oficial (BO) hasta el 30 de abril de 2020, 
inclusive.

Por lo tanto, el plazo de inicio va a empezar a correr a partir del mes posterior de la publicación 
de la resolución reglamentaria en el BO.

II.2. Deudas en discusión administrativa o judicial. Art. 9º

Las siguientes deudas, siempre que estén alcanzadas por el art. 1º de la ley, también quedan in-
cluidas en la moratoria:

Tipo Tipo

Deudas en discusión administrativa o judicial Deudas curso de discusión administrativa o que sean 
objeto de un procedimiento administrativo o judicial 
a al 23 de diciembre de 2019. 

Es condición indispensable para adherir a la morato-
ria que el demandado, total o parcialmente se allane 
incondicionalmente por las obligaciones regulariza-
das y, en su caso, desista y renuncie a toda acción y 
derecho, incluso el de repetición, asumiendo el pago 
de las costas y gastos causídicos (*).

Deudas con denuncia penal tributaria o económica Deudas respecto de las cuales hubieran prescripto 
las facultades de la AFIP para determinarlas y exigir-
las, y sobre las que se hubiere formulado denuncia 
penal tributaria o, en su caso, penal económica.

(*) “El allanamiento y/o, en su caso, desistimiento, podrá ser total o parcial y procederá en cualquier etapa o instancia admi-
nistrativa o judicial, según corresponda”. 
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II.3. Suspensión de acciones penales y aduaneras. Art. 10

La adhesión a la moratoria produce “(...) la suspensión de las acciones penales tributarias y adua-
neras en curso y la interrupción de la prescripción penal, aun cuando no se hubiere efectuado la 
denuncia penal hasta ese momento o cualquiera sea la etapa del proceso en que se encuentre la 
causa, siempre y cuando la misma no tuviere sentencia firme”.

En este marco, los efectos son los siguientes:

En el caso de pago de la deuda en las 
condiciones prevista por el régimen

Extinción de la acción penal tributaria o aduanera, en la medida 
que no exista sentencia firme a la fecha de cancelación

En el caso de las infracciones aduaneras, producirá la extinción 
de la acción penal aduanera en los términos de los artículos 930 y 
932 del Código Aduanero, siempre que no exista sentencia firme 
a la fecha de acogimiento.

Caducidad

Implicará: 

-	 La reanudación de la acción penal tributaria o adua-
nera, habilitará la promoción por parte de la AFIP de la 
denuncia penal que corresponda, en aquellos casos en 
que el acogimiento se hubiere dado en forma previa a 
su interposición. 

-	 El comienzo o la reanudación, según el caso, del 
cómputo de la prescripción penal tributaria y/o 
aduanera.

II.4. Exenciones y condonaciones. Art. 11

Para los contribuyentes y responsables que adhieran a la moratoria, y siempre que cumplan con 
los pagos previstos por este, gozarán de las siguientes exenciones y condonaciones:

Condonaciones y exenciones Descripción

Multas y demás sanciones que no se encuentren fir-
mes a la fecha del acogimiento al régimen.

-	 Ley (PL) 11.683.

-	 Ley (PL) 17.250. 

-	 Ley (PL) 22.161.

-	 Ley (PL) 22.415. 

Del 100% de los intereses resarcitorios y/o punitorios 
previstos en los arts. 37 y 52 de la ley (PL) 11.683.

Del capital adeudado y adherido al régimen de regu-
larización correspondiente al aporte personal pre-
visto en el art. 10, inc. c) de la ley (PL) 24.241, de los 
trabajadores autónomos comprendidos en el art. 2°, 
inc. b) de la dicha ley.
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Condonaciones y exenciones Descripción

Intereses resarcitorios y/o punitorios de deudas 
tributarias y aduaneras:

-	 Intereses resarcitorios y/o punitorios de 
los arts. 37, 52 y 168 de la ley (PL)11.683.

-	 Intereses resarcitorios y/o punitorios so-
bre multas y tributos aduaneros previstos 
en los arts. 794, 797, 845 y 924 del Código 
Aduanero.

En el importe que por el total de intereses supere el 
porcentaje que para cada caso se establece a conti-
nuación:

1.	 Período fiscal 2018 y obligaciones mensua-
les vencidas al 30 de noviembre de 2019: el 
10% del capital adeudado.

2.	 Períodos fiscales 2016 y 2017: 25% del capi-
tal adeudado.

3.	 Períodos fiscales 2014 y 2015: 50% del capi-
tal adeudado.

4.	 Períodos fiscales 2013 y anteriores: 75% del 
capital adeudado.

Se aclara que será de aplicación lo dispuesto 
en el cuadro precedente respecto de los concep-
tos mencionados que no hayan sido pagados o 
cumplidos con anterioridad a la fecha de en-
trada en vigencia de la presente ley (23/12/2019) 
y correspondan a obligaciones impositivas, 
aduaneras y de los recursos de la seguridad so-
cial vencidas, o por infracciones cometidas al 30 
de noviembre de 2019.

II.5. Infracciones, exenciones y condonaciones. 
Obligaciones formales. Cumplimiento. Art. 12

Se debe tener presente que, en el caso de in-
fracciones cometidas hasta el 30 de noviembre 
de 2019, que no se encuentren firmes ni abo-
nadas, las exenciones y condonaciones (mul-
tas y demás sanciones), resultarán procedentes 
siempre que dicha obligación formal haya sido 
cumplida con anterioridad a la fecha en que fi-
nalice el plazo para el acogimiento del plan de 
pagos.

Asimismo, en el caso de haberse sustanciado 
el sumario administrativo (de acuerdo con el 
art. 70 de la ley [PL] 11.683), el beneficio antes 
indicado solo resultará procedente cuando se 
hubiere subsanado el acto u omisión atribuido 
antes de la fecha de vencimiento del plazo esta-
blecido para el acogimiento del plan de pagos.

Adicionalmente, la norma aclara que siempre 
que la falta hubiere sido cometida con anterio-
ridad al 30 de noviembre de 2019 (inclusive) y 

el deber formal transgredido no fuese, por su 
naturaleza, susceptible de ser cumplido con 
posterioridad a la comisión de este, la sanción 
quedará condonada de oficio.

Respecto de las multas y las demás sancio-
nes, también quedarán condonadas de pleno 
derecho siempre que se cumplan dos requisi-
tos a la fecha de entrada en vigencia de la ley 
(23/12/2019) bajo análisis:

1) Que la obligación principal se encuentre 
abonada.

2) Que las sanciones no se encuentren firmes.

También resultarán condonados los intereses 
resarcitorios y/o punitorios correspondientes al 
capital abonado con anterioridad a la mencio-
nada fecha.

En el caso de corresponder, se producirá la 
baja de la inscripción del contribuyente del Re-
gistro Público de Empleadores con Sanciones 
Laborales (REPSAL) - Ley (PL) 26.940.

II.6. Condiciones para que resulten proceden-
tes las exenciones y condonaciones. Art. 13

Se estipula que los beneficios de exención y 
condonación previstos en el presente régimen 
(art. 11), resultará procedente siempre que se 
cumplan ciertas condiciones en cuanto al pago 
de la deuda proveniente de:
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- el capital,

- los intereses no condonados y,

- las multas firmes.

En este marco, se estipula que los contribuyentes y responsables deberán cumplir algunas de las 
siguientes condiciones:

Tipo Modalidad

Compensación Compensación de la deuda, cualquiera sea su origen, 
con saldos de libre disponibilidad, devoluciones, 
reintegros o reembolsos a los que tengan derecho por 
parte de la AFIP, en materia impositiva, aduanera o 
de recursos de la seguridad social a la fecha de entra-
da en vigencia de la presente ley (23/12/2019).

Pago al contado con descuento Cancelación mediante pago al contado, hasta la fe-
cha en que se efectúe el acogimiento al presente régi-
men, siendo de aplicación en estos casos una reduc-
ción del 15% de la deuda consolidada.

Financiación mediante un plan de pago Cancelación total mediante alguno de los planes de 
facilidades de pago que al respecto disponga la AFIP, 
los que se ajustarán a las siguientes condiciones:

1. Tendrán un plazo máximo de:
1.1. 60 cuotas para aportes personales con destino al 
Sistema Único de la Seguridad Social y para retencio-
nes o percepciones impositivas y de los recursos de la 
seguridad social.
1.2. 120 cuotas para las restantes obligaciones.
2. La primera cuota vencerá como máximo el 16 de 
julio de 2020 según el tipo de contribuyente, deuda y 
plan de pagos adherido.
3. Podrán contener un pago a cuenta de la deuda 
consolidada en los casos de pequeñas y medianas 
empresas.
4. La tasa de interés será fija, del 3% mensual, respec-
to de los primeros 12 meses y luego será la tasa varia-
ble equivalente a BADLAR utilizable por los bancos 
privados. El contribuyente podrá optar por cancelar 
anticipadamente el plan de pagos en la forma y bajo 
las condiciones que al efecto disponga la Administra-
ción Federal de Ingresos Públicos.
5. La calificación de riesgo que posea el contribuyen-
te ante la Administración Federal de Ingresos Públi-
cos no será tenida en cuenta para la caracterización 
del plan de facilidades de pago.
6. Los planes de facilidades de pago caducarán:
6.1. Por la falta de pago de hasta seis (6) cuotas.
6.2. Incumplimiento grave de los deberes tributarios
6.3. Invalidez del saldo de libre disponibilidad utiliza-
do para compensar la deuda.
6.4. La falta de obtención del Certificado MiPyME en 
los términos del artículo 8 de la presente ley.
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II.7. Agentes de retención / percepción. Consideraciones generales. Art. 14

Los agentes de retención y percepción que adhieran al régimen a fin de exteriorizar y regularizar 
los importes que hubieren omitido retener o los importes que, habiendo sido retenidos o percibidos 
no hubieran sido ingresados en los plazos correspondientes, gozarán de la liberación de multas y 
de cualquier otra sanción que no se encuentre firme a la fecha de entrada en vigencia de la ley bajo 
análisis (23/12/2019).

No obstante, de tratarse de recaudaciones omitidas los agentes quedarán eximidos de su respon-
sabilidad siempre que el sujeto pasible de retención o percepción regularice su situación mediante 
el presente régimen o lo hubiese realizado con anterioridad.

En relación con las medidas suspensivas y extintivas de la acción penal, regirán las previstas para 
los contribuyentes en general.

II.8. Reintegro / repetición de sumas ingresadas con anterioridad. Art. 15

La norma bajo análisis precisa que no se encuentran sujetas a reintegro o repetición los importes 
que se hubieren abonado con anterioridad a la entrada en vigencia del presente régimen, en con-
cepto de intereses resarcitorios y/o punitorios y/o multas, por las obligaciones comprendidas en 
este.

II.9. Sujetos excluidos. Art. 16

Se encuentran excluidos del régimen de regularización los sujetos que se encuentren en algunas 
de las siguientes situaciones, a la fecha de publicación de esta en el Boletín Oficial (23/12/2019):

Sujetos Condición

 Declarados en estado de quiebra Respecto de los cuales no se haya dispuesto la conti-
nuidad de la explotación, conforme a lo establecido 
en las leyes 24.522 o 25.284, mientras duren los efec-
tos de dicha declaración.

Condenados por alguno de los delitos previs-
tos en las  leyes  23.771,  24.769  y,  Título IX de la  ley 
(PL) 27.430 o en la ley (PL) 22.415

Respecto de los cuales se haya dictado sentencia fir-
me con anterioridad a la entrada en vigencia de la 
presente  ley, siempre que la condena no estuviera 
cumplida.

Los condenados por delitos dolosos Cuando sus delitos tengan conexión con el incum-
plimiento de obligaciones tributarias, respecto de los 
cuales se haya dictado sentencia firme con anterio-
ridad a la fecha de entrada en vigencia de la presen-
te ley, siempre que la condena no estuviere cumplida.

Las personas jurídicas Cuando sus socios, administradores, directores, 
síndicos, miembros del consejo de vigilancia, con-
sejeros o quienes ocupen cargos equivalentes en 
las mismas, hayan sido condenados por infrac-
ción a las  leyes  23.771  o  24.769,  Título IX de la  ley 
(PL)   27.430,  ley (PL)   22.415 o por delitos dolosos 
que tengan conexión con el incumplimiento de obli-
gaciones tributarias, respecto de los cuales se haya 
dictado sentencia firme con anterioridad a la fecha 
de entrada en vigencia de la ley bajo análisis, siempre 
que la condena no estuviere cumplida.
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II.10. Reglamentación. Art. 17

Finalmente, se dispone que la AFIP dictará la 
normativa reglamentaria estipulando:

a) los plazos, formas, requisitos y condiciones 
para acceder al programa de regularización y 
sus reglas de caducidad;

b) las condiciones diferenciales referidas a las 
establecidas en el presente Capítulo, a fin de:

b.1. estimular la adhesión temprana a este;

b.2. ordenar la refinanciación de planes vigentes.

III. La reflexión final

Hemos intentado recopilar los aspectos más 
salientes de la nueva moratoria para mipymes, 

que esperemos que pronto sea reglamentada 
por parte de la Administración Federal de Ingre-
sos Públicos para que se torne operativa.

Véase que es una moratoria especial dado 
que existen tres posibilidades de cancelación 
de capital: compensación con saldos a favor, 
pago al contado con descuento o pago en 
cuotas. De las tres, resulta toda una novedad 
la posibilidad de cancelar la deuda mediante 
una compensación con saldos a favor de libre 
disponibilidad.

Por último, considérese que la AFIP tiene am-
plias facultades sobre el presente régimen, por 
lo cual será crucial esperar la resolución general 
que fije su extensión y alcances.
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Régimen de regularización de obligaciones para 
mipymes. Ley 27.541

Alberto M. Bello

I. Consideraciones previas

Con fecha 17/12/2019 el Poder Ejecutivo Na-
cional (en adelante, PEN) elevó al Congreso 
Nacional el proyecto de ley denominado de “So-
lidaridad Social y Reactivación Productiva en 
el marco de la Emergencia Pública”, que fuera 
aprobado por el Senado y la Cámara de Dipu-
tados de la Nación el 21/12/2019 y sancionado a 
través de la ley 27.541  (1).

Mediante dicha ley se declaró la emergencia 
pública en materia económica, fiscal, admi-
nistrativa, previsional, tarifaria, energética, sa-
nitaria y social, delegándose en el PEN, las fa-
cultades comprendidas en esta en los términos 
del art. 76 de la CN, de acuerdo con las bases de 
delegación establecidas en su art. 2º, hasta el 
31/12/2020.

El inc. c) del art. 2º de la ley 27.541 promueve 
la reactivación productiva, teniendo por objeto 
la generación de incentivos focalizados y la im-
plementación de planes de regularización de 
deudas tributarias, aduaneras y de los recursos 
de la seguridad social para micro, pequeñas y 
medianas empresas (en adelante, mipymes) 
y entidades civiles sin fines de lucro. Esta dis-
posición habilita al organismo recaudador a 
implementar en el futuro nuevos planes de fa-
cilidades de pago y beneficios para los sujetos 
mencionados.

En este sentido, el Título IV, denominado 
“Obligaciones Tributarias” de la norma men-

 (1) Ley 27.541, BO: 23/12/2019, fuente: www.checkpoint.
laleyonline.com.ar.

cionada, prevé en su Capítulo 1 un régimen de 
“Regularización de Obligaciones Tributarias, de 
la Seguridad Social y Aduaneras para Mipymes” 
(arts. 8º a 17, ley 27.541).

II. Aspectos relevantes a considerar

Los contribuyentes y responsables de los tri-
butos y de los recursos de la seguridad social 
cuya aplicación, percepción y fiscalización se 
encuentren a cargo de la Administración Fe-
deral de Ingresos Públicos (en adelante, AFIP), 
que encuadren y se encuentren inscriptos como 
mipymes [art. 2º, ley 24.467  (2)] podrán aco-
gerse a partir de enero de 2020 (supeditado a la 
fecha que disponga la reglamentación) y hasta 
el 30/04/2020, al régimen de regularización de 
deudas tributarias y de los recursos de la seguri-
dad social y de condonación de intereses, mul-
tas y demás sanciones que prevé el Capítulo 1 
del Título IV de la ley 27.541, por las obligacio-
nes vencidas al 30/11/2019, inclusive.

A dichos efectos deberán acreditar su ins-
cripción con el Certificado MiPyME, vigente al 
momento de presentación al presente régimen 
de regularización, conforme lo establecido por 
la Secretaría de Emprendedores y de la Pequeña 
y Mediana Empresa dependiente del Minis-
terio de Desarrollo Productivo (en adelante, 
SEPyME). Aquellas mipymes que no cuenten 
con dicho certificado al 23/12/2019, podrán 
adherir al régimen de manera condicional, en 
la medida que lo tramiten y obtengan hasta el 

 (2) Ley 24.467, BO: 24/03/1995, fuente: www.checkpoint.
laleyonline.com.ar.
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30/04/2020. De lo contrario, la adhesión condi-
cional caducará a esta última fecha  (3).

El régimen de regularización es amplio, ad-
mitiéndose deudas en discusión administrativa 
o judicial al 23/12/2019, incluyendo aquellas en 
que hubieren prescripto las facultades del orga-
nismo recaudador y sobre las cuales se hubiere 
formulado denuncia penal tributaria o penal 
económica. Asimismo, se admite la refinancia-
ción de planes de pago vigentes y la inclusión 
de deudas provenientes de planes caducos.

Los sujetos que adhieran al presente régimen 
—en la medida que cumplan con los pagos pre-
vistos— gozarán de la exención y/o condona-
ción de multas, intereses y sanciones previstas 
en la ley de rito (art. 11, ley 27.541).

El beneficio de liberación de multas y de-
más sanciones cometidas al 30/11/2019, que 
no se encuentren firmes ni abonadas, operará 
cuando se haya pagado o cumplido la obliga-
ción formal pertinente con anterioridad a la fe-
cha de vencimiento del plazo del acogimiento.

Con respecto del capital, multas firmes e inte-
reses no condonados, el régimen prevé la can-
celación mediante compensación, cancelación 
por pago al contado, o la cancelación total a 
través de planes de facilidades de pago que dis-
ponga la AFIP.

Si se cancela el plan de facilidades mediante 
pago al contado hasta la fecha del acogimiento, 
se obtiene un beneficio de reducción del 15% 
(quince por ciento) sobre la deuda consolidada.

Mientras tanto, si se opta por la cancelación 
en cuotas se reducen los intereses hasta un de-
terminado tope del capital adeudado, depen-
diendo este de la antigüedad de la deuda. Para 
los períodos fiscales 2013 y anteriores dicho 
tope es del 75% (setenta y cinco por ciento), 
2014 y 2015 del 50% (cincuenta por ciento), 
2016 y 2017 del 25% (veinticinco por ciento), y 
2019 hasta deudas vencidas al 30/11/2019 del 
10% (diez por ciento).

Con respecto a la cantidad de cuotas, se ad-
mite hasta un máximo de 60 (sesenta) cuotas 

 (3) La autoridad de aplicación podrá extender el plazo 
para la tramitación del certificado mipyme.

para aportes personales con destino al Sistema 
Único de la Seguridad Social y para retenciones 
o percepciones impositivas y de los recursos de 
la seguridad social; y de 120 (ciento veinte) cuo-
tas para las restantes obligaciones. Podrá conte-
ner un pago a cuenta de la deuda consolidada 
en los casos de Pequeñas y Medianas Empre-
sas (pymes), y la primera cuota vencerá como 
máximo el 16/07/2020.

La tasa de interés será fija, del 3% (tres por 
ciento) mensual, respecto de los primeros 
12 (doce) meses y a partir del mes 13 (trece) 
resultará aplicable la tasa variable equiva-
lente a BADLAR  (4) utilizable por los bancos 
privados.

Los agentes de retención y percepción que-
darán librados de multas y de cualquier otra 
sanción que no se encuentre firme a la fecha de 
entrada en vigencia de la presente ley, cuando 
exterioricen y paguen el importe que hubieran 
omitido retener o percibir, o el importe que, 
habiendo sido retenido o percibido, no hubie-
ran ingresado, luego de vencido el plazo para 
hacerlo.

El acogimiento al presente régimen producirá 
la suspensión de las acciones penales tributa-
rias y aduaneras en curso y la interrupción del 
curso de la prescripción penal, aun cuando no 
se hubiere efectuado la denuncia penal hasta el 
momento o cualquiera sea la etapa del proceso 
en que se encuentre la causa, siempre y cuando 
esta no tuviere sentencia firme.

La cancelación total de la deuda en las con-
diciones previstas en el presente régimen pro-
ducirá la extinción de la extinción de la acción 
penal o aduanera.

Se concede de pleno derecho una condona-
ción del 100% (cien por ciento) de los intere-
ses resarcitorios y punitorios, multas y demás 
sanciones referidas a las obligaciones deven-
gadas al 30/11/2019, en la medida en que no 
se encuentren firmes al 23/12/2019 y la obli-
gación principal haya sido cancelada a dicha 
fecha.

 (4) Tasa equivalente al promedio de la tasa que cobran 
las entidades bancarias por préstamos comerciales 
mayores a un millón de pesos.
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III. Obligaciones que pueden incluirse

Las obligaciones que pueden incorporarse en el presente régimen de regularización incluyen 
aquellas que se encuentren en curso de discusión administrativa, o sean objeto de un procedi-
miento administrativo o judicial al 23/12/2019.

Ello así, en la medida que el demandado se allanare incondicionalmente por las obligaciones 
regularizadas y, en su caso, desista y renuncie a toda acción y derecho, incluso el de repetición, 
asumiendo el pago de las costas y gastos causídicos. El allanamiento y/o desistimiento podrá 
ser total o parcial y procederá en cualquier etapa o instancia administrativa o judicial, según 
corresponda.

Asimismo, se pueden incluir obligaciones de las cuales hubiere prescripto las facultades de la 
AFIP para determinarlas y exigirlas, y obligaciones respecto de las cuales se hubiera formulado de-
nuncia penal tributaria o, en su caso, penal económica, contra los contribuyentes o responsables, 
siempre que el requerimiento lo hubiese efectuado el deudor.

En virtud de ello, las obligaciones que pueden incluirse son las siguientes:

Obligaciones incluidas Obligaciones excluidas

Obligaciones tributarias y de los recursos de la se-
guridad social vencidas al 30/11/2019, inclusive, e 
infracciones relacionadas con estas.

Aportes y contribuciones con destino a las obras 
sociales (1).
Cuotas con destino al régimen de riesgo de trabajo.
Impuestos sobre Combustibles Líquidos y el Dióxi-
do de Carbono (2).
Impuesto sobre el Gas Oil y el Gas Licuado (3).
Fondo Hídrico de Infraestructura (4).
Impuesto Específico sobre la Realización de Apues-
tas (5).

Multas por infracciones aplicadas (6) y/o cargos su-
plementarios por tributos a la exportación o impor-
tación formulados por el servicio aduanero.
Incluye: montos de estímulos a la exportación que 
debieran restituirse al fisco nacional.

Obligaciones o infracciones vinculadas con regíme-
nes promocionales que concedan beneficios tribu-
tarios.

Obligaciones del Fondo para Educación y Promo-
ción Cooperativa (7).

(1) Se invita a las obras sociales y a las aseguradoras del riesgo de trabajo a establecer programas de regularización 
de deudas en condiciones similares a las previstas en el Capítulo I del Título IV de la ley 27.541.

(2) Ley 23.966 (t.o. 1998) y sus modificatorias, Título III.
(3) Ley 26.028 y sus modificatorias. Actualmente derogado por el art. 147 de la ley 27.430.
(4) Ley 26.181 y sus modificatorias. Actualmente derogado por el art. 147 de la ley 27.430.
(5) Ley 27.346 y su modificatoria.
(6) Ley 22.415 (Código Aduanero) y sus modificatorias.
(7) Ley 23.427 y sus modificatorias.Tho

mso
n R

eu
ter

s



REFORMA TRIBUTARIA. Ley 27.541 y sus reglamentaciones

148

El acogimiento al presente régimen de regularización podrá efectuarse entre el mes de enero de 
2020 (supeditado a la fecha que disponga la reglamentación) y el 30/04/2020, inclusive.

IV. Exclusiones subjetivas

Sujetos excluidos Salvedades

a) Los declarados en estado de quiebra. Mientras no se haya dispuesto la continuidad de 
la explotación, conforme a lo establecido en la ley 
24.522 y sus modificaciones, o la ley 25.284 y sus 
modificatorias, mientras duren los efectos de dicha 
declaración.

b) Los condenados por alguno de los delitos previs-
tos en la ley 23.771 o ley 24.769 y sus modificatorias, 
Título IX de la ley 27.430 o en la ley 22.415 (Código 
Aduanero) y sus modificatorias.

En la medida que se haya dictado sentencia firme 
con anterioridad al 23/12/2019, siempre que la con-
dena no estuviere cumplida.

c) Los condenados por delitos dolosos. Que se relacionen con el incumplimiento de obliga-
ciones tributarias, respecto de los cuales se haya dic-
tado sentencia firme con anterioridad al 23/12/2019, 
siempre que la condena no estuviere cumplida.

d) Las personas jurídicas en las que, según corres-
ponda, sus socios, administradores, directores, sín-
dicos, miembros del consejo de vigilancia, conse-
jeros o quienes ocupen cargos equivalentes en las 
mismas, hayan sido condenados con fundamento 
en la ley 23.771 o ley 24.769 y sus modificaciones, 
Título IV de la ley 27.430, ley 22.415 (Código Adua-
nero) y sus modificatorias o por delitos dolosos que 
tengan conexión con el incumplimiento de sus obli-
gaciones tributarias.

Respecto de los cuales se haya dictado sentencia fir-
me con anterioridad al 23/12/2019, siempre que la 
condena no estuviere cumplida.

V. Refinanciación de planes vigentes e inclusión de deudas de planes caducos

El acogimiento al presente régimen de regularización admite la refinanciación planes de pago 
vigentes y la inclusión de deudas originadas en planes caducos.

Al respecto, debe contemplarse que al efectuarse la refinanciación de planes vigentes se produce 
la suspensión de la acción penal, y una vez cancelado el nuevo plan se extingue la acción penal. Asi-
mismo, se admite la inclusión de deudas provenientes de planes caducos, en la forma y condiciones 
que disponga la reglamentación.

Empero, deberemos aguardar a la reglamentación a los efectos de conocer con precisión si habrá 
restricciones respecto a la fecha de liquidación de la caducidad como condición para regularizar 
deudas provenientes de dichos planes caducos.

En principio, todo parecería indicar que se podrían regularizar planes de pago cuya caducidad 
haya operado hasta el 23/12/2019.

VI. Alcance de los beneficios de adhesión al régimen

VI.1. Liberación de multas y demás sanciones

El beneficio de liberación de las multas y demás sanciones cometidas al 30/11/2019, en la me-
dida que no se encuentren firmes ni abonadas, operará cuando se haya cancelado la obligación 
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formal pertinente con anterioridad a la fecha de vencimiento del plazo del acogimiento al presente 
régimen de regularización  (5).

Exención y/o condonación Condiciones para gozar del beneficio

Multas y demás sanciones previstas en las leyes 
11.683, 17.250, 22.161 y 22.415.

En la medida que no se encuentren firmes a la fecha 
de acogimiento al régimen de regularización.

100% (cien por ciento) de los intereses resarcitorios 
y/o punitorios, del capital adeudado y adherido al 
régimen de regularización del aporte personal de 
los trabajadores autónomos (*).

Intereses resarcitorios y/o punitorios (incluidos aque-
llos aplicables sobre multas y tributos aduaneros).

Incluye los intereses resarcitorios y/o punitorios de 
los importes que en concepto de estímulos a la ex-
portación debieran restituirse al fisco nacional.

En el importe que por el total de intereses que su-
pere el porcentaje que para cada caso se establece 
a continuación:

Período fiscal 2018 y obligaciones mensuales venci-
das al 30/11/2019: el diez por ciento (10%) del capi-
tal adeudado.

Períodos fiscales 2016 y 2017: veinticinco por ciento 
(25%) del capital adeudado.

Períodos fiscales 2014 y 2015: cincuenta por ciento 
(50%) del capital adeudado. 

Períodos fiscales 2013 y anteriores: setenta y cinco 
por ciento (75%) del capital adeudado.

(*)  Incluye a los intereses resarcitorios y/o punitorios previstos en los arts. 37 y 52 de la ley 11.683, del capital adeu-
dado y adherido al régimen de regularización correspondiente al aporte personal previsto en el art. 10, inc. c) de la 
ley 24.241 y sus modificaciones, de los trabajadores autónomos comprendidos en el art. 2°, inc. b) de la citada norma.

Dichos beneficios se aplican a los conceptos (multas, intereses y sanciones) que no hayan sido 
pagados con anterioridad al 23/12/2019, en la medida que correspondan a obligaciones imposi-
tivas, aduaneras y de los recursos de la seguridad social vencidas, o por infracciones cometidas al 
30/11/2019.

En caso de haberse sustanciado el sumario administrativo, en los términos del art. 70 de la ley 
11.683, dicho beneficio operará cuando el acto u omisión se subsane antes de la fecha de venci-
miento del plazo de acogimiento.

Cuando el deber formal transgredido no fuese susceptible de ser cumplido con posterioridad a la 
comisión de la infracción, la sanción quedará condonada de oficio, siempre que la falta haya sido 
cometida con anterioridad al 30/11/2019, inclusive.

Las multas y demás sanciones por obligaciones sustanciales devengadas al 30/11/2019, quedarán 
condonadas de pleno derecho, siempre que no se encontraren firmes al 23/12/2019 y la obligación 
principal hubiera sido cancelada a dicha fecha.

También serán condonados los intereses resarcitorios y/o punitorios correspondientes al capital 
cancelado con anterioridad al 23/12/2019.

 (5) La liberación de multas y sanciones implicará, en caso de corresponder, la baja de la inscripción del contri-
buyente del Registro Público de Empleadores con Sanciones Laborales (REPSAL) contemplado en la ley 26.940.
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Los agentes de retención y percepción quedarán librados de multas y de cualquier otra sanción 
que no se encuentre firme a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, cuando exterioricen 
y paguen el importe que hubieran omitido retener o percibir, o el importe que, habiendo sido rete-
nido o percibido, no hubieran ingresado, luego de vencido el plazo para hacerlo.

En el caso de retenciones no practicadas o percepciones no efectuadas, los agentes de retención 
o percepción quedarán eximidos de responsabilidad si el sujeto pasible de dichas obligaciones re-
gulariza su situación en los términos del presente régimen o lo hubiera hecho con anterioridad.

VI.2. Liberación de sanciones penales

El acogimiento al presente régimen de regularización producirá la suspensión de las acciones 
penales tributarias y aduaneras en curso y la interrupción del curso de la prescripción penal, aun 
cuando no se hubiere efectuado la denuncia penal hasta ese momento o cualquiera sea la etapa del 
proceso en que se encuentre la causa, en la medida que esta no tuviere sentencia firme.

La cancelación total de las obligaciones tributarias, de los recursos de la seguridad social o aduane-
ras en el marco del presente régimen de regularización, ya sea mediante compensación o cancelación 
de contado o mediante plan de facilidades de pago, producirá la extinción de la acción penal tributa-
ria o aduanera, en la medida en que no hubiere sentencia firme a la fecha del acogimiento  (6).

En virtud de ello, se suspenderá la acción penal hasta la cancelación total de la deuda (por com-
pensación, de contado o mediante plan de facilidades de pago), extinguiéndose la acción penal en 
dicho momento, en la medida en que no hubiere sentencia firme.

La caducidad del plan de facilidades pagos generará automáticamente la reanudación de la ac-
ción penal tributaria o aduanera, o habilitará la promoción por parte del fisco nacional de la denun-
cia penal pertinente, en la medida en que el acogimiento se hubiere efectuado en forma previa a su 
interposición. Asimismo, se dará lugar al comienzo o reanudación del cómputo de la prescripción 
penal tributaria y/o aduanera.

Para los agentes de retención y percepción, regirán las mismas condiciones suspensivas y extin-
tivas de la acción penal previstas para los contribuyentes en general, así como también las mismas 
causales de exclusión previstas.

VII. Condiciones del régimen

Las condiciones para adherir al régimen son las siguientes:

Condiciones Alcance

Plazo máximo 60 (sesenta) cuotas para aportes con destino al Siste-
ma Único de la Seguridad Social y para retenciones 
o percepciones impositivas y de los recursos de la 
seguridad social.

120 (ciento veinte) cuotas para las restantes obliga-
ciones.

Vencimiento de primera cuota La primera cuota vencerá como máximo el 16/7/2020 
según el tipo de contribuyente, deuda y plan de pagos 
adherido.

 (6) En el caso de infracciones aduaneras, la cancelación total producirá la extinción de la acción penal aduanera 
(arts. 930 y 932, ley 22.415), en la medida en que no exista sentencia firme a la fecha del acogimiento.
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Condiciones Alcance

Pago a cuenta Podrán contener un pago a cuenta de la deuda con-
solidada en los casos de pyme.

Tasa de interés Tasa fija del 3% (tres por ciento) mensual para los 12 
(doce) meses.

Tasa variable equivalente a BADLAR utilizable por 
los bancos privados desde el mes 13 (trece) en ade-
lante.

Calificación de riesgo No será tenida en cuenta la calificación de riesgo 
que posea el contribuyente ante la AFIP.

Caducidad Falta de pago de hasta 6 (seis) cuotas.

Incumplimiento grave de los deberes tributarios (*).

Invalidez del saldo de libre disponibilidad utilizado 
para compensar la deuda.

Falta de obtención del Certificado Mipyme (**). 

(*) La reglamentación definirá qué se entiende por incumplimiento grave.
(**) Una vez vencido el plazo de hasta el 30/4/2020.

Los sujetos que se adhieran al presente régimen gozarán de las exenciones y/o condonaciones 
mencionadas en el apartado precedente, en la medida que cumplan respecto del capital, multas 
firmes e intereses no condonados, algunas de las siguientes condiciones:

Modalidades de pago Alcance

Compensación de deuda. Cualquiera sea su origen.

Con saldos de libre disponibilidad, devoluciones, 
reintegros o reembolsos a los que tenga derecho por 
parte del organismo fiscal, en materia impositiva, 
aduanera o de los recursos de la seguridad social al 
23/12/2019.

Cancelación mediante pago al contado. Hasta la fecha en que se efectúe el acogimiento, 
siendo de aplicación una reducción del 15% (quince 
por ciento) de la deuda consolidada.

Cancelación total mediante algún plan de facilida-
des de pago que disponga la AFIP.

De acuerdo a las condiciones para adherir al régi-
men citadas en el cuadro precedente.

Se podrá optar por cancelar anticipadamente el plan de pagos en la forma y bajo las condiciones 
que al efecto disponga el organismo recaudador.

La AFIP dispondrá las modalidades, requisitos, plazos, reglas de caducidad y demás condiciones 
para el acogimiento del presente régimen de regularización. Asimismo, la reglamentación definirá 
las condiciones requeridas a los efectos de estimular la adhesión temprana al régimen y para orde-
nar la refinanciación de planes vigentes.
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VIII. Otras disposiciones

No se encuentran sujetas a reintegro o repe-
tición las sumas que, con anterioridad a la fe-
cha de entrada en vigencia de la presente ley, 
se hubieran ingresado en concepto de intere-
ses resarcitorios y/o punitorios y/o multas, así 
como los intereses previstos en el art. 168 de la 
ley 11.683, por las obligaciones comprendidas 
en el presente régimen de regularización.

Ello implica que no se puede solicitar reinte-
gro o repetir montos que se hubieran pagado 
con anterioridad al 23/12/2019, por encon-
trarse condonados.

IX. Palabras finales

El régimen de regularización de obligacio-
nes tributarias, de los recursos de la seguridad 
social y aduaneras instaurado por la ley 27.541 
resulta más que auspicioso para las mipymes, 
dado que estas podrán refinanciar sus planes de 
pago vigentes, regularizar deuda originada por 
planes caducos e incluir obligaciones vencidas 
al 30/11/2019 a una tasa del 3% (tres por ciento) 
anual para el primer año, y a una tasa promedio 
que cobran las entidades financieras para prés-
tamos comerciales, a partir del segundo año.

La adhesión al régimen tendrá importantes 
beneficios, al admitirse la condonación de san-
ciones administrativas y penales, la reducción 
de una parte sustancial de los intereses resarci-
torios y punitorios en función de la antigüedad 

de la deuda regularizada, y la condonación del 
ciento por ciento de los intereses de aportes de 
los trabajadores autónomos.

Asimismo, el acogimiento al presente régi-
men producirá la suspensión de las acciones 
penales tributarias y aduaneras en curso y la 
interrupción del curso de la prescripción penal 
hasta que se cancele la totalidad de la deuda. 
Una vez cancelada la totalidad de la deuda en 
las condiciones previstas en dicho régimen se 
producirá la extinción de la acción penal tribu-
taria o aduanera.

Se admite la compensación de deuda, cual-
quiera sea su origen, mediante saldos de libre 
disponibilidad, devoluciones, reintegros o reem-
bolsos a los que tenga derecho por parte de la 
AFIP, en materia impositiva, aduanera o de los 
recursos de la seguridad social al 23/12/2019.

Otro aspecto beneficioso del régimen es que 
la adhesión a este no se encuentra supeditada a 
la calificación de riesgo fiscal que posea el con-
tribuyente ante la AFIP, como sí la contemplan 
los planes de facilidades de pago vigentes.

Empero, debemos destacar un aspecto nega-
tivo, pues solo contempla la posibilidad de ad-
hesión al presente régimen de regularización de 
las mipymes y entidades civiles sin fines de lu-
cro, no admitiéndose el acogimiento por parte 
de la totalidad de los contribuyentes, dado que 
en su generalidad se encuentran afectados por 
la actual coyuntura.
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Moratoria fiscal

Humberto J. Bertazza

A través de la ley 27.541 de Solidaridad Social 
y Reactivación Productiva, se establece un ré-
gimen de regularización de obligaciones tribu-
tarias, de la seguridad social y aduaneras para 
mipymes.

En esta nota analizaremos los aspectos cen-
trales del régimen, cuando aún está pendiente 
la respectiva reglamentación por parte de la 
AFIP.

I. Ámbito de aplicación

Los contribuyentes y responsables de los tri-
butos y de los recursos de la seguridad social, 
que encuadren y se encuentren inscriptos como 
mipymes  (1) podrán acogerse por las obligacio-
nes vencidas al 30/11/2019 inclusive, o infrac-
ciones relacionadas con dichas obligaciones, 
al régimen de regularización de deudas tribu-
tarias y de los recursos de la seguridad social 
con condonación de intereses, multas y demás 
sanciones.

El régimen de regularización es amplio con 
planes de facilidades de pago muy ventajosos y 
también con un amplio mecanismo de condo-
nación de intereses y sanciones.

Para ello, los sujetos deberán acreditar su 
inscripción con el Certificado Mipyme, vigente 
al momento de presentación al régimen, con-
forme a lo establecido por la Secretaría de Em-
prendedores y de la Pequeña y Mediana Em-
presa del Ministerio de Desarrollo Productivo.

Por lo tanto, aquellos contribuyentes que no 
encuadren como mipymes no podrán acogerse 

 (1) Ley 24.467, art 2º.

al presente régimen. En el caso de las entidades 
civiles sin fines de lucro podrán acogerse al régi-
men sin cumplimiento de requisito alguno.

En el caso de las mipymes que no cuenten 
con el respectivo certificado al 23/12/2019  (2) 
podrán adherir al régimen de manera condicio-
nal, siempre que lo tramiten y obtengan hasta el 
30/04/2020 inclusive. Esa adhesión será condi-
cional y caducará si el contribuyente no obtiene 
el certificado en dicho plazo.

El régimen alcanza a todo tipo de obligacio-
nes fiscales y de seguridad social, con exclusión 
de las cuotas con destino al régimen de riesgo 
de trabajo y aportes y contribuciones con des-
tino a las obras sociales, los impuestos sobre los 
combustibles líquidos y el dióxido de carbono, 
el impuesto al gas natural, gasoil y gas licuado 
y el Fondo Hídrico de Infraestructura  (3) y el 
impuesto específico sobre la realización de las 
apuestas.

Se podrá también incluir en este régimen la 
refinanciación de planes de pago vigentes y las 
deudas emergentes de planes caducos.

Asimismo, se encuentran comprendidos en 
el régimen las obligaciones correspondientes al 
Fondo para Educación y Promoción Cooperativa, 
así como los cargos suplementarios por tributos a 
la exportación o importación, las liquidaciones de 
los citados tributos comprendidas en el procedi-
miento para las infracciones  (4) y los importe 

 (2) Fecha de publicación de la ley en el BO.

 (3) Ley 26.181, derogada por el art. 147 de la ley 27.430.

 (4) Ley 22.415, Código Aduanero.
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que en concepto de estímulos a la exportación 
debieran restituirse al Fisco Nacional.

Es importante señalar que no resultan alcan-
zadas por el régimen las obligaciones o infrac-
ciones vinculadas con regímenes promociona-
les que concedan beneficios tributarios.

El acogimiento al régimen podrá formularse 
entre el primer mes calendario posterior a la pu-
blicación de la reglamentación del régimen en el 
Boletín Oficial hasta el 30/04/2020, inclusive.

II. Deudas en discusión

Se incluyen en el régimen las obligaciones 
que se encuentren en curso de discusión ad-
ministrativa o sean objeto de un procedimiento 
administrativo o judicial al 23/12/2019, en tanto 
el demandado se allanare incondicionalmente 
por las obligaciones regularizadas y en su caso, 
desista y renuncie a toda acción y derecho, in-
cluso el de repetición, asumiendo el pago de 
costas y gastos causídicos.

Como el régimen incluye las deudas en dis-
cusión administrativa, se debe recordar que 
esta comienza a partir de la notificación de la 
vista, con lo cual a partir de ese momento se 
deben cumplir los requisitos para el respectivo 
acogimiento.

Ello significa, que, si el contribuyente regula-
riza su situación fiscal proveniente de una de-
claración jurada original o una rectificativa, sin 
haberse notificado la vista administrativa, no 
corresponderá aplicar los requisitos estableci-
dos por el régimen para las deudas en discusión.

Es de destacar que el allanamiento y/o, en su 
caso desistimiento, podrá ser total o parcial y 
procederá en cualquier etapa o instancia admi-
nistrativa o judicial según corresponda.

De esta manera, se incluyen en el régimen las 
deudas provenientes de recursos administrati-
vos contra los actos de determinación de oficio 
los recursos planteados ante el Tribunal Fiscal 
de la Nación, los que se encuentren ante la jus-
ticia en cualquier instancia y los casos que se 
encuentren en juicios de ejecución fiscal.

Se incluyen también en el régimen aquellas 
obligaciones respecto de las cuales hubiera 

prescripto las facultades de la AFIP para deter-
minarlas y exigirlas y sobre las que se hubiere 
formulado denuncia penal tributaria, o en su 
caso penal y económico, contra los contribu-
yentes o responsables, siempre que el requeri-
miento lo efectuare el deudor.

Si bien se trata de deudas prescriptas, que 
ingresan por lo tanto en el ámbito del derecho 
natural, la posibilidad de acogimiento tiene por 
objeto beneficiar a los contribuyentes con la ex-
tinción de la acción penal.

III. Acciones penales

El acogimiento al régimen producirá la sus-
pensión de las acciones penales tributarias y 
aduaneras en curso y la interrupción de la pres-
cripción penal, aun cuando no se hubiere efec-
tuado la denuncia penal hasta ese momento o 
cualquiera sea la etapa del proceso en que en-
cuentre la causa, siempre y cuando esta no tu-
viere sentencia firme.

Aquí se pueden presentar dos supuestos 
distintos, el primero que el contribuyente se 
encuentre en un proceso penal y que decida 
regularizar su deuda a través del acogimiento 
al régimen. En este caso, se suspende la acción 
penal hasta la cancelación total de las cuotas 
del plan de pagos.

En un segundo supuesto, nos encontra-
mos ante los contribuyentes que, habiendo 
incurrido, en principio, en un delito fiscal se 
acojan al régimen, aun cuando no tuvieran 
denuncias penales formuladas. En este caso 
se aplica la norma de interrupción de la pres-
cripción penal.

En los casos de cancelación total de la deuda 
en las condiciones previstas por el régimen, ya 
sea por compensación, de contado o mediante 
plan de facilidades de pago, se producirá la ex-
tinción de la acción penal tributaria o aduanera, 
en la medida que no exista sentencia firme a la 
fecha de cancelación.

Este beneficio se aplica tanto para los contri-
buyentes que hayan cancelado sus obligaciones 
fiscales con anterioridad a la vigencia del régi-
men como a aquellos que las cancelen por in-
clusión a este.
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En el caso de infracciones aduaneras, la can-
celación total producirá la extinción de la ac-
ción penal aduanera  (5), en la medida que no 
exista sentencia firme a la fecha de acogimiento.

A su vez, la caducidad del plan de facilidades 
de pago implicará la reanudación de la acción 
penal tributaria o aduanera, que se encontraba 
suspendida con motivo del acogimiento al régi-
men, o habilitará la promoción por parte de la 
AFIP de la denuncia penal que corresponda, en 
aquellos casos en que el acogimiento se hubiera 
dado en forma previa a su interposición. Tam-
bién importará el comienzo o la reanudación, 
según el caso del cómputo de la prescripción 
penal tributaria y/o aduanera.

IV. Régimen de exenciones y condonaciones

El régimen de regularización contiene un am-
plio abanico de beneficios en lo que respecta a 
exenciones y condonaciones, según veremos 
seguidamente.

Por un lado, se condonan las multas y demás 
sanciones establecidas en la Ley de Procedi-
miento Fiscal  (6), en el régimen de seguridad 
social  (7), Caja de Subsidios Familiares  (8) y del 
Código Aduanero  (9), que no se encontraran 
firmes a la fecha de acogimiento al régimen de 
regularización.

Respecto de los intereses resarcitorios y pu-
nitorios previstos en la Ley de Procedimiento 
Fiscal, en sus arts. 37 y 52, se prevé el beneficio 
de la condonación del 100% de estos, corres-
pondientes al capital adeudado y adherido al 
régimen de regularización correspondiente al 
aporte personal de empleados en relación de 
dependencia y de trabajadores autónomos.

En el caso de los intereses resarcitorios y pu-
nitorios no comprendidos en el párrafo anterior 
y sobre multas y tributos aduaneros, el benefi-
cio de condonación será parcial pues alcanzará 
al importe que por el total de los intereses su-

 (5) Arts. 930 y 932 de la ley 22.415.

 (6) Ley 11.683.

 (7) Ley 17.250.

 (8) Ley 22.161.

 (9) Ley 22.415.

pere el porcentaje que para cada periodo fiscal 
se establece expresamente.

Así respecto de los períodos fiscales 2013 y 
anteriores ese límite es el 75%, 50% para 2014 
y 2015, 25% para 2016 y 2017, y respecto del 
período fiscal 2018 y obligaciones vencidas al 
30/11/2019 el 10%.

Estas disposiciones serán de aplicación res-
pecto de los conceptos que han sido mencio-
nados que no hayan sido pagados o cumplidos 
con anterioridad al 23/12/2019 y que corres-
pondan a obligaciones impositivas aduaneras y 
de los recursos de la seguridad social vencidas o 
por infracciones cometidas al 30/11/2019.

También serán condonados los intereses re-
sarcitorios y/o punitorios correspondientes al 
capital cancelado con anterioridad a la entrada 
en vigencia de la ley.

Respecto de las multas y demás sanciones co-
rrespondientes a infracciones formales cometi-
das hasta el 30/11/2019 que no se encuentren 
firmes ni abonadas, el beneficio de la liberación 
de estas operará cuando con anterioridad a 
la fecha en que finalice el plazo para el acogi-
miento se haya cumplido o se cumpla la respec-
tiva obligación formal.

En los casos de haberse sustanciado el su-
mario administrativo, respecto de las multas y 
demás sanciones por infracciones formales, el 
citado beneficio operará cuando el acto u omi-
sión atribuido se hubiere subsanado antes de la 
fecha de vencimiento del plazo para el acogi-
miento al régimen.

Un supuesto distinto se configura cuando 
el deber formal transgredido no fuese, por su 
naturaleza, susceptible de ser cumplido con 
posterioridad a la comisión de la infracción, en 
cuyo caso la sanción quedará condonada de 
oficio, siempre que la falta haya sido cometida 
con anterioridad al 30/11/2019 inclusive.

En el caso de las multas y demás sanciones, 
correspondientes a obligaciones sustancia-
les (omisión y defraudación) devengadas al 
30/11/2019 quedarán condonadas de pleno 
derecho, siempre que no se encontraren firmes 
al 23/12/2019 y la obligación principal hubiera 
sido cancelada en dicha fecha.
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En el caso de liberación de multas y sanciones 
importará, asimismo, y de corresponder, la baja 
de la inscripción del contribuyente del Registro 
Público de Empleadores con Sanciones Labora-
les (REPSAL).

El beneficio del régimen de condonación pre-
visto procederá si los sujetos cumplen respecto 
del capital, multas firmas e intereses no condo-
nados algunas de las condiciones que expresa-
mente se establecen.

En primer lugar, en los supuestos de compen-
sación de las deudas respectivas, cualquiera sea 
su origen, con saldos de libre disponibilidad, 
devoluciones, reintegros o reembolsos a los que 
tengan derecho por parte de la AFIP, en materia 
impositiva, aduanera o de los recursos de la se-
guridad social al 23/12/2019.

En segundo lugar, en los supuestos de cance-
lación mediante pago al contado, hasta la fecha 
en que se efectúe el acogimiento, en cuyo caso 
será de aplicación una reducción del 15% de la 
deuda consolidada.

En tercer lugar, a través de la cancelación 
total de algunos de los planes de facilidades 
que al respecto disponga la AFIP, los que se 
ajustarán a las condiciones que se enuncian 
seguidamente.

Tendrán un plazo máximo de 60 cuotas para 
los aportes personales con destino al SUSS y 
para retenciones y percepciones impositivas 
y de los recursos de la seguridad social y hasta 
120 cuotas para las restantes obligaciones.

Es importante destacar que la primera cuota 
del plan vencerá como máximo el 16/07/2020, 
según el tipo de contribuyente, deuda y plan 
de pagos adherido, con lo cual se da un cierto 
oxígeno a los contribuyentes para empezar a 
cancelar las cuotas de los planes de facilidades.

Asimismo, se dispone que dichos planes po-
drán contener un pago a cuenta de la deuda 
consolidada en los casos de pequeñas y media-
nas empresas.

Respecto de la tasa de interés de financiación 
de los planes será fija, del 3% mensual respecto 
de los primeros 12 meses y luego será la tasa va-
riable equivalente a BADLAR utilizable por los 

bancos privados. El contribuyente podrá optar 
por cancelar anticipadamente el plan de pago 
en la forma y condiciones que disponga la AFIP.

Es importante destacar que el SIPER o califi-
cación de riesgo de los contribuyentes ante la 
AFIP no será tenida en cuenta para la caracteri-
zación del plan de facilidades de pago.

V. Régimen de caducidad

Los planes de facilidades de pago caducarán, 
en el caso de falta de pago de las cuotas respec-
tivas, hasta 6 cuotas.

Pero también se incluye un aspecto nove-
doso que es el de incumplimiento grave de de-
beres tributarios, que, ante su indefinición en la 
norma legal, seguramente será aclarado por la 
reglamentación.

También caducarán los planes de facilida-
des de pago por la invalidez del saldo de libre 
disponibilidad utilizado para compensar la 
deuda y por la falta de obtención del Certificado 
Mipyme.

VI. Agente de retención y percepción

Los agentes de retención y percepción queda-
rán liberados de multas y de cualquier otra san-
ción que no se encuentre firme al 23/12/2019, 
en la medida que exterioricen y paguen en los 
términos del presente régimen, el importe que 
hubieran omitido retener o percibir o el im-
porte que habiendo sido retenido o percibido 
no hubieran ingresado, luego de vencido el 
plazo para hacerlo.

En los casos de retenciones no practicadas 
o percepciones no efectuadas, los agentes de 
retención o percepción quedarán eximidos 
de responsabilidad si el sujeto pasible de di-
chas obligaciones (contribuyente) regulariza 
su situación en los términos previstos por 
el presente régimen o lo hubiera hecho con 
anterioridad.

Respecto de estos sujetos, regirán las mis-
mas condiciones suspensivas y extintivas de la 
acción penal que hemos mencionado para los 
contribuyentes en general, así como también 
las mismas causales de exclusión previstas en 
términos generales.
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VII. Imposibilidad de repetición

En los casos de sumas que con anterioridad al 
23/12/2019 se hubieran ingresado en concepto 
de intereses resarcitorios y/o punitorios y/o del 
TFN, por las obligaciones comprendidas en el 
presente régimen, no se encontrarán sujetas a 
reintegro o repetición.

VIII. Exclusiones subjetivas

La norma legal prevé, además, determinadas 
exclusiones en razón de configurarse algunas 
de las situaciones que señalaremos a continua-
ción al 23/12/2019.

En primer lugar, se excluyen del régimen a los 
declarados en estado de quiebra respecto de los 
cuales no se haya dispuesto la continuidad de 
la explotación, mientras duren los efectos de di-
cha declaración.

En segundo lugar, se excluye a los condena-
dos por algunos de los delitos de la ley penal 
tributaria, en sus diferentes leyes o en el Có-
digo Aduanero, respecto de los cuales se haya 
dictado sentencia firme con anterioridad al 
23/12/2019, siempre que la condena no estu-
viera cumplida.

Notemos que se trata una norma bastante 
restrictiva pues aun cuando, exista elevación 
al juicio oral, no corresponde esta exclusión, 

salvo claro está, que se haya dictado sentencia 
firme.

Por otra parte, se excluye a los condenados 
por delitos que tengan conexión con el incum-
plimiento de obligaciones tributarias, respecto 
de los cuales se haya dictado sentencia firme 
con anterioridad al 23/12/2019, siempre que la 
condena no estuviera cumplida.

Por último, se excluye también a las personas 
jurídicas en las que según corresponda, sus socios, 
administradores, directores, síndicos, miembros 
del consejo de vigilancia, consejeros o quienes 
ocupen cargos equivalentes en estas, hayan sido 
condenados por infracción a la ley penal tribu-
taria o código aduanero o por delitos que tengan 
conexión con el incumplimiento de obligaciones 
tributarias, respecto de las cuales se haya dictado 
sentencia firme con anterioridad al 23/12/2019, 
siempre que la condena no estuviera cumplida.

IX. Facultades de la AFIP

Se establece, asimismo, que la AFIP dictará 
las normas complementarias y aclaratorias ne-
cesarias, a fin de implementar el presente régi-
men de regularización, estableciendo los pla-
zos, formas, requisitos y condiciones para acce-
der al programa de regularización y/o sus reglas 
de caducidad y definiendo condiciones diferen-
ciales a fin de estimular su adhesión temprana 
y ordenar la refinanciación de planes vigentes.

Tho
mso

n R
eu

ter
s



Tho
mso

n R
eu

ter
s



Laboral y previsional

Tho
mso

n R
eu

ter
s



Tho
mso

n R
eu

ter
s



Ley de Solidaridad Social y Reactivación Productiva en 
el Marco de la Emergencia Pública

Mirta N. Userpater

I. Introducción

La Ley de Solidaridad Social y Reactivación 
Productiva en el Marco de la Emergencia Pú-
blica fue publicada en el Boletín Oficial del 
23 de diciembre de 2019, bajo el nro. 27.541.

A partir de la mencionada fecha comienza la 
vigencia de todas sus disposiciones.

Declara la emergencia pública en materia 
económica, financiera, fiscal, administrativa, 
previsional, tarifaria, energética, sanitaria y so-
cial hasta el 31/12/2020.

Por primera vez en la historia legislativa ar-
gentina se delega máximo poder al Poder Eje-
cutivo de la Nación contemplando una serie de 
cambios en las facultades que tiene este poder 
para administrar el Estado.

En esta oportunidad, analizaremos las nove-
dades en materia de cargas sociales, jubilacio-
nes y salarios.

II. Cargas sociales

En materia de contribuciones patronales, 
se derogan los decs. 814/2001, 1009/2001 y el 
art. 173 de la ley 27.430 de Reforma Tributaria, y 

se unifica en un solo texto legal el régimen con-
tributivo. Es decir, se desarticula el esquema de 
unificación progresiva de tratamientos a todos 
los empleadores según establecía la ley 27.430.

Se determinan dos alícuotas de contribucio-
nes de seguridad social:

a) Art. 19, inc. a) para empresas privadas cuya 
actividad principal encuadre en servicios y co-
mercio siempre que sus ventas totales anuales 
superen la categoría de PYME Mediana Tramo 2 
comercio. Será del 20,4 por ciento.

b) Art. 19, inc. b) para los demás empleadores 
del sector privado no alcanzados por la alícuota 
del inc. a) y para Entidades y Organismos del 
sector público comprendidos en la ley 22.016 
art. 1º.

Será del 18%

Son las alícuotas que se venían aplicando du-
rante 2019.

Se mantendrá la actual distribución de las alí-
cuotas hasta que el Poder Ejecutivo establezca 
las proporciones que se distribuirán a cada uno 
de los subsistemas del Sistema Único de la Se-
guridad Social seguridad social.

Por lo tanto, a partir del 01/01/2020, el esquema será el siguiente:

Concepto Marco legal Art.19, inc. A),  
L. 27.541

Art. 19, inc. B), 
L. 27.541

SIPA L. 24241 12,35% 10,77%

Asignaciones familiares L. 24714 5,40% 4,70%
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A tener en cuenta

La ley 27.541, en su art. 24, prevé la aplicación de este esquema contributivo a los empleadores 
titulares de establecimientos educativos de gestión privada incorporados a la enseñanza oficial (leyes 
13.047 y 24.049) a partir del 1 de enero del 2021.

La ley faculta al Poder Ejecutivo Nacional a prorrogar la suspensión de la aplicación de este ré-
gimen contributivo cuando así lo aconseje la situación económica del sector, la que solo podrá ser 
ejercida previos informes técnicos favorables y fundados del Ministerio de Educación y del Ministerio 
de Economía.

Los parámetros para definir si una empresa es PYME, están dados por la res. (SEyPyME) 563/2019 
(BO 10/12/2019) o la que la reemplace en el futuro.

Concepto Marco legal Art.19, inc. A),  
L. 27.541

Art. 19, inc. B), 
L. 27.541

Fondo Nacional 
Empleo

L. 24013 1,08% O,94%

INSSJP L. 19032 1,57% 1,59%

Respecto al MNIP (detracción), el art. 22 de la ley 27.541 mantiene este beneficio.

Es decir que el empleador podrá descontar del total de las remuneraciones brutas que le co-
rrespondan al trabajador la suma de la detracción y sobre ese resultado aplicar la alícuota co-
rrespondiente para el pago de las contribuciones patronales con destino al SUSS, no quedando 
comprendidas aquí las contribuciones al Régimen de Obras Sociales y al Fondo Solidario de Redis-
tribución (ANSSAL).

El MNIP de $7.003,68 no se actualizará. No obstante, se faculta al Poder Ejecutivo para elevar este 
monto en las actividades que se considere necesario.

El MNIP al 100% de $17.509,20 seguirá vigente para aquellas actividades que tienen permitido 
aplicar el monto total del mínimo no imponible previsional, y no sufrirá actualización alguna.

El MNIP al 100% aplica a las siguientes actividades:

- Empleadores del sector textil, confección, calzado y marroquinería (dec. 1067/2018).

- Empleadores del sector primario agrícola e industrial (dec. 128/2019).

- Empleadores del sector de servicios de salud (dec. 688/2019).
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La ley 27.541 agrega a los Empleadores conce-
sionarios de servicios públicos quienes podrán 
gozar de la detracción total en la medida que el 
capital social de la sociedad concesionaria per-
tenezca en un porcentaje no inferior al 80% al 
Estado Nacional.

El art. 23 de la ley 27.541 incorpora como 
novedad una detracción adicional de $10.000 
para los empleadores que tengan una nómina 
de hasta 25 trabajadores. No tiene en cuenta los 
montos de facturación anual. No queda claro si 
es global o por empleado.

Respecto al crédito fiscal en el IVA se fijan los 
porcentajes sobre las cargas sociales que se po-
drá computar por zona geográfica donde tra-
baje el empleado. Estos están determinados en 
el Anexo I de la ley 27.541.

Recordemos que la ley 27.430 los había fi-
jado en forma gradual decreciente hasta el 
31/12/2021 (lo cual fue derogado por la ley 
27.541).

III. Jubilaciones

Se declara la emergencia previsional por la 
pérdida de poder adquisitivo. Se suspende, por 
el plazo de 180 días, la actualización del haber 
jubilatorio y se delega la posibilidad de aumen-
tar la jubilación, a través del Poder Ejecutivo, 
mediante un decreto.

Se dispuso eliminar la actualización que 
el gobierno anterior impuso en 2017. Para el 
nuevo Gobierno, la fórmula de actualización 
que define los aumentos en las jubilaciones es-
tablecida por la gestión anterior no es acorde 
y, por eso, la ley de emergencia dispone la sus-
pensión de esa fórmula.

Durante el plazo de 180 días, el Poder Ejecu-
tivo deberá fijar trimestralmente el incremento 
de los haberes previsionales de la totalidad de 
los regímenes bajo su administración, aten-
diendo prioritariamente a los sectores de más 
bajos ingresos.

A cambio, entregará un incremento en los ha-
beres en marzo y otro en junio, fechas que esta-
blecía la ley anterior, los que quedarán a criterio 
del Poder Ejecutivo.

Además, se anuncia un bono para jubilados. 
Serán dos pagos de hasta $5.000, el primero el 
30 de diciembre y el segundo en enero. Bene-
ficia a quienes perciban el haber mínimo de 
$14.068 y hasta un tope de $19.067, para com-
pletar un nuevo piso total de $19.068. Por lo 
tanto, quienes cobren un haber de ese monto o 
más no recibirán este extra, ni tampoco quienes 
perciban una pensión adicional.

IV. Incrementos salariales y otras faculta-
des del PE

a) Disponer en forma obligatoria que los em-
pleadores del sector privado abonen a sus tra-
bajadores incrementos salariales mínimos.

La suba tendrá un carácter universal para los 
trabajadores formales del sector privado, que 
tributará para la seguridad social y que se efec-
tivizará en tres etapas en los meses de enero, 
febrero y marzo. El monto, aún no explicitado 
por los funcionarios, oscilará entre 6 mil y 9 mil 
pesos que irán a formar parte de los salarios, 
aunque se buscará habilitar las negociaciones 
paritarias para ampliar su impacto. Los empre-
sarios solicitaron que fuese no remunerativo.

El presidente definió que será “remunerativo, 
progresivo y acumulativo”, en alusión a la forma 
de computar cada pago respecto del anterior.

Será “como anticipo de paritarias” y operará 
como disparador de negociaciones anticipadas 
en los casos en que los empleadores estuvieran 
en condiciones de mejorar el pago decretado. 
De ese modo, las actividades económicas más 
golpeadas deberán integrar como mínimo la 
suma resuelta por el Ejecutivo, pero en el resto 
las paritarias actuarán como escenario para to-
mar esa base y proyectarla.

b) Eximir temporalmente de la obligación 
del pago de aportes y contribuciones al Sistema 
Integrado Previsional Argentino creado por ley 
26.425 sobre los incrementos salariales que re-
sulten de la facultad reconocida en el inciso an-
terior o de la negociación colectiva.

c) Efectuar reducciones de aportes patrona-
les y/o de contribuciones personales al Sistema 
Integrado Previsional Argentino creado por ley 
26.425, limitadas a jurisdicciones y actividades 
específicas o en situaciones críticas.
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Las reformas de la ley 27.541 en el esquema contributivo 
de la seguridad social. Todo un cambio de importancia

Daniel G. Pérez

I. Introducción

Apenas instalado el nuevo gobierno, a partir 
del 10/12/2019, se comienzan a generar impor-
tantes movimientos en la órbita del poder legis-
lativo que, la nueva conducción entendió como 
sustanciales, para resolver temas de contenido 
económico y social. De allí la energía que se 
instaló en obtener rápidamente a la sanción de 
la ley 27.541 (BO 23/12/2019) que responde al 
(en todo caso) impactante nombre de “Ley de 
Solidaridad Social y Reactivación Productiva en 
el Marco de la Emergencia Pública”.

Este nombre realmente ambicioso es lo su-
ficientemente extenso como para recordarlo a 
cada momento. A esta la ley (en términos más 
simples) se menciona escuetamente como “Ley 
de Solidaridad”.

En realidad, ni el nombre extenso, ni el abre-
viado parecen explicar acabadamente la natu-
raleza eminentemente y casi exclusivamente 
económica.

Esto lo afirmamos porque los aspectos tribu-
tarios no son —en realidad— medidas tributa-
rias con el objeto de una reforma del sistema, 
son la consecuente de una tensión ingreso-
gasto. Están —se entiende— más emparentadas 
con el gasto que con el ingreso y, con cierta co-
municación a sectores de más altos recursos del 
futuro que puede devenir en materia tributaria.

Por ello, sus lineamientos hay que tratarlos 
no solamente desde el impacto de cada medida 
en particular, sino asociados a todo el esquema 
macro de la ley. Esta norma no se explica bien, 

si no se coordinan todas las medidas en forma 
armónica.

Por ello, nuestro análisis respecto de la nueva 
política en materia de tributación de la segu-
ridad social, no solo se abocará a las medidas 
en sí, sino que trataremos de integrarlas (en 
la medida de los posible) al cuadro integral 
reformista.

II. Los parámetros del esquema anterior a 
la vigencia de la ley 27.541. La vigencia de la 
ley 27.541

Antes que nada, la vigencia de la ley 27.541. El 
art. 87 expresa muy categóricamente: “... La pre-
sente ley comenzará a regir a partir de día de su 
publicación en el Boletín Oficial de la República 
Argentina...”.

La ley fue publicada por suplemento en el 
Boletín Oficial el día lunes 23 de diciembre de 
2019. En el mismo día también se publica el de-
creto de promulgación 58/2019, que lo hace con 
una observación respecto del art. 52.

La vigencia implica desde el punto de vista tri-
butario, distintos efectos. El efecto para los tri-
butos de ejercicio es respecto del ejercicio fiscal 
que abarca; por ello, por ejemplo, las medidas 
respecto del Impuesto sobre los Bienes Perso-
nales afectan el ejercicio fiscal 2019.

En cuanto a los tributos de seguridad social 
(en el caso contribuciones) los cambios afectan 
el ejercicio fiscal en que tiene vigencia la ley; o 
sea diciembre de 2019. Como los tributos de se-
guridad social son de ejercicio, las medidas que 
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a continuación explicaremos tienen incidencia 
a partir del “devengado” diciembre.

De esta misma forma lo establece el art. 8º del 
dec. 99/2019 (BO 27/12/2019), reglamentario 
de la ley 27.541, en lo específico, la reglamen-
tación del título correspondiente a las contribu-
ciones patronales.

“... Art. 8º. Las presentes disposiciones surti-
rán efecto para las obligaciones de determina-
ción e ingreso de las contribuciones patronales 
con destino al Sistema Único de Seguridad So-
cial cuyo vencimiento opere a partir del día de 
la entrada en vigencia de la ley 27.541...”.

El primer vencimiento que opera a partir de 
la entrada en vigencia de la ley es —como ya 
dijimos— el devengado diciembre, cuyo ven-
cimiento se produjo en la primera semana del 
mes de enero de 2020.

Para que se puedan determinar, liquidar e 
ingresar las contribuciones con el nuevo es-
quema, resulta necesario contar con la nueva 
versión de la DD.JJ. online y eventualmente del 
aplicativo SICOSS que, contenga las modifica-
ciones operadas.

La administración fiscal, a través de la RG 
(AFIP) 4661 (BO 09/01/2020) produce el acto 
reglamentario para que resulte operativa la re-
forma, a través de la comunicación de que, se 
encuentra en plena ejecución la actualización 
del mecanismo de DD.JJ. online y en todo caso 
la nueva versión del SICOSS; este tema será 
abordado en el punto respectivo.

III. El esquema contributivo de la reforma 
por ley 27.430

Fue suficientemente abordada la reforma 
producida por la ley 27.430, de forma que sus 
lineamientos y efectos han quedado explicados, 
sobre todo con la experiencia de su vigencia du-
rante los años 2018 y 2019.

En este resumen pondremos de resalto algu-
nas cuestiones que o bien permanecen sin cam-
bios en la nueva propuesta de la ley 27.541, o 
que, cambian decididamente a partir del nuevo 
ordenamiento.

Una de las características más destacables de 
la ley 27.430, fue el gradualismo de sus efectos.

Precisamente, en el ámbito de las reformas en 
la tributación de la seguridad social esa función 
gradual de los efectos fue una de las principales 
registradas.

Primer aspecto destacable e importante entre 
ambas reformas: la ley 27.430, no derogó al dec. 
814, sino que lo reformó. La ley 27.541, lo deroga 
en forma expresa en el art. 26.

Uno de los elementos producidos por la 
reforma de la ley 27.430, respecto del dec. 
814/2001, había sido el imprimirle un sesgo de 
política instrumental diferenciada. La misma 
ley de reforma, al hacerlo respecto del nuevo 
aspecto contributivo, reservó como pauta de 
cambio el ejercicio de ciertos tratamientos pre-
ferenciales por sector o característica de la acti-
vidad. Esta situación se mantiene también en el 
ámbito de la nueva ley,

Ciertos efectos estaban perfectamente con-
templados y ubicados temporalmente; como 
el caso del nivel de la alícuota contributiva a 
través de los distintos ejercicios y la actualiza-
ción del monto de detracción mínima de la base 
contributiva.

Otros no eran tan precisos ni tenían por su 
naturaleza un tiempo estimado para su ini-
cio. Este es el caso de los tratamientos pre- 
ferenciales.

Lo que parecía no estar previsto original-
mente es lo que produjo la ley 27.467 (BO 
04/12/2018) de presupuesto para el año 2019 
al introducir un tratamiento preferencial, fuera 
del ámbito de la ley reforma tributaria, o de nor-
mas relacionadas con ella a través de la autori-
dad de aplicación.

IV. El nivel contributivo de la ley 27.430

Necesariamente, debemos partir de la expli-
cación de lo que hasta la vigencia de esta ley 
venía sucediendo en materia contributiva de 
la seguridad social; o sea lo que había dejado 
la anterior gran reforma protagonizada por 
la ley 27.430. Pues ahora, el régimen cambia y 
—diríamos— de modo importante, por cuanto 
se abandona el criterio de “gradualidad”, para 
pasar al esquema de alícuotas definidas en el 
mismo momento de su vigencia.
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La llamada reforma tributaria, establecía 
una alícuota única de contribución a partir del 
01/01/2022. Esta alícuota única fue fijada en 
19,50% (diecinueve con cincuenta centésimos 
por ciento). Dicha alícuota entonces, vino a 
reemplazar a las alícuotas del 21% y 17% esta-
blecidas por el art. 2º del dec. 814/2001 en su 
anterior texto.

Para lograr esta unificación en forma gra-
dual, se estableció un cronograma que co-
menzó el 01/01/2018, extendiéndose hasta el 
01/01/2022. El comienzo de las modificacio-

nes no operó —en realidad— el 01/01/2018, 
por cuanto las vigencias de estas modifica-
ciones para el ejercicio 2018, fueron efectivas 
según establecía el art. 173 “... para las contri-
buciones que se devenguen desde el primer 
día del segundo mes inmediato siguiente al de 
entrada en vigencia de esta ley...”; o sea: para 
las contribuciones que se devengaron a partir 
del 1º de febrero de 2018.

Recordemos que la gradualidad del régi-
men anterior establecía el siguiente cuadro de 
alícuotas:

814 Hasta el 
31/12/2018

Hasta el 
31/12/2019

Hasta el 
31/12/2020

Hasta el 
31/12/2021

Desde el 
1/1/2022

Art. 2°, inc. a) 20.70 20.40 20.10 19.80 19.50

Art. 2°, inc. b) 17.50 18.00 18.50 19.00 19.50

Diferencias 3 2,4 1,6 0,80 -

De esta forma, las alícuotas vigentes a partir 
del 01/01/2019 fueron de 20,40% la mayor o 
agravada y de 18%, la menor o general.

Como veremos en la explicación de la nueva 
ley, este nivel de alícuotas es el que se recoge a 
partir del mes de diciembre de 2019 y que —si 
no hay cambios— será el esquema permanente 
a partir de dicho momento.

La gradualidad de la ley 27.430, provocaba, 
por lo menos dos cuestiones evidentes. Por un 
lado, disminuía la brecha entre las dos alícuo-
tas, pero no hizo desaparecer la “tensión” pro-
ducida por esa diferencia. En ese caso, persistía 
hasta la unificación de la alícuota a partir del 
01/01/2022.

La controversia entre el organismo fiscal, la 
doctrina y la jurisprudencia respecto de con-
cepto de clasificación de las empresas pymes, 
para la aplicación de una u otra alícuota, iba a 
continuar presente (y en los hechos continuó) 
hasta el momento de unificación. Es de desta-
car, en este aspecto, que el organismo fiscal no 
cesó en su embate determinativo a pesar de que 
se acumuló momento a momento la jurispru-
dencia en su contra.

El otro aspecto relevante con el cambio a par-
tir del 01/01/2018 fue el encarecimiento para el 
sector pyme del nivel contributivo. La alícuota 
de contribuciones para el ese sector aumentó 
en el año 2.86%, mientras que para el resto de 
los contribuyentes no pymes, decrecía en un 
1,45%. Esta mecánica, como ya lo pusimos de 
resalto en otras oportunidades, no resulta ni ra-
zonable ni equitativa.

V. La introducción de la detracción mínima

El cambio más profundo y que se tradujo en 
mayores efectos fue el que provocaron los arts. 
167 y 168 de la ley. El primero de ellos, modifi-
caba rotundamente el texto del art. 4º del dec. 
814/2001 y el segundo derogó expresamente 
uno de los anexos del dec. 814/2001 y también 
derogó en forma anticipada al dec. 1009/2001. 
Decimos anticipadamente porque, esta deroga-
ción se hacía efectiva a partir del 01/01/2022, en 
virtud del art. 173 de la ley.

Vamos a ver en el punto respectivo que se da 
una situación muy particular a partir de la vi-
gencia de la ley 27.541. Esta viene a derogar al 
art. 173 de la ley 27.430 y deroga, también tanto 
al dec. 814/2001, como al dec. 1009/2001.
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Quiere significar esto algo muy especial en el 
“concurso” de leyes. La primera derogó al dec. 
1009/2001 a partir del 01/01/2022; la segunda 
deroga el art. 173 y deroga al dec. 1009/2001; 
o sea, lo que hizo la primera de las leyes (ley 
27.430) es dejar vigente al dec. 1009/2001, desde 
el ejercicio 2018 hasta noviembre de 2019, con 
los efectos que ello tuvo y tendrá.

La introducción de la “detracción mínima” 
que generó la ley 27.430, tuvo el siguiente al-
cance: trocó el método de cómputo de una por-
ción de las contribuciones efectivamente ingre-

sadas como crédito fiscal en el impuesto al valor 
agregado (respecto de los contribuyentes habi-
litados para ello, por razones geográficas), por 
la detracción de un mínimo sobre el total de las 
remuneraciones imponibles de todos los em-
pleadores del sector privado. Esto representó 
un cambio importante y sensible.

La magnitud de la detracción, también se 
establecía en forma gradual, como casi todos 
los cambios operados. La ley generó un crono-
grama de los períodos de acuerdo con las si-
guientes pautas:

    Detracción de 
la base imponible 

para contribuciones 
patronales

Hasta el 
31/12/2018

Hasta el 
31/12/2019

Hasta el 
31/12/2020

Hasta el 
31/12/2021

Desde el 
1/1/2022

20% 40% 60% 80% 100%

El último párrafo del art. 2º del dec. 759/2018 
(BO 17/08/2018), reglamentario de estos artícu-
los, aclaraba que, la magnitud de la detracción 
surgiría de aplicar sobre el importe vigente en 
cada mes el porcentaje que corresponda, para el 
año que se trate, conforme al inc. c) del art. 173.

Dicho “mínimo” o “detracción” contaba 
desde el mismo texto de la ley, con una pauta de 
actualización. Correspondía ser aplicada desde 
el mes enero de cada año, sobre la base de las 
variaciones del Índice de Precios al Consumidor 
(IPC) elaborado por el INDeC.

La actualización operaba sobre índices incre-
mentales del pasado, extendidos hacia el futuro; 
por cuanto, se tomaban las variaciones acumu-
ladas correspondientes al mes de octubre del 
año anterior al del ajuste, respecto del mismo 
mes del año anterior. El dec. 759/2018 vino a 
completar que, la Secretaría de Seguridad So-
cial, dependiente del Ministerio de Trabajo, 
Empleo y Seguridad Social, resultaba la encar-
gada de actualizar dicho importe de detracción 
y de publicar el nuevo valor que a considerar 
para la determinación de las contribuciones pa-
tronales que se devenguen desde el 1º de enero 
de cada año.

La autoridad de aplicación (Secretaría de Se-
guridad Social, dependiente en eses momento 

del Ministerio de Salud y Desarrollo Social) a 
través de la res. 3/2018 (BO 26/12/2018) estable-
ció como actualización del monto referido en el 
art. 4º de la ley el importe de $17.509,20, a partir 
del 01/01/2019.

El valor mensual, en virtud de lo estable-
cido por el inc. c) del art. 173, fue entonces de 
$7003,68, que representaba el 40% del mínimo 
para el año en curso. El nuevo del mínimo sig-
nificaba un 45,91% de incremento sobre los 
$12.000 anteriores. El valor del mínimo estable-
cido a partir del 1º de enero de cada año se man-
tenía para todo ese año en curso y se cambiaba 
al inicio del año siguiente.

Como veremos en el desarrollo del trabajo, la 
nueva ley, también recoge estas pautas a partir 
de su vigencia; pero, en lo inmediato sin pauta 
de actualización alguna.

Esta metodología en el marco de la anterior 
administración provocaba un “descalce” entre 
los incrementos anuales de los salarios fijados 
mediante convenciones colectivas, pautados 
en muchas oportunidades con ajustes dife-
rentes dentro del mismo año y el incremento 
de los mínimos fijados a principio del año y 
mantenidos inalterables por los próximos doce 
meses.
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VI. Los tratamientos preferenciales

Este punto es de real importancia. La ley 
27.541 mantiene en forma expresa por los tres 
tratamientos diferenciales que había determi-
nado su similar ley 27.430.

El anteúltimo párrafo del art. 21 de la ley 
establece que se mantienen vigentes los tra-
tamientos establecidos en los decretos: 1067 
del 22/11/2018; 128 del 14/02/2019 y 688 del 
04/10/2019.

En el marco de la ley 27.430, el tratamiento 
preferencial se hallaba convalidado por el 
inc. c) del art. 173, cuando contemplaba que, si 
la situación económica o determinados secto-
res de la economía así lo aconsejaban, se podría 
establecer que la detracción se aplicara en su 
totalidad con anterioridad a las fechas indica-
das en el cuadro y/o establecer distintos por-
centajes a los indicados.

Agregaba este inciso que, en todos los casos, 
debían requerirse informes técnicos favorables 
y fundados de los ministerios que tuvieren ju-
risdicción sobre el correspondiente ramo o 
actividad del Ministerio de Hacienda y del Mi-
nisterio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social 
(luego como secretaría dependiente del Minis-
terio de Producción y Trabajo y nuevamente 
ahora como Ministerio), nombrando a este úl-
timo organismo como autoridad de aplicación 
en la promoción de la norma que generare al-
guna situación de especial beneficio.

El ejercicio de estas facultades correspon-
dió, en primer término, en forma directa al 
Ejecutivo.

El dec. 1067/2018 (BO 23/11/2018), vino a es-
tablecer el primer tratamiento preferencial.

Dispuso que los empleadores de los sectores: 
textil, de confección de calzado y de marroqui-
nería aplicarán la detracción del art. 4º del dec. 
814/2001, considerando el 100% del importe 
previsto, vigente en cada mes.

La vigencia de esta medida comenzó desde 
el devengado noviembre de 2018 hasta el 
30/11/2019. O sea, los sectores involucrados 
comenzaron por tener la posibilidad de tomar 
$12.000 mensuales en los meses de noviem-

bre y diciembre de 2018 y tomaron $17.509,20 
mensuales a lo largo del año 2019, hasta el de-
vengado noviembre de 2019. Luego veremos 
cómo sigue la situación a partir del devengado 
diciembre de 2019.

A los efectos de la aplicación de este benefi-
cio, el decreto entiende como empleadores de 
los sectores elegidos a los sujetos que desarro-
llen como actividad declarada ante la AFIP al-
guna de las que describe el Anexo del mismo 
decreto contiene.

Este decreto fue reglamentado por el Minis-
terio de Producción y Trabajo a través de res. 
127/2018 (BO 04/12/2018) y luego por la Dispo-
sición 1/2018 (BO 03/01/2019) emanada de la 
Dirección Nacional de Modernización Produc-
tiva, dependiente del mismo Ministerio.

El decreto estableció ciertos requisitos para 
que proceda el beneficio estipulado.

El tratamiento preferencial no resulta apli-
cable hasta tanto el empleador no acredite la 
cantidad de trabajadores afectados a las tareas 
que son base de la actividad promocionada y 
deriva a la autoridad de aplicación (que es nue-
vamente el Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social), la reglamentación de dicho requisito.

Pues entonces, la autoridad de aplicación 
emite la mencionada res. 127/2018, por la que, 
establece que los trabajadores de los sectores 
elegidos deberán, encontrarse comprendidos 
en los Convenios Colectivos de Trabajo homo-
logados por la autoridad de aplicación que figu-
ran en el anexo de dicha norma y que forman 
parte de la medida  (1).

 (1) Convenios Colectivos de Trabajo incluidos — dec. 
1067/2018 - CCT 125/1975, Sindicato de Empleados, Ca-
pataces y Encargados de la Industria del Cuero (SECEIC). 
CCT 135/1975, celebrado por Sindicato Marroquineros 
y Afines (SOM), Cámara Industrial de las Manufacturas 
del Cuero y Afines de la República Argentina (CIMA) y 
Federación Argentina de Trabajadores de la Industria 
del Cuero y Afines (FATICA). CCT 142/1975, Sindicato 
de Obreros Curtidores (SOC). CCT 164/1975, celebrado 
por SOM (Sindicato Marroquineros y Afines), Cámara 
Industrial de las Manufacturas del Cuero y Afines de la 
República Argentina (CIMA) y Federación Argentina de 
Trabajadores de la Industria del Cuero y Afines (FATICA). 
CCT 196/1975, Federación Argentina de Trabajadores de 
la Industria del Cuero y Afines (FATICA). CCT 212/1975, 
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celebrado por Sindicato Argentino de la Manufactura del 
Cuero (SAMC), Cámara Industrial de las Manufacturas 
del Cuero y Afines de la República Argentina (CIMA) y 
Federación Argentina de Trabajadores de la Industria 
del Cuero y Afines (FATICA). CCT 224/1975, celebrado 
por Sindicato de Empleados, Capataces y Encargados 
de la Industria del Cuero (SECEIC), Cámara Industrial 
de las Manufacturas del Cuero y Afines de la República 
Argentina (CIMA) y Federación Argentina de Traba-
jadores de la Industria del Cuero y Afines (FATICA). 
CCT 251/1975, celebrado por Sindicato de Empleados, 
Capataces y Encargados de la Industria del Cuero (SE-
CEIC), Cámara Industrial de las Manufacturas del Cuero 
y Afines de la República Argentina (CIMA) y Federación 
Argentina de Trabajadores de la Industria del Cuero y 
Afines (FATICA). CCT 278/1975, celebrado por Sindicato 
Argentino de la Manufactura del Cuero (SAMC), Cámara 
Industrial de las Manufacturas del Cuero y Afines de la 
República Argentina (CIMA) y Federación Argentina 
de Trabajadores de la Industria del Cuero y Afines 
(FATICA). CCT 386/1975, celebrado por Sindicato de 
Empleados, Capataces y Encargados de la Industria del 
Cuero (SECEIC), Cámara Industrial de las Manufacturas 
del Cuero y Afines de la República Argentina (CIMA) y 
Federación Argentina de Trabajadores de la Industria del 
Cuero y Afines (FATICA). CCT 123/1990 SETIA-FITA y sus 
modificatorias, celebrado entre Sindicato de Empleados 
Textiles de la Industria y Afines (SETIA) y Federación de 
Industrias Textiles Argentinas (FITA). CCT 438/2006 FO-
NIVA CORTE INTERIOR y sus modificatorias, celebrado 
entre Federación Obrera de la Industria del Vestido y 
Afines (FONIVA) y Federación Argentina de la Industria 
de la Indumentaria y Afines (FAIIA). CCT 500/2007 y 
sus modificatorias, celebrado entre Asociación Obrera 
Textil de la República Argentina (AOTRA) y Federación 
de Industrias Textiles Argentinas (FITA). CCT 501/2007 
SETIA y sus modificatorias, celebrado entre Sindicato 
de Empleados Textiles de la Industria y Afines de la 
República Argentina (SETIA) y Federación Argentina 
de la Industria de la Indumentaria y Afines (FAIIA). CCT 
526/2008, Unión Obreros y Empleados de Tintoreros, 
Sombrereros y Lavaderos de la República Argentina 
(UOETSYLRA). CCT 614/2010 UCI CORTADORES y 
sus modificatorias, celebrado entre Unión Cortadores 
de la Indumentaria (UCI) y Federación Argentina de 
la Industria de la Indumentaria y Afines (FAIIA). CCT 
652/2012, celebrado entre Unión de Trabajadores de 
la Industria del Calzado de la República Argentina 
(UTICRA) y Federación Argentina de la Industria de 
Calzado y Afines (FAICA). CCT 746/2017 (ex 626/2011) 
FONIVA VESTIDO y sus modificatorias, celebrado entre 
Federación Obrera de la Industria del Vestido y Afines 
(FONIVA) y Federación Argentina de la Industria de 
la Indumentaria y Afines (FAIIA). CCT-632-2004-E, 
Alpargatas SAIC, Sindicato de Empleados Textiles de la 
Industria y Afines de la República Argentina (SETIA). 
CCT-676-2004-E, Tipoiti SATIC, Asociación Obrera Tex-
til de la República Argentina (AOTRA). CCT-726-2005-E, 
Dupont Argentina SA (#1309), Sindicato de Empleados 
Textiles de la Industria y Afines de la República Argen-
tina (SETIA). CCT-825-2006-E, Kordsa Argentina SA, 

Hasta aquí aparece como razonable la con-
junción entre la actividad del empleador —para 
cuya caracterización se usa el orden clasificato-
rio establecido por la AFIP—, con los convenios 
colectivos que rigen la actividad, en sus diver-
sas ramas para combinar —precisamente— la 
actividad del empleador con la convención 
colectiva que involucra tanto a los empleadores 
como a los trabajadores.

Pero, no dejó de sorprender, en aquella opor-
tunidad, lo que aportó la Disposición 1/2018 
que produjo un ensanchamiento del listado 
de convenios colectivos involucrados en la 
medida.

Se menciona en los considerandos del acto 
dispositivo que, atento a que el art. 7º de la res. 
127/2018 facultó a dictar normas complemen-
tarias y aclaratorias, así como a modificar el lis-
tado de Convenios Colectivos detallados en el 
Anexo de dicha resolución, se procedió a “am-
pliar” el listado de convenciones colectivas por 
las que se podrá adquirir —en principio— el 
beneficio preferencial respecto de la detracción 
mensual.

En este nuevo listado se incorporaron con-
venios (o actividades digamos) que parecería 
que poco (o nada) tienen que ver son los sec-
tores marcados por el decreto: que son (recor-
demos) textiles, de confección de calzado y 
marroquinería.

Sindicato de Empleados Textiles de la Industria y Afines 
de la República Argentina (SETIA). CCT-894-2007-E, 
Dupont Argentina SA (#1309), Asociación Obrera Textil 
de la República Argentina (AOTRA). CCT-968-2008-E-2, 
Invista Argentina SRL, Sindicato de Empleados Texti-
les de la Industria y Afines de la República Argentina 
(SETIA). CCT-1030-2009-E, Dupont Argentina SA (#1309), 
Sindicato de Empleados Textiles de la Industria y Afines 
de la República Argentina (SETIA). CCT-1039-2009-E, 
Dupont Argentina SA (#1309), Asociación Obrera Textil 
de la República Argentina (AOTRA). CCT-1096-2010-E, 
Simmons de Argentina SAIC, Sindicato de Empleados 
Textiles de la Industria y Afines de la República Argen-
tina (SETIA). CCT-1116-2010-E, Invista Argentina SRL, 
Sindicato de Empleados Textiles de la Industria y Afines 
de la República Argentina (SETIA). CCT-1159-2010-E, 
TIPOITI SATIC, Asociación Obrera Textil de la República 
Argentina (AOTRA). CCT-1181-2011-E, Dupont Argen-
tina SA (#1309), Sindicato de Empleados Textiles de la 
Industria y Afines de la República Argentina (SETIA). 
CCT-1473-2015-E, TIPOITI SATIC, Asociación Obrera 
Textil de la República Argentina (AOTRA).
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Pues bueno, se incorporan al listado de con-
venios colectivos los siguientes:

- CCT 260/1975, celebrado entre Unión 
Obrera Metalúrgica de la República Argentina 
(UOMRA); la Federación Argentina de Indus-
trias Metalúrgicas Livianas y Afines y la Federa-
ción Argentina de la Industria Metalúrgica del 
Interior.

- CCT 275/1975, celebrado entre Asociación 
de Supervisores de la Industria Metalúrgica de 
la República Argentina; la Federación Argen-
tina de Industrias Metalúrgicas Livianas y Afi-
nes y la Federación Argentina de la Industria 
Metalúrgica.

- CCT 335/1975, celebrado entre Unión de 
Sindicatos de la Industria Maderera de la Re-
pública Argentina (USIMRA) y la Federación 
Argentina de la Industria de la Madera y Afines.

- CCT 77/1989, celebrado entre Federación 
Argentina de Trabajadores de Industrias Quí-
micas y Petroquímicas (FATIQP) y la Cámara de 
Industria Química y Petroquímica.

- CCT 419/2005, celebrado entre la Unión 
Obreros y Empleados Plásticos (UOYEP) y la Cá-
mara Argentina de la Industria Plástica (CAIP).

Los convenios colectivos antes descriptos 
no parecen estar directamente relacionados 
con las actividades descriptas en el Anexo del 
dec. 1067/2018, a menos que se haya entendido 
(y no explicado) que existe entre estos conve-
nios y las actividades textiles, de confección 
de calzado y marroquinería alguna relación de 
tipo indirecto.

Por supuesto, la autoridad de aplicación de-
bía haber explicado claramente esta relación de 
tipo indirecta, por cuanto, la mera ampliación 
de los convenios colectivos (o actividades) in-
corporadas a la medida, generaba situaciones 
de —en todo caso— inequidad. Esta explica-
ción nunca se efectuó.

VII. La promoción del sector agrícola pri-
mario e industrial

Podemos decir que, la publicación del dec. 
128/2019 (BO 15/02/2019) surgió como res-
puesta y efecto de lo que —en su oportunidad— 

el ejecutivo del anterior gobierno había adelan-
tado, como parte de un paquete de medidas, en 
un comunicado. No fue una acción aislada en 
esta materia, tal vez sí ciertamente dirigida.

La promoción del sector primario agrícola e 
industrial, es un ejemplo más del tratamiento 
diferencial en materia contributiva que han 
recibido otros sectores industriales, como los 
anteriormente mencionados: textiles, de con-
fección, del cuero y marroquinería.

El dec. 128/2019, fue reglamentado por la 
RG (AFIP) 4440/2019 que contiene en forma 
exclusiva, ciertos parámetros de carga en la de-
claración jurada para que proceda en beneficio 
a partir del devengado marzo de 2019 y por la 
res. conj. 4469/2019 (MPyT) y 4469/2019 (AFIP) 
que generó los requisitos para poder acreditar 
la actividad desarrollada con posterioridad a la 
fecha que debía ser considerada (31/12/2018).

El dec. 128/2019 se enmarca en los mismos 
aspectos que el dec. 1076/2018 es más, modifica 
el art. 8º del dec. 1067/2018 extendiendo todas 
las medidas de excepción hasta el 31 de diciem-
bre de 2021.

En este caso, se extiende a los empleadores 
del sector primario agrícola e industrial para 
que gocen de las mismas medidas que los otros 
sectores elegidos: el cómputo del 100% de la de-
tracción, para las contribuciones que se deven-
guen a partir del mes de marzo de 2019 y hasta 
(como ya adelantamos) hasta el 31/12/2021.

Las actividades elegidas son un total de 47 
(cuarenta y siete) pertenecientes al sector pri-
mario agrícola e industrial que se muestra en 
un anexo del mismo decreto.

VIII. El tratamiento respecto del sector 
salud

El último sector beneficiado por el trata-
miento en el marco de la ley 27.430 fue el de la 
salud a través del dec. 688/2019 del 04/10/2019, 
con las modificaciones de por el dec. 867/2019 
(BO 09/12/2019). El decreto fue reglamentado 
por las resoluciones (AFIP) 4609/2019 (BO 
11/10/2019) y (SSS) 1964/2019 (BO 13/11/2019), 
las que, establecieron los requisitos y modalida-
des para acceder al beneficio.
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En ese caso se estableció que los empleadores pertenecientes a servicios, establecimientos e ins-
tituciones relacionadas con la salud que se definen en el art. 2º del decreto y entendiendo que estos 
son los que desarrollan como actividad principal, alguna de las que se detallan en el Anexo del 
mismo decreto y que aquí se reproducen.

CLAE DESCRIPCIÓN

651
Únicamente 651.310 (Obras Sociales) y 651.110 (Servicios de Seguros de Salud - 
Incluye medicina prepaga y mutuales de salud)

861 Servicios de hospitales

862 Servicios de atención ambulatoria realizados por médicos y odontólogos

863
Seervicios de práctica de diagnóstico y tratamiento; servicios integrados de 
consulta, diagnóstico y tratamiento

864 Servicios de emergencia y traslados

869 Servicios relacionados con salud humana n.c.p.

870 Servicios sociales con alojamiento

880 Servicios sociales sin alojamiento

949 Unicamente 949990 (Servicios de asociaciones n.c.p.)

Muy importante: los tratamientos diferenciales 
descriptos en los puntos anteriores, continúan en 
el marco de la ley 27.541.

IX. Los tratamientos preferenciales en la 
Ley de Presupuesto del año 2019

El tratamiento que vamos a analizar viene 
enmarcado  en la Ley de Presupuesto para el 
ejercicio 2019 (ley 27.467 - BO 04/12/2018) y 
mediante la introducción de un tercer artículo 
agregado a continuación del 24 de la ley 23.349 
(y sus modificaciones) del Impuesto al Valor 
Agregado. El art. 24 de la ley del IVA trata el tema 
de los saldos a favor.

“... Art....— Los sujetos cuya actividad sea la 
prestación de servicios de radiodifusión televi-
siva abierta o por suscripción mediante vínculo 
físico y/o radioeléctrico, de radiodifusión so-
nora, señales cerradas de televisión, las empre-
sas editoras de diarios, revistas, publicaciones 
periódicas o ediciones periodísticas digitales 
de información en línea y los distribuidores de 
esas empresas editoras, podrán computar como 
crédito fiscal del gravamen, las contribuciones 
patronales sobre la nómina salarial del personal 
afectado a dichas actividades, devengadas en el 

período fiscal y efectivamente abonadas al mo-
mento de presentación de la declaración jurada 
del tributo, establecidas en el art. 2º del dec. 814 
del 20 de junio de 2001 y sus modificaciones, en 
el monto que exceda al que corresponda com-
putar de acuerdo con lo dispuesto en el segundo 
párrafo del inc. d) del art. 173 de la ley 27.430. 
En el supuesto que el ingreso de ese monto se 
realice con posterioridad al momento indicado, 
se podrá computar en la declaración jurada 
correspondiente al período fiscal en que se hu-
biera efectuado el pago de las contribuciones.

A los efectos previstos en este artículo, no re-
sultará de aplicación lo dispuesto en el art. 13 de 
esta ley. No obstante, cuando las remuneraciones 
que originen las contribuciones patronales sus-
ceptibles de ser computadas como crédito fiscal, 
en virtud de lo establecido precedentemente, se 
relacionen en forma indistinta con otras activida-
des no comprendidas en el párrafo anterior, los 
importes de tales contribuciones estarán sujetos 
al procedimiento indicado en el art. 13, al solo 
efecto de determinar la proporción atribuible a 
las comprendidas en este artículo.

Los montos de las referidas contribuciones 
patronales deberán computarse como crédito 
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fiscal en el impuesto al valor agregado hasta 
el monto del débito fiscal del período de 
que se trate, antes de computar los restan-
tes créditos fiscales que correspondieren, no 
pudiendo generar saldo a favor del contribu-
yente a que se refiere el primer párrafo del art. 
24 de esta ley. Tampoco serán deducibles a 
los efectos de la determinación del Impuesto 
a las Ganancias...”.

Este artículo, al que preferimos transcribir 
por su importancia, implica, en resumen, las si-
guientes situaciones:

1) Está destinado, en forma exclusiva para las 
actividades descriptas en el primer párrafo del 
artículo.

2) El tratamiento especial no se encontraba 
en el dec. 814/2001, sino en la ley del IVA.

3) El tratamiento diferencial se basa en que, 
para estos sectores se permite tomar el total de 
las contribuciones efectivamente ingresadas; 
por ello dice en exceso a las que corresponde 
tomar por el art. 173. Recordemos que, en 
cuanto a la posibilidad de tomar cierto porcen-
taje de las contribuciones como crédito fiscal 
del IVA que contenía en anterior art. 4º del dec. 
814/2001, tendía a desaparecer en forma gra-
dual hasta proyectar su eliminación a partir del 
01/01/2022.

4) El tercer artículo agregado a continuación 
del 24 de la ley establece que, en los casos en 
que las contribuciones correspondan a activi-
dades promocionadas y no promocionadas se 
aplicará el prorrateo previsto por el art. 13 de la 
ley del IVA.

5) Como muy importante cuestión técnica, 
los créditos fiscales por contribuciones son los 
primeros que se computan contra el débito fis-
cal, hasta el límite de dicho débito fiscal, no pu-
diendo los excesos de este y los otros créditos 
generar saldo técnico a favor.

En resumen, de este tratamiento, en el marco 
del análisis de reforma de la ley 27.430, tomando 
todos los sectores con tratamiento preferencial, 
sin dudas, estas actividades han sido las más 
beneficiadas. No solo gozan del tratamiento 
a que hacemos mención incluido en la ley del 
IVA, sino que también gozaban los beneficios 

del nuevo art. 4º del dec. 841/2001, en cuanto al 
monto de detracción mensual.

Esto es así, porque no hay norma alguna que 
prohibiera esta conjunción de beneficios.

Muy importante: Este tratamiento beneficios 
perdura en el ámbito de la nueva ley 27.541.

X. El tratamiento de la ley 26.940 en el 
marco de la reforma de la ley 27.430

La ley 26.940 (BO 02/06/2014), conocida 
como de Promoción del Trabajo Registrado y 
Prevención del Fraude Laboral, establece en su 
tít. II los Regímenes especiales de promoción 
del trabajo registrado; esto, en dos capítulos: 
cap. I; el régimen permanente de contribucio-
nes para microempleadores y, cap. II; régimen 
de contratación del trabajo registrado.

En principio y como cuestión de fondo, el art. 
172 de aquella ley deja sin efecto a este tít. II de 
la ley 26.940 desde su misma vigencia, con ex-
cepción del art. 33 que se refiere a los convenios 
de corresponsabilidad gremial.

Pero aquí, en algún aspecto, imperaba tam-
bién el gradualismo.

El art. 169, tanto respecto del régimen de con-
tribuciones para microempleadores (art. 18, ley 
26.940), como para el régimen de contratación 
del trabajo registrado (art. 24 de la ley 26.940), 
mantuvo los beneficios establecidos hasta el 
01/01/2022 (para los microempleadores) y para 
las relaciones laborales vigentes que contaban 
con el beneficio de reducción y hasta el venci-
miento del plazo respectivo de 24 (veinticuatro) 
meses para el caso de la contratación de traba-
jadores. Por supuesto en cada caso los emplea-
dores debían seguir cumpliendo los requisitos y 
las obligaciones que resultaban aplicables en el 
ámbito de dicha Ley de Promoción del Empleo.

Pero —y aquí lo importante— introdujo una 
opción para ambos casos.

Estos empleadores podían optar por aplicar 
lo dispuesto por la reforma tributaria, respecto 
de las modificaciones operadas en el art. 4º del 
dec. 814/2001 (mínimo no imponible o detrac-
ción); es decir, tomando período a período la 
posibilidad de detracción de parte de la base 
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imponible. En caso de ejercer esa opción, que-
daban desafectados de los beneficios de la ley 
26.940. La reglamentación se encargó instru-
mentar los mecanismos para dicha opción.

El art. 6º del dec. 759/2018 (reglamentario 
de la ley) delegó en la Administración Federal 
de Ingresos Públicos el establecimiento de los 
requisitos, plazos y demás condiciones vincula-
dos con el ejercicio de la opción a que se hace 
referencia en el último párrafo del art. 169.

El segundo párrafo de este art. 6º determi-
naba que las opciones efectuadas respecto de la 
adhesión al nuevo régimen del dec. 814/2001, 
en lugar de la continuidad en la utilización de 
los beneficios previstos por la ley 26.940, era de-
finitiva, no pudiendo volver a incluirse la rela-
ción laboral de que se trate en los mecanismos 
de dichos regímenes.

Por contrapartida, se podían mantener los 
beneficios al amparo de la ley 26.940, por el 
tiempo que se juzgare conveniente desde el 
punto de vista contributivo y luego ejercer la 
opción por encuadrarse en el art. 4º del nuevo 
texto del dec. 814/2001. Esta última opción 
entonces es la que la reglamentación juzgaba 
definitiva.

Ahora bien, como último razonamiento de 
esta opción y lo que —sobre el tema— veremos 
en el marco de la ley 27.541.

Muy claramente, la ley 27.430 limitaba la 
posibilidad de ingresar nuevas relaciones en 
el marco de la ley 26.940, por cuanto, quedaba 
claro que el tít. II de la ley 26.940 fue derogado. 
La excepción era el agotamiento de los be-
neficios de los dos capítulos de fomento en la 
medida en que los empleadores opten por per-
manecer en ellos hasta el agotamiento de las 
relaciones que les dieron origen. Obviamente 
la derogación implicaba que no existe la posi-
bilidad de nuevos beneficios en su marco; han 
quedado fuera de la posibilidad adhesión con 
la aparición de la ley 27.430.

Esta era la situación en el marco de la ley 
27.430. Casuísticamente los empleadores —se-
gún su particular análisis— tendían que efec-
tuar los cálculos para optar por una u otra forma 
contributiva.

En dicha oportunidad, nuestro propio análi-
sis indicaba que, a aquellos empleadores que 
tenían una estructura amplia de aprovecha-
miento de los beneficios previstos por la ley 
26.940, les resultaba económicamente benefi-
cioso continuar con ese régimen.

XI. La reforma de la ley 27.541. Característi-
cas y situaciones especiales

La ley en su cap. 3 del tít. IV, arts. 19 a 26 trata 
la reforma de los tributos de la seguridad social, 
en particular las contribuciones patronales, res-
pecto de ciertos subsistemas de la seguridad 
social.

Los artículos mencionados han recibido 
hasta la confección de este trabajo, la inciden-
cia de dos reglamentaciones: el dec. 99/2019 
(BO 27/12/2019) y la RG (AFIP) 4661/2020 (BO 
09/01/2020).

En estos puntos, describiremos y analizaremos 
las reformas operadas y detallaremos los temas 
que o bien, no han cambiado o han sufrido al-
gunos cambios respecto de la anterior situación; 
por esto último, hemos optado en los puntos pre-
cedentes, por efectuar una descripción detallada 
de las normas anteriores, puesto que, muchas de 
ellas han quedado de plena vigencia o con mo-
dificaciones. En casa caso nos remitiremos a lo 
anterior en lo resulte necesario.

Como cuestión prioritaria, la vigencia de las 
disposiciones en materia contributiva. El art. 87 
de la ley establece que “... la presente ley comen-
zará a regir el día de su publicación en el Boletín 
Oficial...”.

Como ya habíamos anticipado (y no está de-
más, recordarlo), la ley 27.541 se publicó por su-
plemento del boletín oficial el día 23/12/2019. 
Ese mismo día se publica también el dec. 
58/2019 que promulga, con la observación del 
art. 52 del proyecto a la mentada ley.

La vigencia de la ley a partir del 23/12/2019 
provoca distintas situaciones en el capítulo que 
trata las reformas tributarias. Respecto de los 
tributos de ejercicio, la norma tiene vigencia 
para el ejercicio en curso; p. ej.: las disposicio-
nes sobre los impuestos sobre los bienes perso-
nales y a las ganancias operan para el ejercicio 
fiscal 2019; no solo porque el mismo articulado 
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lo expresa, sino —fundamentalmente— por la 
estructura del derecho tributario en cuanto a 
los denominados “impuestos de ejercicio”.

En el caso de las contribuciones a los subsis-
temas de seguridad social, pasa exactamente lo 
mismo, de acuerdo con la modalidad del ejerci-
cio que tienen.

Como la ley tiene vigencia desde el 23/12/2019 
y los tributos de seguridad social son de ejer-
cicio, pero mensual, las disposiciones entran 
en vigencia a partir del “devengado” diciem-
bre de 2019. Esto mismo estipula el art. 8º del 
dec. 99/2019:

“... Las presentes disposiciones surtirán efecto 
para las obligaciones de determinación e in-
greso de las contribuciones patronales con des-
tino al Sistema Único de Seguridad Social cuyo 
vencimiento opere a partir del día de entrada en 
vigencia de la ley 27.541...”.

Como —entonces— la vigencia es a partir del 
ejercicio diciembre de 2019, se hizo necesario 
que la Administración Fiscal contemplara la 
emisión de la norma que instrumente el nuevo 
sistema para la determinación y declaración de 
las obligaciones; lo que efectúo por intermedio 
de la RG (AFIP) 4661 (BO 09/01/2020).

Con ese cometido, el acto resolutivo establece 
adoptar en la versión 41 release 8 del programa 
aplicativo SICOSS y en el sistema “Declara-
ción en Línea”, las novedades que introduce la 
ley 27.541. Las modificaciones básicas son las 
siguientes:

a) Las alícuotas de contribuciones patronales 
determinadas en el art. 19 de la ley 27.541.

b) Un campo para informar la detracción 
del importe fijado en el primer párrafo del 
art. 22 de la ley 27.541, sobre la base imponible 
de las contribuciones patronales por cada uno 
de los trabajadores que integren la nómina del 
empleador.

c) Un campo para informar la detracción del 
importe establecido en el penúltimo párrafo del 
art. 22 de la ley 27.541, sobre la base imponible 
de las contribuciones patronales de los emplea-
dores comprendidos en los decs. 1067/2018, 
128/2019 y 688/2019 y su modificatorio. De 

igual modo se utilizará dicho campo para la de-
tracción del último párrafo del referido art. 22.

Se crea también la versión 42 del aplicativo 
SICOSS y se adapta también el sistema de “de-
claración en línea” para que se pueda compu-
tar la detracción indicada en el art. 23 de la ley 
($10.000) sobre la base remunerativa.

Esta nueva versión estará disponible a partir 
del 01/03/2020 y —obviamente— receptará to-
das las novedades normativas.

Como las nuevas pautas rigen para el deven-
gado diciembre y tanto el aplicativo, como el 
sistema online no las contienen, la resolución 
general establece (como es habitual en estos 
casos) que las declaraciones juradas determi-
nativas de los períodos devengados diciembre 
de 2019 y enero de 2020 podrán ser rectificadas 
por nómina completa, hasta el día 31 de marzo 
de 2020, inclusive, no resultando de aplica-
ción —a estos efectos— las disposiciones de la 
RG 3093/2011 (y sus modificatorias) siempre 
que, las citadas rectificativas se presenten ex-
clusivamente a efectos de aplicar la detraccio-
nes previstas en la ley.

XII. El nuevo espectro contributivo

Primero e importante: la ley 27.541 deroga al 
dec. 814/2001, al dec. 1009/2001 y al art. 173 de 
la ley 27.430. Esto quiere decir que el espectro 
contributivo está dominado entonces por las 
leyes 27.541 y 24.730, en este último caso en lo 
que resulte pertinente y no derogado.

El art. 19 de la ley establece dos alícuotas con-
tributivas (i) veinte con cuarenta centésimos por 
ciento (20,40%), en su inc. a) y (ii) dieciocho por 
ciento (18%) es su inc. b). Por lo pronto, enton-
ces, se vuelve al esquema de las dos alícuotas 
que había sido abandonado por la ley 27.430 
(precisamente a partir de su art. 173) y que la fi-
jara en diecinueve con cincuenta centésimos por 
ciento (19,50%), pero a partir del 01/01/2022.

Estas dos alícuotas fueron las que rigieran en 
virtud del cronograma de la ley 27.430, para el 
año 2019. Esto quiere decir que el nivel con-
tributivo del año 2020 (y sucesivos, por ahora) 
será el mismo que en el 2019, pero que perma-
necerá en ese nivel, mientras no exista una mo-
dificación posterior.
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XIII. Las alícuotas según los sujetos y actividades

En este aspecto se producen los cambios y situaciones más relevantes.

Por lo pronto, se cambió un concepto discutido y complejo. A partir de esta nueva ley, el esquema 
contributivo no es solamente para el sector privado de la economía. Se incluyen dentro de este 
marco también a las entidades y organismos del sector público, comprendidos en el art. 1º de la ley 
22.016  (2).

Hasta la vigencia del dec. 814/2001 solo las denominadas “empresas del Estado” estaban inclui-
das en el sistema y quedaban fuera de la órbita las empresas del sector público, sea el estado nacio-
nal, provincial o municipal. La ley 27.541 integra a las empresas del estado a su núcleo.

Define el mismo art. 19, a estos fines, que se entiende por empleadores pertenecientes al sector 
público “... a los comprendidos en la ley 21.546 y sus modificatorias de Administración Financiera 
y de los Sistemas de Control del Sector Público Nacional, y/o comprendidos en normas similares 
dictadas por las provincias, municipalidades y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires...”.

Dados, entonces, dos niveles de alícuotas debemos establece cuáles son las aplicables, respecto 
de los sujetos y actividades.

La alícuota “mayor” es el nivel de contribución para los empleadores pertenecientes al sector 
privado cuya actividad encuadre en el sector “servicios” o en el sector “comercio”, de acuerdo con lo 
dispuesto en la resolución de la Secretaría de Emprendedores y de la Pequeña y Mediana Empresa 
220/2019 (y sus modificatorias) y aquí dice lo importante la norma: “... o la que en el futuro la reem-
place...”, siempre que sus ventas anuales superen, en todos los casos, los límites para la categoriza-
ción como empresa mediana tramo 2, efectuado por el órgano de aplicación pertinente; pero exime 
de esta alícuota mayor a aquellos sujetos regidos por las leyes 23.551 (actividad sindical), 23.660 
(obas sociales) y 23.661 (agentes del seguro de salud y prestadores de salud).

El cambio en este sentido es relevante. La alícuota mayor ha quedado realmente circunscripta a 
determinados sujetos que son las empresas “no pymes” con exclusividad de los sectores comercio 
y servicios.

De acuerdo con las escalas previstas por la res. 220/2019 con las modificaciones de sus similares 
resoluciones 439/2019 y 563/2019, los montos de ingresos anuales, calculados en la forma cono-
cida, serían los siguientes:

Categoría Servicios Comercio

Micro 8.500.000 29.740.000

Pequeña 50.950.000 178.860.000

Mediana tramo 1 425.170.000 1.502.750.000

Mediana tramo 2 607.210.000 2.146.810.000

 (2) Ley 22.016. Art. 1º.— “Deróganse todas las disposiciones de leyes nacionales, ya sean generales, especiales o 
estatutarias, en cuanto eximan o permitan capitalizar el pago de tributos nacionales, provinciales y municipales 
(impuestos, tasas y contribuciones) a: las sociedades de economía mixta regidas por el dec.-ley 15.349/1946, 
ratificado por la ley 12.962, las Empresas del Estado regidas por la ley 13.653 (texto ordenado por dec. 4053/1955 
y modificaciones), o por leyes especiales, las sociedades anónimas con participación estatal mayoritaria regidas 
por la ley 19.550, las sociedades anónimas con simple participación estatal regidas por la ley 19.550, las Sociedades 
del Estado regidas por la ley 20.705, las empresas formadas por capitales de particulares e inversiones de los fiscos 
nacional, provinciales y municipales —todas ellas inclusive aunque prestaren servicios públicos—, los bancos y 
demás entidades financieras nacionales regidos por la ley 21.526 y/o las leyes de su creación, según corresponda y 
todo otro organismo nacional, provincial y municipal que venda bienes o preste servicios a terceros”.
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O sea, en términos concretos: quedan inclui-
dos en la alícuota mayor únicamente los em-
pleadores de los sectores comercio o servicios 
cuyo nivel de ingresos total anuales (calculados 
de acuerdo con la misma metodología de la res. 
220/2019 y anteriores) supere los montos esta-
blecidos para la actividad en la categoría “me-
diana tramo 2”.

Queda claro también que este es el único re-
quisito para la consideración en el marco del 
esquema contributivo.

Se resuelve de esta forma, el antiguo y com-
plejo conflicto que tuvo lugar por casi 20 años, 
por el cual, la Administración Fiscal interpre-
taba que el límite en el nivel de ventas había 
quedado anclado en la res. (SEPyME) 24/2001 
y que, eran los ya afamados “48.000.000” para el 
sector “comercio o servicios” según afirmaba el 
también afamado dec. 1009/2001.

Por supuesto la AFIP recibió los más duros 
reveses en la jurisprudencia de la Cámara Fe-
deral de la Seguridad Social sostuvo en forma 
unánime que, el monto a considerar era el ac-
tualizado por las resoluciones de la autoridad 
de aplicación en la materia.

Por lo tanto, esta discusión ha quedado zan-
jada. A partir del devengado diciembre de 2019 
con la irrupción de la ley 27.541 y la derogación 
expresa de los decs. 814/2001 y 1009/2001 el ni-
vel de ventas para encuadrar como empleador 
pyme está dado sola y absolutamente por las re-
glamentaciones de la Secretaría de Emprende-
dores y de la Pequeña y Mediana Empresa.

Por lo tanto, esto ha quedado superado y en-
tonces, la mayoría de los empleadores se en-
cuentran incluidos en la alícuota menor.

Resumiendo, los que a continuación se deta-
llan, son los sujetos y actividades que se encuen-
tran alcanzados por la alícuota menor del inc. b) 
del art. 19:

- Sectores comercio y servicios pymes (de 
acuerdo con los parámetros).

- Sector industria (cualquiera fuere el monto 
de ingresos).

- Sector construcción (cualquiera fuera el 
monto de ingresos).

- Sector agropecuario (cualquiera fuera el 
monto de ingresos), incluyendo los empleado-
res incluidos en los convenios de corresponsa-
bilidad gremial de la ley 26.377 (en este último 
caso, según art. 5º del dec. 99/2019.

- Actividad sindical.

- Obras sociales.

- Agentes del seguro de salud y prestadores de 
salud.

- Sector público (entendidos como integran-
tes de las leyes 22.016, 21.546, provinciales, mu-
nicipales y de la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires.

Situación muy especial debe analizarse res-
pecto de las universidades nacionales, tema que 
tantos conflictos acarreó en el pasado, respecto 
de su inclusión o no en el dec. 814/2001.

Como el dec. 814/2001, excluía al sector pú-
blico y nivel de las universidades nacionales 
distintas interpretaciones por parte del con-
junto de ellas, fueron generando diferencias 
entro lo efectivamente pagado en concepto de 
contribuciones y lo que —en todo caso— según 
interpretación del fisco nacional correspondía 
ingresar, de acuerdo con la normativa.

En esa suerte de conflicto y para permitir la 
regularización de esas situaciones anormales, 
se dicta el dec. 1571/2010 (BO 04/11/2010), por 
el que se viene a determinar una alícuota redu-
cida del 10,17% que, sustituía a las alícuotas de 
ley de los subsistemas del INSSJP (ley 19.032) 
y SIJP (ley 24.241), para ello las instituciones 
debían regularizar sus deudas. El beneficio de 
reducción se otorgó por el plazo de 20 (veinte) 
años contados a partir de diciembre de 2010; 
con lo cual ese período expiraría en diciembre 
del año 2030.

Pero, hete aquí que, en los mismos conside-
randos de ese decreto se establecía que “... las 
instituciones universitarias nacionales tienen 
autarquía económico-financiera que ejercen 
dentro del régimen de la Ley de Administra-
ción Financiera y de los Sistemas de Control del 
Sector Público Nacional ley 24.156 y sus modi-
ficaciones... Que las instituciones universitarias 
como organismos del Estado Nacional y en su 
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calidad de empleadores, deben ingresar las 
contribuciones patronales... aplicando alícuo-
tas distintas a las establecidas para los emplea-
dores del sector privado...”.

Pero claro, la ley 27.541 incluye en forma 
expresa al sector público, con lo cual no cabe 
duda de que las universidades nacionales pasa-
rán a tributar la alícuota del inc. b) del art. 19; o 
sea el 18%; pero la pregunta es: ¿a partir de qué 
momento?

Porque el dec. 1571/2010, siguen plenamente 
vigente, antes y después de la ley 27.541, por 
cuanto esta no la ha derogado.

Si esto es así y en función de la dispensa del 
dec. 1571/2010, las universidades nacionales 
gozarían de la reducción de las contribuciones 
a dos de los subsistemas, para los cuales se ha 
fijado el 10.17%. Este, obviamente, es un tema 
no pensado por el legislador. Aquí habrá que 
definir para el futuro —nuevamente— la situa-
ción de las universidades, con lo cual el tema 
vuelve al tapete.

Para culminar con el esquema de sujeción, 
queda por identificar a los empleadores que no 
se encuentran incluidos en el nuevo esquema 
contributivo de la ley 27.541.

La exclusión es expresa y se encuentra con-
certada en el art. 24 de la ley. Las normas con-
tributivas no resultan de aplicación para los 
empleadores titulares de establecimientos edu-
cativos de gestión privada que se encontraren 
incorporados a la enseñanza oficial conforme 
las leyes 13.047 y 24.049; ello hasta el 31 de di-
ciembre de 2020. Este tratamiento fue habitual 
en el marco del dec. 814/2001, habiendo pro-
rrogado en el tiempo esta exclusión.

XIV. La vuelta a la letra original del art. 4° 
del dec. 814/2001

Como ya habíamos descripto en un punto an-
terior, el cambio más profundo que produjo la 
ley 27.430 fue la rotunda modificación que ha-
bía sufrido el texto del art. 4º del dec. 814/2001. 
Por esa medida se sustituía el método de cóm-
puto de una porción de las contribuciones 
efectivamente ingresadas como crédito fiscal 
en el Impuesto al Valor Agregado (respecto de 
los contribuyentes habilitados para ello, por 

razones geográficas), por la detracción de un 
mínimo sobre el total de las remuneraciones 
imponibles de todos los empleadores del sector 
privado.

Esta ley, no solo vuelve al texto original del 
art. 4º del dec. 814/2001, sino que también res-
peta lo que introdujo la ley 27.430: la detracción 
o mínimo. Ambas cosas, en forma conjunta, 
operan en el nuevo esquema.

El art. 21 establece que de la contribución 
definida en el art. 19 (las alícuotas descriptas), 
efectivamente ingresada, se puede computar 
un porcentaje (que surge del Anexo de la ley) 
como crédito fiscal en el IVA, o sea la misma 
mecánica que establecía el texto primigenio del 
dec. 814/2001.

XV. Las detracciones

Hablamos en plural, porque los arts. 22 y 
23, generan las detracciones en este nuevo 
esquema.

El art. 22, establece la detracción que había 
introducido el nuevo texto del art. 4º del dec. 
814/2001, luego de la reforma de la ley 27.430.

Toma como mínimos para la detracción los 
mismos montos que fueran aquellos que se en-
contraron vigentes para el ejercicio 2019: men-
sual por cada remuneración de $7003,68 y total 
para los casos diferenciales de $17.509,20.

Expresa el art. 22 expresa que podrá detraerse 
el mínimo cualquiera fuere la modalidad de 
contratación adoptada bajo la Ley de Contrato 
de Trabajo, incluyendo también al régimen de 
trabajo agrario de la ley 26.727 (estatuto ce-
rrado) y al régimen de la industria de la cons-
trucción de la ley 22.250 (estatuto abierto).

También como fuera en el régimen anterior 
establece la proporcionalidad de la detracción 
en los casos del contrato de trabajo por tiempo 
parcial (art. 92 ter de la ley 20.744) y vuelve a 
insistir (con los mismos problemas de inter-
pretación) respecto de los que menciona como 
tiempo trabajado inferior al mes. Repetimos en 
varios trabajos que hay una exactitud en estos 
conceptos, puede haber trabajos inferiores al 
mes (licencias especiales) que tienen igual base 
remunerativa total.
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Como ya anticipamos, cuando se explicara el 
funcionamiento de los tratamientos diferencia-
les que, este nuevo régimen, respeta aquellos 
que fueron instrumentados en el lapso anterior 
y los decs. 1067; 128 y 688 (entendemos que con 
sus reglamentaciones) siguen vigentes bajo este 
nuevo sistema.

Agrega el art. 22 como último párrafo que los 
concesionarios de servicios públicos en la me-
dida en que el capital social de la sociedad con-
cesionaria pertenezca en un porcentaje no infe-
rior al 80% al Estado Nacional, podrán computar 
hasta el 100% de la detracción; o sea se agrega 
con esto un nuevo tratamiento diferencial.

La novedad viene dada por el art. 23. Allí dice 
que “adicionalmente” a la detracción antes des-
cripta, los empleadores que tengan una nómina 
de hasta 25 (veinticinco) empleados gozarán 
de una detracción de $10.000 (pesos diez mil) 
mensual, “... aplicable sobre la base imponible 
precedentemente indicada...”.

Como la redacción es confusa, el dec. regl. 
99/2019, intentó clarificar la cuestión, diciendo: 
“... la detracción indicada en el art. 23 de la ley 
27.541, se practicará sobre la base imponible 
que corresponda a la totalidad de los trabaja-
dores comprendidos en el art. 22 de la misma 
ley, luego de la detracción a la que se refiere 
este último artículo, hasta su agotamiento, sin 
que el excedente pueda trasladarse a períodos 
futuros...”.

Esto quiere decir que los mínimos o detrac-
ciones no tienen la misma naturaleza. La de-
tracción del art. 22 (la ya conocida) opera como 
antes, respecto de cada remuneración; o lo que 
es lo mismo decir, respecto de cada trabajador.

La detracción del art. 23 es global, sobre el to-
tal de la base imponible, una vez computadas 
las deducciones de tipo individual.

No debe confundirse, lo que se pretende de-
cir es que no es una detracción de $10.000 por 
cada trabajador, luego de la detracción indivi-
dual del art. 22.

O sea, se generan a partir de las nuevas dis-
posiciones tres bases remunerativas distintas: 
(i) la remuneración sujeta a contribuciones sin 
detracción alguna (remuneraciones 2 y 3 del 

SICOSS o DDJJ online); (ii) base con las detrac-
ciones del art. 22; y (iii) base con las detraccio-
nes del art. 23 para los empleadores de hasta 25 
trabajadores.

Lo que resulta aclarado por el dec. 99/2019 es 
que las alícuotas adicionales previstas en regí-
menes diferenciales o especiales deberán apli-
carse sobre la base imponible que corresponda 
sin considerar las detracciones de los arts. 22 y 
23 (art. 2º del dec. 99/2019), siendo, en este sen-
tido lo mismo que sucedía en el régimen ante-
rior y que lo especificaba el dec. 759/2018.

Queda por decir, en este aspecto, que el art. 7º 
del dec. 99/2018 deroga el dec. 759/2018, por lo 
que ciertas cuestiones particulares que puedan 
presentarse en cuanto a la interpretación de la 
ley deberán ser nuevamente reglamentadas.

XVI. El tratamiento de la ley 26.940 en el 
marco de la reforma de la ley 27.541

Como ya explicamos en el punto respectivo, 
describiendo el tratamiento que recibía la ley 
26.940 (BO 02/06/2014), en el marco de la ley 
27.430, el art. 172 dejaba sin efecto al tít. II de la 
ley 26.940 desde su misma vigencia, con excep-
ción del art. 33 que se refiere a los convenios de 
corresponsabilidad gremial.

El art. 169, tanto respecto del régimen de con-
tribuciones para microempleadores (art. 18, ley 
26.940), como para el régimen de contratación 
del trabajo registrado (art. 24 de la ley 26.940), 
mantuvo los beneficios establecidos hasta el 
01/01/2022 (para los microempleadores) y para 
las relaciones laborales vigentes que contaban 
con el beneficio de reducción y hasta el venci-
miento del plazo respectivo de 24 (veinticuatro) 
meses para el caso de la contratación de traba-
jadores. Por supuesto en cada caso los emplea-
dores debían seguir cumpliendo los requisitos y 
las obligaciones que resultaban aplicables en el 
ámbito de dicha Ley de Promoción del Empleo.

Como sabemos del viejo régimen, se intro-
dujo una opción para ambos casos.

Los empleadores podían optar por aplicar lo 
dispuesto por la reforma tributaria, respecto de 
las modificaciones operadas en el art. 4º del dec. 
814/2001 (mínimo no imponible o detracción); 
es decir, tomando período a período la posibi-
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lidad de detracción de parte de la base impo-
nible. En caso de ejercer esa opción, quedaban 
desafectados de los beneficios de la ley 26.940. 
La reglamentación se encargó instrumentar los 
mecanismos para dicha opción.

El art. 6º del dec. 759/2018 (reglamentario 
de la ley) delegó en la Administración Federal 
de Ingresos Públicos el establecimiento de los 
requisitos, plazos y demás condiciones vincula-
dos con el ejercicio de la opción a que se hace 
referencia en el último párrafo del art. 169.

El segundo párrafo de este art. 6º determi-
naba que las opciones efectuadas respecto de la 
adhesión al nuevo régimen del dec. 814/2001, 
en lugar de la continuidad en la utilización de 
los beneficios previstos por la ley 26.940, era de-
finitiva, no pudiendo volver a incluirse la rela-
ción laboral de que se trate en los mecanismos 
de dichos regímenes.

Por contrapartida, se podían mantener los 
beneficios al amparo de la ley 26.940, por el 
tiempo que se juzgare conveniente desde el 
punto de vista contributivo y luego ejercer la 
opción por encuadrarse en el art. 4º del nuevo 
texto del dec. 814/2001. Esta última opción 
entonces es la que la reglamentación juzgaba 
definitiva.

Muy claramente, la ley 27.430 limitaba la 
posibilidad de ingresar nuevas relaciones en 
el marco de la ley 26.940, por cuanto, quedaba 
claro que el tít. II de la ley 26.940 fue derogado. 
La excepción era el agotamiento de los be-
neficios de los dos capítulos de fomento en la 
medida en que los empleadores opten por per-
manecer en ellos hasta el agotamiento de las 
relaciones que les dieron origen. Obviamente 
la derogación implicaba que no existe la posi-
bilidad de nuevos beneficios en su marco; han 
quedado fuera de la posibilidad adhesión con 
la aparición de la ley 27.430.

Esta situación se vuelve a reeditar en el marco 
de la ley 27.541; más específicamente en torno a 
la reglamentación del dec. 99/2019.

El art. 6º determina que, la opción a que hace 
referencia el último párrafo del art. 169 de la ley 
27.430 (recordemos que la ley 27.541, solo de-
roga al art. 173, el resto queda vigente), se en-
tenderá referida a las disposiciones delo art, 22 del 

nuevo régimen y que, de ejercerse para la totali-
dad de los trabajadores comprendidos, también 
implicará el acceso a la detracción del art. 23.

Ahora bien, la situación actual en cuanto a la 
opción resulta temporalmente distinta.

El mencionado art. 169 de la ley 27.430, esti-
pulaba que podrían mantenerse las reducciones 
del capítulo de los “microempleadores” (art. 18 
de la ley 26.940) hasta el 01/01/2022 y en el caso 
de los empleadores incluidos en el art. 24 de esa 
ley, podrían mantener los beneficios hasta la ex-
piración del plazo de 24 meses de duración.

En el segundo de los casos, el conjunto queda 
prácticamente vacío. Recordemos que la misma 
ley 27.430 impedía ingresar nuevas relaciones 
a partir de su vigencia; es decir los ingresos a la 
nómina a partir de enero de 2018; por lo cual las 
incorporaciones del mes diciembre de 2017, cul-
minaron en diciembre de 2019, quiere decir que 
por solo un mes (diciembre de 2019) se puede 
ejercer la opción que establece este nuevo régi-
men. Como decíamos un conjunto vacío.

Solo queda como posibilidad de opción la 
situación de los “microempleadores” incluidos 
en el art. 18 de la ley 26.940. En estos casos, cada 
uno de ellos deberá practicar el cálculo respec-
tivo, respecto de los costos contributivos aso-
ciados a cada opción.

Podemos remarcar en el marco de esta nueva 
reforma una total carencia de mecanismos de 
actualización. Las detracciones o mínimos han 
quedado, en principio ancladas a una suma 
fija. Tampoco de la normativa surgen pautas 
de actualización. Esto, mediando situaciones 
complejas en materia inflacionaria incremen-
tará sensiblemente la incidencia de las contri-
buciones, puesto que, incidirán en forma cada 
vez menor en la base remunerativa; esto es una 
cuestión que debe ser observada y mensurada 
razonablemente.

No se está contemplada debidamente la si-
tuación del esquema contributivo de las pymes. 
Expresamos en muchas oportunidades y desde 
distintos ámbitos la necesidad de encarar estu-
dios serios que, permitan superar los proble-
mas que se vienen arrastrando desde hace dé-
cadas. Exhortamos, una vez más a acometer esa 
cuenta pendiente.
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